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A mi nieta Amapola

    El futuro del planeta está en manos de los niños y los jóvenes de hoy.

  


  PRÓLOGO 
 VOLVER A LA ECOLOGÍA


  La primera impresión de la lectura privilegiada que Manuel me permitió hacer de su texto es que la humanidad se encuentra en una gran encrucijada civilizatoria derivada de su mala comprensión y aplicación de la ecología y que la situación es más crítica en Colombia. Obviamente, es mi sesgo académico: proviniendo de otros campos disciplinarios, diferentes expertos llegarían a conclusiones equivalentes desde su perspectiva. Augusto Ángel Maya y Francisco González, por ejemplo, hablaron en los ochenta de la crisis ambiental como una manifestación de incapacidad cultural y de los inadecuados sistemas de pensamiento que la fundamentan, Joan Martínez-Alier como síntoma de la crisis globalizada de la (in)justicia económica, Margarita Marino y la Comisión Bruntland como un problema de gobernanza, las ecofeministas como expresión de la actuación masculinista y autoritaria de los sistemas de poder dominantes.


  La idea de la mala ecología me surge sin embargo como un mensaje subyacente al texto puesto que en todos y cada uno de sus capítulos la provisión de evidencia empírica del cambio ambiental es tan sencilla como abrumadora y se plantea como resultado de algo que ha ocurrido en un lapso de menos de 50 años, de manera paralela con esa gran aceleración tecnológica que está detrás del éxito de la humanidad como especie, pero que al tiempo le otorga la capacidad de analizar los efectos colaterales y los fenómenos derivados de la retroalimentación, inevitablemente asociados. No puedo dejar de pensar en términos de buena ecología volviendo a los maestros Ramón Margaleff y los hermanos Odum (quienes escribieron profusamente al respecto entre 1960 y 1980), para quienes la inserción de lo humano en el contexto de la biosfera planetaria constituía la pregunta del conocimiento más relevante para proyectar el futuro de la especie en la Tierra, ni en términos de mala ecología por la desafortunada evolución o apropiación incompleta de su campo de acción, que llevó al público y muchos decisores a hacer equivalente el término con el de “naturaleza”, completando la ruptura más perversa de la modernidad: convertir al humano en un ser sobrenatural, extraño al planeta, liberado de sus conexiones evolutivas y materiales, abstraído y onanista en medio de las redes físicas y biológicas de las cuales aprendió a derivar su bienestar en menos de 10 000 años. Ya decía Margaleff en 1982 (¡!) en su introducción al texto insignia de su ecología basada en ciencias de la información: “…he rehusado asociarme con las exageraciones de la propaganda sensacionalista. Creo que la Ecología debe mantenerse en la tradición de una disciplina científica y no dejarse deslizar por la vertiente de la burocracia oficial ni por la vertiente opuesta de la truculencia”. Howard Odum, el ingeniero, decía para las mismas fechas en su decálogo ambientalista y con algo más de humor que el pecado capital de la humanidad era desperdiciar energía potencial, la fuente de organización de los ecosistemas.


  La mala ecología es constitutiva de la narrativa amarillista de los medios de comunicación, fabricada por diversos grupos de interés sin distingo ideológico predominante, hecha para garantizar su inserción en las dinámicas mercantiles o para cuestionarlas, en ambos casos con fundamentos deliberadamente incompletos. La mala ecología es utilizada para inmovilizar a la academia o activarla dentro de agendas que saben aprovechar las limitaciones epistemológicas de la ciencia para apretarle el pescuezo a los científicos, según sus conveniencias; la mala ecología, para explicar a medias las cosas y obtener de ello cierto reconocimiento personal e inserción en un campo contencioso con amplio potencial de resonancia… y rentabilidad.


  En un planeta reconstruido por los humanos, obviamente a su favor y tras centenares de experimentos adaptativos siempre en marcha, la discusión acerca de la benevolencia o conveniencia del cambio ecológico está cada día más sobre la mesa. En ese sentido si bien algunos hablan del cambio ambiental para aparecer más incluyentes, para garantizar la presencia humana como agentes de transformación, para desplegar toda la potencia del pensamiento holístico, quiero aprovechar la profundidad de cada uno de los capítulos de este libro para recuperar la potencia del pensamiento y aproximación de la ecología como disciplina sistémica que desde sus inicios pensó sin reduccionismos (bueno, hubo intentos en la sociobiología y la ecología “humana”) a la especie humana con todos sus atributos, como un elemento fundamental en la organización y el funcionamiento de los ecosistemas planetarios. Para abordar esta perspectiva integral, Manuel pone en el centro de su reflexión aspectos como las paradojas del bienestar contemporáneo, la incidencia de los modelos de producción y consumo globalizados en la reorganización biológica y social del mundo, el descubrimiento de sus altísimos niveles de ineficiencia en toda nuestra civilización y su relación con la disponibilidad de energía, la construcción mediática de lo humano y sus efectos en los sistemas de decisión institucionalizados, el descubrimiento de los efectos acumulativos del cambio y las sorpresas emergentes como derivación de la complejidad de las relaciones socioecológicas, de paso un concepto reciente, que promueve para recuperar la noción de que no existe sociedad abstraída de un contexto físico y biológico de operación, sea en este o en otro planeta. Debemos adaptarnos a nosotros mismos, en el planeta o en Colombia, donde nos hemos convertido en nuestra propia fuerza de selección al reemplazar el efecto directo de la mayoría de las demás por efectos indirectos derivados de la conectividad funcional del ambiente planetario: ya no somos depredados a escala local por los virus y bacterias que nos convirtieron en la comunidad inmune que somos, ahora todo lo que nos presiona proviene del proceso de globalización (con sus nuevos virus y bacterias), algo a lo que algunos ingenuos se resisten.


  Ecológica y culturalmente hablando, la caja de Pandora se abrió hace mucho y fuimos capaces de entreverlo hace tres o cuatro mil años como un mensaje de la tragedia inserta en nuestro inconsciente colectivo grecolatino, pero no como una agenda retrógrada que marcara el destino de lo humano en la búsqueda de un camino de regreso a ningún paraíso, mucho menos mesopotámico para los colombianos, donde una mezcla de lenguas y formas de concebir, valorar y habitar los páramos, los manglares, las ciénagas y las selvas genera una nación tan única y particular. De ahí que los aislacionismos locales sean valiosos únicamente como espacios de experimentación temporal, pero inútiles como resguardo o sueño de autarquía utópica, porque todos estamos obligados a renegociar nuestra posición en el ecosistema, el mundo. El énfasis de Manuel en el capítulo acerca del diseño de las ciudades como ecosistemas humanos sostenibles, es a mi juicio, el más esclarecedor y lúcido, pues todas las capacidades humanas convergen de nuevo en la polis para hacer surgir de ella un orden territorial renovador, en el cual se cultive el buen antropoceno, como lo promueve FutureEarth, un movimiento global de decenas que con sus pensadores y líderes globales se enfoca en actuar y promover soluciones más que en la crónica del desastre.


  El problema ecosistémico humano, podría entonces llamarse a este reto de construir un mundo con base en el replanteamiento de la inserción de las culturas en el territorio (el ecodesarrollo de los años ochenta, resignificado), que a su vez descansa en la comprensión y el manejo (no reducido a términos de ingeniería) de las contribuciones del componente no humano a lo humano, a mi parecer mejor expresadas como “servicios ecosistémicos” que como “contribuciones de la naturaleza al bienestar”, esta última afirmación una letal perpetuación de la idea de lo natural como externa y ajena a lo humano, un intento éticamente valioso pero lánguido de reconocer que nada está a nuestro servicio por definición pero que no contribuye sustancialmente a vernos como el componente más importante en la construcción del futuro de toda la vida en este planeta: como si nuestras colonias de microorganismos en las tripas no nos hicieran suficientemente naturales en medio de las redes funcionales inmateriales y materiales del mundo, vivas o no.


  Abordar la evolución de las políticas ambientales recientes es más complejo si se ve desde la misma óptica de la ecología, puesto que las limitaciones institucionales de las democracias en construcción tienden a hacer muy difícil la adopción de agendas de largo plazo, indispensables para el manejo de los procesos físicos y biológicos que mantienen al mundo. Reconoce Manuel que gobernar el cambio climático y la crisis de la biodiversidad han demostrado la vulnerabilidad de la democracia liberal ante las presiones de los sectores extractivistas que no reconocen cualidades organizadoras en el Estado, pero que esa perspectiva no tiene tampoco salida en el ambientalismo radical que sugiere un ejercicio de la autoridad que resuena con las propuestas más dogmáticas de la antigua izquierda. La paradoja de la ecología política radica hoy en su incapacidad de entender que un proceso biológico se puede acelerar o ralentizar hasta cierto punto, pero que la elasticidad del funcionamiento ecosistémico global es limitada. Peor aún, que su régimen se ha modificado irreversiblemente como resultado de la acumulación de miles de años, no solo los últimos cientos, de transformaciones ambientales: ya no hay cómo manejar el planeta como una finca o una plantación, estamos obligados a innovar y ello implica negociar, pues el reto de la justicia ambiental se encuentra al frente…


  Si pensamos en términos clásicos de la gestión de los recursos, vemos cómo las antiguas pretensiones distributivas del bienestar tienden a exacerbarse como agresivos e ineficientes regímenes de subsidios que transitan por los populismos para entronizarse como formas de poder que fácilmente mutan mafiosamente, como pasa en las falsas izquierdas extractivistas, totalmente emparentadas con las dictaduras de derecha: Bolsonaro es idéntico a Maduro, el resto es propaganda. Al final, el reto civilizatorio implica combatir a los que se benefician del statu quo e impiden la reorganización bondadosa de los sistemas ecológicos a favor del interés común: he ahí el poder político del verde, si se quiere pensar aún en ese color como símbolo de la transformación biológica y social de las civilizaciones con ánimo sostenible, es decir, capaces de sobrevivirse a ellas mismas cada vez en mejores condiciones. Falta ver si esa condición, a menudo calificada de “tibia” por los intransigentes, logra promover una perspectiva transicional, que no aplace al infinito las reformas que requiere el Estado para ser ecológico, pero que no destruya la potencia del mercado ni de las formas de organización de la sociedad civil que deberían aportar una lectura más desapasionada de las lógicas territoriales locales o regionales: todos los ecosistemas tienen propiedades como la productividad, la diversidad, la resiliencia, pero las selvas o los humedales ecuatoriales distan mucho de poderse manejar con criterios mediterráneos…


  Una de las posibilidades que emerge ante la evidencia del efecto de las transformaciones ecológicas de cualquier territorio, a cualquier escala y como derivación normal de la aplicación del método científico, sería entonces la de anticipar el cambio, actuar en consecuencia: si vamos a trasladar comunidades para construir represas, hay que proveerles garantías de bienestar antes de construirlas, para demostrar que el optimismo tecnológico no es sólo una promesa, sino una realidad capaz de espantar la desconfianza derivada de la concentración de los efectos negativos de la transformación del territorio en unas pocas comunidades, el germen de la inequidad y la injusticia ambiental. Si hay que desecar un humedal para un aeropuerto, hacerlo cuando el humedal sustituto, si es viable, esté construido: menos mentiras en las narrativas del triunfo o del fracaso, más consecuencia de los imperativos redistributivos de los efectos del cambio en los ecosistemas, haya sido este planificado o no.


  En la discusión específica que plantea el libro acerca del potencial de la biodiversidad como fuente de bienestar, uno de los futuros más optimistas para Colombia, se plantea la limitación para acceder a un modelo de bienestar equivalente al del imaginario global: las condiciones de cada territorio deben interpretarse e interiorizarse en sus modos posibles de existir, entretejidos en la matriz de los intercambios globales, donde radica la sostenibilidad. El bienestar no se correlaciona con el poder del gasto, salvo en las mentes empobrecidas y mafiosas de líderes como Putin y Trump a quienes hemos dejado tomar las riendas de los Estados. De ahí que esté en desacuerdo con la afirmación de Manuel acerca del éxito y la incidencia de la educación ambiental de las últimas décadas como motor de la consciencia ambiental: por el contrario, considero que ha sido este ámbito del desarrollo el más cooptado y el que ha limitado seriamente la construcción de una sociedad sostenible salvo, tal vez, en el caso de las mujeres, donde sin pretender directamente un impacto ambiental el tema de género está produciendo una de las revoluciones más importantes en la historia del planeta, que es, de hecho, una revolución ecosistémica. Ya no requerimos reproducirnos biológicamente para salvar la especie, ni podemos justificar el control social de la sexualidad, la fuerza más poderosa de la historia, para utilizarla a favor de ninguna minoría. El cuerpo humano tiene el potencial de adquirir un nuevo significado a partir de su reconstrucción física y simbólica.


  La reflexión de Manuel acerca del devenir de Colombia es tremendamente provocadora, como atestigua lo que ha suscitado en mí este texto. Recoge los retos de la complejidad que tan cercanos han sido debatidos por Julio Carrizosa o Hildebrando Vélez, las lecciones de la historia institucional de Margarita Marino, las luchas feministas y territoriales de Alegría Fonseca, el compromiso académico de Ernesto Guhl y Pablo Leyva, nombres inseparables y pioneros del debate ambiental del siglo XX y principios del XX. Maestros con los que a menudo estoy en gentil desacuerdo, más por inexperiencia e ingenuidad que por otras cosas, seguramente, pero que han construido una lectura rigurosa a la vez que apasionada de nuestra realidad.


  Los retos quedan delineados, todos anclados en la perspectiva de una evolución institucional que nadie como Manuel ha entendido mejor y que hoy requiere una nueva vuelta de tuerca. Más democracia en todo caso, mayor redistribución de los beneficios de la gestión del territorio y los recursos, aprovechar el advenimiento de las nuevas tecnologías, proyectar el potencial de los cambios ecológicos del país, algo que solo el juicio de la historia, esta vez marcada por el factor climático, nos permitirá evaluar. Ecología pura, en el sentido más completo de la palabra, pues la justicia se construye cada vez más con base en el rechazo a la imposición del deterioro ambiental sobre cualquier sector de la población, tal vez la evidencia más clara de los efectos de un sistema de gobierno incapaz o reticente a entender las condiciones del presente. Gobierno de los ecosistemas, sistemas de gobernanza de lo ecológico, sin hablar nunca de naturaleza.


  Escucho en este libro el llamado, persistente e ilustrado, a reconocer a Colombia como país único, a abandonar el parroquialismo y el aislacionismo pesimistas, a cuestionar los colonialismos ideológicos y facilistas enquistados no solo en las élites sino en muchas organizaciones populares que las imitan y que aún nos impiden ver las condiciones excepcionales que disponemos para lograr una civilización sostenible. Un análisis de las lecciones aprendidas para evidenciar que el exceso de retórica, la simulación como política y la resistencia al conocimiento han sido elementos del modelo clientelista que deberemos enfrentar desde todos los ángulos en un país donde 12 millones de personas viven en condiciones de alto riesgo climático. Y 12 millones, como mínimo, que no aceptarán pasivamente ese destino ecológico.


  Gracias.


  Brigitte Baptiste


  CAPÍTULO 1 
 EL PLANETA TIERRA 
EN EL ANTROPOCENO


  Los seres humanos han incursionado en los más diversos rincones de la Tierra durante miles de años, pero nuestra actual capacidad de alterar el ecosistema de la Tierra a una escala tan profunda no tiene precedentes.


  KAT LAHR


   


  “Vivimos una crisis ambiental mundial”, se escucha con frecuencia. Es más que una crisis. Hoy vivimos el Cambio Global. Nuestro planeta se transformó profundamente y este cambio continúa, lo vivimos cotidianamente, y podría agudizarse a tal punto que los soportes de la vida en la Tierra llegarían a estar en riesgo, si no se actúa con contundencia para evitarlo. La aceptación y comprensión de ese cambio del planeta que hemos contribuido a construir y que debemos enfrentar es indispensable para entender el estado ambiental de Colombia y prospectar su futuro.


  El planeta que nos enseñaron nuestros maestros en el colegio, en los años 50 y principios de los años 60 del siglo pasado, o el que aprendieron los escolares de hace 100 o 200 años, es radicalmente diferente al que estudian y viven los escolares de hoy. Aprendimos que el casco congelado del Polo Norte había estado allí millones de años. Y aprendimos que la Amazonía y Borneo estaban dominadas por unas selvas densas, prístinas, ricas en fauna y flora silvestre, habitadas por grupos indígenas milenarios, en las que unos pocos hombres blancos incursionaban, llevados por la codicia, la aventura o la necesidad. Aprendimos que esas selvas y el Polo Norte y la Antártica congelados estarían allí durante millones de años. Quienes, aun recientemente, llegaban hasta las alturas del Aconcagua en Argentina, o de la Sierra Nevada de Santa Marta en Colombia, o del Everest, sabían que escalaban por unas nieves perpetuas. Ni los textos del colegio, ni tampoco los universitarios, nos advirtieron de la ocurrencia del cambio climático. Mal podrían haberlo hecho, puesto que entonces, en forma paulatina, ese cambio de origen humano estaba siendo detectado por cientos de científicos, quienes, en el silencio de sus laboratorios, buscaban explicar y dar sentido a miles de observaciones empíricas obtenidas a través de sofisticados instrumentos. Los hombres y mujeres de ciencia trataban entonces de discernir unos fenómenos no perceptibles para el ciudadano del común y, luego, con sus modelos, comenzaron a entender y prever sus posibles consecuencias. Y es que, hasta hace solo un par de décadas, no habíamos vivido las anómalas manifestaciones del clima que hoy se han vuelto cotidianas, ni en las secciones internacionales de la prensa —la escrita, la radio y la televisión— habían aparecido noticias ambientales que hoy nos anuncian tragedias generadas por eventos climáticos extremos u otras docenas de malas noticias ambientales.


  El cambio global es mucho más que el cambio climático y sus diversos impactos, o que la desaparición de extensas selvas de la faz de la Tierra. Es un cambio que se manifiesta en forma dramática en otras dimensiones ambientales como la extinción masiva de especies de flora y fauna, y el deterioro y destrucción del medio marino, de las fuentes de agua dulce y de los suelos. Desde tiempo atrás, algunos ciudadanos del común, en particular de las zonas rurales, identificaron diversos cambios reiterativos a lo largo de los años, por ejemplo en los patrones de las estaciones secas y lluviosas que orientan sus labores agrícolas, y se ingeniaron técnicas para enfrentarlos; pero no sospecharon, pues no disponían de los medios para hacerlo, que esos fenómenos que afectaban su terruño correspondían a una profunda transformación global en marcha. Y en la medida que los ciudadanos lo fueron comprendiendo se comenzó a escuchar el clamor de salvar el planeta, muchas veces en multitudinarias y ruidosas movilizaciones.


  Al planeta no hay que salvarlo. Lo que hay que salvar es nuestra especie, el Homo sapiens con la civilización que ha construido, y para hacerlo tenemos que entender que vivimos en un planeta muy diferente al que muchos suponen que existe y que se dio por garantizado durante miles de años, aceptar que somos solo una parte de la compleja trama de la vida, y asumir sus consecuencias. Estamos ante el imperativo de impedir que se agudice el Cambio Global, pues de no hacerlo el sistema de la Tierra entraría en estados que pondrían en alto riesgo los soportes mismos de la vida. Es una situación que ya nos afecta a todos en nuestra cotidianeidad, y es necesario establecer diversas estrategias y formas para poder desarrollar razonablemente nuestras sociedades y adaptarlas a un planeta cuyo clima se desestabilizó y que ha ingresado en un período caracterizado por unas amenazas, unos riesgos y unas incertidumbres ambientales que la humanidad misma fabricó y que ahora tiene el imperativo de enfrentar, y de las que no hay antecedente desde el surgimiento del Homo sapiens.


  Con estas afirmaciones, no estoy haciendo aquí una declaración del talante de aquellas que predicen el fin del mundo. Lejos de allí. Nuestra especie ha demostrado un extraordinario ingenio que ha llevado a la sociedad de hoy a un nivel de vida sin precedentes en la historia y que explica, en una suerte de paradoja, el Cambio Global. No es un progreso solo identificable en los países desarrollados, como fuera el caso hace unas décadas. En Colombia, como en la totalidad de países, el bienestar promedio de sus habitantes no tiene parangón en su historia, así se reconozca y, necesariamente, se condene la existencia de la pobreza y la miseria de un amplio sector de la población, que es un problema común a la mayoría de los países del mundo. Seguramente, con la creatividad e ingenio con las que los seres humanos han logrado un progreso inimaginable hasta hace unos pocos años, se sorteará, no sin dificultades y quizá con mucho sufrimiento de diversos grupos de la población, esta nueva fase de la historia del planeta en que hemos ingresado y que la ciencia ha bautizado como el Antropoceno.


  Los retos ambientales del desarrollo de Colombia, a similitud de todos los países, son hoy enormes. El país que nuestra generación entrega a nuestra descendencia presenta un cambio ambiental que en parte era inevitable, pero es un hecho que no puede servir para desconocer que hay daños que hubiésemos podido evitar. Muchos de los extraordinarios paisajes del país que disfruté en mi juventud hoy no existen, desaparecieron para siempre. Es de nuestra absoluta responsabilidad enfrentar los diversos problemas ambientales de Colombia, pero para hacerlo es necesario reconocer la forma como interactúan con el Cambio Global. Al solucionar muchos de los problemas ambientales que afectan el devenir del país, las comunidades y los individuos contribuiremos a lidiar con ese Cambio Global, un desafío cuya respuesta es la suma de las respuestas de todos los pueblos del mundo. Qué tanto se caliente la superficie de la Tierra no depende de las acciones singulares de Colombia, pero si, por ejemplo, el país logra detener la deforestación y transformar sus sistemas de producción agrícola por unos más sostenibles desde la perspectiva ambiental, contribuirá, entre otras, a disminuir la emisión global de gases de efecto invernadero, a proteger las cuencas hidrográficas, el agua, la biodiversidad y el suelo, así como paisajes únicos, y por ende, a asegurar las bases del desarrollo y a mejorar nuestro bienestar.


  EL PLANETA TIERRA QUE YA NO TENEMOS


  Tanto los ciudadanos, políticos y científicos que consideran el cambio climático producido por el hombre como el más grave problema del planeta, como aquellos que niegan su existencia, han sido testigos y víctimas de las inenarrables tragedias producidas por la variabilidad climática registradas desde 1992, fecha en la cual los jefes de Estado del mundo firmaron la Convención de Cambio Climático, un acuerdo que supuestamente derrotaría lo que entonces se insinuaba como una amenaza en un futuro lejano.


  Entre los mayores desastres ocurridos en el presente siglo atribuidos al cambio climático se mencionan: la ola de calor en Europa en 2003 que al alcanzar una temperatura promedio de 45ºC causó 70 000 muertes; el huracán Katrina en 2005 que golpeó a Florida y las ciudades de Mississippi y Nueva Orleans, dejando 1800 muertos y US $215 000 millones en pérdidas; la tormenta de nieve en Afganistán, en 2008, que al reducir la temperatura a un promedio de -30ºC causó la muerte de 1000 personas, 350 000 cabezas de ganado vacuno y 100 000 ovejas; la sequía en Siria, entre 2006 y 2011, que, al detonar una profunda crisis en la producción de alimentos, causó una masiva migración del campo a la ciudad, considerada como uno de los factores que contribuyeron al fortalecimiento de ISIS; las inundaciones ocurridas en Tailandia, Australia, Colombia y Brasil entre 2010 y 2012, consideradas entre las más graves de su historia; y la sequía en California entre 2011 y 2015, la más extrema entre las 9 sequías experimentadas por esta región desde principios del siglo pasado. El huracán Matthew, en septiembre de 2016, causó 339 muertes en Haití, y una lluvia torrencial causó la muerte de más de 330 personas en Mocoa, Colombia, en abril de 2017. La temporada de huracanes en el Caribe en el segundo semestre de 2017, en particular Harvey, Irma y María, generó los daños humanos y materiales más altos registrados en la historia de este tipo de eventos en las islas del Caribe, Florida y Texas. Las tormentas, los incendios forestales y otros desastres de 2017 causaron un daño récord de US $306 000 millones en Estados Unidos (Brittain, 2018).


  Los impactos de estos eventos excepcionales que se asocian al cambio climático se agudizan como consecuencia del mal manejo de la naturaleza en el nivel local. Así fueron los casos de Haití y de Mocoa que nos ilustran cómo en la naturaleza todo está vinculado en una trama de complejas relaciones mediadas por la actividad humana. En Mocoa, a la lluvia torrencial, eventualmente causada por el cambio climático, se adicionó su mayor vulnerabilidad ocasionada por daños ambientales producidos por la acción humana, así como la desidia oficial y la corrupción, factores que también favorecieron la ocurrencia de una tragedia que, quizá, se hubiese podido evitar o, por lo menos, disminuir su gravedad (ver recuadro 1.1).


  
    Recuadro 1.1. La tragedia de Mocoa: una agudización de fenómenos naturales por fenómenos causados por la acción humana


    En Mocoa, capital del departamento amazónico del Putumayo, una avalancha de lodo dejó como saldo la muerte de 330 personas, 400 heridos y cerca de 20 000 damnificados. En la noche del 31 de marzo y la madrugada del 1 de abril de 2017 llovió torrencialmente, como pocas veces en su historia. Los ríos Mocoa, Mulato y Sangoyaco se desbordaron, generando deslaves y flujos de lodo en varios sectores de la ciudad que arrasaron 17 barrios, de los cuales 5 quedaron totalmente destruidos.


    Se produjo una precipitación monumental que muchos asociaron con el cambio climático, puesto que la ciencia ha demostrado que el calentamiento global está aumentando las probabilidades de precipitaciones extremas y las fuertes inundaciones que traen consigo. No se cuenta con el conocimiento científico para comprobar que este último haya sido el caso en Mocoa. De todas formas fue una lluvia torrencial y es, por lo menos, una grave advertencia de los sucesos invernales extremos que se presentarán en el país con más frecuencia en el futuro, ya sea como producto del calentamiento global o del fenómeno de La Niña, según lo han predicho los modelos sobre cambio climático desde hace décadas.


    Los impactos se amplificaron al haberse incrementado la vulnerabilidad a estos eventos como consecuencia del mal manejo del entorno natural. Gran parte de las viviendas y otras edificaciones arrasadas se ubicaban en zonas de alto riesgo, muchas habitadas por desplazados de la guerra. En Colombia, son cientos los asentamientos humanos que se encuentran en la orilla misma de los ríos y, con no poca frecuencia, en su propio cauce o en empinadas laderas. En su gran mayoría se ubican en estas áreas de alto riesgo como consecuencia de la pobreza y la inequidad, lo cual las hace, quizá, el mayor problema socioambiental del país. Pero en Mocoa el riesgo es extremo: llueve como en pocas capitales del país (3900 mm al año vs. 800 en Bogotá), y está atravesada por un conjunto de ríos que corren desde empinadas montañas andinas y que, con un abrupto cambio de pendiente, se dirigen hacia la planicie amazónica. Estas características, entre otras, determinan que la región en donde se emplaza la ciudad sea excepcionalmente vulnerable a avalanchas e inundaciones. Es una situación que se ha profundizado con la deforestación en las cabeceras y riberas de los ríos y quebradas que favorecen los deslizamientos, la desestabilización del ciclo del agua y la ocurrencia de inundaciones. Precisamente, este conjunto de factores ya había detonado, en el 2012, una avalancha en la quebrada Taruca, un afluente del río Sangoyaco, aguas arriba de Mocoa. Ya para entonces Taruca tenía una historia de graves avalanchas y este nuevo evento prendió las alarmas entre algunos lugareños y expertos que a varias voces pregonaron la inminencia de una tragedia.


    Nadie parece haber oído ese S.O.S. ¿Por qué no se establecieron sistemas de advertencia temprana? ¿Qué hicieron entidades del orden nacional como el Ministerio del Medio Ambiente, el Ministerio de Vivienda, el Fondo de Adaptación y el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres? ¿Por qué las autoridades municipales permitieron que se urbanizara en estas zonas? Esta última pregunta tiene una respuesta lamentable: en casi todas las ciudades del país se han autorizado urbanizaciones en zonas no aptas por su vulnerabilidad ambiental, como producto de actos corruptos de concejales y alcaldes, en alianza con empresarios, que han encontrado en los Planes de Ordenamiento Territorial, POT, otra fuente para el enriquecimiento ilícito. La “venta de POT” se trata de un acto criminal que debería ser castigado.

  


  Problemas con la atmósfera


  Tragedias como las mencionadas son apenas el anuncio de lo que serán situaciones más frecuentes, más intensas y más generalizadas, si se continúa actuando como si no pasara nada, o si se queda corta la lucha para mitigar las causas o hacer menos severos los impactos del cambio climático.


  El cambio climático tiene entre sus causas principales la emisión de los denominados gases de efecto invernadero (bióxido de carbono, óxidos de nitrógeno y metano), en gran parte producto de la combustión de carbón, petróleo y gas, tres fuentes de energía que han sido fundamentales para el desarrollo de la sociedad moderna, como se examinará en el capítulo 2. Pero esas no son las únicas causas: la deforestación para habilitar suelos para el cultivo de alimentos y las prácticas agrícolas y pecuarias también contribuyen al cambio climático. O, en otras palabras, en las invenciones dirigidas a satisfacer las necesidades humanas se encuentra el origen principal del cambio climático que enfrenta hoy el planeta Tierra, una de las grandes paradojas en que se insistirá a lo largo de este libro.


  El cambio climático es una amenaza global que no tiene par en la historia desde el surgimiento de nuestra especie. Ni siquiera es comparable a la posibilidad de una guerra nuclear, que tanto atemorizó a las generaciones de la guerra fría durante 5 décadas, y que aún pende sobre nuestras cabezas. Para combatirla, en 1992 los países del mundo firmaron la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático y en 1997 su Protocolo de Kyoto, pero, en balance, han fracasado. Hoy las esperanzas se centran en el Acuerdo de París, firmado en 2015.


  Pero el cambio climático, si bien el más grave, no es el único problema ambiental que la actividad humana ha generado en su interacción con la atmósfera. La exposición a largo plazo a la contaminación del aire exterior e interior causó 7 millones de muertes prematuras en 2018 —por accidente cerebrovascular, ataque cardíaco, cáncer de pulmón y enfermedad pulmonar crónica—, según estimación efectuada por la Organización Mundial de Salud (OMS). Eso hace que la contaminación del aire sea la cuarta causa de muerte entre todos los riesgos para la salud, superada solo por la presión arterial alta, la dieta y el tabaquismo, constituyéndose en el mayor riesgo de salud ambiental del mundo. La contaminación al interior de las edificaciones es causada principalmente por la mala ventilación y por la combustión de leña, y la contaminación del aire libre por la emisión de diversos gases y partículas procedentes de la combustión del carbón y los derivados del petróleo, expulsados por las chimeneas de los establecimientos industriales y los automóviles. La exposición de largo plazo a la contaminación se produce principalmente en los centros urbanos, allí donde habita más de la mitad de la población mundial, en los cuales, con frecuencia, se alcanzan niveles que exceden en mucho lo aconsejable para la buena salud, tal como ocurre en Ciudad de México, Los Ángeles, Santiago de Chile, Beijing, Lagos, Bogotá o Medellín.


  Otros dos graves problemas atmosféricos de origen humano, el declive de la capa de ozono y la lluvia ácida, que fueron motivo de gran alarma pública en décadas pasadas, están siendo resueltos. Y, también, la contaminación del aire ha sido disminuida drásticamente en muchas ciudades del mundo, tres manifestaciones de que está en nuestras manos enfrentar las amenazas que hemos creado contra nuestro bienestar.


  Las crisis del agua, la biodiversidad y los suelos


  La pérdida de la biodiversidad1, la deforestación, la desertización, la pérdida de suelos y el deterioro de las fuentes de agua dulce y del medio ambiente marino son amenazas ambientales que están en incremento. El oso polar navegando solitario en un trozo de glaciar, desprendido como consecuencia del calentamiento de la superficie del suelo en el Ártico, es un símbolo de la profunda relación entre el calentamiento global y la extinción de especies. Es un hecho que se añade a la extinción causada por su sobreexplotación, como se simboliza en el caso del pirarucú en el río Amazonas, uno de los más grandes peces de agua dulce del mundo. Los bosques tropicales del sudeste Asiático y de las cuencas de los ríos Amazonas y Congo, los ecosistemas2 con el mayor número de especies de flora y fauna de la Tierra, han sido intensamente deforestados desde mediados de los años 50 del siglo pasado, cuando hasta entonces estaban relativamente conservados.


  El mar Aral, ubicado entre Kazajstán y el norte de Uzbekistán, está en su última agonía. Se trata del que fuera el cuarto lago más grande del mundo, con 64 000 km2 de extensión, 1100 islas a su interior y una abundante pesca. En 2007 se había reducido al 10% de su extensión, fracturándose en 4 lagos separados, siendo su principal causa un proyecto de irrigación del Gobierno soviético de principios de los años 60. La tragedia del Mar Aral es una advertencia de lo que podría pasar con la Ciénaga Grande de Santa Marta, en Colombia, con su actual proceso de deterioro.


  Grandes extensiones de los suelos que han sido transformados para la actividad agropecuaria, y que hoy son fuente fundamental de alimentos, se encuentran en proceso de degradación, perdiendo su fertilidad y por consiguiente su productividad. Las ciudades, las carreteras, las represas para hidroelectricidad y riego, las cicatrices de la minería, hacen que la superficie de los continentes y de las islas del planeta luzca hoy muy diferente a la que hubiese contemplado un hipotético astronauta de hace 1000 años.


  El deterioro de las fuentes de agua dulce, como consecuencia de la desestabilización del ciclo hídrico, de la contaminación y de su uso excesivo, es uno de los problemas que más directa y negativamente afecta la vida cotidiana de millones de personas, así como de diversas actividades económicas. Un tercio de los ríos y acuíferos del mundo, que sustentan a 1600 millones de personas, padece un grave estrés hídrico, lo que significa que se está utilizando más del 75% de su agua disponible. De los principales acuíferos del mundo (reservas subterráneas de agua), 21 de 37 están retrocediendo, desde India y China hasta Estados Unidos (Richey et al., 2015). En adición, 1800 millones de personas carecen de acceso a agua con la calidad suficiente para su consumo seguro y más de un tercio de la población mundial, unos 2400 de millones personas, no utiliza instalaciones de saneamiento mejoradas, o no las tienen, lo que causa la contaminación de las fuentes de agua y, con ella, una alta morbilidad infantil y el estallido frecuente de pestes como el cólera. Los problemas de acceso al agua potable se originan en su creciente escasez y también en el déficit de sistemas de tratamiento (OMS et al., 2015).


  Los océanos, el mayor sistema físico-biológico de la Tierra, se han alterado a tal punto que el 41% registra una “huella humana” profunda, permaneciendo prístinas pocas manchas del planeta azul (Halpern et al., 2008). La invasión del plástico en los océanos ilustra cuánto hemos cambiado el medio marino. Se estima que el número acumulado de partículas microplásticas oscila entre 15 y 51 billones, con un peso entre 93 000 y 236 000 toneladas métricas. Las pequeñas partículas y otros residuos de plástico de mayor tamaño hacen daño a las poblaciones de diversas especies de fauna marina, poniéndolas en riesgo de extinción (Van Sebille et al., 2015). A los océanos van a parar una proporción muy alta de los desechos domésticos, industriales, agrícolas y mineros sin ningún tratamiento, lo que tiene una diversidad de impactos sobre la vida marina. La alteración más evidente de los océanos es el alarmante declive de las pesquerías mundiales. La muerte masiva de los arrecifes de coral, como consecuencia del cambio climático, es una de las alteraciones más trágicas; en 2016, se perdió un tercio de la Gran Barrera de Coral en Australia, el arrecife más grande del mundo (Hughes, 2017).


  El declive de la biodiversidad oceánica y terrestre se sintetiza en el hecho de que el planeta se enfrenta hoy a la sexta extinción masiva de especies de flora y fauna desde la aparición de la vida hace 3800 millones de años. Esta extinción es fundamentalmente consecuencia de la actividad de los seres humanos y es una enorme amenaza para su bienestar, puesto que, entre otras, el aire que respiramos, el agua que bebemos y los alimentos que consumimos dependen de la biodiversidad.


  El profesor Josef Settele, uno de los autores de la evaluación más completa sobre el estado de la naturaleza realizada hasta el momento, publicada a mediados de 2019, ha subrayado que “los ecosistemas, las especies, las poblaciones silvestres, las variedades locales y las clases de plantas y animales domesticados se están reduciendo, deteriorando o desapareciendo. La red esencial e interconectada de la vida en la Tierra se está haciendo cada vez más pequeña y segmentada”. En esta evaluación adelantada por la Plataforma Intergubernamental de Ciencia y Política sobre Biodiversidad y Servicios de los Ecosistemas, con la participación de 145 expertos de 50 países, se determinó que alrededor de 1 millón de especies de fauna y flora están ahora en peligro de extinción (IPBES, 2019).


  LA GRAN ACELERACIÓN Y EL ANTROPOCENO


  Todos los problemas y amenazas ambientales hoy enfrentados han generado un cambio global que está atentando contra los soportes mismos de la vida en la Tierra. ¿Cómo hemos llegado a esta situación?


  Como todos los seres vivientes, los humanos impactamos el medio natural del que hacemos parte. Durante miles de años este impacto no fue significativo, pero paulatinamente dejó sus huellas. Cuando comenzó a surgir la agricultura, ya el hombre recolector cazador había conducido a cerca de la mitad de los grandes animales salvajes del planeta a la extinción, lo que nos recuerda que la idea del buen salvaje, de gran popularidad en diversos círculos, es una generalización sin asidero histórico (Harari, 2015). De forma similar, los bosques milenarios de diferentes regiones del mundo comenzaron a desforestarse en pos de tierras agrícolas o de sus maderas para los más variados usos, como ocurrió con el cedro del Líbano desde antes de nuestra era, o con la secoya en California después de la Conquista.


  A lo largo de la historia, diversas civilizaciones y culturas desaparecieron hasta el punto que sus huellas acabaron siendo ocultadas o borradas, por acción de la naturaleza. Así sucedió, por ejemplo, con los pueblos mayas de Petén y Tikal, en Centroamérica, con la cultura de San Agustín en Colombia, o con diversos pueblos de la Amazonía cuyos asentamientos abandonados fueron sepultados con tal fuerza por las selvas regeneradas que hasta hace unas décadas se consideraban prístinas. Solo recientemente, en la segunda mitad del siglo pasado, los arqueólogos comenzaron a sacar a la luz los impresionantes centros urbanos y ceremoniales y los lugares que unos florecientes sistemas agrícolas habían ocupado. Así también ocurrió en el Cercano Oriente, que fue una de las regiones del mundo en donde la agricultura comenzó a forjarse paulatinamente hace 9000 años antes de nuestra era y en donde se fundaron los primeros centros urbanos hace 3000 años. Cuando los escribas sumerios, una población asentada en la región bañada por los ríos Éufrates y Tigris, comenzaron a registrar lo que comían, después de 6000 años de esfuerzo agrícola, las gentes del Cercano Oriente ya cultivaban una gran variedad de cereales, legumbres y frutas (Cowan et al., 2006). A mediados del siglo XIX, los arqueólogos comenzaron a descubrir las huellas de los sumerios y de los diferentes pueblos de Mesopotamia, que les antecedieron y les sucedieron, haciéndolas resurgir desde la profundidad del desierto que las había devorado. Lo que fuera un edén de la agricultura se había tornado en un desierto, entre otras, como consecuencia de los daños ocasionados paulatinamente por los sistemas agrícolas sobre sus suelos. El desierto mismo es la huella ambiental más profunda dejada por esas civilizaciones mesopotámicas que desarrollaron la escritura cuneiforme, inventaron el sistema de numeración sexagesimal, crearon un calendario de 12 meses y 360 días, elaboraron los primeros códigos de leyes, inventaron diversas técnicas arquitectónicas… la lista de su legado con su profunda influencia en las fundaciones de la civilización occidental se haría interminable.


  La huella ecológica3 de los seres humanos se incrementó en los últimos 500 años con la expansión europea y la colonización de tierras lejanas habitadas por otros pueblos. Su incremento tomó fuerza en los inicios del siglo XIX, cuando confluyeron el crecimiento poblacional, con su mayor demanda por alimentos, y el surgimiento de la civilización Industrial. Se requirió la apertura de tierras para la agricultura y la ganadería, principalmente a costa de bosques, praderas y humedales. La revolución industrial produjo extraordinarios beneficios económicos y sociales, pero la rápida industrialización de los países pioneros dejó su estela de contaminación del aire y las aguas y unas tecnologías sucias, entre otras. Fue una revolución que estuvo marcada por la invención de la máquina de vapor (1780-1830), es decir por el momento en que los seres humanos pusieron masivamente a su servicio los combustibles fósiles que a la postre se convertirían en la mayor causa del cambio climático. Después vendrían nuevos avances tecnológicos que, con otros factores, estimularían ciclos de crecimiento económico y aumento del consumo: el tren y el acero (1830-1880); la electrificación y los químicos (1880-1930); los automóviles y los petroquímicos (1930-1970) y la tecnología de la información (1970 hasta nuestros días) (Kondratiev, citado por Sachs, 2015).


  Todas estas formidables creaciones de la ciencia y la tecnología y su difusión en diversos confines del mundo tuvieron diferentes impactos en la naturaleza. El cambio ambiental global de hoy también tiene su causa inmediata en el vertiginoso crecimiento de la población y la actividad económica que, a partir de esos avances tecnológicos, han tenido lugar después de la Segunda Guerra Mundial. Will Steffen y sus colaboradores, al observar el crecimiento de la población, la actividad económica y el deterioro ambiental que han ocurrido después de la Segunda Guerra Mundial hasta nuestros días, concluyeron que su rapidez y profundidad no tienen precedente alguno en la historia, y denominaron este período como la Gran Aceleración (Steffen et al., 2015).


  En la figura se ilustra el vertiginoso crecimiento de la población, la actividad económica (ilustrada con el GDP, el uso del agua, el uso de papel, el número de vehículos, el volumen de pesca, y la inversión extranjera), y el deterioro ambiental (ilustrado con el aumento de la temperatura, las concentraciones de CO2 en la atmósfera, la pérdida del bosque tropical, las especies en extinción y la eliminación de la capa de ozono).


  
    
      Figura 1.1. Cómo el crecimiento económico está afectando la Tierra
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      Fuente: New Scientist, 18 Oct 2008

    

  


  Se estima que en el año 1 de nuestra era la población mundial ascendía a 188 millones. Tomó cerca de 1800 años para llegar a 1000 millones de habitantes y de 1804 a 1950 la población pasó a 2530 millones, es decir se multiplicó por 2,5 veces en 150 años, y de esta última fecha a 2018 se estima que pasó a 7600 millones, es decir, se multiplicó por casi 3 veces en 78 años (Roser y Ortiz, 2018a). El crecimiento de la actividad económica expresado en la producción mundial bruta (GWP) tuvo un crecimiento equiparable al de la población entre 1 d. C. y 1800 d. C., lo que básicamente significó que el crecimiento del GWP per cápita permaneció sin mayor modificación en el período; y a partir de esta última fecha se inició un crecimiento del producto bruto mundial que se ha multiplicado por 240 veces desde 1800 hasta nuestros días, como se concluye en las estimaciones del proyecto Madison (Sachs, 2015). El GWP, estimado a partir de las métricas actuales, se multiplicó aproximadamente por 3 entre 1900 y 1950, y de este último año al 2015 se multiplicó por 11 (Roser y Ortiz, 2018a). Pero ese crecimiento ha sido muy desigual entre las regiones del mundo, como lo evidencia la comparación entre el crecimiento del producto doméstico per cápita desde el año 1870 al 2015 (Bolt et al., 2018). Esa disparidad en ingresos per cápita entre regiones (ver figura 1.2.) tiene como consecuencia que la huella ecológica se diferencie entre ellas: en general, entre mayor ingreso per cápita de una región, mayor su huella ecológica.


  El extraordinario crecimiento de la producción y el consumo después de 1950 se ilustra con unos pocos ejemplos, los cuales muestran cuánto excede al crecimiento de la población, que desde entonces hasta 2017 se multiplicó por 3. La producción de granos se multiplicó por más de 4 entre 1950 y 2017, pasando de 631 millones de toneladas en 1950 a 2618 toneladas. El número de automóviles (carros, buses, camiones) se multiplicó más de 30 veces entre 1950 y 2016, pasando de 40 millones de unidades a 1300 millones. A su vez, el número de pasajeros de avión se multiplicó por 132 entre 1950 y 2017, pasando de 31 millones a 4100 millones en 67 años. La producción de plásticos pasó de 1,5 millones de toneladas anuales a 348 millones entre 1950 y 2017, lo que significa un aumento de 232 veces (Statista, 2019; Rosen, 2018; Geyer et al., 2017; Petite, 2016).


  Las interrelaciones entre la expansión económica y el sistema Tierra son múltiples. A título de ejemplo, el crecimiento de las concentraciones de bióxido de carbono, el principal gas causante del cambio climático, se explica en buena parte por el aumento del transporte terrestre y aéreo, basado en la combustión de fósiles, así como en el crecimiento de la generación de energía eléctrica a partir del carbón, y de la deforestación para abrir tierras para la actividad agropecuaria y explotar madera. Así, desde los comienzos de la revolución industrial, a mediados del siglo XVIII, hasta el período inmediato después de la Segunda Guerra Mundial, la concentración atmosférica de CO2 aumentó relativamente poco (de 280 ppm a 310 ppm), mientras que desde entonces ha superado las 400 ppm. A su vez, el incremento del consumo de fertilizantes sintéticos con miras a aumentar la producción agrícola generó el aumento de la concentración de nitrógeno en zonas costeras y en humedales, hasta llegar a formarse extensas áreas biológicamente muertas. Y la invasión de partículas y porciones de plástico en el mar, uno de los hechos más devastadores de la vida marina, tiene su origen en el masivo uso de este material, cuya producción anual aumentó en más de 200 veces en 65 años; en los últimos 15 años, de los 8963 millones de toneladas de plástico producidas, 6700 millones se convirtieron en desechos, de los cuales solo se incineró el 12% mientras el 79% se acumuló en vertederos o en el entorno natural, incluyendo los océanos, una de las grandes víctimas de este material.


  
    
      Figura 1.2. PIB real promedio por cápita, por regiones, 1870-2015
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      Fuente: Bolt et al., 16:2018.

    

  


  La gran aceleración condujo a que los cambios en el medio ambiente se estén dando a escala global en los subsistemas de la Tierra: en las diversas formas de vida, los suelos continentales, los océanos, la atmósfera y los polos, y en las interacciones físicas, químicas y biológicas que se dan entre estos. La Tierra enfrenta hoy cambios a escala global de tal magnitud que ha entrado en una nueva época geológica, el Antropoceno, una denominación dada por el premio Nobel Paul J. Crutzen para señalar el hecho de que son consecuencia de la actividad humana (Crutzen et al., 2000). Lo que caracteriza al Antropoceno es la ruptura con la excepcional estabilidad climática propia del Holoceno, en comparación con las otras épocas geológicas4 en las que vivió el Homo sapiens desde su aparición en la Tierra. Esa gran estabilidad del clima en el Holoceno, que se inició con el fin de la última glaciación hace 11 700 años, aseguró las condiciones que permitieron a nuestra especie crear la agricultura, o el eje sobre el cual se construyeron las diversas civilizaciones, incluyendo la contemporánea. Estas y otras invenciones del ser humano han tenido profundas consecuencias, siendo una de ellas la creación de las condiciones para el crecimiento de la población que a principios del Holoceno era de 4 millones, equivalente a la mitad de la población de Bogotá, para multiplicarse por 1850 veces en 12 siglos.


  Hoy, al mismo tiempo que enfrentamos un deterioro ambiental que pone en riesgo los soportes mismos de la vida en la Tierra, vivimos una etapa de la historia en la que la humanidad ha alcanzado un nivel de vida sin precedentes, no obstante que 708 millones de habitantes se encuentren en la miseria. Esta última cifra es aterradora éticamente inaceptable, más cuando la concentración de la riqueza y la desigualdad ha venido en aumento en las 4 últimas décadas, dos fenómenos que Angus Deaton, premio Nobel de economía, Thomas Piketty, autor de Capital, y la organización OXFAM han demostrado en forma contundente (Piketty, 2014; Deaton, 2013). Pero también debe reconocerse que entre 1970 y 2015 la miseria disminuyó dramáticamente, para pasar de 2220 millones a 708 millones de personas cuando la población total ascendía a 7350 millones. Es decir, en 45 años la pobreza extrema se redujo en un 68%. En ese período, en América Latina el número de personas viviendo en pobreza extrema pasó de 71,21 millones a 33,59, es decir se redujo en un 53% (Rosser y Ortiz, 2018b).


  El mejoramiento del bienestar de la población mundial se aceleró en los últimos 70 años. Los indicadores sobre los avances en nutrición, acceso al agua potable y saneamiento básico, ropa, vivienda, expectativa de vida y alfabetización son contundentes. La libertad de mujeres y hombres ha aumentado y el reconocimiento de los derechos de aquellas se ha abierto paso en forma que hasta hace algunos años parecía impensable. Es difícil no estar de acuerdo con la conclusión del historiador sueco Johan Norberg en su libro Progress: Ten Reasons to Look Forward to the Future: “Contrario a lo que la mayoría de nosotros creemos, nuestro progreso en las últimas décadas no ha tenido precedentes. Según casi cualquier índice que usted desee identificar, las cosas son notablemente mejores ahora de lo que lo han sido siempre para casi todos los seres humanos que han vivido en diferentes momentos de la historia” (Norberg, 2016). Alejandro Gaviria, primer director del Centro de los Objetivos del Desarrollo Sostenible para América Latina y el Caribe y rector de la Universidad de los Andes, no está lejos de esta visión cuando reflexiona sobre Colombia: “En nuestro país la tasa de pobreza es la menor de la historia. La tasa de homicidio, la menor en 40 años. La mortalidad infantil ha disminuido sustancialmente. La desnutrición también ha descendido. Pero la mayoría piensa que estamos viviendo en el peor de los tiempos, en medio de un desastre sin nombre” (Gaviria, 2017). El progreso social y económico en Colombia, además de ser fácilmente constatable en las series estadísticas del país de las últimas décadas, ha sido evidente para quienes hemos vivido ya varias décadas, lo que no significa que se desconozca que es necesario erradicar la miseria y la pobreza que padece una parte de la población. ¿Pero por qué existe una visión predominantemente negativa sobre lo que ha sido nuestro devenir en las últimas décadas? Norberg responde con contundencia: “Está en todos nuestros televisores, periódicos e internet. Todos los días nos golpean las noticias de lo malo que es todo: el Brexit, el colapso financiero, el desempleo, la pobreza, los desastres medioambientales, las enfermedades, el hambre y la guerra. De hecho, nuestro mundo ahora parece estar al borde del colapso”. Las buenas noticias no parecen ser un buen negocio ni para los periodistas ni para los medios de comunicación.


  Infortunadamente, los ambientalistas hemos, quizá, contribuido a crear esta visión de pesimismo. Y la realidad es que quienes tratamos de incidir en la opinión pública nos hemos convertido en algo así como mensajeros de las malas noticias, pues es claro que el deterioro ambiental está en incremento y es necesario comunicar los desastres, que son muchos y permanentes, quizá con la ilusión de que al hacerlo se cree una mayor conciencia sobre el medio ambiente. Pero esto contribuye a ocultar, o a no darle la debida importancia, a los avances que se han hecho para enfrentar los problemas ambientales y que, en mucho, son un triunfo del ambientalismo. Basta con recordar el mejoramiento de la disposición de los residuos sólidos en muchos centros urbanos, la descontaminación y restauración de cientos de ríos, la aparición de cientos de tecnologías más limpias y los avances de la ecología industrial, el acelerado avance de las energías renovables en los últimos 5 años o la creación del impresionante conjunto de áreas protegidas en todos los países del mundo.


  El bien documentado balance sobre el extraordinario progreso registrado por autores como Norberg en las últimas décadas los ha conducido a predecir que los enormes retos generados por el cambio global serán resueltos por la mano invisible del mercado avalada por el avance científico y tecnológico (Norberg, 2016; Ridley, 2010). Pero navegar en el Antropoceno con su enorme complejidad exige mucho más que la acción del mercado y la tecnología, como se examinará a lo largo de estas páginas.


  Población, consumo, tecnología y transformación del territorio


  El tamaño de la población, la tecnología y el consumo son tres factores que tradicionalmente han servido para explicar el impacto ambiental, tanto local como global. Además de estos tres factores, en este libro se le otorga especial importancia a las formas de transformación del territorio, que si bien se explican en parte por los tres factores mencionados —como es la apertura de tierras para atender el consumo de alimentos de una población en crecimiento, la construcción de asentamientos, etcétera— en muchos casos está impulsada por otros factores como la búsqueda del control del territorio, la especulación con tierras o visiones sobre la naturaleza adversas a su protección y buen uso.


  La población


  El crecimiento poblacional ha generado una enorme presión sobre la naturaleza en los 3 últimos siglos, y, en particular, a partir del siglo pasado (ver figura 1.3). Entre 1927 y 2011 la población aumentó de 2000 millones a 7000 millones de habitantes. Esta ascendía a 1000 millones de habitantes en 1804 y su incremento en 1000 millones tomó 123 años, crecer otros mil millones tomó 33 años (1927-1960), y la adición de otros 1000 millones tomó tan solo 15 años. Desde 1974 hasta 2024, la adición de 1000 millones adicionales se produjo aproximadamente cada 12-13 años. Se estima que la población mundial ascenderá a 9000 millones en 2038, 10 000 millones en 2056 y 11 000 millones en 2100. En el año 2100 se contaría con una población de 11 375 millones. Mientras que en el siglo XX la población casi se cuadruplicó —pasando de 1600 millones en 1900 a 6000 millones en 1999—, se prevé que en el siglo XXI no llegará a duplicarse. Pero las cifras absolutas nos sugieren una historia que debería alarmarnos: mientras que en el siglo XX la población se incrementó en 4400 millones, en el siglo XXI se incrementaría en 5000 millones (Rosser, 2019).


  
    
      Figura 1.3. Número de años para que la población global crezca 1000 millones de habitantes adicionales
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      Fuente: Rosser y Ortiz, 2018a.

    

  


  En Colombia, fue necesario que pasaran 140 años para que la población creciera aproximadamente en 5 millones de habitantes (de 897 000 a 5 885 077 habitantes entre 1778 y 1918) y solamente se requirieron 30 años adicionales para que se sumaran otros 5 millones. En 64 años, desde el censo de 1951 al de 2018, la población se incrementó en 34 millones de habitantes, pasando de 11,5 a 48,2 millones (DANE, 2018).


  El dramático crecimiento de la población hubiese sido muchísimo mayor sin los programas de planificación familiar que se impulsaron con fuerza entre los años 60 y 80 del siglo pasado. No existe una relación simple entre el tamaño de la población y el deterioro y la destrucción ambiental, puesto que otros factores entran en juego, siendo cruciales la tecnología, los patrones y niveles de consumo, la cultura y las políticas. Pero se sabe que a medida que la población mundial crece, se crea una mayor tensión en materia de clima, uso de la tierra cultivable, oferta de agua dulce y aprovechamiento de los bosques y de los recursos pesqueros, entre otros. Al examinar el pasado se encuentra que, por ejemplo, el consumo mundial de agua se multiplicó por 6 entre 1900 y 1995, más del doble que el crecimiento de la población. Al otear el futuro, se encuentra que a lo largo del siglo XXI los requerimientos de tierra per cápita para la producción de alimentos podrían superar ampliamente los límites de las tierras cultivables, si se suponen tasas de producción agrícola constantes (Hunter, 2000).


  Una de las mayores diferencias entre el mundo de hoy y el mundo de hace 200 años es la expectativa de vida al nacer, que de un promedio de 30 años a principios del siglo XIX pasó a 71,24 años en 2015 (Roser, 2017). En Colombia, la esperanza de vida al nacer se incrementó de 26 años a principios del siglo XIX a 74,18 en 2015. Mientras que la expectativa de vida solo se incrementó 7,5 años en el siglo XIX, en el siglo XX aumentó 37,5 años (Flórez, 2000).


  Pero la expectativa de tener una vida prolongada no está equitativamente distribuida. Mientras en Mónaco asciende a 89 años, en Liberia solo llega a 55. En Latinoamérica también hay diferencias: mientras la vida promedio de un chileno ascendía a 78,99 en 2015, la de un boliviano a 68,74 y la de un haitiano a 63,07. Son diferencias que simplemente ratifican las distancias en inequidad social y pobreza entre los países, distancias que se registran también al interior de estos.


  La disminución de la mortalidad infantil ha incidido sustantivamente en el aumento de la expectativa de vida de la población mundial. Mientras que en 1800 el 43% de los recién nacidos moría antes de los 5 años, en 1960 esa cifra llegó al 18,5%, y en 2015 al 4,3 %, es decir 10 veces inferior a la registrada hace 2 siglos. Si bien el aumento de la probabilidad de un recién nacido de llegar a los 5 años tiene gran peso en el aumento total de la expectativa de vida, esta también se ha hecho mayor para las personas que alcanzan otros umbrales de edad. En 1841 un niño al alcanzar los 5 años podía esperar vivir 55 años, hoy puede esperar vivir 82 años, es decir 27 más. En forma similar, en 1841 una persona de 50 años podía esperar vivir hasta los 70 años, mientras que hoy puede esperar vivir hasta los 83 (Roser, 2017).


  ¿Cómo se explica que hoy podamos vivir tantos años más? La filtración del agua y su tratamiento químico es el factor que más ha incidido en la prolongación de la expectativa de vida. Otros factores también lo explican, aunque existe controversia sobre el peso de cada cual: mejor disposición de excretas, aguas domésticas servidas y basuras; mejor nutrición; difusión de buenas prácticas para el aseo y el cuidado de la salud; mejor vivienda y educación (Cutler et al., 2004). Y desde los años 30 del siglo pasado, la medicina moderna, primero con las vacunas y los antibióticos y luego con las intensivas y costosas intervenciones individuales a partir de sofisticadas tecnologías, ha ido tomando el control de la prolongación de la vida. No obstante, el agua potable sigue siendo el factor que explica mejor los incrementos en la expectativa de vida en el mundo en desarrollo (Shahid, 2014).


  La tecnología


  El impresionante desarrollo científico y tecnológico que se produjo en la Segunda Guerra Mundial contribuyó mucho a la gran aceleración de la economía que se dio desde principios de los años 50. Muchas de las tecnologías que entraron a enriquecer el aparato productivo y el consumo fueron desarrolladas para la guerra a partir de gigantescas inversiones públicas en ciencia, impensables en épocas de paz, que fueron realizadas principalmente por Alemania, Estados Unidos y Gran Bretaña. Entre las más importantes se mencionan: los avances en la tecnología agropecuaria, los motores jet, la cabina presurizada, la radionavegación, el radar (tecnología crítica en el posterior desarrollo de computadoras, comunicación satelital y televisión), el V2 (ancestro de todos los cohetes modernos tanto balísticos intercontinentales como para la exploración del espacio), los computadores electrónicos digitales para romper códigos secretos (definitivos para el desarrollo del computador moderno), las tecnologías para la producción masiva de la penicilina y otras medicinas, y el caucho sintético. Estas fueron tecnologías para la muerte que a la postre beneficiarían los tiempos de paz, incluyendo energía atómica que dio lugar a la bomba que los Estados Unidos utilizó en el holocausto de Hiroshima y Nagasaki, y que cambió para siempre las relaciones políticas internacionales.


  La disponibilidad de fertilizantes sintéticos fue crucial para aumentar la producción de alimentos para una población en crecimiento. Y precisamente su producción se disparó después de la Segunda Guerra Mundial, pues la enorme capacidad para producir amoníaco como base para fabricar explosivos se reorientó hacia la industria de fertilizantes sintéticos nitrogenados, lo que contribuyó, con otras tecnologías, al aumento de la productividad agrícola en el ámbito de la revolución verde de los años 50. El proceso Haber-Bosch para sintetizar amoníaco a partir del nitrógeno e hidrógeno del aire había sido inventado a principios del siglo XX para reemplazar los fertilizantes naturales que se utilizaban intensamente en la agricultura más avanzada de entonces y estaban en proceso de agotamiento (guano del Perú y nitratos de Chile). Pero tanto en la Primera como en la Segunda Guerra Mundial se hizo un paréntesis para destinar el amoníaco sintético a la producción de ácido nítrico, la base de diversos explosivos. Esta es una excelente ilustración de cómo la tecnología no es neutra. Así como la agricultura moderna no habría sido posible sin el concurso del amoniaco, millones de seres humanos han muerto con sus explosivos (Smil, 2004).


  Otra ilustración sobre la relación entre el desarrollo de la tecnología y la gran aceleración es la extracción de los millones de toneladas de carbón requeridos para la generación eléctrica que se ha hecho a partir de la minería a cielo abierto a gran escala. Esta no hubiese sido posible sin las inmensas retro-excavadoras y camiones y otras maquinarias gigantes y precisas y sin los sustantivos avances en la geología y en la ingeniería de minas. La minería a cielo abierto ha permitido también extraer oro y otros minerales de yacimientos que antes no eran viables de explotar (Smil, 2014). En forma similar, las tecnologías para explotar petróleo off-shore así como, más recientemente, el fracking, han asegurado el incremento del consumo del petróleo, el gas y sus derivados (algunos de los cuales se utilizan en la agricultura). Son modalidades de explotación de minerales, petróleo y gas con altos riesgos e impactos ambientales y sociales que, no sin razón, han generado con frecuencia oposición entre comunidades y ambientalistas.


  Pero el desarrollo tecnológico no es neutro, como se ilustró con las tecnologías para la guerra. La no neutralidad del desarrollo tecnológico lo evidencian también las energías renovables y de transporte, por ejemplo la energía fotovoltaica y el carro eléctrico que, creadas hace décadas, tuvieron un lento desarrollo como consecuencia de los obstáculos interpuestos, entre otros, por los productores de energías fósiles y de automóviles en aras de sus ganancias económicas de corto plazo.


  El consumo y el consumismo


  El crecimiento del producto bruto per cápita ha aumentado en prácticamente todos los países del mundo en las últimas décadas, y con este el nivel de vida. Pero el consumo ha aumentado mucho más allá del crecimiento de la población, siendo el motor del crecimiento económico y, en mucho, causa de la crisis ambiental. Las personas buscan satisfacer sus necesidades básicas de salud, alimentación, vivienda, educación, recreación, etcétera, mediante la adquisición de bienes y servicios en el mercado. Quienes consumen muy poco son quienes viven en condiciones de miseria. A su vez, el mercado de bienes y servicios es el medio que ha permitido a la clase media vivir en un confort que no tiene antecedentes en la historia de la humanidad, y que contrasta con la situación de los que no tienen nada.


  Es a través del incremento del consumo que millones de personas estarán en posibilidad de mejorar su calidad de vida, en particular los más pobres. Pero, paradójicamente, mantener las tendencias y patrones de consumo hoy existentes incrementaría los problemas ambientales y pondría en grave riesgo el bienestar alcanzado por una gran parte de la población. El consumo per cápita de los países en desarrollo y emergentes es solo una fracción del correspondiente a los países desarrollados, como se muestra en la tabla 1.1, que compara para algunos países representativos cuál era su situación en 2016. Puesto que se espera un crecimiento del producto per cápita en todos los países del mundo, es altamente probable que el consumo aumente en forma rápida en los mercados de los países emergentes y en desarrollo en los próximos 15 años (Putt et al., 2017).


   


  Tabla 1.1. Consumo per cápita por país


  
    
      

      
    

    
      
        	
          País

        

        	
          Consumo per cápita 2017, 
USD constantes, (2010)

        
      


      
        	
          Noruega

        

        	
          40 425

        
      


      
        	
          Estados Unidos

        

        	
          36 373

        
      


      
        	
          Alemania

        

        	
          25 531

        
      


      
        	
          Corea del Sur

        

        	
          12 509

        
      


      
        	
          Uruguay

        

        	
          9 910

        
      


      
        	
          Brasil

        

        	
          6 819

        
      


      
        	
          México

        

        	
          6 491

        
      


      
        	
          Colombia

        

        	
          4 668

        
      


      
        	
          Sudáfrica

        

        	
          4 590

        
      


      
        	
          China

        

        	
          2 586

        
      


      
        	
          Bolivia

        

        	
          1 551

        
      


      
        	
          India

        

        	
          1 097

        
      


      
        	
          Haití

        

        	
          662

        
      


      
        	
          Mozambique

        

        	
          376

        
      

    
  


  Fuente: World Bank, 2018.


  En particular, si en el mundo se lograra erradicar la miseria, eso significaría que más de 700 millones de personas ingresarían al mercado del consumo. A su vez, el crecimiento en números absolutos de la clase media se está acercando a su pico de todos los tiempos. En la actualidad, alrededor de 140 millones de personas se unen a la clase media anualmente, y este número podría elevarse a 170 millones a principios de la próxima década (Karas, 2017). El consumo de la clase media se está convirtiendo en el conductor del crecimiento, puesto que representa más de un tercio de la economía mundial, y está creciendo alrededor de 4% en términos reales, lo que es más rápido que el crecimiento del PIB.


  El mayor aumento del consumo per cápita en comparación con el crecimiento poblacional de las últimas décadas se explica también por la ampliación de la variedad de bienes de consumo y su demanda por los grupos de la población que se suponía ya lo tenían todo, o casi todo. La oferta para proveerse de ropa, llenar la canasta de alimentos en el supermercado o amoblar y decorar la vivienda y suplirla de electrodomésticos era muy limitada hace unas décadas si se compara con la que hoy se encuentra en las grandes superficies y en los gigantescos centros comerciales. Eso era así en los años 50 en Estados Unidos. Evidentemente, el consumo de la clase media colombiana de hace 50 años era espartana en comparación con los países desarrollados, no solamente como consecuencia de sus menores ingresos, sino también por la muy reducida oferta local, toda vez que la importación de los productos de exterior estaba limitada en aras de estimular la industria nacional. Hoy el consumidor colombiano, a similitud de lo que ocurre en los países de ingresos medios, tiene en sus manos prácticamente la misma oferta de bienes de consumo del habitante de los países desarrollados, a la cual se ha sumado la producida por la era digital. Si los productos no se encuentran en los mercados locales, los puede otear y comprar en los mercados internacionales vía internet para recibirlos en la puerta de su domicilio.


  Cada vez más, se traspasa el umbral del confort para entrar en el consumo suntuario, el consumismo, que es una de las causas de la crisis ambiental. La moda rápida epitomiza el consumismo con sus artículos para comprar y tirar, comprar y tirar, comprar y volver a tirar. Es ropa producida a partir del uso ineficiente de materiales, la contaminación y las inhumanas condiciones laborales a que son sometidos millones de trabajadores de países como Bangladesh y Myanmar, un fenómeno del que no escapa Colombia, así sea en menor escala. Son las denominadas cadenas de valor que ubican sus múltiples focos de producción en los más diversos lugares del globo con el fin de asegurar un producto atractivo, desechable y barato, los principios orientadores de esta industria. Las cadenas incorporan las materias primas básicas (por ejemplo desde la siembra del algodón hasta su cosecha), la manufactura textil (cuyos procesos de tejido, teñido y estampado bien pueden localizarse en 3 lejanos países), la elaboración de la ropa (cuyo proceso puede también ubicarse en diferentes lugares) y el transporte —en barcos portacontenedores gigantes que descargan en enormes camiones portacontenedores— entre los diversos sitios en donde se realizan determinados procesos de producción de un artículo particular hasta que finalmente llegan a los cientos de miles de puntos de venta al detal esparcidos en el planeta entero. Por último, el uso de la ropa de la moda rápida, para, finalmente, disponer del producto de cualquier forma, pero eso sí tan rápido como posible, para reemplazarla con un nuevo diseño. La ropa rápida está en todos los segmentos del mercado, desde la de altos precios hasta aquella que es asequible al consumidor de pocos recursos. Eileen Fisher, magnate de la industria de ropa, al recibir un premio ambiental, afirmó, que “esta industria es la segunda más grande contaminadora en el mundo […] segunda solamente al petróleo […] es realmente asqueroso, es sucio” (Sweeny, 2015).


  Es necesario diferenciar entre el consumo, con frecuencia basado en la necesidad, y el consumismo, que está impulsado por diversos deseos con un fuerte componente cultural y de status: se quiere poseer lo que tienen los amigos, vecinos y superiores sociales, y los últimos buscan diferenciarse de los de más abajo por objetos que estos no están en capacidad de poseer. La ropa y artefactos de lujo con sus vistosas marcas (las carteras Louis Vuitton originales, así como los cientos de falsificaciones para el consumo masivo) son símbolos del consumismo que explica gran parte del despilfarro de materiales y que con frecuencia se condena señalándolo como una de las perversiones de la época actual, del capitalismo. Pero este tipo de condenas parecen olvidar la evidencia histórica que nos indica que el consumismo estaría anclado en profundas raíces del comportamiento humano. Así nos lo ilustran diversas investigaciones arqueológicas de la antigüedad. Al comparar las familias de Pompeya —aquellas que hoy clasificaríamos como de clase alta y clase media— por los objetos que dejaron en sus casas —congeladas en el tiempo por la lava del Etna—, se ha concluido que tenían un comportamiento consumista equiparable al que disfrutan las familias de la Italia de hoy ubicadas en esos estratos. Así mismo, el examen de los miles de objetos de cerámica producto de la civilización griega —encontrados en diferentes lugares del Mediterráneo y del norte de Europa a donde llegaron a través del comercio—, en relación con los usos que les daban (en lo cotidiano, hasta en grandes festines en que se lucían, así como en la decoración de palacios y casas, y monumentos funerarios), revelan a los diversos grupos que los poseían como sofisticados consumistas (Walsh, 2014; Ratliff, 2011). No solo lo concluyen las investigaciones académicas: el visitante de la tumba de Tutankamón en el Museo del Cairo se hace más de una pregunta sobre los cientos de objetos de lujo que este faraón llevó consigo, hace cerca de 3500 años, en el viaje hacia la eternidad. El Museo del Oro de Bogotá es, también, una referencia similar. Y cuando hoy repaso mi biblioteca personal reconozco mi consumismo, que no parece ser distinto al que simbolizan las bibliotecas de los profesores universitarios y colegas de mi generación, con tantos libros que nunca leímos.


  El consumismo se vuelve con frecuencia un hábito que encuentra su justificación en valores superiores artificialmente creados. El agua embotellada se convirtió en un hábito masivo a nivel mundial en pro de la buena salud a partir de la gigantesca publicidad de sus enormes fabricantes, Nestlé, Pepsicola y Coca-Cola, que comercializan diversas marcas. En los cursos de pregrado y posgrado que dicto en la Universidad de los Andes suelo cuestionar a los estudiantes que aún consumen agua embotellada. Intento mostrarles cómo en Bogotá es innecesaria, dada la calidad del agua de su acueducto cuya fuente es el páramo de Chingaza, y cómo genera daños al medio ambiente, debido a los miles de millones de botellas de plástico no degradables, el desperdicio de agua y los gases de efecto invernadero emitidos por las enormes flotas de camiones para su distribución. Pero no dejo de recordarles que el agua embotellada también sirve para descrestar paisanos: con frecuencia vemos a comensales de restaurantes gourmet lucir una botella de agua Fiji, que para llegar a su mesa en Bogotá recorrió 12 050 kilómetros.


  Modificar los patrones de producción y consumo es un imperativo. Y es que si continúan con las mismas tendencias, el uso de materiales, tanto renovables como no renovables, se triplicaría en 2050 en comparación con una línea de base 2000 (Smil, 2014). Es necesario disminuir en forma drástica la extracción de materiales y hacer un uso más eficaz de los que se extraen y de los que ya están en circulación. ¿Cómo hacerlo? Hoy se mueven en esta dirección promisorias aproximaciones, como la economía circular, basadas en nuevas disciplinas como la ecología industrial, que tiene como metáfora la búsqueda de sistemas de producción y consumo cuyo funcionamiento se asemeje al de los ecosistemas naturales con baja perturbación. Pero hay que reconocer que modificar los actuales patrones de consumo, y en particular el consumismo, no es trivial, aún más si aceptamos que es un atavismo reforzado por la arrolladora publicidad.


  Hoy, la civilización contemporánea depende predominantemente de la energía fósil, el principal factor causante del cambio climático, el que, conjuntamente con la pérdida de la integridad de la biósfera5 —que se manifiesta en la desaparición de especies y el declive de los ecosistemas—, está en la cúspide de las fuerzas fundamentales que han conducido a la desestabilización del sistema Tierra. Es por eso que se señala la necesidad de transitar rápidamente a las energías renovables y, además, hacia una mayor eficiencia en el uso de las energías, tanto no renovables como renovables. Entenderlo es fundamental, pues de la manera y rapidez con que se sustituyan las fuentes de energía en el futuro se encuentra una de las claves para enfrentar el Antropoceno.


  La transformación del territorio y visiones sobre el uso del suelo


  La pérdida de la integridad de la biósfera, tipificada en la sexta extinción de especies en la historia del planeta, en curso, es principalmente consecuencia de la apertura de tierras para la agricultura. La imperativa e ineludible necesidad de atender el consumo de alimentos se podría entonces aducir como factor que explica y justifica esta transformación.


  
    Figura 1.4. Alocación de la superficie global para la producción de alimentos
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    Fuente: Our World Data (Roser y Ritchie, 2018).

  


  Entre todo lo que consumimos, la producción de carne y de leche es la causa mediata que ha dejado la más profunda huella en la biósfera. La ganadería, especialmente la ganadería vacuna, ocupa una parte considerable de la tierra agrícola producto de la transformación de ecosistemas naturales, principalmente bosques, sabanas y humedales. La figura a continuación nos ayuda a comprender la magnitud de esta situación (Roser y Ritchie, 2018). Los seres humanos usan aproximadamente la mitad del área del territorio habitable global6 para la producción agrícola, estando el 37% cubierta de bosques, el 12% de sabanas, arbustos, y humedales y ríos, y el 1% de ciudades e infraestructura. Del total de las tierras dedicadas a la agricultura, 77% se utilizan en la ganadería y 23% en cultivos agrícolas. Roser y Ritchie subrayan que “no obstante la alta proporción de tierras para la actividad ganadera, la carne y los productos lácteos suministran solo el 17% del suministro calórico global y solo el 33% del suministro global de proteínas. En otras palabras, los 11 millones de kilómetros cuadrados utilizados para los cultivos de alimentos proporcionan más calorías y proteínas para la población mundial que el área casi 4 veces mayor que se utiliza para el ganado”.


  Los animales silvestres disminuyen


  La ganadería de bovinos y, en general, los mamíferos domesticados para nuestra alimentación y como mascotas, así como el crecimiento de la población de la especie humana, ha incidido en un cambio radical en la composición de las poblaciones de las especies de mamíferos que habitan la Tierra, fenómeno en el cual también han tenido su parte otras causas, como la cacería. Así se aprecia en la figura 1.5, elaborada a partir de los estudios de Vaclav Smil sobre la evolución de la biósfera en los que estima cuánto han cambiado las poblaciones de las especies de flora y fauna (Smil, 2002). En los inicios del Holoceno, el peso total de la biomasa de los seres humanos (medida en toneladas) llegaba apenas al 1% de la biomasa total de los mamíferos. Podemos afirmar que desde entonces hasta hoy, nosotros y el ganado bovino hemos conquistado una gran porción de la biósfera, dejando un pequeño espacio para las especies de mamíferos silvestres, que hoy representan el 9,5% de la biomasa de los seres humanos y el 6,5% de la del ganado bovino (figura 1.5).


  
    
      Figura 1.5. Mamíferos terrestres por peso


      
        [image: ]
      


      Fuente: Elaborada por Stephen Randal a partir de Smil, 2002.

    

  


  No se propone aquí exterminar la ganadería —una creación del Homo sapiens en su incesante lucha por su subsistencia— o renunciar a la carne en la dieta de los seres humanos, dos caminos que se recetan como grandes soluciones para enfrentar la pérdida o disminución de las poblaciones de especies de fauna y flota, el cambio climático y otros problemas ambientales. Pero estamos enfrentados a dos hechos ineludibles: un cambio en los hábitos de consumo de proteínas para disminuir el consumo per cápita de carne y productos lácteos en el mundo; y una transformación drástica de muchas de las formas de adelantar la labor ganadera, sustituyendo parte de la ganadería extensiva por una más productiva y amigable con el medio ambiente (para lo que ya existen tecnologías). Son dos alternativas complementarias que contribuirían al mejor uso de la naturaleza y, también, a una vida más saludable.


  La deforestación en el trópico: no solo la ganadería


  En la América tropical no se requieren nuevas tierras para la ganadería, pues allí existen en exceso. ¿Por qué entonces continúa la transformación de los suelos para ese fin?


  En el período de la gran aceleración, después de los años 50, se incrementó la apertura de tierras para la agricultura en los países del trópico, siendo su principal destino la ganadería. En la Amazonía, según las cifras y diagnósticos oficiales, se deforestó el 20% de sus bosques —que representa el 60% de la selva húmeda mundial— para dedicar en un 70% sus suelos a una ganadería extensiva y muy ineficiente, y, el resto, a los cultivos agrícolas (Mongabay, 2016). Pero señalar esta actividad como el principal factor que explica la deforestación de la Amazonía, así como en otras regiones de bosque tropical de Latinoamérica, es engañoso. Una gran parte de la deforestación está motivada por las metas de control territorial, por el status social que genera la posesión de la tierra, y por la especulación con el suelo, pues en el mercado tiene más valor una hectárea de potrero que una hectárea de bosque. Estamos ante una deforestación inútil y absurda, tema que retomaremos en los capítulos 3 y 11.


  Estamos, entonces, enfrentados a un reto crucial para el futuro: un cambio de aquellas visiones de los seres humanos sobre la naturaleza que propician su mal uso y destrucción. Así ocurre con la visión según la cual un bosque tiene tan poco valor como centro y fuente de vida, que más vale convertir sus suelos en potreros para dedicarlos a propósitos altamente cuestionables: una improductiva actividad económica (como la ganadería extensiva con cientos de hectáreas de suelo dedicadas a unas pocas cabezas de ganado); la especulación (a partir del hecho de que un potrero tiene mayor precio comercial que el mismo suelo con bosque, una distorsión de la economía de mercado que le asigna muy poco valor a la vida silvestre y sus beneficios), o para afianzar el poder o desplegar la ostentación (el suelo —la hacienda y el latifundio— como manifestación de poder y estatus social es una tradición de los habitantes de América heredada de los romanos a través de España). Esto es lo que está ocurriendo hoy en Colombia, con la tala y la quema masiva de la selva amazónica, o el drenaje de los humedales —para convertirlos también en tierras agropecuarias—, guiados por la visión de que su mejor destino es su desaparición y que esa desaparición no tiene ninguna consecuencia.


  
    
      1 Biodiversidad es un concepto surgido a mediados de los años 80 del siglo pasado que sintetiza o incorpora 3 dimensiones de la naturaleza profundamente relacionadas: la diversidad de ecosistemas (que visualmente se manifiesta en los cambios del paisaje), la diversidad de especies de fauna y flora y de microrganismos, y la diversidad genética.

    


    
      2 Ecosistema es un complejo dinámico de comunidades de plantas, animales y microorganismos y el medio ambiente no vivo que interactúan entre sí como una unidad funcional. Por ejemplo, la selva amazónica en su totalidad o una pequeña parte de ella son ecosistemas naturales. Igualmente un sembrado de papa es un ecosistema agrícola.

    


    
      3 “La Huella Ecológica es la medida del impacto de las actividades humanas sobre la naturaleza, representada por la superficie necesaria para producir los recursos y absorber los impactos de dicha actividad. Esta superficie suma, entre otros, la tierra productiva necesaria para los cultivos, el pastoreo y el suelo urbanizado, zonas pesqueras y bosques, el área de bosque requerida para absorber las emisiones de CO2 de carbono que los océanos no pueden absorber. La Huella Ecológica se mide en hectáreas globales (hag)” (WWF, 2018). 

    


    
      4 Desde hace 66 millones de años nos encontramos en la era Cenozoica, y dentro de ella, en el período Cuaternario, cuya última época es el Holoceno.

    


    
      5 Biósfera es la capa del planeta Tierra en donde se desarrolla la vida; es una delgada capa, ya que las partes superiores de la atmósfera tienen poco oxígeno y la temperatura es muy baja, mientras que las profundidades de los océanos mayores a 1000 metros son oscuras y frías. La biósfera es única. Hasta el momento no se ha encontrado existencia de vida en ninguna otra parte del universo. En el texto se utilizan también los términos: litosfera, la cual contiene todas las rocas frías, duras, sólidas de la corteza (superficie) del planeta, la roca semi-sólida debajo de la corteza, la roca caliente y líquida cerca del centro del planeta y el núcleo sólido de hierro en el centro del planeta; hidrosfera, la cual contiene todo el agua sólida, líquida y gaseosa del planeta; y atmósfera, la cual contiene todo el aire del planeta.

    


    
      6 Solo 71% de la superficie terrestre de la Tierra se define como habitable, lo que excluye glaciares y tierra estéril, que ocupan el 29%.

    

  


  CAPÍTULO 2 
 LOS LÍMITES DEL PLANETA Y EL CAMBIO CLIMÁTICO


  En la medida en que ingresamos en la fase global de la evolución humana, es obvio que cada hombre tiene dos países, el suyo propio y el planeta.


  BARBARA WARD Y RENÉ DUBOS (1972)


   


  Hay que reiterarlo: el cambio global, la crisis ambiental, son en esencia el resultado de la trasgresión de las restricciones o límites impuestos por la naturaleza que ha sido fundamentalmente generada por el crecimiento sin precedentes de la población y el consumo y los avances tecnológicos y las formas de manejar el territorio, presentados después de la Segunda Guerra Mundial.


  Desde hace miles de años diferentes sociedades han manejado esas restricciones con éxito mientras otras las han trasgredido hasta el punto que se han convertido en su propia condena, llevándolas a su decadencia o, incluso, a su desaparición. En la época contemporánea, la visión dominante postula, en últimas, la inexistencia de límites ecológicos frente al crecimiento económico indefinido, tal como se evidencia después de la Segunda Guerra Mundial. Las diversas afirmaciones anti ambientales del presidente Donald Trump, y su política de desmontar cientos de regulaciones, reflejan esta postura que no pocos dirigentes comparten, pero que, con frecuencia, no se atreven a expresar en público, como lo hace el mandatario norteamericano, y antes, por el contrario, navegan en vacuas retóricas sobre la protección ambiental y el desarrollo sostenible que desvirtúan estos dos ideales. Hoy, la esperanza es el creciente número de dirigentes políticos y empresariales, de organizaciones privadas y de la sociedad civil, y de comunidades de base que reconocen la actual crisis ambiental y que tienen la convicción de que es necesario transformar las relaciones de los seres humanos entre sí y de estos con la naturaleza de la que hacemos parte.


  Como un reconocimiento de los límites ecológicos a nivel local y regional y con el objetivo de no sobrepasarlos y asegurar el bienestar, desde los años 60 y 70 del siglo pasado se comenzaron a introducir multitud de políticas y normas expedidas por los Gobiernos que ponen límites a las emisiones al aire, al agua y al suelo, que ponen límites al grado en que puede ser transformado el paisaje natural (por ejemplo, la tala de un bosque para expandir la frontera agrícola), y que ponen límites a la extracción de los recursos naturales (por ejemplo, la cantidad de madera o peces que pueden ser extraídos de un bosque o del medio marino).


  Desde hace cientos de años muchas comunidades, al reconocer límites ecológicos locales, establecieron normas que incorporaron a sus usos y costumbres en los más diversos rincones del mundo. Visitar hoy el sistema de irrigación (Subak) de los campos de arroz en Bali, que comenzaron a gestarse hace 11 000 años, es una lección sin igual sobre la administración del agua a partir de normas comunitarias. Pero no se trata simplemente de un sistema de administración eficaz y eficiente, en términos modernos. Es un sistema que está embebido en una filosofía sobre la relación hombre-naturaleza (Lansin, 2006).


  De alguna manera, las normas ambientales y los aparatos gubernamentales para la protección ambiental son una clara expresión del intento de lidiar con los límites naturales regionales y locales. Más recientemente, se ha reconocido que existen unos límites del planeta y que la trasgresión de algunos de ellos, como se manifiesta en el cambio climático y el declive de la biodiversidad, lo han colocado en una nueva época geológica, el Antropoceno, con amenazas formidables para el bienestar de la humanidad. Es un hecho que era inimaginable a mediados del siglo pasado, después de la Segunda Guerra Mundial, cuando el único temor de índole global era la guerra atómica, una amenaza que, como las ambientales, fue fabricada por el hombre.


  ¿UNA ACTIVIDAD HUMANA SIN LÍMITES?


  La inexistencia de límites de la naturaleza para la actividad humana ha sido una idea dominante durante más de tres siglos y aún sigue siendo la guía de no pocos políticos, economistas, empresarios y diversos grupos de las comunidades de base y ciudadanos. Pero esta idea comenzó a ser cuestionada en el siglo pasado y hoy muchos comparten la noción de la existencia de límites ecológicos a diferentes escalas, desde la local hasta la del planeta. En 1972, el Club de Roma, en su informe Los límites del crecimiento, elaborado por un grupo de investigadores del Massachusetts Institute of Technology (MIT) bajo el liderazgo de Donella Meadows, concluyó que existían suficientes síntomas para afirmar que el planeta estaba siendo desbordado como consecuencia de una extracción de los recursos naturales más rápida que su capacidad de regeneración (el caso de los denominados recursos naturales renovables), de su cada vez menor disponibilidad (el caso del petróleo y otros minerales) y de la liberación de desechos y contaminantes en exceso de la capacidad de carga de la atmósfera, el suelo y los cuerpos de agua, o en otras palabras una liberación a más velocidad de lo que estos sistemas pueden absorberlos o volverlos inofensivos, a través de diversos procesos biogeoquímicos. Entre otras, documentaron el sustancial incremento de la concentración de CO2 en la atmósfera causada por la acción humana y lo proyectaron en el largo plazo, señalando que no solamente era anormal sino que sus impactos podrían ser negativos (Meadows et al., 1972).


  El informe Los límites del crecimiento alcanzó una gran difusión y fue materia de cientos de debates, pero sus tesis llegaron a ser ridiculizadas, principalmente por economistas que consideraron como un anatema que alguien pudiese plantear límites al crecimiento. Se arguyó, entonces, que el modelo utilizado no incorporaba en debida forma el progreso tecnológico y el hallazgo de nuevas fuentes de petróleo, carbón, alimentos, etcétera. Esta refutación fue confirmada puesto que aparecieron nuevas fuentes de recursos naturales no renovables y nuevas tecnologías para extraerlos de lugares que antes eran inalcanzables. Pero su tesis central se mantuvo, pues a los pocos años se hizo más claro cómo la capacidad de carga del planeta estaba siendo excedida, tal como lo previeron Meadows y sus colaboradores. En efecto, 15 años después de publicado el informe, la totalidad de los Gobiernos del mundo reconocieron la existencia de los límites del planeta en el Protocolo de Montreal sobre la Capa de Ozono, suscrito en 1987 con el objetivo de detener y reversar su adelgazamiento. Es un caso que ilustra el significado de los límites: “Una creciente combinación de concentraciones de sustancias de origen antropogénico eliminadoras del ozono (como los fluorocarbonados) y de nubes estratosféricas polares condujeron a la estratósfera de la Antártica hacia un nuevo régimen: uno en el que el ozono desapareció en la baja estratósfera en la región durante la primavera austral. Este adelgazamiento del ozono estratosférico polar tiene impactos negativos sobre los organismos marinos y conlleva riesgos para la salud humana” (Rockström et al., 12: 2009).


  También, en 1987, la Comisión Brundtland, integrada por las Naciones Unidas para hacer un diagnóstico y unas recomendaciones sobre la crisis ambiental global, formuló el concepto de desarrollo sostenible a partir del reconocimiento de los límites del planeta: “El desarrollo sostenible es aquel que satisface las necesidades del presente sin comprometer la capacidad de las futuras generaciones de satisfacer sus propias necesidades. El concepto de desarrollo sostenible implica límites —no límites absolutos, sino limitaciones que imponen a los recursos del medio ambiente el estado actual de la tecnología y de la organización social y la capacidad de la biósfera de absorber los efectos de las actividades humanas—”.


  No es extraño constatar que las principales tesis de Los límites del crecimiento fueran confirmadas. Meadows y sus colaboradores utilizaron una aproximación sistémica que reconoce al sistema económico como un subsistema del sistema social y a este como un subsistema de la Tierra. Es decir, una aproximación que se basa en una de las leyes físicas de la entropía aceptada universalmente: un subsistema —en este caso el económico— no puede expandirse más allá de lo que le permite el sistema del que hace parte —en este caso el planeta Tierra, la biósfera, que es un sistema cerrado—.


   


  Figura 2.1. Aproximación sistémica
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  La tragedia de los comunes y los límites de la naturaleza


  La tragedia de los bienes comunes planteada por Garret Hardin en la revista Science, publicada 4 años antes del trabajo de Meadows y sus colaboradores, introdujo una poderosa perspectiva que ha servido para explicar parcialmente por qué se da, con tanta frecuencia, el agotamiento o empobrecimiento de los recursos naturales, y por qué se están trasgrediendo límites impuestos por la naturaleza, desde la escala local hasta la escala del planeta, pasando por la regional.


  La tragedia de los bienes comunes es una situación que se presenta en un sistema de bienes o recursos públicos consumibles que generan una competencia en su extracción (por ejemplo, las pesquerias, los bosques, las aguas de los ríos) y que, una vez extraídos, pasan a ser bienes privados. En esta situación los usuarios individuales, al actuar de manera independiente de acuerdo con su propio interés, agotan o destruyen el recurso a través de la suma de sus acciones, aunque a ninguno de ellos, ya sea como individuos o en conjunto, les convenga que tal destrucción suceda.


  Un ejemplo clásico de la tragedia de los bienes comunes es el colapso de los grandes bancos de bacalao frente a la costa de Terranova. Desde tiempo atrás, los pescadores creyeron que su actividad estaba asegurada en relación con la cantidad del recurso que todos y cada uno extraían en cada temporada a partir de la tecnología de pesca existente. Durante cientos de años el volumen extraído y la forma de hacerlo permitieron que el bacalao se pudiera reproducir a través de su ciclo de desove natural. En la década de 1960 la aparición de nuevas tecnologías permitió capturar cantidades masivas de bacalao, lo que tuvo como consecuencia que su pesca se convirtiera en una actividad con una fuerte y agresiva competencia entre los pescadores; cada captura dejó cada vez menos especímenes de bacalao en el mar, en forma tal que se comenzó a agotar el stock de reproductores y a reducir la cantidad que podría capturar el próximo pescador o que se podría pescar en la siguiente temporada. Los pescadores comenzaron a competir entre sí para capturar cantidades cada vez mayores del recurso, lo que las sofisticadas tecnologías les permitía, y para 1990, la población de bacalao en la región era tan baja que la industria colapsó (Chapelow, 2019).


  Hardin señala en su artículo que “de manera inversa, la tragedia de los recursos comunes reaparece en los problemas de contaminación. Aquí el asunto no es sacar algo de los recursos comunes, sino ponerles algo dentro —drenajes o desechos químicos, radioactivos o térmicos en el agua; gases nocivos o peligrosos en el aire; anuncios y señales perturbadores y desagradables en el panorama—. Los cálculos de los beneficios son muy semejantes a los antes mencionados. El hombre racional encuentra que el costo de los desperdicios que descarga en los recursos comunes es mucho menor que el costo de purificar sus desperdicios antes de deshacerse de ellos. Ya que esto es cierto para todos, estamos atrapados en un sistema de “ensuciar nuestro propio nido”, y así seguirá mientras actuemos únicamente como libres empresarios, independientes y racionales” (Hardin, 1245:1968).


  Los plantemientos pioneros de Hardin han dado lugar a que se desarrollen soluciones a la tragedia de los bienes comunes, que incluyen la imposición de derechos de propiedad privada, la regulación gubernamental, el desarrollo de diversos instrumentos económicos como las tasas de uso de los recursos y los impuestos a la contaminación, o la construcción de acuerdos de acción colectiva.


  Si bien los avances han sido sustantivos, están muy lejos de ser suficientes, como lo revela el hecho de que el mal uso de los bienes comunes globales haya conducido a la trasgresión de límites del planeta, lo que se tipifica en el cambio climático y la extinción masiva de especies. Estamos hoy ante la Tragedia de los Bienes Comunes del Planeta.


  Los 9 límites de seguridad del planeta


  Cerca de 40 años después de publicado el informe Los límites del crecimiento, Johan Rockström y sus colaboradores del Centro de Resiliencia de Estocolmo definieron 9 límites planetarios dentro de los cuales se espera que la humanidad pueda operar en forma segura: cambio climático, acidificación de los océanos, eliminación del ozono estratosférico, interferencia con los ciclos de nitrógeno y de fósforo, integridad de la biósfera, uso de agua dulce, cambio de los sistemas de suelo, carga de aerosoles en la atmósfera y contaminación química. A partir de esa aproximación, fundamentada en una masiva evidencia científica acumulada por años, señalan: “Transgredir uno o más de los límites planetarios puede ser deletéreo o aún catastrófico debido al riesgo de cruzar umbrales que detonarán cambios ambientales abruptos y no lineales dentro de una escala entre sistemas continentales y planetarios” (Rockström et al., 1: 2009).


  De los 9 límites del planeta, 4 han sido traspasados: cambio climático (medido por la concentración de CO2 equivalente en la atmósfera); integridad de la biósfera (medida, entre otras, por la tasa de extinción de especies); interferencia con los ciclos de nitrógeno y de fósforo (medidos por los flujos de fósforo desde los sistemas de agua dulce a los océanos y por la fijación biológica industrial e intencional de nitrógeno a través principalmente de los fertilizantes), y cambio de los sistemas de suelo (medido, entre otras, por el área de suelo con bosques como porcentaje de la cubierta forestal original en el planeta) (Steffen et al., 2015).


  Pero un límite planetario no es equivalente a un umbral o un “tipping point” a partir del cual se ponen en movimiento fenómenos mutuamente reforzantes que conducen al sistema en un camino totalmente nuevo. “El límite planetario propuesto no se coloca en la posición del umbral biofísico sino más bien aguas arriba de este, es decir, mucho antes de alcanzar el umbral. Este amortiguador entre el límite (el final del espacio de operación seguro y la zona de incertidumbre o riesgo creciente, en la figura 2.2) y el umbral no solo es importante para tomar en consideración la incertidumbre existente sobre la posición exacta del umbral con respecto a la variable de control, sino que también le da a la sociedad tiempo suficiente para reaccionar, ante los primeros signos de advertencia, de que puede estar acercándose a un umbral y un consecuente cambio abrupto o arriesgado” (Steffen et al., 2015).


  
    
      Figura 2.2. Límites planetarios
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      Fuente: Steffen et al., 2015

    

  


  En el caso del cambio climático, el límite se encuentra en 350 ppm de CO2, el cual fue ya transgredido, encontrándose la concentración de CO2 en aproximadamente 400 ppm (zona de incertidumbre o riesgo creciente en la figura), lo que ha llevado a un ascenso de 1ºC de la temperatura promedio de la superficie de la Tierra. Es un incremento que ya está generando problemas en diferentes lugares y con diferentes intensidades. Si las tasas actuales de aumento de la temperatura continúan, el calentamiento global podría superar 1,5°C tan pronto como 2030 (2030-2052), es decir se ingresaría en la zona de alto riesgo.


  A algunos les parecerá extraño que no se mencione la transgresión del límite del agua, cuando tantas regiones del mundo están sufriendo por su escasez. Si bien 5 de los 9 límites no han sido trasgredidos a escala del planeta, en algunos lugares los límites de tolerancia regional fueron ya excedidos, por ejemplo, en el caso del agua dulce en el occidente de los Estados Unidos y en partes del sur de Europa, Asia y el Medio Oriente (Steffen et al., 2015).


  Entre los 9 límites, el cambio climático y la integridad de la biósfera tienen mayor jerarquía, puesto que cada cual tiene el potencial por sí solo para llevar al sistema terrestre a un nuevo estado si se supera la zona de seguridad (compuesta por la suma de las zonas “a salvo” y “riesgo creciente”, en la figura 2.2). Grandes cambios en el clima o en la biósfera alejarían más, por sí solos, al sistema Tierra del Holoceno. Son dos dimensiones altamente interrelacionadas que han coevolucionado por cerca de 4 millones de años, como lo evidencian las transiciones entre diferentes épocas geológicas de la Tierra que han estado asociadas a sustantivas transformaciones en el clima, la biósfera, o ambos.


  La integridad de la biósfera y el cambio climático tienen una profunda interacción con los otros 7 límites. Así, por ejemplo, una deforestación masiva de la selva amazónica tiene efectos sustantivos en varios de los 9 límites del planeta: genera emisiones de CO2 (capturado en la vegetación) que contribuyen al cambio climático; produce una presión sobre el límite del sistema suelo al detonar procesos de erosión de una capa vegetal que es, en general, pobre y frágil; y detona la extinción de especies de flora y fauna en la selva húmeda más biodiversa del mundo. A su vez, el incremento de concentración de CO2 en la atmósfera, producto de la deforestación, contribuye a aumentar la acidificación de los océanos y el riesgo de pérdida de especies marinas. Y el incremento de la temperatura, generado por el aumento de la concentración de CO2, contribuye al blanqueamiento, o muerte, de los arrecifes coralinos en diferentes lugares del mar. Además, la deforestación masiva de la región amazónica genera cambios en los regímenes de lluvia en regiones ubicada a grandes distancias, como lo evidencia la drástica sequía que sufrió la ciudad de São Paulo en 2015, la cual se aduce a la pérdida de capacidad de evapotranspiración de esta gran selva por reducción de la cobertura forestal. Y si la deforestación de esta región llegase a pasar de ciertos umbrales, se predice que una parte de ella podría transformarse en sabanas, particularmente al oriente de Manaos, proceso que sería favorecido por el aumento de la temperatura global (Lovejoy et al., 2018).


  Haber traspasado 4 límites es lo que ha conducido al planeta a ingresar en una nueva era geológica, el Antropoceno, que se caracteriza, entre otras, por inestabilidad y turbulencia climática, en contraste con el Holoceno, que, como se ha reiterado, se caracterizó por una estabilidad excepcional en la historia del planeta que se prolongó durante un período de cerca de 11 700 años. Es una inestabilidad que se hará tanto mayor en la medida en que se incremente la distancia frente a los 4 límites ya transgredidos y se transgredan los límites en las otras áreas. Se incrementa, en síntesis, el riesgo de que el sistema Tierra se aleje más del Holoceno y se ingrese en un estado mucho menos hospitalario, con lo que se perjudicarían los esfuerzos para reducir la pobreza y se generaría un deterioro del bienestar humano en muchos lugares del mundo, incluyendo los países ricos. Es imperativo crear las condiciones para alejarse lo menos posible de los límites cuya trasgresión nos ha colocado en esta nueva era (Steffen et al., 2015).


  Resiliencia, adaptación y gestión de riesgo son nociones que han surgido para enfrentar esta era del Antropoceno que hoy se caracteriza por un permanente e incierto cambio global. La resiliencia es la capacidad de un ecosistema para responder a una perturbación resistiendo el daño y recuperándose rápidamente. Ante el hecho de que se han sobrepasado 4 límites y que, además, estas transgresiones siguen en incremento, es urgente generar las acciones requeridas para que los socio-ecosistemas sean más resilientes a sucesos como las sequías, oleadas de calor y épocas de lluvias, e inviernos extremos producto del cambio climático. La adaptación hace, en general, referencia a las diversas medidas que se deben adelantar para prever y mitigar los inevitables impactos del cambio global que estamos ya viviendo. Al existir incertidumbre sobre la intensidad de los fenómenos asociados al cambio global y sus impactos, se están desarrollando aproximaciones para la gestión del riesgo en el manejo de las diversas actividades económicas. No es extraño que el sector asegurador sea uno de los pioneros en la gestión del riesgo económico, pues ha sido víctima de gigantescas pérdidas sufridas por huracanes e inundaciones. Que Bloomberg esté desarrollando sofisticados instrumentos para guiar a los inversionistas sobre los riesgos inherentes a la ubicación de las empresas en diferentes lugares de Estados Unidos en relación con el cambio climático es un signo que muestra cómo poderosos grupos económicos se lo están tomando en serio.


  El concepto sobre los límites del planeta es hoy una aproximación ampliamente aceptada. En su momento, algunos científicos, tomadores de decisiones públicas y organizaciones de la sociedad civil expresaron su preocupación sobre los riesgos de que pudiese conducir a la imposición de políticas de arriba hacia abajo, algo así como a un totalitarismo ambiental y del desarrollo sostenible. Entre las preocupaciones se señalaron, por ejemplo, la posibilidad de que se llegasen a imponer soluciones de la geoingeniería, entendida como la manipulación a gran escala del medio ambiente planetario, para contrarrestar el cambio climático, con arriesgadas consecuencias para el medio ambiente y con cuestionables implicaciones para la justicia socioambiental y para la democracia (Leach, 2015). Hoy, diversos grupos de la ciencia y la política pública buscan las diversas alternativas de caminos socioambientales por los que se podría transitar con miras a permanecer en una zona de seguridad frente a los límites y simultáneamente erradicar la pobreza y generar condiciones de justicia ambiental. No existe una sola ruta para navegar en el Antropoceno, y la formulación de las diversas rutas es una construcción socioambiental iluminada por la ciencia.


  En suma, con la aproximación sobre los límites del planeta se ha enriquecido la comprensión de los riesgos que se enfrentan. El Club de Roma (1972) introdujo la noción de los límites del crecimiento, pero no se había ofrecido una visión totalizante, cuantificada y con un discurso tan atractivo desde las perspectivas científica y política como la planteada por el Centro de Resiliencia de Estocolmo.


  Desde esta aproximación también se reconoce y estudia el papel de los cambios a nivel de los subsistemas de la Tierra —como son, por ejemplo, los casos de los océanos y de las grandes cuencas del Amazonas y del Congo— en el funcionamiento del sistema Tierra como un todo. Pero esta concepción no está diseñada para analizar y comprender los límites ecológicos y sus implicaciones a escalas más pequeñas. Precisamente, la aproximación denominada los ecosistemas y sus servicios, que se examinará en el capítulo 3, nos permite hacerlo.


  EL CAMBIO CLIMÁTICO


  Entre las amenazas ambientales creadas por el hombre, el cambio climático es la mayor por la profundidad y amplitud de las consecuencias que está teniendo, por las que se avizoran en el mediano y largo plazo, y, sobre todo, por su extrema urgencia. Las imágenes del derretimiento de los glaciares del Polo Norte y de los altos picos montañosos testimonian por sí solas el impacto del cambio climático. La muerte de los corales habla por sí misma de las relaciones entre el calentamiento global y la pérdida de biodiversidad. Estos y muchos otros impactos se sienten en diversas formas en diversos lugares del planeta. Más allá de estas imágenes, 25,8 millones de personas desplazadas como consecuencia de eventos relacionados con el clima entre 2008 y 2015 son una dura advertencia sobre lo que nos depara el futuro. Sin embargo, con frecuencia se escuchan dudas y cuestionamientos sobre el cambio climático, no obstante que difícilmente hoy encontramos un tema que haya sido materia de un escrutinio científico tan amplio y detallado.


  ¿Acaso son las actividades humanas responsables por el cambio climático que estamos enfrentando, o es posible que sea el resultado de otras causas? ¿Por qué hay quienes niegan la existencia del cambio climático, como se tipifica en el caso del presidente de Estados Unidos, Donald Trump, que ha afirmado que es un cuento chino? ¿Cuáles son los impactos posibles del calentamiento global? ¿Qué tan urgente es enfrentar esta amenaza? ¿Es económicamente factible? ¿Qué es la Convención de Cambio Climático y el Acuerdo de París? ¿Cómo ha contribuido Colombia al cambio climático y qué retos enfrenta? Todas las anteriores son preguntas básicas que los ciudadanos deberían estar en capacidad de responder.


  Origen del cambio climático


  El cambio climático actual no es producto de fenómenos naturales. El Panel Intergubernamental de Cambio Climático (IPCC, por sus siglas en inglés), conformado por más de 2000 científicos, reitera en su sexto informe que es de origen humano, con una certidumbre científica de 97%. Diversas actividades, como la combustión de la gasolina y el carbón, han hecho que el efecto invernadero de la Tierra se incremente, produciendo un aumento del promedio de la temperatura de su superficie (IPCC, 2014) .


  La metáfora del efecto invernadero ha servido a los científicos para explicar un fenómeno atmosférico de alta complejidad. Casi la mitad de la radiación solar que llega a nuestra atmósfera penetra hasta la superficie de la Tierra, mientras el resto la refleja la atmósfera y retorna al espacio o es absorbida por gases y partículas de polvo. La energía solar que alcanza la superficie de la Tierra calienta el suelo y los océanos, los cuales, a su vez, liberan calor en forma de radiación infrarroja. Parte de esta radiación liberada por la Tierra es atrapada por los gases de efecto invernadero (GEI) que se encuentran en la atmósfera, entre los que el dióxido de carbono y el vapor de agua son los principales (ver figura 2.3). El efecto neto de este fenómeno es el calentamiento de la superficie del planeta a la temperatura actual. Los GEI en la atmósfera se originaron haces millones de años como parte del proceso de formación y evolución de la Tierra. Sin los GEI, la Tierra sería un planeta congelado y no habría vida. En contraste, si su concentración fuese muchísimo más alta que la actual, la temperatura podría llegar a extremos tales que harían que la Tierra fuese un lugar inhóspito para la vida.


  
    
      Figura 2.3. El efecto invernadero
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      Fuente: M. Rodríguez Becerra et al., 2015. Cambio climático. Lo que está en juego. 

    

  


  Las concentraciones de dióxido de carbono y la temperatura global media han fluctuado en ciclos de miles de cientos de años como consecuencia de que la posición relativa de la Tierra con respecto al sol ha variado, así como de otros fenómenos naturales como la erupción masiva de los volcanes. Uno de los resultados de estos fenómenos ha sido el surgimiento y la desaparición de eras glaciales.


  En el Holoceno, y en particular en sus últimos 7000 años, las emisiones naturales de GEI a la atmósfera —provenientes, entre otros, de la descomposición natural de la flora terrestre y marina en su ciclo de vida, la respiración de plantas y animales, los volcanes y los incendios naturales de los bosques— fueron balanceadas por su absorción, en particular mediante el proceso de fotosíntesis de las plantas (tanto terrestres como marinas) que fijan el carbono en sus estructuras. El resultado ha sido una concentración de GEI y una temperatura promedio relativamente estables. Por eso hemos afirmado, una y otra vez, que nuestra civilización se ha desarrollado en un clima tan estable que constituyó al planeta en una especie de Edén, lo que favoreció, entre otras, el surgimiento y evolución de la agricultura que hoy conocemos.


  Con la revolución industrial comenzó a incrementarse la emisión de CO2 como producto de la combustión del carbón utilizado en las máquinas de vapor. Esta emisión de CO2 se incrementó aún más con el consumo de otros combustibles fósiles, en particular petróleo y gas natural. El incremento de emisiones, en relación con las existentes antes de la revolución industrial, sobrepasó la capacidad de los sumideros naturales —los bosques y el mar— para absorberlas, y, por ende, se aumentó la concentración de este GEI en la atmósfera, lo que equivale a aumentar la capacidad de atrapar la radiación de rayos infrarojos liberados por el suelo. El invernadero se está haciendo más fuerte.


  Los principales GEI: los casos del CO2 y el CH4 (metano)


  El dióxido de carbono (CO2) y el vapor de agua no son los únicos GEI. Existen otros seis: 1) el metano (CH4); 2) el óxido nitroso (N2O); 3) los fluorocarbonados (CCL2F2); 4) los hidrofluorocarbonados (CCl2F2); 5) el perfloroetano (C2F6); y 6) el hexafluoruro de azufre (SF6 ).


  Cada uno de los GEI tiene una capacidad diferente de atrapar la radiación infrarroja que devuelve la Tierra a partir de los rayos del sol que llegan a su superficie. Así, por ejemplo, una molécula de metano tiene un poder de calentamiento 30 veces mayor que una molécula de CO2. El vapor de agua es el GEI más importante, pero la mayor parte no es producto de la actividad humana ni se puede controlar directamente, razón por la cual el control del vapor de agua no se contempla entre las estrategias para enfrentar el cambio climático.


  Después del vapor de agua, el CO2 es el mayor causante del efecto invernadero. En general, hay una emisión natural de CO2 en diferentes etapas de la descomposición de la materia orgánica. Pero su abundancia relativa en la atmósfera y su incremento exponencial en los últimos 60 años explican por qué es el principal responsable del incremento de la temperatura. Como se ha reiterado, el incremento del CO2 es principalmente producto del consumo de los combustibles fósiles —petróleo, carbón y gas— y de la deforestación. Los árboles y las plantas que componen los bosques contienen carbono que han atrapado en el proceso de la fotosíntesis; al quemarse —con miras a abrir tierras para la agricultura— o descomponerse —por decaimiento natural o después de haber sido talados— emiten CO2.


  Si bien las emisiones actuales de metano natural y antropogénico juegan un papel importante en el calentamiento global, su potencial adicional es una enorme amenaza para la estabilidad del clima. Los humedales de agua dulce son la mayor fuente natural de emisión de metano a la atmósfera. Igualmente, en la tundra ártica (musgos y arbustos que crecen en suelos saturados de agua) se emite metano en forma natural que procede de la materia orgánica atrapada en el suelo, la cual es descongelada estacionalmente y descompuesta por microbios; con el cambio climático este fenómeno se está incrementando.


  Las emisiones de metano originadas por la actividad humana son principalmente producto de actividades agropecuarias, siendo dos de las más importantes el cultivo del arroz —procesos de descomposición orgánica en las aguas de inundación— y la cría de ganado —la emisión producida por el proceso digestivo—. El metano también es emitido por la descomposición de los residuos orgánicos en los rellenos sanitarios.


  En el Ártico, un incremento sustancial de emisiones de metano se está comenzando a generar a partir del permafrost (suelos permanentemente congelados en las extensas zonas de Groenlandia, Rusia, Canadá y Estados Unidos). Con el cambio climático, el suelo se está calentando y liberando más metano de la enorme cantidad de materia orgánica que está atrapada en forma estable en el permafrost. Ese calentamiento del suelo es más rápido que en los otros lugares de la Tierra, pues el aumento de la temperatura en el Ártico como consecuencia del cambio climático es mayor que el aumento promedio de la temperatura superficial de la Tierra. Si llegase a presentarse este fenómeno de liberación en forma masiva, el incremento de GEI en la atmósfera podría tener graves consecuencias.


  En las figuras 2.4 y 2.5 se señalan los GEI clasificados por fuentes de actividad económica para el mundo y para Colombia. En estas figuras, como a lo largo de este libro, se utiliza como medida de los GEI el dióxido de carbono equivalente (CO2e), que es un término que describe los diferentes GEI en una unidad común. Para cualquier cantidad y tipo de GEI, CO2e significa la cantidad de CO2 que se requeriría para que tuviera el impacto equivalente de calentamiento global. Su concentración en la atmósfera se mide en partes por millón.


  Estas figuras nos reiteran la gran paradoja: el cambio climático es consecuencia del ingenio humano que, en búsqueda de satisfacer sus necesidades básicas, creó tecnologías como la máquina de vapor, el motor de combustible y los fertilizantes para la agricultura. No podemos olvidar que los 2500 millones de cabezas de ganado vacuno pastan en suelos que fueron deforestados para alojarlas, con lo cual se han emitido millones de toneladas de CO2, y que ese ganado con su proceso digestivo es un importante emisor de metano.


   


  Figura 2.4 Emisiones mundiales de gases de efecto invernadero por sectores económicos
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  Fuente: IPCC, 2014. Figura tomada de M. Rodríguez et al., 2015. Cambio climático. Lo que está en juego.


   


  Figura 2.5. Colombia: las fuentes de las emisiones
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  Fuente: Ideam, 2018. Proyecto Informe Bianual de Actualización. Figura tomada de M. Rodríguez et al., 2015. Cambio climático. Lo que está en juego.


   


  Finalmente, recordemos que hay otros factores que en ocasiones alteran las temperaturas globales y el clima por períodos relativamente breves. Es el caso de las erupciones volcánicas que emiten partículas (polvo, dióxido de sulfuro) que enfrían la temperatura de la superficie de la Tierra como consecuencia de que reflejan hacia su espacio exterior parte de la radiación solar antes de que esta llegue a su superficie. Los volcanes, como se anotó, también emiten CO2, pero en épocas recientes sus erupciones aisladas no han causado una alteración significativa de la concentración de GEI en la atmósfera, en contraste con hace millones de años, cuando la erupción masiva y continua durante largos períodos liberó enormes cantidades de CO2; así, hace 250 millones de años, erupciones volcánicas masivas en Siberia causaron un episodio de calentamiento global de enormes proporciones, con una pérdida estimada de más del 95% de las especies.


  Una alteración temporal del clima, con impactos que pueden llegar a ser de consideración, ocasiona el fenómeno El Niño-La Niña que, en épocas anteriores, tenía lugar en ciclos relativamente predecibles, pero que recientemente ha incrementado su frecuencia. Se ha adelantado la hipótesis de que esta mayor frecuencia es consecuencia del cambio climático, pero no se ha comprobado. Sin embargo, en el sentir popular y en los medios de comunicación, El Niño-La Niña se asocian, con frecuencia, con el cambio climático, lo que no es correcto.


  La invención humana y el cambio climático


  Con la máquina de vapor de James Watt, que detonó la primera revolución industrial, se inició el proceso masivo de emisiones de CO2 producido por el hombre. La máquina de vapor de Watt es un motor de combustión que transforma la energía térmica de una cantidad de agua (calentada con la combustión del carbón) en energía mecánica. Con la máquina de vapor se inició en Inglaterra la primera revolución industrial a fines del siglo XVIII, y, desde entonces, la humanidad comenzó a basar su actividad productiva en la liberación de la energía fósil. Como lo evidencia magistralmente David Landes en El Prometeo desencadenado (1969), la industria textil aumentó su productividad en forma hasta entonces inimaginable cuando la energía de la máquina de vapor entró a mover el telar de lanzadera. Las tareas que antes se hacían laboriosamente a mano en cientos de talleres artesanales de tejedores fueron concentradas en un solo lugar, dando nacimiento a la fábrica.


  A su vez, a principios del siglo XIX aparecieron la segadora y el arado impulsados por la máquina de vapor que, con otras invenciones dinamizadas por la misma fuerza, dispararían la productividad agrícola. Fue una transformación con profundas consecuencias para el labriego que, desde la era neolítica, utilizaba la hoz para cosechar el trigo o, en épocas posteriores, acudió a la yunta de bueyes y otros animales domésticos para arar el suelo.


  Esa misma máquina de vapor de Watt daría lugar a la locomotora para el transporte terrestre y al barco a vapor para el transporte fluvial y marítimo, uno de los símbolos de la revolución industrial durante cerca de dos siglos. Y daría origen a las termoeléctricas, esas gigantescas y sofisticadas máquinas a vapor que, hoy, producen más del 50% de la energía eléctrica de China, y que son unos de los mayores liberadores del CO2 a la atmósfera, así como de diversos gases que contaminan el aire que respiramos. La termoeléctrica convencional genera electricidad a partir de la energía liberada en forma de calor, predominantemente mediante la combustión de carbón pero también de petróleo y gas natural. A la máquina de vapor se le sumarían posteriormente los motores de combustión de gasolina y diésel y la turbina de gas, con lo que los combustibles fósiles —el petróleo, el carbón y el gas— se convirtieron en pilares fundamentales de la civilización contemporánea.


  Todas las formas de energía han sido cruciales para la extracción de materiales puesto que, como lo afirma Vaclav Smil en su obra Making the Modern World: “Durante miles de años nuestras capacidades para extraer, procesar y transportar biomateriales y minerales estuvieron restringidas por las limitadas capacidades de los motores primarios animados (los músculos humanos y animales), ayudados por artefactos mecánicos simples y por el lento mejoramiento de las capacidades de los tres motores primarios de la antigüedad: velas de navegación y molinos de agua y de viento” (Smil, 2014). El incremento de la extracción de materiales, la ampliación de su gama y su compleja conversión explican en mucho las ganancias en la calidad de la vida. Y todas las formas de energía facilitaron la segunda revolución industrial en los albores del siglo XX, que con la invención de la línea de ensamblaje, creada por Henry Ford, detonó la era de la producción en masa. Con esta última nació también el consumo en masa que marca nuestros tiempos y que tuvo una gran aceleración a partir de los años 50 del siglo pasado.


  En síntesis, el Homo sapiens logró ensillar la energía y ponerla a su servicio, en pos de satisfacer sus necesidades básicas, pero al hacerlo nunca se imaginó que con la liberación de la energía fósil —acumulada y atrapada durante millones de años mediante complejos procesos de la naturaleza— y la consecuente emisión de gases de efecto invernadero, se detonaría el cambio climático.


  Los impactos


  El 2016 pasará a la historia como el año en que la atmósfera de la Tierra alcanzó un aumento de 400 partes por millón de dióxido de carbono. La última vez que alcanzó esa concentración de CO2 fue hace 3 millones de años. Con esa concentración y las que le precedieron en las dos décadas anteriores, ya se han producido efectos de consideración en diferentes lugares del mundo, entre los que se mencionan los inviernos y veranos más rigurosos, las lluvias más torrenciales, los huracanes y tornados más violentos, la subida del nivel del mar, las olas de frío y calor extremos, y el descongelamiento del casquete del hielo del Polo Norte, de los glaciares de la Antártida y el Ártico, y de los glaciares y nieves de montaña. Estos efectos fueron predichos desde hace más de 20 años cuando se estableció que en la medida en que se desestabilizara la atmósfera, las condiciones climáticas se harían más extremas y aquellos fenómenos se harían más frecuentes. A su vez, se predijo, desde entonces, que los impactos producidos por esos fenómenos originados en el cambio climático se harían más agudos en la medida en que los sistemas naturales se encontraran deteriorados y en la medida en que no se tomaran medidas para amortiguarlos o resistirlos.


  A su vez, el cambio climático se expresa con diversa severidad en diferentes lugares del planeta. Y es que si bien el calentamiento global se mide por el incremento promedio de la temperatura en la superficie de la Tierra, este incremento no es parejo: el complejo funcionamiento de la atmósfera hace que en unos lugares sea mucho mayor a ese promedio, mientras que en otros sea mucho menor. La ciencia prefiere utilizar el término cambio climático, y no calentamiento global, porque en la medida en que la temperatura promedio de la Tierra se incrementa, el sistema atmosférico reacciona en formas tan variadas que puede enfriar algunas áreas y calentar otras; o puede disminuir la cantidad de lluvias y nieves en unas áreas y aumentarla en otras. Hasta recientemente, la ciencia recomendó que mantenerse por debajo de un incremento promedio de la temperatura de la superficie terrestre de 2ºC , en relación con la era preindustrial, mantendría al planeta en un margen en balance seguro, sin con ello desconocer los negativos impactos que ya se están produciendo.


  
    Figura 2.6. Latinoamérica en un mundo de 2ºC de calentamiento
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    Fuente: M. Rodríguez Becerra et al. 2015. Cambio climático. Lo que está en juego.

  


  En Latinoamérica los impactos de un incremento de 2ºC en relación con la era preindustrial serían de consideración, como se ilustra en la figura 2.6. Si la tendencia de emisión de GEI se mantuviera, es decir si no se hiciese nada para combatir el cambio climático, la temperatura promedio de la superficie de la Tierra podría llegar a 4ºC antes de finalizar el siglo. En la figura 2.7 se muestran los eventuales impactos que tendría para Latinoamérica.


  
    Figura 2.7. Latinoamérica en un mundo de 4ºC de calentamiento
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    Fuente: M. Rodríguez Becerra et al., 2015. Cambio climático. Lo que está en juego. 

  


  En las negociaciones del acuerdo de París, diversos países cuestionaron, sin éxito, la meta de 2ºC que había dominado las negociaciones por más de una década, pero como transacción se incluyó la idea de hacer los esfuerzos para no superar una temperatura de 1,5ºC. Esta “meta aspiracional” fue presionada, en particular, por los países insulares del Pacífico, una de las regiones más afectadas por el calentamiento global. Pero no pasar de 1,5ºC se transformó en un imperativo como consecuencia del sexto informe del IPCC presentado a finales de 2018. Los impactos de 1,5ºC frente a 2ºC se ilustran en la figura a continuación. A su vez, el Centro de Resiliencia de Estocolmo ha puesto una señal de alarma al señalar que un aumento de 2ºC conllevaría altos riesgos de que el planeta entre en un camino de fenómenos extremos (“the hot house path”) que podrían llegar a ser catastróficos y fuera del control humano (Steffens et al., 2018).


   


  Figura 2.8. Riesgos climáticos: cambios de 1,5ºC y de 2ºC
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  ¿Resolver el problema no quebraría la economía?


  En 1992, George W. Bush señaló que si Estados Unidos combatiera el cambio climático, tal como lo pretendían la totalidad de países del mundo, se generaría un desempleo masivo en su país. Más recientemente, Donald Trump en su campaña hacia la presidencia hizo afirmaciones similares pero más drásticas. No pocos líderes del sector privado concuerdan con estas visiones: la economía global, o al menos la de los países más desarrollados, se quebraría.


  Desde principios de este siglo se tiene claro que existen las tecnologías requeridas para reducir las emisiones de gases de efecto invernadero, tal como lo prescribe la ciencia (Socolow et al., 2004)7. Y los principales gurús de la economía —como los premios Nobel Joseph Stiglitz y Paul Krugman—, coinciden en afirmar que lo más costoso para la economía global es seguir aplazando el combate contra el cambio climático. En 2008, en un estudio pionero sobre el tema, Nicholas Stern estimó que el costo de la inacción supera con creces el costo de la acción. Concluyó que se requeriría invertir anualmente el equivalente al 1% del PIB global para combatir efectivamente el cambio climático. En contraste, estima que si no actuamos, los costos totales y riesgos del cambio climático serán equivalentes a perder el 5% del PIB global, para siempre. Aún más: se podría llegar a un escenario en que el PIB global se desplomara hasta el 20%, lo que equivaldría a una crisis económica sin antecedentes en la historia. Stern basó sus estimaciones de los costos de reducir las emisiones de GEI a partir de las inversiones que habría que hacer para descarbonizar la economía en un período de 50 años (Stern, 2008).


  No solamente mitigación: también adaptación y resiliencia


  La acción frente al cambio climático no se reduce solamente a la reducción de emisiones GEI, o lo que se conoce en los tratados sobre la materia como mitigación. La adaptación a los impactos que ya estamos viviendo y los que podrían presentarse es un imperativo. Con la adaptación se busca contrarrestar los efectos adversos del cambio climático mediante un conjunto de medidas que deben ser puestas en marcha por individuos, comunidades y Gobiernos. Ello implica diversos tipos de acciones, entre muchas otras: establecer sistemas de alerta temprana y alistar a la población para su adecuada respuesta; amurallar las ciudades costeras para protegerlas de la subida del mar; reubicar asentamientos humanos localizados en zonas ambientalmente vulnerables; construcción o reforzamiento de la infraestructura de carreteras, puertos, represas, etcétera, así como adecuación de las ciudades con edificaciones, amueblamiento urbano, etcétera, acordes con las nuevas realidades climáticas.


  Por otra parte, y asociado con la adaptación, se busca que los ecosistemas sean más resilientes al cambio mediante, por ejemplo, la restauración de bosques que han sido degradados y la restitución de humedales que han sido eliminados; o el desarrollo de nuevas tecnologías agrícolas (semillas, sistemas de labranza, etcétera) que aguanten las sequías y las heladas más rigurosas, o las estaciones de lluvias más prolongadas. La adaptación tiene fundamentalmente una expresión local y regional, y así como en algunos casos se trata de tomar diversas medidas para enfrentar las amenazas con el menor costo social, ambiental y económico, la adaptación puede conllevar oportunidades socio-económicas. Esta última situación se está haciendo cada vez más común en la agricultura; así, por ejemplo, en Dinamarca, Polonia y Bélgica se están plantando viñedos como consecuencia de las nuevas condiciones climáticas, algo antes impensable. En Colombia, mientras unas zonas antes propicias para la caficultura están dejando de serlo, otras que no lo eran ahora cultivan café. En otras palabras, con el cambio climático puede haber ganadores y perdedores en el corto y mediano plazo, pero, dependiendo de cómo evolucione, se podría tornar solamente en una situación de perdedores.


  Las zonas costeras bajas son muy vulnerables y por eso ya en los países más ricos se están construyendo diversas obras de infraestructura para enfrentar los riesgos asociados. Son los casos, por ejemplo, de las ciudades de Róterdam, Nueva York y Miami, en las cuales se adelantan obras de gran aliento. Sin embargo, en ciudades costeras altamente vulnerables de los países en desarrollo, como Lagos, en Nigeria, o Dar es-Salam, en Tanzania, no se están acometiendo, aún, las medidas requeridas. En Cartagena de Indias, Colombia, poco se ha hecho después de que en 2013 se formulara un completo estudio sobre los riesgos que enfrenta la ciudad y las consecuentes medidas de adaptación a tomar en el corto y mediano plazo.


  En algunos casos ya no hay tiempo para la adaptación, y, trágicamente, la población tiene que huir para evitar los embates del cambio climático. Por ejemplo, los estados insulares que desaparecerán, como las islas Marshall, están adquiriendo tierras para trasladar a sus ciudadanos, muchos de los cuales ya tomaron la decisión de emigrar. En general, las medidas de adaptación son muy específicas a los países y a sus territorios. Según el informe de la Comisión Global de Economía y Clima, los próximos 15 años serán críticos, pues la economía mundial crecerá más de 50%. Se mudarán a las ciudades 1000 millones de personas y se invertirán cerca de 90 billones de dólares en su infraestructura, ordenamiento del uso del suelo y sistemas de energía. Se trata de una gran oportunidad, pues de la forma como se orienten e implementen estas inversiones en los próximos años dependerá en mucho el grado de éxito de la adaptación al cambio climático de las ciudades del mundo.


  
    
      7 Sobre la existencia de estas tecnologías, ver el capítulo 9.

    

  


  CAPÍTULO 3 
 EL PLANETA VERDE


  Así como los distintos componentes del planeta —físicos, químicos y biológicos— están relacionados entre sí, también las especies vivas conforman una red que nunca terminamos de reconocer y comprender.


  PAPA FRANCISCO 1, LAUDATO SI


   


  La historia ofrece contundentes lecciones sobre las formas como diversos pueblos se han relacionado con la naturaleza a partir del reconocimiento y comprensión de las oportunidades y amenazas que les ofrece para satisfacer sus necesidades básicas. La civilización egipcia se cimentó en el desarrollo de técnicas para “domar la inundación anual del Nilo, extender su prodigalidad en zonas más extensas de terreno mediante obras de regadío, y esparcir su sedimento fertilizante sobre campos ganados al desierto. El trabajo de desaguar, limpiar y regar la tierra del Valle del Nilo se hizo más eficaz al hacerlo en gran escala mediante el trabajo cooperativo” (Aldred, 1963). Este pueblo, al comprender y manejar los límites impuestos por el funcionamiento del río Nilo, construyó una civilización que perduró cerca de dos mil años, con sus ciclos de gloria y de declive.


  En contraste, la violación de las restricciones impuestas por la naturaleza ha contribuido a detonar el colapso de civilizaciones, como ocurrió en la isla de Pascua, hace 300 años. Hoy admiramos sus sitios arqueológicos con sus enigmáticos moais, áreas de cultivos y restos de vivienda. Jared Diamond, en su fascinante libro Colapso (2005), evidencia cómo esta y otras civilizaciones y culturas, como la maya y la anazasi, desaparecieron como producto de una compleja interacción de diversos factores sociales, políticos, económicos y ambientales, jugando estos últimos un papel clave.


  Diversas sociedades de las Américas supieron manejar con sabiduría el medio ambiente. Sabemos, por ejemplo, que a la llegada de los españoles, parte de los pueblos precolombinos vivía con bienestar y en armonía con su medio natural, lo que fue quebrado paulatinamente por la Conquista y la Colonia. Hoy quedan vestigios que lo evidencian en muchas de las sociedades indígenas descendientes de los habitantes precolombinos, como ocurre en la Amazonía con diversas culturas. Pero es un hecho que no debe conducirnos a afirmar que los indígenas de ayer y de hoy son todos seres humanos ecológicos. Y es que a similitud de los anazasi, se identifican también otros pueblos indígenas en las Américas que no fueron tan exitosos en el manejo ambiental antes de la Conquista, o que hoy tampoco lo son (Miller, 2005).


  Hoy, millones de habitantes del planeta están enfrentando las consecuencias de haber traspasado límites naturales en los ámbitos local o regional que en algunos países llegan a tener niveles dramáticos, como el caso de Haití, que enfrenta un deterioro ambiental de tal magnitud que, de no resolverse, la meta de alcanzar un bienestar para su población se hace cada vez más elusiva. Lo que más llama la atención en Haití es que comparte la Isla de la Española con la República Dominicana, que presenta uno de los mejores índices de desempeño ambiental en el Caribe (Diamond, 2005). Además, el caso de Haití ilustra cómo una sociedad, al destruir su entorno natural, aumenta su vulnerabilidad a los fenómenos naturales, como se demostró, una vez más, con los impactos del huracán Matthew, que, en septiembre de 2016, causó en esta parte de la isla daños mucho mayores que los que generó en otras partes del Caribe.


  LOS ECOSISTEMAS Y SUS SERVICIOS Y TRANSICIONES SOCIO-ECOLÓGICAS


  Con frecuencia, el ciudadano común escucha el término “servicios de los ecosistemas”, pero su comprensión sobre el tema es relativamente baja, puesto que es una noción que tiene una corta historia. A algunos les parece un poco extraño este lenguaje, pues tradicionalmente nos hemos referido a la conservación de la naturaleza y a la necesidad de proteger determinadas especies de flora y fauna. ¿Acaso no basta? Obviamente, la mejor forma de acercarnos a este nuevo enfoque es intentado entender su significado. ¿Qué son los ecosistemas y sus servicios? Así se definen en la Evaluación de los Ecosistemas del Milenio (MA, por su sigla en inglés), una obra excepcional en la que participaron 1360 científicos de todo el mundo: “Ecosistema es un complejo dinámico de comunidades de plantas, animales y micro-organismos y el medio ambiente no vivo que interactúan entre sí como una unidad funcional. Los humanos son una parte integral de los ecosistemas”; “Los servicios ecosistémicos son los beneficios que la gente obtiene de los ecosistemas. Estos incluyen servicios de aprovisionamiento como alimentación y agua; servicios regulatorios como la regulación de las inundaciones, las sequías, la degradación de los suelos y las enfermedades; servicios de soporte tales como la formación del suelo y el ciclo de los nutrientes; y servicios culturales” (MA, 49:2003).


  En la tabla 3.1 se especifican los servicios más importantes que prestan los ecosistemas. En particular, los servicios de soporte se generan mediante procesos biogeoquímicos (o interacciones complejas entre las partes vivas y no vivas del ecosistema). Un ejemplo: los que se dan en la formación de nutrientes del suelo (por ejemplo compuestos de nitrógeno) a partir de las hojarascas, las heces de los animales, etcétera. Otra ilustración: aquellas estructuras rocosas que se encuentran sobre la plataforma submarina, que han sido formadas durante cientos de miles de años por los esqueletos de los corales y otros organismos marinos; algunas de esas estructuras son la base misma de los arrecifes de coral.


   


  
    Tabla 3.1. Los servicios de los ecosistemas
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    Fuente: MA, 2005


     

  


  Los ecosistemas varían enormemente en tamaño: un pequeño pozo temporal en un hueco de un árbol, una totuma de guarapo de caña de azúcar, el jardín de mi casa y una cuenca oceánica pueden considerarse como un ecosistema. Mas lo que nos interesa primordialmente es el estudio de los ecosistemas que están conformados en unidades funcionales, como un bosque (una selva húmeda tropical, un bosque boreal, etcétera), un desierto, un humedal, un arrecife de coral, un monocultivo de arroz, maíz o trigo, una plantación forestal comercial para obtener fibra y madera, o una ciudad (es decir un ecosistema urbano), cuyo contorno haga sentido en los términos propuestos en la definición.


  Los conceptos de biodiversidad y ecosistema están profundamente relacionados. La diversidad de ecosistemas hace parte del concepto de biodiversidad, que comprende también otras dos dimensiones: 1) la diversidad genética dentro y entre las especies, y 2) la diversidad dentro de cada especie y entre las especies de todas las procedencias, incluyendo las terrestres, marinas, y otros complejos ecosistémicos de los que ellas hacen parte. Así que la diversidad es una característica de los ecosistemas, y la variabilidad entre los ecosistemas es un elemento de la biodiversidad (CDB, 1992; MA, 2003).


  
    Recuadro 3.1. Diversidad de especies, ecosistémica y genética


    La diversidad de especies es el indicador más utilizado para medir la biodiversidad. La diversidad de especies es la variedad de especies en una región o en un ecosistema. La especie es la unidad biológica básica, y la definición más usada hace referencia al grupo más grande de organismos en el que dos individuos están en capacidad de producir crías fértiles, típicamente mediante reproducción sexual. Esta es una definición muy aceptada pero que resulta problemática en muchos casos. Por ejemplo, muchas de las bacterias se reproducen asexualmente.


    Algunos ecosistemas como la selva (un bosque húmedo) o los arrecifes de coral cuentan con muchas especies. En contraste, un desierto, un río contaminado, un ecosistema agrícola o un ecosistema urbano tienen una diversidad de especies mucho menor que aquellos. Además, hay una gran diversidad de ecosistemas de bosques o de coral que se diferencian por el número de especies que los componen.


    La diversidad genética hace referencia a la diferencia en genes entre los individuos y las especies, siendo un gen la unidad básica física y funcional de la herencia. La diversidad genética, o variación genética, determina en los organismos vivientes características únicas que los distinguen incluso de sus parientes más cercanos. La variación genética explica, por ejemplo, las diferencias en las características faciales humanas, o de las crías de perros y gatos, o en el tamaño entre diferentes especies de árboles.

  


  Mientras que la idea de ecosistema surgió en los años 30 del siglo pasado, y evolucionó paulatinamente, la idea de biodiversidad apareció a mediados de los años 80, con Edward Osborne Wilson como uno de sus principales proponentes, y obtuvo tan rápida aceptación que se requirió menos de una década para que se convirtiera en el eje conceptual del Convenio de Biodiversidad, el principal tratado internacional para su conservación y uso sostenible (Wilson, 1998). También fue adoptado tempranamente por diversos grupos de la población, como ocurrió, por ejemplo, con las comunidades indígenas de la Amazonía y de las selvas de la cuenca del río Congo, así como con las comunidades afrocolombianas de las selvas del Chocó, en Colombia, las cuales se declaran como centinelas milenarios de la biodiversidad.


  Si bien la noción de ecosistema surgió en los años 30 del siglo pasado, la noción de los servicios que prestan a la sociedad se pierde en la historia humana. En Japón, hace 2000 años, la plantación de árboles con la esperanza de prevenir las inundaciones fue uno de los más tempranos esfuerzos de restaurar un servicio ecosistémico en un lugar que había sido deforestado (Kareiva, 2011, citado por Hansen). En Colombia, los indios zenúes construyeron un sofisticado sistema de canales de drenaje para controlar en las ciénagas de la depresión momposina las crecientes del río Magdalena y utilizar sus ricos sedimentos para sus cultivos.


  Los diversos ecosistemas —como bosques, tundra, sabanas, desiertos, humedales, páramos, llanuras marinas, manglares, arrecifes coralinos— están profundamente relacionados entre sí, todo depende de todo. Y de los ecosistemas hace parte aquella porción de la naturaleza que ha sido modificada en forma profunda para abrir espacio a la agricultura. Son los ecosistemas agrícolas en los cuales se han multiplicado varias veces los servicios de aprovisionamiento en comparación con los de los ecosistemas que reemplazaron y tienen un papel imprescindible para la alimentación de los seres humanos.


  Según la Evaluación de los Ecosistemas del Milenio, aproximadamente el 60% (15 de 24) de los servicios ecosistémicos se están degradando o utilizando de manera no sostenible. La reciente evaluación del IPBES actualiza y profundiza estos procesos de destrucción y degradación de la naturaleza y precisa las 5 principales causas que los explican, en orden de importancia: (1) cambios en el uso de la tierra y el mar; (2) explotación directa de organismos; (3) cambio climático; (4) contaminación y (5) especies exóticas invasoras (IPBES, 2019).


  En un sentido estricto, la evaluación se refiere a socio-ecosistemas, a la naturaleza de la cual los seres humanos hacemos parte, y, como cualquier otra especie, interactuamos con todos los otros seres vivos y con el medio no vivo. Así que nuestra actividad impacta los ecosistemas y sus servicios y estos impactan nuestra actividad en procesos que crean oportunidades y amenazas para nuestro bienestar. Los ecosistemas y sus servicios están interrelacionados con los componentes fundamentales del bienestar humano, como: la seguridad, los materiales esenciales para una vida decorosa, la salud, las buenas relaciones sociales, y la libertad de elección y acción, como aparece en la figura 3.1.


  Desde su surgimiento hace 15 años, este concepto ha tenido un impresionante desarrollo teórico y práctico, siendo uno de los más relevantes el encaminado a intervenir en las trayectorias de los ecosistemas con miras a enfrentar el cambio global, lleno de riesgos e incertidumbres. Así lo han conceptualizado e ilustrado en Colombia los investigadores del Instituto de Investigación de Recursos Biológicos Alexander von Humboldt, en la obra Transiciones socioecológicas hacia la sostenibilidad, sin duda un aporte significativo al desarrollo mundial de la ciencia y la tecnología para el cambio global (Andrade et al., 2018). Las transiciones socio-ecológicas tienen implicaciones en el nivel local, regional y global. Así, por ejemplo, el manejo que se le dé al gran ecosistema amazónico incidirá en el grado en que se trasgredan los límites del planeta como el cambio climático y la integridad de la biósfera, e incidirá también en la estabilidad del ciclo del agua en diferentes regiones de las Américas. En forma similar, del manejo que se dé en Colombia a los páramos, los bosques, los humedales y diversos sistemas agrícolas, como eslabones críticos del ciclo del agua, dependerá en mucho que estos ecosistemas resistan los embates del cambio climático, y, por consiguiente, estén en capacidad de suministrar agua en cientos de localidades de nuestro país.


  El lugar de los seres humanos en los ecosistemas


  El funcionamiento de los ecosistemas está marcado por el hecho de que los seres humanos se ubican en la cúspide de la cadena trófica. Pero esto no siempre fue así, según lo afirma Yuval Noah Harari en Sapiens: De animales a dioses a partir del examen de la mejor ciencia disponible: “La posición del género Homo en la cadena alimenticia estuvo, hasta hace muy poco, sólidamente ubicada hacia la parte media de la cadena. Durante millones de años, los humanos cazaron criaturas más pequeñas y reunieron todo lo que pudieron, mientras eran perseguidos por depredadores más grandes. Hace solo 400 000 años, varias especies de hombres comenzaron regularmente a cazar grandes animales, y solo en los últimos 100 000 años, con el surgimiento del Homo sapiens, ese hombre saltó a la cima de la cadena alimenticia. […] Ese espectacular salto desde la parte media hasta la cima tuvo enormes consecuencias. Y es que otros animales en la parte superior de la pirámide, como leones y tiburones, evolucionaron hacia esa posición muy gradualmente, durante millones de años. Esto permitió al ecosistema desarrollar controles y equilibrios que evitan que los leones y los tiburones causen estragos. A medida que los leones se volvían más mortíferos, las gacelas evolucionaban para correr más rápido, las hienas cooperaban mejor y los rinocerontes eran más malhumorados” (Harari, 11-12: 2015).


  
    Figura 3.1. Conexiones entre los servicios de los ecosistemas y el bienestar humano
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    Fuente: Evaluación de los Ecosistemas del Milenio.

  


  Harari subraya que el ser humano ascendió a la cima tan rápidamente que los ecosistemas, con sus especies de flora y fauna, no tuvieron tiempo para adaptarse. El porqué de este salto excepcionalmente rápido del Homo sapiens a la cima de la cadena trófica en la historia de la evolución de las especies es materia de las más diversas interpretaciones. El caso es que el ser humano, con sus conocimientos y tecnologías, llegó a tener la capacidad de convertirse en el rey de la selva, de cualquier selva, incluso para destruirla. Los leones o los tiburones, y, en general, las especies que mantienen su posición de dominio en la cadena trófica de ecosistemas particulares, parecen hacerlo hoy por graciosa licencia del hombre. Incluso los seres humanos contemporáneos hemos creado parques nacionales para renunciar a la posibilidad de ejercer en forma autoritaria y depredadora la jefatura en la cadena trófica en diversos rincones del planeta. Se podría decir que el concepto de los ecosistemas y sus servicios fue ideado para que nuestra especie, en el contexto de la civilización contemporánea, intente manejar con sabiduría y prudencia esa posición en la cúspide, una tarea que hoy parece bastante elusiva.


  Excepcionalmente, algunos grupos humanos viven hoy en mayor armonía con los ecosistemas que las sociedades modernas. Entre ellos se distinguen algunos pueblos indígenas, como lo ilustra y evidencia Jared Diamond en El mundo hasta ayer, un estudio sobre diversas culturas que aún mantienen sus características ancestrales esenciales en la isla de Nueva Guinea y las islas vecinas (Diamond, 2013). Unas reflexiones similares podrían hacerse a partir de los estudios de Gerardo Reichel-Dolmatoff sobre los tukano en la región amazónica o los kogui en la Sierra Nevada de Santa Marta, en Colombia. Evidentemente, son muchas las lecciones que se pueden aprender, pero son pueblos cuyas culturas están amenazadas ante la fuerza arrasadora de la civilización contemporánea que se construyó a partir de las energías fósiles, y que con la química aplicada y otras tecnologías ha permitido a los seres humanos ejercer en forma imperial su posición en la cúspide de la cadena alimenticia del planeta y transformar sus ecosistemas en aras de satisfacer sus necesidades. Este ejercicio ha traído como consecuencia la pérdida de la integridad de la biósfera y el cambio climático, que hoy se intentan enfrentar a través de diversas aproximaciones aportadas por la ciencia, como es esta de los ecosistemas y sus servicios.


  Los ecosistemas y sus servicios en la política y las políticas


  Esta aproximación ha sido adoptada por diversos tratados y acuerdos multilaterales —entre muchos, los de biodiversidad, cambio climático y los Objetivos del Desarrollo Sostenible—, y tiene hoy una amplia aplicación a diversas escalas como base para la investigación, las políticas públicas y la gerencia de las organizaciones. En las políticas gubernamentales su utilización se ha ido popularizando más allá de los confines de los ministerios del medio ambiente y afines para utilizarse en las políticas nacionales y sectoriales (Daily, 2011). En el mundo empresarial se han desarrollado marcos conceptuales y cajas de herramientas para que la gerencia analice las limitaciones, las amenazas y las oportunidades que representan la biodiversidad y los ecosistemas y sus servicios para sus empresas en el ámbito concreto en que se desempeñan, con el fin de que incorporen centralmente estos elementos en su estrategia de negocios. Así se plantea, por ejemplo, en el magnífico “Informe sobre la economía de los ecosistemas y la biodiversidad para las empresas” (TEEB, 2010).


  Con el surgimiento del enfoque de los ecosistemas y sus servicios se transformó la noción de naturaleza, que tuvo su auge en las políticas públicas durante las primeras seis décadas del siglo pasado y desde mucho antes. Hoy, en el discurso de la gestión ambiental de los textos académicos y de las políticas públicas, se usa predominantemente el lenguaje de los ecosistemas y sus servicios. Pero, quizás, este término no sustituirá la palabra naturaleza en la literatura —la poesía, la novela— o en los textos de historia o de filosofía, de los cuales hace parte integral desde hace cientos de años. ¿Acaso alguien escribiría un poema en los lenguajes de los ecosistemas y sus servicios y el pago por los servicios ambientales (PSA)? Todo es posible, pero quizá la propuesta no parezca hoy muy atractiva.


  ¿QUÉ TANTO CONOCEMOS LA BIODIVERSIDAD?


  La biodiversidad y los servicios ecosistémicos son dos componentes de la oferta natural. Entre las tres dimensiones de la biodiversidad —ecosistemas, especies y genes—, la diversidad de especies ha sido la más estudiada y, por eso, sigue siendo el indicador más utilizado para describirla y establecer su estado. En últimas, ¿cuántas especies hay en los continentes y en los océanos? No se sabe con certeza. En uno de los muchos estudios, se estimó en 8,7 millones, lo que equivale a afirmar que únicamente están identificadas el 14% de las especies (Mora C, Tittensor et al., 2011).


  Mientras el catálogo de las especies de mamíferos, de aves o de orquídeas ya se encuentra casi completo, el inventario de muchas especies es precario. Así, por ejemplo, un total de 242 500 especies marinas se encontraban descritas hasta 2017, mientras que existe una enorme incertidumbre sobre cuántas podrían existir (Horton et al., 2017). Se conocen 100 000 especies de fungi y probablemente más de 200 000 no se han descrito. Fungi es uno de los 6 reinos de la vida en el planeta en el que se encuentran organismos como los mohos, las levaduras y los productores de setas (EOL, 2016).


  El conocimiento en 3 de los 6 reinos de la vida —Animal, Vegetal, Fungi—, es muchísimo mayor que el de los otros 3 reinos existentes: Eubacteria, Archae y Protista. Estos últimos 3 están compuestos por microorganismos, es decir el mundo de los organismos no observables directamente, en contraste con animales, plantas y fungi, que sí lo son. Una porción de los microorganismos, virtualmente millones de ellos, nos acompaña permanentemente, denominándose en forma genérica como microbios. Este extraordinario hecho fue retratado con humor por Edward Wilson en una conferencia que dictó en la Universidad de los Andes en Bogotá, en 2011: “En este auditorio hay varios millones de microbios, pero no sabemos qué diablos hacen aquí”. No es, entonces, de extrañar que el ser humano probablemente respire al día un promedio de 860 000 bacterias pertenecientes a 300 clases diferentes (Bowers et al., 2011).


  Todo lo anterior significa, entre otras cosas, que en la extinción masiva en curso —que tiene su origen principal en la actividad humana y que ha sido identificada como la sexta desde la aparición de la vida en la Tierra— están desapareciendo especies que no conocemos. La ciencia tiene, entonces, hacia adelante una tarea descomunal y una ruta de descubrimientos insospechados que tomará muchas décadas.


  LOS ECOSISTEMAS TERRESTRES DEL PLANETA


  En el lenguaje común, para referirse a la naturaleza terrestre se utilizan los términos bosques tropicales, bosques templados, bosques boreales, sabanas, desiertos y tundra. Son 5 términos que corresponden a los ecosistemas terrestres que dominan el planeta.


  La diversidad de especies de los ecosistemas terrestres se hace más rica en la medida que nos acercamos al Ecuador desde el Polo Norte o desde el Polo Sur, lo que está fundamentalmente determinado por la disponibilidad de agua y la temperatura. La temperatura está influenciada por dos factores: el sol disponible (ángulo y longitud del día) y la altitud sobre el nivel del mar. A su vez, la disponibilidad de agua es mayor en los trópicos debido a que los vientos transportan humedad hacia el Ecuador. La selva húmeda tropical recibe en promedio más de 5000 mm de agua por año, mientras que la tundra, ubicada en una latitud mucho menor, es extremadamente fría y seca, y recibe solo 250 mm. Los extremos de la temperatura y la falta de agua con frecuencia se dan juntos, como ocurre en los desiertos, ecosistemas que existen tanto en regiones muy frías como muy cálidas.


  Existen otros ecosistemas terrestres cuyas extensión y cobertura geográfica son mucho más pequeñas frente a los anteriores, como son los páramos, de gran importancia para Colombia. Los humedales, que son ecosistemas acuáticos, suelen estar asociados con aquellos, como ocurre, por ejemplo, extensas zonas del bosque amazónico inundadas permanente o temporalmente, o en los páramos con sus lagos formados en las épocas de desglaciación.


  A los bosques les prestaremos especial atención a lo largo de este escrito por su alta incidencia en la integridad de la biósfera —debido a la alta biodiversidad y gran biomasa que abrigan—; en la estabilidad climática —debido al CO2 que capturan y tienen capturado—; y en el ciclo del agua. Y no menos importante, más de la mitad del área continental de Colombia está aún cubierta por bosques, lo que explica por qué el país es aún una potencia ambiental global, no obstante el deterioro de las últimas décadas.


  La tundra es una amplia zona de suelo sin árboles que se encuentra principalmente al norte del Círculo Polar Ártico (tundra ártica), en parte de la Antártica y también por encima de la línea de los árboles maderables en las altas montañas (tundra alpina). La tundra está compuesta por grandes extensiones de tierra y roca desnudas y por mantos irregulares de vegetación baja como musgos, líquenes, hierbas y arbustos pequeños. Esta superficie soporta una escasa pero única variedad de animales. Los finlandeses llamaron su región norte sin árboles el tunturi, pero fueron los rusos quienes desarrollaron el concepto de tundra como ecosistema singular.


  Los desiertos son extensas áreas de la Tierra extremadamente secas con una vegetación escasa: excepcionalmente abrigan árboles y, bajo condiciones climáticas normales, los arbustos o las plantas herbáceas proporcionan una cobertura de suelo muy incompleta. La aridez extrema hace que algunos desiertos carezcan prácticamente de plantas. Sin embargo, en muchos casos su esterilidad ha sido consecuencia de actividades humanas, como el pastoreo de ganado, en un ambiente de por sí frágil. Entre los más extensos del mundo se cuentan el Sahara (en el norte del África), los desiertos de la península arábica, el Atacama (en la costa norte de Chile), el desierto de Namibia (compartido por Namibia, Angola y Sudáfrica), los desiertos del oeste de los Estados Unidos (California, Arizona, Nevada, Utah y Nuevo México), el desierto de Gobi (que cubre las partes norte y noroeste de China, y el sur de Mongolia), y los desiertos de la región central y noroccidental de Australia.


  Las sabanas se caracterizan por un tipo de vegetación que crece bajo condiciones climáticas cálidas con largos períodos de lluvia y largos períodos secos, con árboles dispersos sobre un sotobosque de hierba alta continua (la capa de vegetación entre el dosel del bosque y el suelo). Las áreas más grandes de la sabana se encuentran en África, América del Sur, Australia, India, Myanmar (Birmania), Tailandia y Madagascar.


  Los páramos se ubican discontinuamente en la franja intertropical, desde aproximadamente 2900 metros sobre el nivel del mar hasta aproximadamente 5000 m s. n. m., o el área de nieves perpetuas. Se encuentran en Colombia, con el 60% de los páramos del mundo, en el Perú, en donde se conocen como jalcas, y en Costa Rica y Panamá, con pequeñas extensiones. La vegetación característica de los páramos de Venezuela, Colombia y el norte del Ecuador son los frailejones. Un ecosistema similar se encuentra en zonas montañosas de África oriental (Kenia, Tanzania), en Papúa Nueva Guinea y en otras áreas tropicales. Los páramos tienen una capacidad singular para acumular agua por el tipo de vegetación y suelos que los componen, lo que hace que sean claves en el ciclo del agua.


  Finalmente, una gran extensión de los ecosistemas naturales ha sido transformada por la acción humana para dedicar sus suelos a diversos usos, principalmente la agricultura y los centros urbanos. Con las actividades de cultivos de alimentos y de pastoreo, en esos suelos han surgido los ecosistemas agrícolas, que ocupan el 50% del área de la superficie terrestre habitable del planeta, más extensa que la de cada uno de los 5 ecosistemas considerados. A los ecosistemas agrícolas, esenciales para la alimentación de la humanidad y hoy parte fundamental del planeta verde, dedicaremos la última sección de este capítulo.


  LOS BOSQUES: ¿PARA QUÉ?


  La Comisión Mundial de Bosques y Desarrollo Sostenible sintetizó así la importancia de los bosques en el informe Our Forests, our Future: “Más allá del énfasis del valor económico mundial de los bosques y de su importancia ecológica y económica local, los bosques tienen un significado universal debido a sus funciones planetarias. Los bosques contribuyen a procesos ecológicos fundamentales, los cuales conservan el planeta en estado de cuasi-equilibrio. Los bosques tienen, aparte de la especie humana misma, la más grande influencia en la estructura y funcionamiento del hábitat humano. Los bosques son críticos para la preservación de una biósfera habitable: ellos conservan la diversidad biológica, escudan el paisaje terrestre de cambios abruptos, generan orden al flujo y la calidad del agua, y ayudan a estabilizar el clima, tanto regional como globalmente. Estos son los servicios globales de los cuales todas las regiones y sociedades humanas se benefician. Pero a su vez, todas las sociedades son vulnerables a los efectos globales de la pérdida masiva de bosques, en la medida en que la continuidad de sus servicios influye en cada uno de los habitantes de la Tierra directa e indirectamente” (WCFSD, 1999).


  Tuve la fortuna de ser miembro de esta comisión mundial, conjuntamente con otros 20 representantes de los 5 continentes, una iniciativa de la sociedad civil que trabajó entre 1995 y 1998 con el propósito de contribuir a detener la deforestación. Y, simultáneamente, tuve la fortuna de haber copresidido, con Sir Martin Holdgate, el Panel Intergubernamental de Bosques de las Naciones Unidas, que sesionó entre 1995 y 1997, así como de presidir el Foro de las Naciones Unidas sobre Bosques en 2004-2005, dos procesos de negociación que tuvieron como propósito construir un acuerdo internacional para su protección. Quienes participamos en estas instancias visitamos y conocimos bosques de países ubicados en los hemisferios norte y sur, y escuchamos a comunidades indígenas para las cuales es su hábitat natural y a campesinos que habitan en sus vecindades y acuden a los bosques para proveerse de madera, carne, frutas y otros bienes. Escuchamos también a directivos de las principales multinacionales productoras de cientos de bienes de la madera, a ejecutivos de las grandes corporaciones productoras de papel, a representantes de pequeños y medianos empresarios de estas industrias, así como a científicos y profesionales forestales, a ambientalistas y a funcionarios gubernamentales. Entendí mejor cómo las visiones de cada uno de estos grupos sobre el pasado, el futuro y el presente de los bosques son algunas veces convergentes, otras difícilmente conciliables y muchos mundos totalmente aparte. Estas largas conversaciones y debates con los grupos de interesados sobre los bosques, y la lectura de las decenas de libros y documentos que apoyaron estos procesos, me sirvieron para constatar la falta de comprensión del hombre urbano de la singular importancia de los bosques, un hecho que se ha tornado en una de sus más letales amenazas. ¿Acaso al habitante promedio de Bogotá o Barranquilla le importa la devastadora deforestación de la región amazónica? Es muy poco probable, pues cuenta con una escasa o nula comprensión de su significado.


  Guardo frustración por los pocos logros alcanzados en estas y otras negociaciones y foros sobre bosques que se prolongaron por más de 15 años. Constaté de primera mano cómo poderosos grupos con intereses económicos de corto plazo, que tenían capturada la voluntad de los Gobiernos a su favor, impedían llegar a acuerdos con dientes para protegerlos. Por fortuna, esta situación comenzó a cambiar en la medida en que en las negociaciones sobre cambio climático, en las cuales he tenido también la oportunidad de participar, se ha reconocido la protección de los bosques naturales y la reforestación como dos estrategias esenciales para la mitigación del cambio climático y para la adaptación a sus impactos. Pero este cambio aún no es suficiente.


  La inmensa riqueza y complejidad de los bosques


  Los bosques albergan entre 80 y 90% de la biodiversidad terrestre (WWF, 2016). La existencia de un rango suficientemente amplio de especies de flora, incluyendo los árboles, hace que los bosques sean resilientes a las disrupciones de pestes, enfermedades e inestabilidades naturales del clima.


  La arquitectura de los bosques está marcada fundamentalmente por los árboles, los cuales, reconozcámoslo con humildad, han tenido mucho más éxito en la lucha por la longevidad que la especie humana. Matusalen, un pinus longaeva conocido como bristlecone de las montañas blancas de California, es el árbol más longevo del mundo con casi 5000 años. Estos, como las secuoyas, reconocidas popularmente como los redwood californianos —que llegan a tener alturas de 90 metros— nos recuerdan que los relictos de bosques que cuentan individuos milenarios son hoy una especie de museos vivientes. Y si bien no se encuentran árboles del trópico que tengan tan larga vida, en bosques como el amazónico se han identificado amplias extensiones de árboles cuyas edades están en las vecindades de los 300 años, estimándose que algunos podrían vivir hasta 1000. A través de las épocas, el número total de árboles habría disminuido en un 46% para alcanzar un total aproximado de 3 billones de árboles en la Tierra.


  Un bosque es mucho más que sus árboles y comprende todas las formas de vida —vegetales, animales y microorganismos— que lo habitan: los árboles de porte grande y mediano y otras especie de vegetación leñosa; especies vegetales que son parásitas, o huéspedes, de los troncos y ramas; diversas especies de mamíferos, entre las cuales se encuentran el gorila, el jaguar o el oso de anteojos. Los habitan también aquellas especies de vegetación diferentes a los árboles que pueblan el suelo superficial; cientos de especies de insectos; y cientos de aves que anidan en árboles y arbustos. La hojarasca y las heces de los animales en descomposición son también parte de este ecosistema y son insumos para la formación de los suelos. Para quienes hemos sido habitantes urbanos, la visita a un bosque, así la hayamos hecho cientos de veces, nos sobrecoge y nos produce un profundo sentimiento de fascinación al constatar, de nuevo, la diversidad, la complejidad y la belleza de la vida en todas sus formas.


  Los ecosistemas boscosos no son solamente las especies vegetales y animales, y los microorganismos que viven por encima de la superficie del suelo. En los suelos se profundizan las raíces de los árboles y de diversas especies de flora, y por debajo de su superficie habita una rica diversidad de especies de fauna, flora y microorganismos. Es un intrincado y fascinante mundo lleno de vida que apenas sospechamos a través de la ciencia. Algunos bosques crecen en humedales permanentes, como los manglares. Y parte de la superficie de los suelos de muchos bosques son inundados temporal y periódicamente con aguas plenas de fauna y flora. Bosques y humedales se entrelazan en complejos ecosistemas, como ocurre en la compleja selva amazónica.


  Todos los bosques juegan un papel central en el ciclo de nutrientes, que incluye el nitrógeno, el potasio, el fósforo, etcétera La productividad de los ecosistemas boscosos está vinculada directamente con la actividad biológica de hongos y de diversos microorganismos del suelo, los cuales descomponen la materia orgánica, reciclan nutrientes y fijan el nitrógeno. Los árboles absorben y depositan los nutrientes, previniendo que ellos escurran y causen contaminación en las fuentes de agua, así como empobrecimiento del suelo.


  Los bosques estabilizan el paisaje. La acción aglutinadora de las raíces de los árboles disminuye la erosión y reduce la sedimentación de los ríos, de los humedales y de las zonas costeras. Además, impiden o aminoran la desertificación y los desastres naturales causados por prolongadas épocas de lluvias o aguaceros torrenciales y los deslizamientos asociados.


  Bosques y suelos son eslabones críticos en el ciclo del agua. Desde la superficie de las hojas se evapora una parte del agua lluvia para nuevamente formar nubes, y las raíces de la vegetación contribuyen a la infiltración del agua en el suelo y a mantener su humedad, que sirve para alimentar las fuentes de agua en épocas secas. Los bosques contribuyen no solamente a la lluvia local sino también a la lluvia más allá de sus confines. Así, por ejemplo, los regímenes de lluvia de diversas regiones de Suramérica dependen de la evapotranspiración de la selva amazónica: partes de la cuenca del Plata, especialmente el sur de Paraguay, sur de Brasil, Uruguay y el centro-este de Argentina (Lovejoy et al., 2018).


  Los bosques son críticos para la estabilidad del clima pues tienen secuestrada una porción del CO2 como producto de la fotosíntesis, y es por eso que cuando se deforesta, mediante la quema o la tala, se emite este gas, que globalmente equivale a cerca del 20% de las emisiones de gases de efecto invernadero. A su vez, los bosques en crecimiento capturan CO2 y liberan oxígeno y por eso se propone la siembra de millones de hectáreas como estrategia para capturar el exceso de este gas que estamos lanzando a la atmósfera.


  Los bosques son fuente de aprovisionamiento de los más diversos productos para la satisfacción de las necesidades humanas. La madera y las fibras han sido materiales protagónicos en la historia de todos los pueblos. Viviendas, templos, barcos, puentes, esclusas, muebles, papel, leña, la lista es interminable. No es cuestión del pasado. Antes del uso de los combustibles fósiles, la madera fue el combustible predominante que sirvió tanto para la cocción de los alimentos como para generar la energía requerida para la fundición del hierro y del acero, una modalidad, esta última, que se utilizó hasta recientemente. En los bosques viven cientos de comunidades indígenas que desde hace milenios han desarrollado sus culturas en interacción con estos ecosistemas en los cuales se consideran a sí mismos como parte integral de los complejos tejidos que conforman los seres vivientes y no vivientes. Los bosques proveen medios de subsistencia de cientos de millones de personas que los habitan o viven en sus vecindades, muchas de las cuales son participantes marginales en las economías locales o nacionales. El número de personas que dependen de los bosques se estima en 1250 millones, de las cuales 750 millones viven en ellos o muy cerca (FAO, 2014).


  La fauna silvestre y los frutos del bosque han sido siempre fuente de alimento. En todos los países en desarrollo la fauna silvestre sigue siendo fuente primaria de proteína para amplios grupos de la población. En la cuenca del Congo, la segunda selva húmeda del mundo por su tamaño, aún se consumen aproximadamente 5 millones de toneladas de carne de animales silvestres por año (Parietti, 2016).


  La flora es fuente para la alimentación y para el cuidado de la salud. Los mercados populares de los países tropicales son testimonio de su diversidad y exuberancia. Los visitantes de los mercados de Manaos o Belén de Pará, en la Amazonía, o de Duala en Camerún, no podemos hacer nada distinto que deslumbrarnos frente a sus enormes y espléndidos boticarios de productos vegetales y animales provenientes de la selva para curar las más diversas enfermedades y hacer ofrendas a los dioses para asegurar un promisorio destino, o conjuros para exorcizar o ahuyentar el mal, o para que visite a los enemigos. En estos boticarios de origen milenario se encuentran las plantas que han servido a la ciencia para encontrar sustancias activas y otros derivados de la biodiversidad base de los productos de la farmacia moderna.


  Plantas y animales silvestres de los bosques, y también de las sabanas, fueron domesticados por el Homo sapiens, dando origen a la actividad agropecuaria. Estos ecosistemas no solamente abrigan las especies que dieron origen a su domesticación, sino que son el banco de otras especies que en el futuro ingresarán a nuestra dieta cotidiana. La diversidad de especies y genética de los bosques es hoy la fuente para fortalecer la productividad y la resistencia de las especies ya domesticadas a las pestes y a las variaciones del clima.


  Los bosques tropicales: pináculo de la biodiversidad


  Los bosques tropicales contienen entre la mitad y dos tercios de las especies de plantas y animales de la Tierra. Un kilómetro cuadrado de bosque tropical puede abrigar 100 especies diferentes de árboles, en contraste con el bosque temperado, que contiene entre 3 y 4 especies de árboles, y el bosque boreal, que contiene entre 1 y 2 especies. Son diferencias determinadas, en gran medida, por la ubicación en el planeta y por consiguiente con la cantidad de luz solar que reciben, que se hace mayor en proporción a la cercanía a la línea ecuatorial, estando los bosques tropicales en sus vecindades, los bosques boreales cerca de los polos y los templados en las latitudes medias. Las diferencias en biodiversidad están también marcadas por las lluvias.


  Bosques boreales y templados


  Los bosques boreales, también conocidos como taiga en Rusia, son pobres en biodiversidad. Cubren la mayor parte del interior de Canadá y Alaska, la mayor parte de Suecia, Finlandia y el interior de Noruega, gran parte de Rusia y el norte de Kazajstán, Mongolia y Japón.


  El bosque boreal de Canadá, considerado como la mayor extensión natural terrestre (más de 400 millones de hectáreas) con menor perturbación humana, alberga 85 especies de mamíferos, 130 especies de peces, unas 32 000 especies de insectos y 300 especies de aves. La flora consiste principalmente de coníferas perennes resistentes al frío con hojas parecidas a agujas, como el pino y el abeto. El suelo tiene poco espesor y es ácido y pobre en nutrientes.


  No todas las especies de fauna se adaptan al extremo invierno boreal. Así, de las 300 especies de aves que residen durante el verano en el bosque boreal canadiense, solamente 30 permanecen en el duro invierno. Entre los ecosistemas de bosques, los boreales son los que tienen una mayor cantidad de carbono secuestrado en sus suelos.


  Los bosques templados están dominados por doseles de hoja caduca o de hoja perenne y se encuentran principalmente en el este de Norte América, Europa occidental y central, y Asia del noreste y, en menor medida y con clima similar, se encuentran en Suramérica (Chile, Argentina y Brasil), Sudáfrica, Australia y Nueva Zelanda. Los cambios en el color de la hoja de los árboles caducifolios en el otoño, hasta caer y poblar el suelo, son un espectáculo que captura anualmente la imaginación de sus habitantes y de los turistas.


  El clima es un factor fundamental en la definición de los ecosistemas forestales templados. El rango anual de temperatura puede oscilar entre -30°C y +30°C, y la temperatura media anual es de entre 3°C y 18°C, con temperaturas medias de invierno inferiores a 8°C y temperatura media de verano alrededor de los 18°C. Cuenta con una vegetación y una fauna mucho más rica que la de la tundra, los desiertos y los bosques boreales, y mucho menos rica que la de los bosques tropicales. La fertilidad de sus suelos ha favorecido su deforestación para dedicarlos a la agricultura.


  Diversos ecosistemas de bosques tropicales


  Los bosques primarios son críticos para la protección de la biodiversidad y la prestación de otros servicios. No son equivalentes a bosques prístinos, intocados; estos solo existen en la imaginación del habitante urbano, pues no se encuentran bosques que no hayan sido afectados por la actividad humana. Solo un poco más de un tercio de los bosques del mundo se consideran primarios, concentrándose casi la mitad en América del Sur, en particular en la Amazonía, un cuarto en América del Norte y Central y casi un quinto en la Federación de Rusia (INTACT, 2013).


  Se distinguen diversos ecosistemas de bosques tropicales, con 5 clasificaciones de uso popular: las selvas húmedas, los bosques secos, los bosques de niebla, bosques altos montanos y bosques de montaña de tierras bajas. En el mundo de la ciencia, cada una de estas clasificaciones se divide en muchas otras, o se agrupan de diferente manera en aras de adquirir una mejor comprensión sobre su funcionamiento, pero aquellas bastan para nuestros propósitos. Las selvas húmedas, con altas temperaturas y saturadas de humedad, se ubican en tierras bajas. Es la más compleja y maravillosa matriz de la vida del planeta. Entre las selvas húmedas, la amazónica es la más extensa y continua del mundo y alberga más de 2 000 0000 de especies de insectos, 40 000 especies de plantas y más de 3000 de mamíferos y 1300 de aves, cantidad esta última que supera la suma total de especies de aves de Norteamérica y Europa (Moss, 2015). Es un bosque denso en vegetación y en muchos sitios la luz solar ingresa con dificultad. El suelo de la selva amazónica es predominantemente ácido y pobre en nutrientes.


  Entre los diversos bosques de montaña —sometidos a amplias variaciones diarias de temperatura en la medida que se asciende—, encontramos los bosques de niebla, con una singular belleza y riqueza en flora y fauna, que limitan hacia arriba con bosques altos montanos y hacia abajo con bosques de montaña de tierras más bajas, lo que genera una continuidad en este conjunto de bosques. Estas y otras condiciones explican por qué los bosques de la región andina tropical son más biodiversos que los de la región amazónica.


  Los bosques tropicales secos se encuentran en diferentes lugares de África y Asia, y los más diversos biológicamente son los que se encuentran en Latinoamérica y el Caribe. En esta última región representan menos del 10% de su extensión original en muchos países y crecen en suelos fértiles en donde la precipitación es menor a 1500 mm al año, con un período de 3 a 6 meses de menos de 100 mm por mes, durante el cual la mayoría de la vegetación pierde sus hojas como una adaptación especial a la escasez de agua.


  La mayor parte de los bosques tropicales abundan en especies, pero unos pocos están dominados por un número menor. Los bosques de manglar que se ubican cerca de la costa no contienen muchas especies, pues pocas son las que se han podido adaptar a las difíciles condiciones en las que se desarrollan. Los bosques de bambú, que son especies leñosas de la familia de las hierbas o gramíneas, pueden llegar a ser muy extensos, densos y de gran altura.


  ¿Cuánto vale un bosque y sus servicios?


  El pago por los servicios ambientales (PSA) como medio para la protección de la naturaleza es un instrumento económico para la protección ambiental que se viene utilizando desde hace cerca de 4 décadas y que obtuvo un nuevo impulso con el surgimiento del concepto de los servicios ecosistémicos, hace 15 años. Este es el caso de los cultivadores de caña de azúcar en el Valle del Cauca, Colombia, que desde hace más de 30 años han pagado a las fincas ubicadas en las riberas de los ríos aguas arriba de las plantaciones por la conservación y restauración de sus bosques protectores, vitales para asegurar el agua para el riego de unos cultivos que abarcan cerca de 200 000 hectáreas.


  A partir de los tratados sobre cambio climático se ha popularizado el pago por la protección de los bosques naturales y por la reforestación. Se paga a sus propietarios —Gobiernos, comunidades, empresarios privados— por el servicio que sus bosques naturales prestan al mantener el carbono capturado, y en el mismo pago se incluye con frecuencia el reconocimiento del valor de otros servicios como la regulación del agua y la biodiversidad. Y se paga también a quienes reforestan como reconocimiento del CO2 que capturan los bosques en crecimiento. Los programas pioneros de PSA en Costa Rica han sido imitados por muchos países. En la actualidad, en Colombia y en otros países de la región se está impulsando un ambicioso programa de PSA en la región amazónica financiado con recursos de cooperación internacional.


  Pero el propósito de la valoración económica de los servicios ecosistémicos va mucho más allá de los pagos por los servicios de los ecosistemas como estrategia para evitar la deforestación. De tiempo atrás, la economía de los recursos naturales ha formulado métodos de valoración económica que son aplicados a la provisión de los servicios ambientales para estimar el valor monetario de los beneficios y la distribución de estos beneficios a diferentes segmentos de la sociedad como medio para la toma de decisiones de política pública. Así, por ejemplo, en el reciente informe de IPBES se estima que el valor económico de los servicios ecosistémicos terrestres de las Américas a la sociedad asciende a más de 24 billones de dólares por año, equivalente al PIB de la región, pero que casi dos tercios, el 65%, de estas contribuciones están en declive, con 21% disminuyendo fuertemente (IPBES, 2018). ¿Resultará este argumento tan convincente a los ministros de Hacienda de la región como para que aumenten sustantivamente los recursos económicos dirigidos a la protección de la biodiversidad?


  Hay quienes han visto en la valoración de los servicios de los ecosistemas y en el PSA una forma inaceptable de mercantilizar la naturaleza por considerar que sus mayores valores no son estos, sino sus valores intrínsecos desde las perspectivas biológica, estética, cultural y evolutiva. Pero reconocer su valor económico en la toma de decisiones públicas y privadas no necesariamente reemplaza o socava aquellos valores intrínsecos, sino que debe contribuir a concientizarlos en la ciudadanía y a incidir en los responsables por la formulación de las políticas que tradicionalmente han ignorado el valor de aquellos servicios de los ecosistemas que, como la regulación del clima o del ciclo del agua, no los reconoce el mercado (Goulder, 2011).


  La deforestación


  La deforestación es uno de los más profundos cambios que los seres humanos han hecho a la superficie del planeta. En los últimos 5000 años, los bosques pasaron de cubrir 5800 millones de hectáreas del área terrestre de la Tierra a aproximadamente 4000 millones. La deforestación ha sido motivada principalmente por la apertura de tierras para la agricultura, la obtención de madera, el establecimiento de asentamientos humanos y la construcción de infraestructura.


  Hasta finales del siglo XIX, la deforestación avanzó predominantemente en las regiones templadas, como se observa en la figura siguiente, pero desde la segunda mitad del siglo XX el área neta de bosques templados se ha incrementado. En contraste, la cobertura de los bosques boreales ha disminuido en el presente siglo, en comparación con el siglo XX, en que permaneció sin mayor variación, y la cobertura de los bosques de las zonas tropicales disminuyó sustantivamente en el siglo pasado, fenómeno que ha continuado en el presente siglo (FAO, 2012). De la selva amazónica —que representa el 60% de la selva húmeda mundial—, ha desaparecido el 20% en cerca de 50 años; de la selva del río Congo, la segunda selva tropical de mayor extensión, se ha perdido el 30% en los últimos 40 años; y de la selva de Borneo —con la mayor riqueza en especies endémicas de la Tierra— se ha perdido el 30% (Mongabay, 2016). La deforestación de los bosques tropicales de Asia, África y Latinoamérica es hoy uno de los mayores problemas ambientales del planeta.


  A lo largo de la historia, la disminución de la cobertura forestal no ha tenido un incremento permanente. En muchos períodos se ha recuperado. Así, por ejemplo, hace 600 años, al diezmarse la población europea como consecuencia de las pestes, la cobertura boscosa aumentó. Un fenómeno similar ocurrió en las Américas cuando la población indígena disminuyó drásticamente como consecuencia de los gérmenes fatales que trajeron consigo los conquistadores, las cruentas guerras de conquista y el mal trato. Extensas áreas de cultivo precolombino entonces abandonadas se revegetalizaron en forma natural y crecieron robustos bosques que posteriormente fueron equivocadamente calificados como prístinos. Más recientemente, el bosque templado ha tenido una impresionante recuperación, y la reforestación en países singulares, como China o Costa Rica, ha incrementado en forma neta su cobertura forestal. En 15 años (2000-2015), la pérdida neta de cobertura forestal se desaceleró en más del 50% en comparación con 1990-2000. Este es el resultado de una combinación de reducción de la pérdida del área forestal en algunos países, como en Brasil, y aumento en otros (FAO, 2016).


  
    Figura 3.2. Deforestación estimada, por tipo de bosque y fecha
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    Fuente: FAO (2012), pág. 9.

  


  La pérdida de los bosques tropicales se explica por un complejo conjunto de factores mediatos e inmediatos interrelacionados, con diferencias entre las tres regiones tropicales de Asia, África y Latinoamérica. En esta última región, y en orden de importancia, los factores son: expansión de pasturas para la ganadería, expansión de los cultivos agrícolas a pequeña y gran escala, la minería legal e ilegal y la actividad petrolera, el aprovechamiento de madera y la apertura de infraestructura. Con frecuencia, los tres últimos procesos anteceden la apertura de la frontera boscosa y los dos primeros la siguen. Las anteriores son causas próximas, pero existen también causas mediatas o subyacentes de naturaleza económica, política, demográfica, social, tecnológica y cultural que pueden operar a cierta distancia de los bosques que afectan. Por ejemplo, algunos académicos señalan que la mitad de la deforestación se explica por el crecimiento de la población.


  La deforestación, en la mayor parte de los casos, se inicia con la expansión de la frontera agrícola por campesinos colonizadores, a la que sigue una rápida conversión forestal. Estos colonizadores se desplazan a la selva profunda ante la falta de acceso a tierras cultivables dentro de la frontera agrícola u otras oportunidades. Un prerrequisito para que ocurra con intensidad este fenómeno es la construcción de nuevas carreteras, que resultan de decisiones de Gobiernos o empresas privadas tomadas por consideraciones de naturaleza política o económica. Como se ha señalado: “En estos ambientes rurales remotos con acceso a recursos abundantes y escasez de mano de obra, la mayor parte de formas de intensificación agrícola representan una carga de mano de obra innecesaria y son económicamente inviables, ineficientes o con demasiados riesgos para los pequeños productores de subsistencia, lo que conduce a un patrón de uso extensivo de tierra. Los nutrientes de los suelos son eliminados en los suelos tropicales oxidados en cuestión de 2 a 4 años, lo que incentiva el abandono de la tierra. A lo largo del tiempo estas fincas campesinas son consolidadas por las elites rurales, que toman ventaja del abandono de las tierras para dedicarlas a la cría de ganado, estimulando el éxodo de los campesinos pobres, con frecuencia hacia la frontera forestal, en donde el ciclo de la deforestación se inicia de nuevo. [...] A lo largo del siglo XX, así como en el presente, el desplazamiento de los campesinos hacia la selva profunda ha sido predominantemente generada por la falta de acceso a tierras cultivables dentro de la frontera agrícola, u otras oportunidades” (Carr, 2004).


  Pero esta dinámica ha ido cambiando paulatinamente y ya los pequeños colonizadores no son los principales protagonistas de la deforestación de la selva tropical. Los han sustituido empresarios que abren amplias extensiones de tierra mediante el uso de grandes buldóceres con los que derriban la selva, que con cuadrillas de taladores con motosierra sacan las mejores maderas, y que con la quema disponen de la biomasa “no útil” (Butler, 2016).


  Es incontrovertible la necesidad de sacrificar bosques, o de transformar sabanas, para contar con las tierras necesarias para la producción de alimentos, establecer asentamientos humanos y construir diversas obras de infraestructura. Son transformaciones cuya necesidad es más que obvia pero, infortunadamente, se encuentran extensas áreas de bosques que han sido abiertas cuya utilización es ineficaz y que, por consiguiente, generan grandes cuestionamientos sobre la justificación de su deforestación, no solo mirando al pasado sino también al presente y al futuro.


  LOS ECOSISTEMAS AGRÍCOLAS


  Los suelos dedicados a los cultivos y a la ganadería son el producto de una historia iniciada hace más de 10 000 años, cuando comenzó a surgir la agricultura. Las tierras dedicadas al cultivo y al pastoreo ocupaban menos del 1% de la superficie terrestre libre de hielo durante un largo período de tiempo hasta el año 1000 de nuestra era, mientras que hoy ocupan aproximadamente el 50% del área habitable (Kein et al., 2010).


  Es posible recorrer por tierra y durante horas cientos de kilómetros de paisajes agrícolas dominados por un solo cultivo, como en Iowa, Estados Unidos, que en 2014 contaba con 12,5 millones de hectáreas dedicadas al maíz, o como en El Cerrado, Brasil, en donde se cultivaban en ese mismo año 15,6 millones de hectáreas de soya. Y es posible recorrer cientos de kilómetros de paisaje ganadero, en el que dominan unas pocas razas de ganado vacuno, como en la región de las Pampas de América del Sur, en el oeste de los Estados Unidos, en la Orinoquía (Colombia y Venezuela) o en las provincias de las Praderas de Canadá y el interior de Australia. Algunos ranchos australianos, conocidos como estaciones, se extienden por más de 10 000 kilómetros cuadrados, de los cuales el más grande es Anna Creek, que cubre casi 24 000 kilómetros cuadrados.


  Así mismo, es posible recorrer cientos de kilómetros de paisajes agrícolas dominados por pequeñas fincas familiares menores a dos hectáreas. De las 570 millones de fincas existentes en el mundo, 475 millones tienen menos de dos hectáreas, y más de 410 millones tienen menos de una hectárea (Lowder, 2014). En general, su producción está destinada a la subsistencia, con frecuencia mediante el cultivo en el mismo predio de diversos productos agrícolas de pancoger y la crianza de algunos animales domésticos (gallinas, cerdos, vacas) para la producción de carne y leche, como son los denominados minifundios de la región andina del norte de Suramérica; en algunas de estas fincas se observan también áreas con árboles frutales y maderables, y se practican formas de cultivo en donde dominan las técnicas tradicionales (por ejemplo, no usan agroquímicos). Pero en muchos casos la suma de esos pequeños predios resulta en extensos monocultivos, como ocurre, por ejemplo, en Bali con sus arrozales; la suma de cientos de propiedades familiares con un tamaño promedio de 0,33 hectáreas constituye los subaks, un sistema cooperativo de manejo del agua originado en el siglo IX en esta isla que hace parte de Indonesia (Lansin, 2006). En forma similar, en las alturas de las montañas andinas observamos extensos monocultivos de papa que están conformados por la suma de minifundios campesinos.


  Estas diferentes realidades han llevado a clasificar los ecosistemas agrícolas en diversas formas: agroecosistema arrocero, agroecosistema maicero, agroecosistema papero, agroecosistema bananero, agroecosistema ganadero, agroecosistema de mosaico de cultivos, etcétera. Son ecosistemas que inevitablemente tienen una menor biodiversidad que los ecosistemas naturales, pero esta puede variar en un amplio rango.


  Una parte sustancial de los alimentos que hoy consumimos proceden de los monocultivos, la práctica de producción de un solo cultivo o planta en un mismo campo o ecosistema agrícola en forma continuada por largos períodos de tiempo. Los monocultivos contemporáneos se originaron en la Revolución verde y se basan en la selección de plantas con genes que confieren los caracteres agronómicos deseados (en productividad y otros atributos) y en su siembra con el soporte de agroquímicos; por una parte, de fertilizantes para enriquecer el suelo en forma específica para alcanzar una alta productividad y, por otra parte, de herbicidas y fungicidas, para combatir y aniquilar las plagas y enfermedades de las plantas tales como insectos, hongos, bacterias, ácaros, moluscos, roedores y maleza, los cuales se multiplican ante la desaparición de sus depredadores naturales como consecuencia de la desaparición de los ecosistemas naturales que dieron paso a los ecosistemas agrícolas de monocultivo.


  La Revolución verde surgió como una respuesta al SOS que se lanzó cuando, en los años 40 y 50 del siglo pasado, se predijo que con las técnicas agrícolas entonces existentes sería imposible producir los alimentos requeridos para satisfacer las necesidades de una población que estaba registrando un crecimiento sin precedentes en la historia. Ha sido una revolución que al tiempo que aumentó la productividad de la agricultura en forma sustancial, contribuyó a modificar el paisaje y a generar profundos problemas ambientales, como nunca antes lo había hecho esta actividad.


  El riego exigido por los extensos monocultivos generó una presión sobre la disponibilidad de agua dulce y la construcción de distritos de riego cuyo mal manejo en las labores agrícolas ha conducido, en muchos casos, a la salinización de los suelos. Los agroquímicos han sido unos de los componentes más problemáticos al contaminar las fuentes de agua, generar la eutrificación de los humedales vecinos, empobrecer los suelos y diezmar poblaciones de fauna y flora, poniendo a algunas en peligro de extinción. Este fue precisamente uno de los hechos que la científica Rachel Carson denunció, a principios de los años 60, en su libro Primavera silenciosa. Carson conmovió profundamente la conciencia norteamericana al evidenciar que con el uso del DDT para el control de plagas en la agricultura se había silenciado la primavera por el exterminio de diversas poblaciones de aves y otras especies (Carson, 1962). Siguiendo a Carson, cientos de ambientalistas han denunciado que el uso de algunos agroquímicos para la agricultura tiene un costo inaceptable para la naturaleza o, en el lenguaje de hoy, para los servicios de los ecosistemas. Muchas de esas denuncias fueron atacadas, por la gran industria que los produce y por otros grupos de interés, como carentes de evidencia científica. Cerca de 40 años después de Carlson, un tratado internacional prohibió el uso del DDT y otros 8 compuestos utilizados en la agricultura, así como 4 compuestos para la industria. Aquellos ambientalistas que fueron calificados de extremos y de enemigos del progreso acabaron teniendo la razón. Queda pendiente la respuesta a una pregunta formulada por Jane Goodall, bióloga y heroína del ambientalismo por sus estudios y defensa de los chimpancés: ¿cómo se pudo alguna vez haber creído que era una buena idea cultivar nuestra comida con veneno?


  Pero algunas de estas críticas no toman en cuenta que con esta revolución, que hoy se denomina como agricultura intensiva, se evitó que millones de personas murieran de hambre. Y tampoco toman en cuenta que sin los rendimientos promedio de los cultivos alcanzados con estas tecnologías se habría requerido casi 4 veces más tierra, con la consiguiente transformación de valiosos ecosistemas (Smil, 2004). No toda la agricultura es intensiva y de monocultivo; existen otras modalidades como la agricultura ecológica, sistemas tradicionales campesinos y manejos híbridos, pero muchas de estas, con frecuencia, tienen que acudir a tecnologías hijas de la Revolución verde para asegurar una mejor productividad. En muchos de los países del mundo una proporción mayor de los alimentos (más del 32% en Colombia) procede de la agricultura campesina, una porción de la cual conserva en todo o en parte sus prácticas tradicionales, menos invasivas del medio ambiente.


  La consecución de suelos para la ganadería ha sido un detonador definitivo de transformación de los ecosistemas de bosques, sabanas y humedales a nivel global, y desde los años 50 del siglo pasado se convirtió en una de las mayores fuerzas destructoras de los bosques tropicales de Suramérica. Así, en la Amazonía el 70% de los suelos deforestados se dedican a una ganadería de muy baja productividad; en promedio, una cabeza de ganado se cría en dos hectáreas. Se trata de una injustificada destrucción de la selva amazónica desde las perspectivas ambiental, social o económica. En la ganadería del trópico americano predomina lo que en Colombia se denominan como potreros, o amplias extensiones de tierra con pastos naturales o artificiales con unos pocos árboles esparcidos y muchas veces solitarios. En nuestro país, y, en general, en América Latina, la actividad ganadera se realiza en latifundios, pero no debe olvidarse que millones de campesinos en sus pequeños predios cultivan alimentos y simultáneamente cuentan con unas pocas cabezas de ganado para la producción de leche para la venta y generación de algún flujo de dinero.


  CAPÍTULO 4 
 EL PLANETA AZUL


  Desde el espacio, la Tierra parece una canica azul con remolinos blancos. Algunas partes son marrón, amarillo, verde y blanco. La parte azul es agua. El agua cubre la mayor parte de la Tierra. Los remolinos blancos son nubes. Las partes marrón, amarilla y verde son tierra. Y las partes blancas son hielo y nieve.


  NASA, 2017


   


  En diciembre de 1972, millones de personas sentimos una fascinación única con the blue marble, o “la canica azul”, la imagen del planeta Tierra capturada por la tripulación de la nave espacial Apollo 17 a una distancia de aproximadamente 29 000 kilómetros de su superficie. Hoy es una imagen familiar que decora millones de lugares y nos recuerda el color azul del agua de los océanos que cubre el 70% de la superficie de la Tierra y es hábitat de las más diversas formas de vida marina.


  Es un planeta azul cuya cantidad de agua ha permanecido constante a través del tiempo. Lo que sí ha cambiado es la proporción de sus diferentes estados —sólido, líquido y gaseoso— y la proporción de agua salada y agua dulce presente en las diferentes épocas geológicas. Cuando la Tierra fue mucho más cálida, hace millones de años, la cantidad de agua líquida fue mucho mayor y las proporciones de agua salada y dulce muy diferentes. Por ejemplo, en Groenlandia, los glaciares —agua congelada que cubre esta gran isla— llegaron a descongelarse totalmente, causando que el nivel del mar promedio del planeta llegara a subir 7 metros por encima del actual. Una grave advertencia en esta era del cambio climático.


  El agua es esencial para la vida en todas sus formas. Es un líquido cuya abundancia damos por garantizada, pero su existencia parece excepcional en el sistema solar. En 2015 se anunció que “nuevos hallazgos del Mars Reconnaissance Orbiter (MRO) de la NASA proporcionan la evidencia más sólida hasta el presente de que el agua líquida fluye intermitentemente en el Marte actual” (NASA, 2015). ¿Acaso la búsqueda del agua en diferentes planetas del sistema solar, y más allá, es un intento del ser humano para encontrar un lugar que pueda sustituir su hogar en el planeta Tierra, ante los grandes riesgos que hoy enfrenta su habitabilidad en el largo plazo?


  Nuestro cuerpo, compuesto en promedio por un 60% de agua, la mayor parte dentro de nuestras células, testimonia la importancia para la vida de esta molécula con dos átomos de hidrógeno y uno de oxígeno.


  La riqueza de la vida acuática de los mares y de los ríos y humedales —lagos, pantanos y ciénagas costeras y de agua dulce— ha sido diezmada por la acción humana. Y las actividades humanas están desregulando el ciclo del agua. Si esta tendencia no se detiene, se generará una masiva escasez de su disponibilidad para el uso humano en diferentes rincones del planeta, ya sea en forma permanente o temporal, situación que afectaría la vida en la Tierra. Esta transgresión llevaría, además, a períodos de excesiva abundancia de agua dulce superficial con las consecuentes inundaciones y sus impactos.


  EL CICLO DEL AGUA Y LOS ECOSISTEMAS8


  El agua dulce se renueva a través de un ciclo continuo de evaporación, precipitación y escorrentía —comúnmente conocido como el ciclo del agua—, que determina su distribución y disponibilidad en el tiempo y en el espacio (figura 4.1). Es complejo y fascinante.


  En la operación del ciclo los océanos son la mayor reserva de agua, siendo salada el grueso del agua del planeta y manteniéndose dulce solo una mínima parte. El agua de los océanos representa el 97,5% del total de agua de la Tierra, mientras que el agua dulce, que se encuentra en los continentes e islas, solo representa el 2,5%. Pero del total del agua dulce, el 69% está capturada en los glaciares y el 30% en el subsuelo. En la práctica, los seres humanos dependen de una pequeñísima parte del agua dulce existente en el planeta, puesto que su fuente predominante de abastecimiento son los ríos, que contienen solo el 0,02%; el 0,88% está contenida en lagos y el 0,10% en otros humedales, dos fuentes que también se utilizan en menor grado en comparación con los ríos. En los últimos años se ha incrementado el uso de las aguas subterráneas, que se avizoran como una fuente de enorme potencial.


  La mayor parte del agua precipitada, el 78%, cae en los océanos, el 22% en la superficie terrestre, y de esta última cerca del 40% drena hacia el mar. Las precipitaciones son una de las variables climáticas y del ciclo del agua más importantes, que determinan si diversos grupos humanos sobreviven, prosperan o perecen. Su distribución en la geografía del planeta y a lo largo del tiempo es desigual, como consecuencia de las dinámicas complejas de la atmósfera y sus interrelaciones con los ecosistemas acuáticos y terrestres. Demasiada lluvia resulta en inundaciones devastadoras, y muy poca lluvia (sequía) genera hambrunas que son responsables de más muertes humanas que todos los demás desastres naturales combinados.


  Del agua que alcanza la superficie terrestre, parte se evapora a la atmósfera desde la superficie del suelo o desde la superficie de la vegetación que la intercepta en su caída. Una porción del agua que llega a la superficie del suelo escurre por esta directamente a los ríos, mientras que una parte se infiltra en aquel. Del agua infiltrada, una porción llega a las capas superiores del suelo y otra se profundiza para alimentar los acuíferos. El agua en las capas superiores del suelo toma dos rutas posibles: un recorrido subsuperficial aflora en ríos y lagos, o un recorrido que favorece su absorción por las raíces de las plantas para que, a través de complejos procesos bioquímicos, se transforme para construir parte del tejido vegetal, o se transfiera como vapor a la atmósfera mediante la transpiración a través de las hojas.


  La parte del agua que se infiltra hasta capas más profundas del suelo recarga los acuíferos —roca subsuperficial limitada en su parte inferior por formaciones impermeables—, que almacenan grandes cantidades de agua dulce en lento movimiento y que alimentan también ríos y quebradas cuando existen conexiones hidráulicas. A veces estas aguas descienden a capas aún más profundas, debido a fracturas en la base de los acuíferos, formando almacenamientos aislados e inactivos, sin posibilidad alguna de aflorar a la superficie en forma natural, excluyéndose así del ciclo del agua.


  Con su irradiación de calor, el sol dirige la evaporación del agua terrestre y de los grandes volúmenes de agua del mar, que sube a la atmósfera y se agrega en las nubes que son arrastradas por el viento, muchas veces a enormes distancias, hasta que se condensan y precipitan como lluvia, granizo o nieve. Es un ciclo que se realiza indefinidamente, pero no existe una respuesta sencilla a la pregunta sobre la rapidez con la que el agua circula.


  
    Figura 4.1. Ciclo hidrológico
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    Fuente: Estudio Nacional del Agua, 2014.

  


  En la operación del ciclo del agua, los diversos ecosistemas terrestres y acuáticos de tierra firme juegan un papel esencial, e incluyen los bosques, los páramos, los humedales interiores y las altas montañas de nieves perpetuas. Ya se ha señalado el lugar de los bosques en el ciclo del agua. Los páramos, un bioma solo existente en uno pocos países del norte de Suramérica y de Centroamérica, tienen una capacidad singular para acumular agua por el tipo de vegetación y suelos que los componen, lo que hace que en tiempo de lluvia capturen grandes volúmenes de este recurso para liberar su exceso en épocas secas y así alimentar los caudales de quebradas y ríos.


  La alta montaña de nieves perpetuas juega un papel similar al de los páramos por su capacidad para capturar grandes cantidades de agua y liberarla. El agua precipitada (líquida o en forma de nieve) se conforma en bloques de hielo que se suman al glaciar, cuyas partes superficiales se derriten en determinados períodos —durante la primavera y el verano en los países con estaciones y en los períodos climáticos más secos en los países tropicales—, alimentando los caudales de las quebradas y ríos que se originan en estas alturas. Esta función de los glaciares de alta montaña se está viendo hoy debilitada por el calentamiento global. Se prevé que una gran proporción de los glaciares de las montañas desaparecerá de aquí a mediados de siglo.


  A su vez, los humedales de agua dulce (entre ellos las áreas de inundación temporal o permanente de los ríos) acumulan el agua en exceso que los ríos y quebradas acarrean en temporadas de lluvias, evitando o reduciendo las inundaciones, y la liberan en épocas secas para alimentarlos. En general, los páramos, los bosques, las praderas, los humedales y los suelos acumulan el agua en épocas de lluvias copiosas, lo que ayuda a estabilizar el flujo de agua en los ríos, lagos y aguas subterráneas. Además, estos ecosistemas reducen la velocidad del agua dulce, con lo que se evita la erosión, y sirven como medio para purificar parte de la contaminación de origen humano. Pero la pérdida de la mitad de los humedales del mundo en los últimos 100 años, la deforestación anual de aproximadamente 13 millones de hectáreas de bosque, la reducción de los glaciares montañosos como consecuencia del cambio climático y el deterioro y destrucción de los páramos como producto de intervenciones humanas para su uso y del cambio climático, afectan las funciones que juegan estos ecosistemas en el ciclo del agua. Detener la deforestación y la destrucción de humedales y páramos es una meta alcanzable en el mediano plazo. Es una apuesta por la que diversos sectores de la sociedad debemos luchar y en cuya realización es necesario derrotar poderosos intereses económicos a quienes no les conviene. En Colombia, la lucha de la sociedad civil por la protección de los páramos está rindiendo sus frutos, como se evidencia en el proceso de delimitación en marcha, con el objetivo de excluir de su interior actividades altamente nocivas o buscar conjuntamente formas de manejo sostenible con los campesinos que por decenas de años han ocupado algunas áreas.


  LOS RÍOS Y LOS HUMEDALES


  Un río es mucho más que un canal con agua corriente. Un río es el agua con su diversidad de especies de flora y fauna. Es su lecho y sus bancos y riberas siempre cambiantes, es el agua subterránea con la que se comunica, son sus bosques circundantes, pantanos y llanuras de inundación, es su estuario en donde el agua dulce se mezcla con el agua salada del océano y genera una explosión de vida, es un ecosistema que sostiene las pesquerías y otras formas de vida vegetal y animal que son fuentes de alimento y medicinas. Un río es también una banda transportadora de sedimentos, producto de la erosión de los suelos —esa mezcla de minerales, materia orgánica, diminutos organismos vegetales y animales, aire— que conduce aguas abajo para formar nuevos suelos o fertilizar los existentes. Los ríos son los pescadores que diariamente luchan por obtener su sustento. Los ríos son caminos para viajar y son la fuente del regadío de los cultivos y de las represas de generación hidroeléctrica. Los ríos son los habitantes de las riberas y de los centros urbanos que en ellas se fundaron, y que los usan, los contaminan, los maltratan, los disfrutan, los enamoran o los ignoran. Los ríos son, también, la mecha detonante de cientos de conflictos, en ocasiones de guerras, ante el apetito y necesidad de diversos pueblos y naciones por el acceso al agua y a esas fuentes de infinitos beneficios.


  La cuenca es una de las aproximaciones más usadas por el hombre común y por la ciencia para entender la interacción entre los ríos, estas líneas de vida cuyas aguas y sedimentos transcurren sin cesar, y los ecosistemas que los circundan. La cuenca es el territorio cuyas aguas afluyen todas a un mismo río, lago o mar. Cada vez que una corriente se hace tributaria de un río, su cuenca se suma a la cuenca de este. Así, la llegada de los tributarios no solo crece el caudal de los ríos y hace más complejo el transporte de sedimentos, sino que crecen también sus cuencas hidrográficas, o sea toda el área terrestre que drena aguas hacia ellos. Así como nos referimos a la cuenca del río Cali, en Colombia, nos referimos a la cuenca del río Congo o a la cuenca del río Amazonas.


  Ríos y humedales están profundamente relacionados. Un humedal es un lugar donde la tierra está cubierta por agua —ya sea salina, dulce o en alguna mezcla—, en forma permanente o temporal. Los humedales son un variado conjunto de cuerpos de agua: los lagos y lagunas, las marismas y estanques, las madreviejas, las ciénagas de agua dulce, el borde de un lago, el delta en la desembocadura de un río, áreas bajas que con frecuencia se inundan, una ciénaga costera y las represas construidas para diferentes fines (provisión de agua potable, generación eléctrica, riego, etcétera). Hay también humedales aislados, es decir sin conexión con ríos y arroyos perennes, estuarios o el océano.


  Ríos y humedales (incluyendo tanto los de agua dulce como de aguas salobres) son ecosistemas que proporcionan una amplia gama de servicios críticos como alimentos, la protección contra inundaciones, la regulación del ciclo del agua, la filtración (procesan millones de toneladas de desechos orgánicos) y el secuestro de carbono. Los ecosistemas de agua dulce son el hábitat de por lo menos 126 000 especies de plantas y animales, una estimación conservadora pues la investigación en este campo es aún muy incompleta (Balian et al., 2008). La naturaleza insular de los hábitats de agua dulce ha llevado a la evolución de muchas especies con rangos geográficos pequeños, que a menudo abarcan un solo lago o una sola cuenca hidrográfica.


  Los humedales interiores cubren al menos 9,5 millones de km2 (es decir aproximadamente el 6,5% de la superficie terrestre de la Tierra), y estos conjuntamente con los humedales costeros cubren un mínimo de 12,8 millones de km2 (Finlayson et al., 2005). Los humedales naturales son unos de los ecosistemas más productivos del planeta. A menudo son centros de reproducción de diversas especies de fauna marina y de agua dulce, y son hábitat de altas concentraciones de animales, incluidos mamíferos, aves, peces e invertebrados. Allí se encuentra una rica diversidad de vegetación que les confiere un paisaje singular, estando extensas áreas de humedales asociadas con bosques, como es el caso de los manglares o de vastas selvas de la Amazonía. Los humedales también soportan el cultivo de arroz, un alimento básico en la dieta de la mitad de la población mundial.


  Hoy los humedales son cada vez más vistos como hábitats acuáticos que se deben proteger en virtud de sus excepcionales valores ecológicos. Pero eso no fue siempre así. Durante siglos se consideraron como pantanos inútiles o lugares en donde se criaban mosquitos y otros insectos transmisores de enfermedades, como la malaria o la fiebre amarilla. No es, entonces, extraño que la mitad de los humedales interiores del planeta y una parte de los costeros hayan desaparecido desde principios del pasado siglo, principalmente como consecuencia de su drenaje para habilitar el espacio como tierras agrícolas; es una situación básicamente irreversible, aunque, en ocasiones, los ríos se encarguen de recordar su desaparición cuando en agudas olas de lluvias se desbordan y recuperan los espacios que les pertenecen, generando trágicas inundaciones. Las aguas de los ríos siempre buscan sus cauces y sus zonas de descanso, los humedales.


  Los ríos y humedales son contaminados con aguas sin tratar después de ser utilizadas para fines domésticos, industriales, agrícolas y mineros, con frecuencia con compuestos y elementos tóxicos o letales para las diversas formas de vida que los habitan o para los otros seres que usamos sus aguas. La extracción en exceso de sus aguas, la construcción de represas para la agricultura, los acueductos y la generación eléctrica, las desviaciones de su curso y trasvases, la minería en sus cauces para extraer materiales para la construcción o minerales como el oro, y la urbanización de sus riberas, siguen transformando en forma profunda el trascurrir natural de las aguas de los ríos y de las formas únicas de vida que anidan. No hay quizá una creación humana que haya transformado más los ríos que la ciudad. Son transformaciones que, como muchas otras, han estado motivadas por el imperativo de satisfacer las necesidades humanas. A no pocos les parece que muchas de las formas utilizadas para responder a este imperativo han estado mal guiadas, conduciéndonos a la fabricación de nuestra propia trampa. En mucho tienen la razón, pero no siempre es claro cuáles hubiesen sido las alternativas.


  Las múltiples afectaciones de ríos y humedales han generado un declive de su biodiversidad que se manifiesta en la pérdida de especies de flora y fauna o disminución de sus poblaciones y, en general, en el deterioro y la degradación de sus ecosistemas. Más del 20% de las especies de agua dulce del mundo se han extinguido o están en peligro de extinción. De conformidad al análisis global de las tendencias de la población de peces elaborado por World Wide Fund, WWF —basado en 162 especies y 735 poblaciones representativas—, en promedio, la abundancia de especies de peces que migran dentro del hábitat de agua dulce o entre hábitats de agua dulce y marinos disminuyó en un 41% entre 1970 y 2012, con un promedio anual de disminución del 1,2%. Así mismo, el análisis ha señalado que las especies de agua dulce que se producen exclusivamente dentro de los humedales interiores sufrieron una reducción global del 39% en abundancia entre 1970 y 2012, conclusión derivada del estudio de 706 poblaciones de 308 especies representativas (WWF, 2016).


  LAS REPRESAS SILENCIAN LOS RÍOS


  Cientos de ambientalistas rechazan contundentemente la construcción de grandes represas para la generación de hidroelectricidad. De las 45 000 represas que se construyeron en el siglo XX, el 38% se dedican a este uso, la mitad al riego y alrededor del 12% al suministro de agua potable. La modificación de los ríos no es un hecho nuevo en la historia, se remonta a la época del surgimiento de la agricultura, como lo evidencian los hallazgos arqueológicos de canales de irrigación en Mesopotamia construidos hace 8000 años o de las represas para almacenar agua en Jordania y Egipto construidas hace 5000 (Wang et al., 2014).


  Entre las grandes represas, las construidas para la generación de hidroelectricidad son las que tienen mayor escala, se convirtieron en uno de los símbolos del progreso y de los avances de la ingeniería civil del siglo XX, y se han justificado a partir de sus múltiples beneficios económicos y sociales que, en muchos casos, incluyen simultáneamente la generación eléctrica, el control de inundaciones, la irrigación y el suministro de agua para los acueductos. Del total de la electricidad generada en el mundo en 2015, se estima que aproximadamente el 16,7% provenía de la generación hidroeléctrica, equivalente al 70% del total de las energías renovables. Además, históricamente el costo de la hidroelectricidad ha sido menor que el de todas las otras formas de generación de electricidad, al comparar sus costos unitarios a lo largo de la vida de los activos de generación. El menor costo ha permitido un acceso mayor al servicio eléctrico a las poblaciones más pobres (REN21, 2016). La producción de alimentos del mundo depende, en mucho, de las represas. La mitad de las grandes represas están dedicadas exclusiva o principalmente al riego; se estima que 30-40% de los 268 millones de hectáreas de las tierras de regadío dependen de estas. Además, las represas son humedales artificiales que ofrecen medios de vida para las poblaciones locales, como la pesca, y generan espacios para la recreación y el turismo.


  La hidroelectricidad se ha considerado tradicionalmente como un energía limpia por no emitir gases de efecto invernadero (GEI) en el proceso de generación. Sin embargo, al llenarse las represas de agua, la descomposición de la vegetación genera GEI (bióxido de carbono y metano) que pueden llegar a ser de consideración cuando se trata de bosques ubicados en zonas cálidas y húmedas, o pueden ser menores cuando se trata de suelos con muy poca capa vegetal. Es un asunto que requiere una evaluación puntual, pero, en general, en el largo plazo estas emisiones suelen ser compensadas por la generación de electricidad limpia (Wang et al., 2014; WCD, 2000).


  La simple enumeración de los costos socioambientales de las grandes represas es para muchos su maldición. Son una de las principales causas de pérdida de la biodiversidad de origen humano, pues inundan extensos y ricos ecosistemas terrestres y los fragmentan, cortan las rutas migratorias de los peces, extinguen o disminuyen drásticamente las poblaciones de flora y otras especies de fauna acuática diferente a los peces, generan la pérdida de especies terrestres a lo largo de las zonas ribereñas y modifican negativamente la naturaleza de los estuarios, allí donde se encuentran las aguas saladas y dulces, conformando ecosistemas de altísima productividad biológica. Las represas interrumpen el intercambio de nutrientes entre los ecosistemas y reducen los flujos de sedimentos, o limos, aguas abajo en beneficio de los suelos de sus riberas. La regulación del agua por la represa altera la intensidad, el tiempo y la frecuencia de los patrones de flujo aguas abajo. El efecto general es una interrupción en la conectividad hidrológica longitudinal y lateral de los ríos. La alteración del flujo de agua y sus pulsos en los humedales los deterioran y los llevan en ocasiones a su muerte. Sin embargo, la intensidad de todos estos impactos varía ampliamente dependiendo de la localización de la represa (es diferente una represa ubicada en la región amazónica o en la Orinoquía que una localizada en la región montañosa cundiboyacense) y de su diseño.


  Con mucha frecuencia, la construcción de las grandes represas genera desplazamientos de campesinos y poblaciones indígenas, en violación de los derechos humanos. La Comisión Mundial de Represas estimó que, entre 1950 y 2000, durante el boom de su construcción, ente 40 y 80 millones de personas fueron reubicadas para darles paso a represas, y que, entre 1986 y 1993, 4 millones fueron desplazadas anualmente como consecuencia del inicio de la construcción de un promedio de 300 grandes represas (WCD, 2000). Al menos 500 millones de personas han sufrido los impactos de las represas, aguas abajo, debido a pérdida de pesquerías, disminución de la cantidad y calidad del agua, inundaciones en los períodos de altas descargas y pérdida de fertilizantes naturales. Justamente, la represa de Anchicayá, que tanta admiración me causó de niño, paulatinamente se convirtió en el centro de diversos conflictos con las comunidades afrocolombianas. Recientemente, en 2015, estas fueron favorecidas por un fallo de la Corte Constitucional, que condenó a la empresa Epsa a indemnizar a 6000 familias por las pérdidas de sus medios de sustento (pesca y agricultura) como consecuencia de un alud de lodo que provocó con la apertura de las compuertas de la represa el 21 de junio de 2001, y con ello liberó, en forma ilegal, cientos de toneladas de sedimentos que se habían acumulado durante 50 años en el fondo de la misma.


  Cualquiera que sea la comparación de sus costos y beneficios, las represas a gran escala han transformado profundamente cientos de grandes ríos y humedales, como lo documenta Patrick McCully, uno de los líderes del movimiento internacional en contra de las represas, en su libro Silenced Rivers: The Ecology and Politics of Large Dams (2001). Más del 60% de los 227 ríos más grandes del mundo han sido fragmentados por represas, y en algunos casos los impactos ambientales han sido dramáticos, como ocurrió con los proyectos hidroeléctricos del Indo, el Colorado y el Amarillo, cuyas aguas ya no fluyen al océano, o lo hacen con una cantidad menor de agua en comparación con los volúmenes originales, con lo que sus productivos deltas se han convertido en desiertos biológicos.


  ¿Se hubiese podido evitar la construcción de las hidroeléctricas, o al menos prever y mitigar sus impactos? Cientos de ambientalistas piensan que sí, pero es una posición que no tiene asidero desde una perspectiva histórica. La visión de la represa multipropósito que encuentra en el río solamente el recurso agua solo comenzó a ser cuestionada en los años 80 cuando ya se habían construido cientos de represas; y los cuestionamientos avanzaron paulatinamente en la medida en que las ciencias ecológicas mostraron cómo aquella visión se basaba en una aproximación reduccionista con desconocimiento de la existencia e interrelación de los diversos ecosistemas que hacen parte de la cuenca del río. Este cuestionamiento ecológico y la constatación de múltiples daños sociales generó una presión pública que forzó al Banco Mundial, uno de sus principales financiadores, a retirarse de la actividad a mediados de la década de 1990.


  Pero de nuevo hoy se proyectan grandes represas. Los países desarrollados ya han utilizado el 70% de su potencial y, en contraste, los países en desarrollo solo están utilizando el 30%. En los países africanos, menos del 10% de su potencial hidroeléctrico ha sido explotado, y sus Gobiernos, frente a los debates detonados por sus eventuales impactos, como por ejemplo en el caso de los múltiples proyectos en la cuenca del río Congo, arguyen que su derecho a hacerlo es el mismo que el de aquellos países que ya han realizado gran parte de su potencial (Gruver et al., 2014; Wang, 2014). América Latina tiene aún un enorme potencial, no obstante que hoy en día la hidroelectricidad representa el 64% del total de la energía de la región, en comparación con el promedio mundial que es del 16%. Esa es la realidad de Colombia, cuya energía eléctrica es 70% hidroeléctrica, y tiene sobre la mesa numerosos proyectos, principalmente en la cuenca Magdalena-Cauca. No obstante, la era de las grandes hidroeléctricas podría llegar a su fin a nivel mundial en el curso de este siglo. En 2015, el mundo agregó 62 gigavatios de energía eólica, 56 gigavatios de energía solar y apenas 22 gigavatios de capacidad hidroeléctrica, según el informe de UNEP y Bloomberg Energy Finance (2016).


  La nueva ola de hidroeléctricas tiene como una de sus justificaciones más fuertes el combate contra el cambio climático, puesto que se trata de una energía renovable. Otra de sus justificaciones es la posibilidad de establecer medidas para evitar muchos de los impactos que se han mencionado aquí, que incluyen desde los pasos para que los peces sigan sus rutas aguas arriba y abajo de las represas, hasta un manejo que sostenga un caudal de los ríos que mantenga las mejores condiciones posibles para asegurar su salud y la de los humedales, así como la protección de su flora y fauna. Hoy, 18 años después del informe de la Comisión Mundial de Represas, se encuentran tanto casos en que la gestión ambiental y social de las represas ha mejorado sustancialmente como casos en que la situación no es muy diferente a la de la segunda mitad del siglo pasado, como se evidencia con algunas de las hidroeléctricas construidas en las cuencas del Congo y del Amazonas y en diferentes lugares de India y China (VanCleef, 2016; Gruver et al., 2014).


  Con lo anterior no se está afirmando la imposibilidad de hacer nuevos proyectos hidroeléctricos a gran escala. A partir de comprehensivos análisis costo/beneficio y en los casos que las represas se justifiquen, los procesos de reubicación de la población deberían partir del criterio básico de que las comunidades reasentadas mejoren en forma sustancial su calidad de vida. Para enfrentar parte de los impactos ambientales, se deben adelantar las medidas de prevención y mitigación, allí en donde existan las condiciones para hacerlo, y no crear falsas ilusiones, allí donde no existan, a partir de la retórica de la sostenibilidad ambiental, pues la experiencia ha demostrado que los requerimientos institucionales y técnicos para disminuir los daños ambientales no siempre están presentes en los países en desarrollo. En adición, las medidas de compensación por bienes naturales perdidos o deteriorados son una alternativa cada vez más promisoria, como son, por ejemplo, la construcción de criaderos de peces en compensación por las áreas perdidas de desove de peces, la protección y restauración de los ecosistemas asociados a la vertiente en la cuenca aguas arriba de la represa en compensación por la pérdida de hábitat ribereño o de humedales, o la protección y restauración de otros ecosistemas de interés ubicados por fuera del área de influencia.


  Me encuentro entre quienes consideran que es aún conveniente construir nuevas represas en forma selectiva, y me encuentro, también, entre quienes consideran que en algunos lugares del mundo las grandes represas simplemente no se deben construir dado sus masivos daños, como lo ilustra la reciente construcción de la represa de Portobelo, que destrozó simultáneamente culturas indígenas y una rica selva amazónica (Sullivan, 2017), o el reciente desastre en Colombia de Hidroituango. En Colombia la grave crisis socioambiental causada por Hidroituango ha llevado a cuestionar la construcción de megarepresas por los riesgos asociados en territorios con alta vulnerabilidad natural, magnificada con frecuencia por la deforestación. Y, también, ha puesto de relieve el atraso del país en el desarrollo de las energías renovables no convencionales y su urgencia de promoverlas.


  ESCASEZ DE AGUA


  La disponibilidad de agua de las regiones del mundo es desigual. Mientras Suramérica es la región más rica en agua, el norte de África se caracteriza por su escasez. Es una situación que depende en gran medida de la cantidad de lluvias. Colombia es el país con mayor precipitación promedio en profundidad del mundo, con 3240 mm por año. Libia, en contraste, tiene un índice que apenas llega a 56 mm por año (WB, 2014), es decir que es un país en donde prácticamente no llueve, y, además, no cuenta con ríos que le resuelvan, así sea parcialmente, el problema, como en el caso de Egipto, en donde la precipitación anual es similarmente baja, pero cuenta con el gran río Nilo que atraviesa el país en su último trayecto.


  Los países y regiones con más lluvias son los tropicales y eso explica en mucho por qué en estos se ubican las mayores selvas húmedas del mundo y por qué son los más ricos en biodiversidad. Pero, así como la abundancia de lluvias trae enormes beneficios, también trae sus problemas, siendo el mayor las inundaciones masivas, especialmente en áreas bajas. Algunas cuencas y países reciben cantidades relativamente abundantes de lluvia a lo largo del año, pero en algunas áreas puede estar altamente concentrada durante una temporada húmeda. Por el contrario, la lluvia puede ser escasa en temporadas secas prolongadas que duran muchos meses, como en California, en Estados Unidos, o en la Orinoquía, en Colombia. La construcción de infraestructura, como las represas, es una forma de resolver la desigual distribución de la cantidad de agua a lo largo del año, pero es una forma que, como se ha visto, genera problemas ambientales. De nuevo los dilemas del desarrollo.


  Se espera una exacerbación de las variaciones en el espacio y en el tiempo de la disponibilidad del agua superficial como consecuencia del cambio climático y el aumento de la variabilidad en los patrones de precipitación y de evaporación. Para enfrentarla no solamente es urgente y posible proteger con mayor contundencia los ecosistemas asociados con el ciclo del agua y restaurar aquellos que se encuentran deteriorados, como bosques y humedales, sino que también será necesario incrementar el uso de otras alternativas, como el mejor aprovechamiento de las aguas lluvias y las aguas subterráneas.


  Cuando la disponibilidad de aguas superficiales es escasa, las aguas subterráneas pueden ser la solución. Libia, por ejemplo, depende de este recurso, que tiene en abundancia en el desierto del Sahara, y que extrae y transporta a la costa mediante un extenso sistema de tuberías que cubre cerca de 3000 kilómetros y que se denomina como los “grandes ríos construidos por el hombre”. El problema con el aprovechamiento de estas aguas fósiles, que en este caso se acumularon durante la última Edad de Hielo, es que no se reponen. En muchas partes, los recursos de agua subterránea no fósil son abundantes, pero hay pruebas claras que los suministros están disminuyendo y que algunos de los grandes acuíferos del mundo están siendo sobreexplotados, lo que quiere decir que su recarga natural es menor al agua que se extrae, entre los que se incluyen el río Ganges, la cuenca del Indus, el sistema de acuíferos del Valle Central de California, el sistema acuífero del norte de China y la cuenca del Tarim en el noroccidente de China (Richey et al., 2015; WWAP, 2012).


  La menor disponibilidad de agua para el uso de la población la determina no solamente la cantidad sino también la calidad que, en balance, se ha deteriorado progresivamente, como se indicó en el caso de los ríos y humedales. Más del 80% de las aguas residuales del mundo —y más del 95% en algunos países menos desarrollados— se libera al medio ambiente sin tratamiento (WWAP, 2017). Una vez descargadas, las aguas residuales se diluyen, se transportan río abajo o se infiltran en los acuíferos, donde afectan la calidad y, por lo tanto, la disponibilidad de agua dulce. Si bien existen diversas tecnologías para proveer agua potable y disponer de las aguas servidas domésticas en forma adecuada, una amplia parte de la población mundial, ubicada fundamentalmente en los países en desarrollo, no cuenta con este tipo de infraestructura. Se estima que más de 1800 millones de personas carecen de acceso a agua con la calidad suficiente para su consumo seguro, y que más de un tercio de la población mundial, unos 2400 millones de personas, no utilizan instalaciones de saneamiento mejoradas, y que de estas, 1000 millones todavía defecan a campo abierto (OMS-UNICEF, 2015).


  Hay que reiterarlo, la agricultura es la actividad humana que tiene un mayor impacto sobre la disponibilidad y calidad del agua. El sector agrícola es su mayor usuario, consumiendo el 70% de toda el agua dulce utilizada por la humanidad, cifra que asciende al 90% en la mayoría de las países menos desarrollados (WWAP, 2014). La contaminación con las cargas de nutrientes producto del uso intensivo de fertilizantes (nitrógeno, fósforo y potasio) y los insecticidas, herbicidas y fungicidas tiene diversas consecuencias para la biodiversidad y la calidad de las aguas. Los nutrientes contribuyen a la eutrofización de los ecosistemas de agua dulce, costeros y marinos, y a generar zonas muertas en ríos, humedales y mares, lo que significa que el agua es hipóxica (baja en oxígeno) y que los peces no pueden sobrevivir. De continuar con las actuales tendencias, se estima que la cantidad de personas expuestas a altos riesgos por la calidad del agua debido a la demanda excesiva de oxígeno bioquímico (DBO) podría ascender a una quinta parte de la población mundial en 2050, mientras que las personas que enfrentan riesgos por el exceso de nitrógeno y fósforo aumentaría a un tercio de la población del mundo en el mismo período (Veolia et al., 2015).


  Se espera que la demanda de agua aumente en todos los sectores de producción y se estima que, de no tomarse medidas contundentes para hacer más eficaz y eficiente su uso, el mundo enfrentaría un déficit hídrico global del 40%, cuyas expresiones más agudas se producirían principalmente en el norte y sur de África y en Asia meridional y central. No es exagerado afirmar que el futuro del agua dulce dependerá fundamentalmente de la agricultura, lo que requiere una disminución radical del volumen de agua y del uso de los agroquímicos por unidad producida de alimentos.


  LOS OCÉANOS


  Los océanos son esenciales para el suministro del agua que tomamos, del oxígeno que respiramos y de las condiciones climáticas en las diferentes regiones del planeta, tres de las múltiples funciones que cumplen. La inmensa biodiversidad de los océanos es apenas conocida por la ciencia. A finales de 2017, el presidente y el copresidente de WoRMS (World Register of Marine Species), Tammy Horton y Andreas Kroh, afirmaron que “ni siquiera sabemos cuántas especies existen en los océanos. Las estimaciones han variado desde 300 000 hasta el asombroso número de 100 millones”. Y añadieron que después de un arduo trabajo de varios años, su organización había determinado con certeza que 245 200 especies habían sido descritas por diversos científicos del mundo hasta aquel año (Horton et al., 2017).


  Con frecuencia se escucha decir que los bosques son los pulmones de la Tierra, pues a través de la fotosíntesis liberan el oxígeno, ese elemento sin el cual no sería posible la vida como la conocemos. Es una verdad a medias, pues entre el 50 y el 70% del oxígeno liberado desde la superficie del planeta proviene de los océanos, más específicamente de fitoplancton, minúsculos organismos que los pueblan en sus capas superiores. El agua que tomamos es dulce, pero el 97,5% de este líquido es salado, se encuentra en los mares y constituye la mayor reserva para la operación del ciclo del agua.


  Las corrientes de los océanos tienen un papel central para la regulación del clima y para sus otras funciones. Son un movimiento continuo de agua de un lugar a otro, creado por una compleja interacción entre el viento, la temperatura del agua, el contenido de sal y la gravedad de la Luna. La circulación genera una extensa mezcla de las aguas de las cuencas oceánicas, reduciendo sus diferencias y haciendo de los océanos un sistema global. Las corrientes transportan grandes cantidades de calor y agua a través de todo el mundo y, al interactuar constantemente con la atmósfera, permite que el océano actúe como un disipador de calor. Llegan a influir en extensiones de miles de kilómetros, como lo ilustra la corriente del Golfo que fluye en el océano Atlántico. En esta corriente, el agua se calienta en las vecindades del Ecuador, en el mar Caribe, y luego se mueve hacia el Polo Norte en dirección noroeste, lo que hace que en invierno Francia, Irlanda, Gran Bretaña, Islandia y Noruega sean mucho más cálidos que Terranova y Nueva Escocia en Canadá.


  Los servicios ecosistémicos de los océanos incluyen el suministro de alimentos, como peces, mariscos y algas; el suministro de bioquímicos para la industria, incluyendo los productos farmacéuticos, a partir de la flora y fauna marina; el suministro de madera (de los manglares), biocombustibles, fibras, perlas, coral y peces ornamentales para los acuarios; el mejoramiento de la calidad del agua, mediante diferentes procesos que remueven los contaminantes y las toxinas y la hacen más clara; la protección de las costas por la reducción de las olas, mitigación de inundaciones y elevación del suelo; el secuestro de carbono mediante el proceso de fotosíntesis y su manutención en la biomasa, en el suelo y en los sedimentos profundos; la generación de identidades culturales y espirituales a partir de la existencia de la biodiversidad, los paisajes y las especies icónicas.


  El valor de la economía oceánica mundial puede estar en el orden de los 1,5 billones de dólares por año, contribuyendo aproximadamente del 2 al 3% del producto interno bruto (PIB) mundial. Servicios marinos, como el turismo y el transporte de mercancía, proporcionan la mayor proporción (US $880 000 millones), seguidos por los sectores clasificados como recursos marinos (US $377 000 millones) y manufactura marina (US $107 000 millones). Aproximadamente 350 millones de empleos del mundo están vinculados a los océanos a través de la pesca, la acuicultura, el turismo costero y marino, y la investigación. Además, más de 1000 millones de personas dependen de los peces como su fuente primaria de proteína (Roberts, 2017)


  Arrecifes, manglares y praderas marinas


  Los arrecifes de coral son ecosistemas marinos del trópico que por su riqueza se denominan como las selvas húmedas del mar, puesto que abrigan de un cuarto a un tercio de todas las especies marinas. Están limitados en gran medida a las aguas tibias de poca profundidad, y su extensión es sorprendentemente pequeña, en total solo entre 260 000 y 600 000 km2, o aproximadamente el 5% de las selvas tropicales, menos del 0,1% de la superficie terrestre o el 0,2% de la superficie oceánica —y por lo tanto menor en superficie total que España— (Knowlton, 2010).


  Los corales son animales invertebrados que viven en enormes colonias y cuya parte viviente es una delgada capa de pocos milímetros; la unidad fundamental es el pólipo coralino que secreta un esqueleto exterior de carbonato que apoya y protege su cuerpo. El pólipo se alimenta fundamentalmente de algas que viven en simbiosis con él. Mediante este fenómeno, las colonias de pólipos han logrado modelar la topografía de la superficie del fondo marino creando estructuras calcáreas de más de 1300 metros de espesor y de más de 2000 kilómetros de longitud.


  Los arrecifes de coral tienen una alta productividad, proveyendo 9 millones de toneladas de diversas especies a nivel mundial. Al ubicarse entre la costa y el mar abierto, los arrecifes sirven como una barrera que protege las costas contra los embates del oleaje, uno de sus principales servicios de regulación. Sus servicios recreacionales se manifiestan en el extraordinario crecimiento del turismo de buceo para observarlos. Se estima que el 40% de la población mundial se beneficia de los arrecifes de coral y que el valor económico de sus servicios asciende a US $30 000 millones al año.


  Los manglares y las praderas de hierbas marinas protegen a los corales de los sedimentos, ecosistemas que sirven, a su vez, como áreas de reproducción y crianza para muchas de las especies que forman parte del ecosistema del arrecife. Las praderas, además, proveen hábitat y alimento a gran variedad de especies de fauna, como el caracol pala y la tortuga, y cumplen otras funciones de regulación, como la de mantener un ambiente activo para el ciclo de nutrientes.


  Los manglares son bosques de zonas pantanosas y constituyen los principales humedales costeros, en donde se mezcla el agua salada del mar con el agua dulce de los ríos. Reciben el nombre de manglar porque ese es el nombre del árbol dominante. Son humedales arbolados de agua salobre (es decir con una salinidad menor que la del mar). Existen manglares en aguas con diversos grados de salinidad que se encuentran en grandes lagunas costeras, como la ciénaga Grande de Santa Marta, en Colombia, o en estuarios, bahías, ensenadas y canales


  Los servicios de aprovisionamiento de los manglares son múltiples: la madera es utilizada por las comunidades como combustible, elaboración de carbón, construcción de canoas. Los ecosistemas de manglar son de una alta productividad y fuente de recursos como la jaiba, el ostión, el camarón y la ostra. Sus servicios de regulación son múltiples: constituyen áreas de crianza de peces; contribuyen al mejoramiento de la calidad del agua por su capacidad para atrapar sedimentos, actuar como trampas naturales de contaminantes y servir como agentes detoxificadores; protegen la línea de la costa al evitar la erosión y contribuir a la estabilización de las playas; actúan como amortiguadores de inundaciones al disipar la fuerza de las olas. Así, por ejemplo, en el tsunami que golpeó a Tailandia y otros lugares de la región, los sitios menos afectados fueron aquellos que tenían robustos bosques de manglares costeros.


  El deterioro


  La depredación por el hombre de la vida en los mares está simbolizada por el dramático declive de la población de la ballena azul. Es el animal más grande del planeta, llegando a crecer hasta una longitud de alrededor de 30 metros, y se encuentra en todos los océanos, con preferencia de las aguas abiertas. A fines del siglo XIX, se detonó su cacería intensiva, que llevó a la especie al borde de la extinción en la década de 1960, cuando comenzó a recibir protección internacional. Se estima que probablemente haya entre 10 000 y 25 000 ballenas azules en todo el mundo en la actualidad. Antes de su cacería, la mayor población se encontraba en la Antártida, con aproximadamente 239 000 (rango entre 202 000 y 311 000) (Branch et al., 2004). Hoy, la amenaza más importante para las especies podría ser la disminución de la disponibilidad de kril, un pequeño crustáceo que es su principal fuente de alimentos, como consecuencia principalmente de la acidificación de los mares y de su extracción masiva como insumo para la acuacultura.


  Los estuarios y los mares y las zonas costeras han sido lugares centrales para la creación de asentamientos humanos y para la utilización de los recursos marinos a lo largo de la historia. Como lo subrayara un grupo de investigadores liderado por Heike Lotze: “Cientos de años de transformación del hábitat, contaminación y sobreexplotación han oscurecido la magnitud total de la degradación estuarina y la pérdida de biodiversidad y han socavado su resiliencia ecológica” (Lotze et al., 2006). Los investigadores llegaron a esta conclusión al estudiar la transformación registrada, desde los inicios de los asentamientos humanos hasta el presente, en 12 ecosistemas estuarinos y costeros de la zona temperada ubicados en Europa, Norteamérica y Europa. Al utilizar métodos y registros de la paleontología, la arqueología y la historia, encontraron que como consecuencia de la actividad humana se ha eliminado más del 90% de especies claves para el sustento, destruido más del 65% de las praderas marinas y de los humedales costeros, degradado la calidad del agua y acelerado la invasión de especies. Esta investigación nos señala que esta transformación se aceleró dramáticamente en los últimos 150 a 300 años, y nos sugiere la destrucción y el deterioro ambiental que pueden haber sucedido en lugares similares en este período.


  En los últimos 70 años, las zonas muertas en los mares costeros se han extendido. Se trata de grandes volúmenes de agua, generalmente en el océano, pero también ocasionalmente en los humedales, que no tienen suficiente oxígeno (hipoxia) para sustentar la vida. La causa de tales condiciones suele ser la eutrofización, un aumento de los nutrientes químicos en el agua, lo que lleva a un exceso de algas que agotan los niveles de oxígeno bajo el agua. La formación de zonas muertas se ha visto exacerbada por el aumento de la escorrentía riberina de fertilizantes procedentes de la actividad agrícola. Una de las zonas muertas más conocidas del mundo se encuentra en el golfo de México, una franja de 8500 millas cuadradas, no muy lejos de donde desemboca el río Misisipi cargado de nutrientes que drenan las granjas del Medio Oeste. En 2008 se registraban zonas muertas en más de 400 sistemas, afectando un área total de aproximadamente 245 000 kilómetros cuadrados. Es una cifra que presenta una situación extrema, siendo muchísimo más amplia el área que estaría en vía de llegar a esta situación si sus condiciones no se mejoran, puesto que la hipoxia tiende a desconocerse hasta que niveles muy altos generan desastres mayores, como la mortandad masiva de peces (Díaz, 2008).


  Se estima que la mitad de los arrecifes de coral, que soportan un tercio de los peces marinos del mundo (93 000 identificados), han desaparecido. La sedimentación que arrastran los ríos desde los continentes y los depositan en el mar es una de las causas de muerte de los corales, puesto que diversas funciones vitales de sus pólipos son negativamente afectadas por la presencia de partículas de sedimento, variando su tolerancia de acuerdo a diversos factores (grado de turbidez, número de días de exposición, grado de finura de las partículas, entre otros). En los últimos 30 años se ha producido un blanqueo y muerte masiva del coral como consecuencia del aumento continuado de la temperatura media del mar por el cambio climático. El blanqueo es una afección que puede dañar seriamente o destruir sistemas enteros de arrecifes coralinos y hoy constituye su principal amenaza.


  El deterioro de los mares y las zonas costeras se evidencia, entre otras, en la pesca marina. En promedio, 4713 pesquerías, que representan el 78% de la pesca reportada en el mundo, presentan una pobre salud (sobreexplotadas con sobreexplotación adicional). Sin embargo, el 32% se encuentran en una buena condición biológica. Se prevé que en un escenario de “business as usual” se incrementaría el colapso de muchas de las pesquerías mundiales (Costello et al., 2016).


  En general, el volumen de biomasa del mar ha disminuido, aunque este fenómeno presenta variaciones entre los grandes depredadores (por ejemplo orcas y tiburones) y los peces de que se alimentan o peces forrajeros (por ejemplo anchoas y sardinas). La biomasa de grandes depredadores en los océanos del mundo habría disminuido en dos tercios en los últimos 100 años, habiéndose presentado el 55% de esa disminución en los últimos 40 años. En contraste, la biomasa de diversos grupos de peces forrajeros habría aumentado en los últimos 100 años, lo que se cree que es el resultado de la disminución de la presión de sus depredadores. Además, se ha encontrado que la disminución de los depredadores está estrechamente relacionada con un aumento en el esfuerzo de pesca mundial, lo que indicaría que es probable que se haya estado pescando más allá del rendimiento máximo sostenible durante un largo período de tiempo (Christensen et al., 2014).


  El cambio de la composición química de los océanos asociado al incremento de los gases de efecto invernadero ya estaría comenzando a impactar la vida marina. Es un cambio que se origina en que los océanos estén absorbiendo una mayor cantidad del CO2 acumulado en la atmósfera como producto del aumento de su emisión por el uso de los combustibles fósiles. Mediante diversos procesos químicos, el CO2 está acidificando el agua del mar, con lo cual se afecta la capacidad de algunos organismos para producir y mantener sus estructuras, conchas y caparazones de origen calcáreo, como son los corales, las ostras, las almejas y los erizos. Daniel Rothman, profesor de geofísica en el Departamento de la Tierra de MIT, predijo en 2017, a partir de una compleja modelación matemática, que si no se hace nada para detener las actuales tendencias de emisiones de gases de efecto invernadero, se agregarían 310 gigatoneladas de carbono en el mar hacia 2100, lo que conduciría a una extinción masiva de la vida marina. Esto no significa que la extinción en masa se detonaría con el cambio de siglo, pues según Rothman llevaría algo de tiempo, unos 10 000 años, para que concluya este desastre ecológico (Rothman, 2017). Sin embargo, ha subrayado que “si no se controla el ciclo del carbono, el planeta para el año 2100 podría ingresar en un ‘territorio desconocido’, se movería a un ámbito que ya no sería estable y se comportaría de una manera difícil de predecir; en el pasado geológico, este tipo de comportamiento está asociado con la extinción masiva” (Rotham citado por Chou, 2017).


  
    
      8 Esta sección y la siguiente (El ciclo del agua y los ecosistemas; los ríos y los humedales) son una adaptación del texto escrito por Manuel Rodríguez Becerra para el libro Agua, riqueza de Colombia, Villegas, et al., 2009. Bogotá: Villegas editores.

    

  


  CAPÍTULO 5 
 UNA DÉBIL RESPUESTA POLÍTICA MUNDIAL


  Nunca hemos tenido tantos acuerdos, objetivos y metas ambientales en el ámbito global, pero el deterioro de los ecosistemas sigue aumentando, el cambio climático se está acelerando, la degradación del suelo y los océanos continúa, la contaminación del aire y el agua está creciendo, la basura y los residuos están aumentando, y todavía estamos realizando un desarrollo sostenible desastrosamente fallido.


  JOHN VIDAL, 2012


   


  A mediados de la década de los años 60 del siglo pasado, surgió el ambientalismo como respuesta al alarmante deterioro y destrucción causados por la gran expansión, ese crecimiento sin precedentes de la actividad económica y de la población que tuvo lugar después de la Segunda Guerra Mundial. Acicateados por las organizaciones no gubernamentales y grupos de base de las comunidades comprometidos con la defensa de la naturaleza, los Estados nacionales comenzaron a actuar basados en la premisa de que las amenazas ambientales del planeta solamente pueden ser afrontadas mediante la acción conjunta de todos los países.


  Si bien se ha ido afincando la idea de que el Homo sapiens tiene dos países, el suyo propio y el planeta, los resultados de la acción global y de los Gobiernos nacionales están muy lejos de ser satisfactorios. Sin pretender hacer su historia, en este y en los siguientes capítulos se mostrará cómo, en un lapso de tiempo que abarca cerca de 6 décadas, se registran múltiples logros y avances en la gestión ambiental global y en la gestión ambiental de Colombia, en el contexto de un balance neto de deterioro ambiental, un hecho este último que caracteriza a todos los países del mundo. Ese negativo balance neto es el origen del título de este capítulo: débil respuesta mundial.


  Esa débil respuesta se evidencia en los múltiples tratados internacionales (los que son jurídicamente vinculantes) para enfrentar los problemas globales que se han acordado después de complejas negociaciones pero que han tenido, en balance, poca implementación. Y se refleja también en tratados que nunca se han podido hacer después de largas y abstrusas negociaciones, como el de bosques, o que tienen muy pocos dientes para enfrentar el problema objeto de su elaboración. Participé en las negociaciones de la Conferencia de Río, que condujeron, entre otras, a las convenciones sobre cambio climático y biodiversidad, y al acuerdo no vinculante sobre bosques. Lo hice como parte de la delegación de Colombia en mi carácter de director del Instituto de los Recursos Naturales y del Medio Ambiente, y desde entonces dediqué una parte sustancial de mi tiempo en diversos procesos políticos relacionados con algunos de los tratados y acuerdos globales y regionales entre 1992 y 2005. O en otras palabras, fui partícipe —desde un país de ingreso medio y poder internacional medio— en negociaciones y otros eventos internacionales que en últimas han conducido a una débil respuesta mundial. La resiliencia y el humor para participar en estos procesos se me agotó, y después del 2005 lo he hecho solo esporádicamente, sin dejar de estar atento a su curso desde la universidad, pues desde que arranqué con el tema en 1990 ha sido uno de mis intereses académicos, por el cual, por qué no decirlo, he tenido alguna fascinación.


  NACIMIENTO DEL AMBIENTALISMO


  El ambientalismo fue erigido sobre los hombros de las monumentales obras de científicos como el barón Alexander von Humboldt, quien, hace más de 200 años, sentó las bases de la ecología moderna e inspiró a los pioneros de la conservación. Andrea Wulf en su libro The Invention of Nature nos muestra como Humboldt “revolucionó la forma como nosotros vemos el mundo natural. Nada, ni siquiera el organismo más pequeño puede ser mirado por sí mismo. En esta gran cadena de causas y efectos Humboldt afirmó: ‘ningún hecho puede ser considerado en aislamiento’ y con esta visión, él inventó la noción del tejido de la vida, el concepto de la naturaleza como hoy lo conocemos” (Wulf, 5:2015). Es indeleble la influencia de Humboldt sobre Charles Darwin, el padre de la teoría de la evolución, el naturalista Henry Thoreau, y John Muir, el pionero de la creación de los parques nacionales en Estados Unidos,.


  El ambientalismo surgió con la irrupción de movimientos ciudadanos y organizaciones con diferentes orientaciones políticas que adelantaron fuertes y audaces movimientos de protesta y de denuncia sobre la contaminación industrial y la destrucción de valores únicos de la naturaleza, como las selvas tropicales. En las sociedades en donde se detonó la gran expansión, en particular en Europa occidental y en Estados Unidos, los movimientos ciudadanos, centrados en la clase media, demandaron a sus Gobiernos detener la contaminación que estaba atentando contra la alta calidad de vida que habían alcanzado, e impedir que avanzara la destrucción de la vida silvestre en sus países, y también en otros confines del planeta, en donde había aumentado, también, en forma alarmante. Denunciaron a cuatro vientos que las aguas, los suelos y el aire estaban siendo utilizados como depósitos de los desechos humanos y como basurero de los desechos industriales, con frecuencia de alta toxicidad. Gobiernos y diferentes grupos de la sociedad civil y del sector privado iniciaron la defensa de la naturaleza —que se comenzó a denominar desde entonces como el medio ambiente—, poniendo de presente que de ella forma parte la especie humana, a semejanza de todos los seres vivientes, un dictum que parecía haberse esfumado entre los ciudadanos protagonistas y beneficiarios de la gran expansión.


  El ambientalismo entró a hacer parte de otras demandas sociales que, con un profundo contenido ético, se fueron asentando en las tres últimas décadas del siglo XX: derechos de la mujer; libre expresión de diversas formas de sexualidad y matrimonio entre parejas del mismo sexo; destierro de la desigualdad; inclusión racial; sociedades multiculturales y más cosmopolitas y solidarias; hábitos, normas éticas y valores más seculares, y nuevos estilos de vida y de alimentación. El ambientalismo surgió entonces en el contexto de una cultura postmaterialista y de rechazo a los valores tradicionales que se expresó, como lo ha descrito y analizado el sociólogo Manuel Castells, en la creación del poder de la identidad, es decir formas de ver el mundo compartidas y defendidas por grupos de ciudadanos de todas las naciones que se llaman a sí mismos defensores de los derechos humanos, ambientalistas, feministas, LGBT, animalistas, veganos, etcétera (Castells, 1997).


  Antecedentes del ambientalismo


  La preocupación por la protección de la naturaleza se pierde en la historia. Ya en el año 630, el califa Abu Bard ordenó a su ejército “No hacer daño a los árboles o echarles fuego”. La medicina árabe, entre los años 900 y 1300, se ocupó de las consecuencias para la salud humana de la polución del aire, el agua y el suelo. El rey Eduardo I de Inglaterra prohibió la combustión del carbón con el fin de atacar el “smoke” londinense. Diversas civilizaciones precolombinas sacralizaron componentes de la naturaleza, convirtiéndose en una de las formas de protección más eficaces generadas por el ingenio humano; así lo hicieron los muiscas con las lagunas de los páramos. El libertador Simón Bolívar expidió diversas normas para la conservación, siendo una de las más célebres el Decreto de Chuquisaca, de 1825. En ese mismo año, en carta al general Francisco de Paula Santander, se refirió a los daños de la guerra a la naturaleza: “Lo que se destruye es inútil a todos… y aquí no habrá sino inmensos desiertos propios para vivir al abrigo de estos males”.


  En diversos rincones del mundo, y en diferentes momentos de la historia con posterioridad a la conquista del Nuevo Mundo, surgieron los movimientos de los pueblos indígenas en pro de la defensa de sus derechos territoriales y culturales, que incluyen sus tradiciones ancestrales de una relación armónica con la naturaleza (con lo cual no se afirma aquí que necesariamente todas las poblaciones indígenas, de ayer y de hoy, hayan demostrado tal armonía). Esa lucha, apoyada en la visión indigenista originada en la antropología, dio lugar a que en muchos países se crearan, y se sigan creando, resguardos indígenas, como es el caso de Latinoamérica, incluyendo a Colombia.


  Hace cerca de ciento cincuenta años surgieron los parques nacionales cuando el Gobierno de los Estados Unidos creó a Yellowstone en 1872, con lo que se fundó el preservacionismo orientado a proteger valores únicos de la naturaleza buscando que en las áreas designadas para tal fin no existiese intervención humana. El presidente republicano Theodore Roosevelt, de mal recuerdo para los colombianos por su “I took Panama”, ha sido el jefe de Estado del mundo con mayor incidencia en el establecimiento de los parques nacionales. Roosevelt, un cazador impenitente, creó 5 parques nacionales (duplicando el número existente) y 18 monumentos nacionales, incluyendo el Gran Cañón; reservó 51 santuarios de aves federales, 4 refugios nacionales de caza y más de 100 millones de acres de bosques nacionales como reservas para su futura explotación. Tuvo una cercana amistad con John Muir, el naturalista y gran pionero de la conservación de la vida silvestre, en cuya compañía, y siendo presidente, acampó en el Parque de Yosemite. Roosevelt adoptó el término “conservación” —hasta entonces utilizado para referirse a las reservas indígenas norteamericanas— para bautizar su pionera política. El término quedó desde entonces instalado. El tipo de conservación propuesta por el Gobierno de Roosevelt mediante la protección de bosques para su futuro aprovechamiento corresponde a una visión utilitarista, que ha tenido desde entonces diversas aproximaciones, muchas de las cuales tienen hoy amplia aplicación. Estas creaciones pioneras tuvieron su soporte en organizaciones conservacionistas que se crearon en la época, Sierra Club, fundada por John Muir en 1892; como New York Zoological Society, fundada en 1895, que cien años después cambió su nombre por Wildlife Conservation Society (WCS); y como Audubon Society, fundada en 1905, que recibió su nombre en honor de John James Audubon, un ortinologista y naturalista franco-americano que pintó, catalogó y describió las aves de América del Norte en su famoso libro Aves de América.


  La aproximación del rendimiento sostenible de los recursos naturales, que surgió en Alemania a principios del siglo XIX, hace parte del conservacionismo utilitario y fue explícitamente formulado por el profesor Hartig, de la Universidad de Berlín: “Un director forestal debe evaluar las masas forestales sin pérdida de tiempo, para utilizarlas en la mayor medida posible y en forma tal que las futuras generaciones cuenten al menos con tanto beneficio como las generaciones vivientes” (Hartig, citado por Wiersum, 1995). Se utilizó por primera vez el término “sostenible” (sustainable yield), cuyo significado hoy es muy diferente al que entonces se le dio. El rendimiento sostenible surgió como una alternativa a la aproximación extractivista tradicional de explotar los bosques a tabula rasa, convirtiéndose en una aproximación sobre la cual se fundamentaría la ingeniería forestal hasta época muy reciente, cuando cambió su orientación a partir de los cuestionamientos que le hicieran las ciencias ecológicas de ver prioritariamente madera en los ecosistemas boscosos. A partir de sus técnicas de extracción maderable se fue imponiendo en los países coloniales a través de las compañías madereras que también las llevaron a las excolonias españolas. El rendimiento sostenible fue un principio que se extendió al aprovechamiento de otros recursos, como la pesca o el agua, y fue un antecedente importante de las aproximaciones que se han conocido como de conservación y uso racional de los recursos naturales renovables. Las represas multipropósito construidas en el siglo pasado, y muchas de las que se siguen construyendo, se conciben dentro de esta visión: se busca optimizar el uso del agua para la generación eléctrica, el control de inundaciones, el regadío y el suministro de agua potable. El enorme impulso obtenido por estas formas del conservacionismo utilitario se basó, entre otras, en el desarrollo tecnológico de las ingenierías civil, forestal, pesquera y agropecuaria, y en la formación de cientos de miles de profesionales para su realización a lo largo del siglo XX. Estas formas de producción de bienes y servicios, a su vez, estaban en línea con las visiones de las ciencias económicas que postulaban, como lo siguen haciendo hoy, el crecimiento de la economía como la más alta prioridad para todas las sociedades.


  Dos hitos: los acuerdos alcanzados en Estocolmo y en Río de Janeiro9


  En medio del amanecer del ambientalismo tuvo lugar la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente Humano, en 1972. La contaminación transfronteriza de ríos y aire y la deforestación de la selva tropical detonaron su convocatoria. Mientras que para los países desarrollados estos temas eran los prioritarios, Indira Gandhi, la legendaria primera ministra de la India, proclamó la erradicación de la contaminación de la pobreza como el más serio problema del planeta, y la delegación de Brasil reclamó su derecho a destruir parte de su selva amazónica para darle paso a la actividad económica. Así, las tensiones, los dilemas y las contradicciones entre medio ambiente y desarrollo quedaron desde entonces instaladas en la agenda global, y están lejos de resolverse, como se evidencia en la decisión del presidente Trump de retirar a los Estados Unidos del Acuerdo de París sobre cambio climático, o en las políticas anunciadas por el presidente del Brasil, Jair Bolsonaro, para la Amazonía, que generarían su intensa deforestación y que son una reedición de aquellas de las dictaduras militares de ese país, hace 40 años.


  En Estocolmo se acordó crear normas y agencias gubernamentales para la gestión ambiental, tanto en el ámbito global, como en el regional y local. Nació, entonces, la gestión ambiental de Estado orientada a enfrentar las diversas amenazas ambientales, que incluyó las agendas marrón (contaminación), azul (agua) y verde (la vida en todas sus formas). La mayor parte de las legislaciones y agencias gubernamentales para la gestión ambiental creadas en los años 70 y 80, que antecedieron a las que hoy existen, así como las primeras formas de gobierno ambiental global y regional, son un legado de Estocolmo.


  Los Gobiernos acordaron la “Declaración de Estocolmo sobre el Medio Ambiente Humano”. Sin bien no tiene carácter jurídicamente vinculante, muchos de sus principios son hoy normas en algunos de los tratados internacionales y en las legislaciones nacionales, como es el derecho intergeneracional a un ambiente sano.


  Los cientos de instrumentos jurídicos que se acordaron a partir de 1970 evidencian cómo la preocupación de los Gobiernos y de la sociedad civil por los problemas ambientales globales y transfronterizos recibió una respuesta. A fines de la década de 1990, se estimó que existían más de 1000 instrumentos jurídicos ambientales internacionales diferentes (duros: con fuerza jurídica; y blandos: de cumplimiento voluntario), y 139 tratados ambientales internacionales mayores de alcance global o regional (Anton, 2013).


  En Estocolmo participaron activamente las ONG conservacionistas que se crearon a finales del siglo XIX, así como otras surgidas en el siglo XX, como la Unión Internacional de Conservación de la Naturaleza (1948) y The Nature Conservancy (1951), y aquellas que surgieron en los albores del ambientalismo, como WWF (1961), Friends of the Earth International (1969) y Green Peace (1971), todas con una extensa y profunda actividad en los últimos 60 años, incluyendo su participación en las negociaciones internacionales.


  En Latinoamérica comenzó a surgir el ambientalismo, desde finales de los años 70, producto de la influencia de lo que sucedía en Europa occidental y en Estados Unidos y de procesos sociales locales. Algunos de los fundadores del ambientalismo en la región se educaron en programas de postgrado en ciencias naturales y sociales y en los nacientes programas de gestión e ingeniería ambiental de los países desarrollados. Pero la mayor parte de los pioneros fueron autodidactas procedentes de diversas ciencias naturales y sociales y disciplinas profesionales, o formados en su trasegar con la naturaleza. Pioneros latinoamericanos, como Héctor Sejenovich (Argentina), Leonardo Boff (Brasil), Julio Carrizosa y Margarita Marino (Colombia), Enrique Leff (México) y Arnoldo Gabaldón (Venezuela), contribuyeron a fundar una vertiente del ambientalismo en el mundo con un profundo arraigo en la ética de la protección de todas las formas de vida, con una comprensión de la profunda relación entre la pobreza, la riqueza y el deterioro ambiental, y con una visión crítica de los modelos de desarrollo imperantes con su acento en el crecimiento económico ilimitado y el consumismo (Rodríguez, 2008).


  Desde sus inicios, el ambientalismo en América Latina tuvo también una raigambre popular. Chico Mendes (1944-1988), símbolo de las gestas ambientales, fue un cauchero brasileño y líder ambientalista que murió asesinado en su lucha por conservar la selva amazónica y abogar por los derechos humanos de los campesinos y pueblos indígenas con miras al aprovechamiento sostenible de las selvas. Después de Mendes, han sido asesinados cientos de líderes socioambientales en América Latina.


  A mediados de los 80, no obstante los avances de la gestión ambiental de los Estados nacionales y de la acción del ambientalismo, los problemas no solamente se habían profundizado, sino que se conocieron unos nuevos, prácticamente inéditos en los años de la Conferencia de Estocolmo pero cuyo surgimiento se remontaba a varias décadas atrás: el agotamiento de la capa de ozono, el calentamiento global y los contaminantes orgánicos persistentes. La Organización de las Naciones Unidas respondió con el informe “Nuestro futuro común”, de la comisión Brundtland, publicado en 1987, y con la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Medio Ambiente y Desarrollo que se realizó en Río de Janeiro en 1992, conocida como Cumbre de la Tierra.


  El informe Brundtland ha tenido un impacto de gran alcance y duradero puesto que lanzó el concepto de desarrollo sostenible, definiéndolo como “aquel que satisface las necesidades del presente sin comprometer la capacidad de las futuras generaciones de satisfacer sus propias necesidades”. Como reiterado, esta concepción reconoce la existencia de los límites ecológicos del planeta como hecho esencial que la distingue de las diversas aproximaciones sobre crecimiento económico dominantes desde la Segunda Guerra Mundial y que toman como supuesto un mundo sin límites.


  En la Cumbre de la Tierra, más de 120 jefes de estado firmaron 5 acuerdos que incorporan explícitamente el concepto del desarrollo sostenible:


   


  
    	Declaración de Río de Janeiro sobre Medio Ambiente y Desarrollo, contentiva de 27 principios para guiar la ruta hacia el desarrollo sostenible;


    	Agenda 21, un programa de acción para alcanzar el desarrollo sostenible;


    	Convenio sobre la Diversidad Biológica (CDB);


    	Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC);


    	Declaración, Sin Fuerza Jurídica Obligatoria, de Principios para un Consenso Mundial Respecto al Desarrollo Sostenible de los Bosques de Todo Tipo;


    	Se acordó, también, que se iniciarían las negociaciones para establecer un Convenio de Lucha Contra la Desertificación y la Sequía, que fue firmada en 1994.

  


  Los fundamentos del ambientalismo


  Con estos antecedentes, ¿qué es, en síntesis, lo particular del ambientalismo surgido a mediados de los años 60 y que en forma paulatina ha ido penetrando diversas esferas de la sociedad? Lo distinguen 6 hechos:


   


  
    	La aceptación del principio de la existencia de los límites ecológicos a diferentes escalas —global, regional, nacional, local— como punto de partida para desarrollar las relaciones entre la sociedad y la naturaleza. No quiere decir que todos aquellos que se identifican como ambientalistas tengan una comprensión a partir de la ciencia de estos límites, pues a muchos los impulsa simplemente la identificación y rechazo de problemas como la degradación de la calidad de las aguas, el suelo o el aire, o diversas motivaciones éticas, estéticas, sociales o económicas.


    	La creciente conciencia ambiental entre diversos grupos de la población; si bien, como se ha ilustrado, la preocupación por proteger la naturaleza y las condiciones ambientales se ha manifestado en diferentes grupos de la sociedad en diferentes momentos de la historia, la conciencia sobre el medio ambiente creció a partir de la acción de los pequeños grupos de ambientalistas de principios de los años 60, hasta llegar a universalizarse. La incorporación de la educación ambiental como parte integral de los programas de educación primaria, secundaria y universitaria es una de las evidencias más contundentes de su universalización; en contraste, los estudiantes escolares y universitarios de los años 50, 60 y 70 no fuimos recipientes de tales enseñanzas.


    	La adopción de la ecolología —que estudia las relaciones de los diferentes seres vivos entre sí y con su entorno— y, en general, del conjunto de ciencias de la tierra, como guías orientadoras de su acción. La identificación con la ecología ha llevado a que a los ambientalistas se les denomine también como ecologistas. De hecho, los científicos identificaron en las primeras décadas después de la Segunda Guerra Mundial diversos problemas ambientales que merecieron su atención e intensificaron sus investigaciones.


    	La incorporación en el ambientalismo de la visión preservacionista, la visión indigenista, la visión conservacionista, algunas aproximaciones de la visión del conservacionismo utilitario y, en los años 80, la visión del desarrollo sostenible10. Estas visiones surgidas en diferentes contextos históricos no son estáticas y han cambiado durante los años. En algunas ocasiones han entrado en conflicto, como es el caso de la visión indigenista, en choque con la visión preservacionista cuando esta, al propender por la creación de parques nacionales, ha generado una competencia con la creación de resguardos o propiedades colectivas de las comunidades negras. Así mismo, la visión del desarrollo sostenible ha sido objeto de desacuerdos entre los ambientalistas, pues mientras algunos la vemos como una nueva forma de acercarse al desarrollo a partir de los principios más caros del ambientalismo, otros la ven como un oxímoron engendrado por las Naciones Unidas. Y mientras existen ambientalistas que consideran que es viable alcanzar la sostenibilidad ambiental manteniendo alguna forma de crecimiento económico, otros rechazan contundentemente esta posibilidad.


    	La conformación del ambientalismo como una fuerza política, es decir, la incorporación de la protección ambiental como parte de la esfera de la política y las políticas. Comprende valores personales, asuntos públicos locales, confrontación política con sus oponentes desde el ámbito local hasta el global pasando por el nacional, y ha evocado una respuesta de los Gobiernos, el sector privado y diversos grupos de la sociedad civil con identificaciones diferentes al ambientalismo.


    	La incorporación de la protección de la naturaleza, del medio ambiente, como una tarea permanente de los Gobiernos y, en general, de los Estados, representados por las 3 ramas del poder público, la ejecutiva, la legislativa, y la judicial, es lo que aquí se denomina la gestión ambiental de Estado.

  


   


  Pero en los párrafos anteriores no se quiere decir que sea posible hablar de un solo ambientalismo, pues existen muchos ambientalismos, todos los cuales tienen dos denominadores comunes: reconocer que la naturaleza impone unos límites al desarrollo social y económico; y contar con una ética por el cuidado de la Tierra, que en su práctica intenta corregir las formas destructivas de la acción humana sobre la naturaleza. Son denominadores comunes a los cuales están, muchas veces, asociadas profundas diferencias. Así lo ilustran los grupos de ambientalistas que rechazan tajantemente la aplicación de ciertas técnicas como el fracking para la extracción de gas de esquisto, o la generación y uso de organismos vivos modificados en las actividades agropecuarias, en contraste con otros que sí las aceptan. O los grupos de ambientalistas que han adaptado el veganismo o el animalismo como fundamentos de su posición, llegando incluso a señalar que alguien que coma carne de ganado bovino, o de otras especies, de ninguna manera se puede considerar a sí mismo como un ambientalista; así se afirma con contundencia en el conocido documental Cowspiracy, producido por el famoso actor-ambientalista-vegano Leonardo DiCaprio. Hago parte de este grupo de ambientalistas condenado por DiCaprio y sus aliados. Creo que la libertad de elección de los individuos y las sociedades en materia de alimentación, y de cientos de asuntos, es esencial a la democracia liberal, la cual, hay que subrayarlo, deberá transformarse para dar la debida prioridad al cuidado de los bienes colectivos, como son los ambientales. Y no creo en posiciones absolutas para resolver problemas complejos. El veganismo y el animalismo, como, en general, los diversos ambientalismos, requieren entablar un diálogo más robusto a partir de aquellos principios éticos que los diferencian y aquellos que los unen, con miras a buscar caminos para el cuidado del medio ambiente.


  EL MEDIO AMBIENTE EN LA POLÍTICA Y EN LAS POLÍTICAS


  Diversos estudios han evidenciado como tras cerca de 6 décadas de establecerse las primeras instituciones y políticas detonadas como respuesta al ambientalismo, estas han evolucionado en unas que son altamente desarrolladas, extensas y complejas, aunque insuficientes (Kutting et al., 2018; Rodríguez et al., 2002). En general, el ámbito de lo político en lo ambiental involucra 3 fuerzas competitivas: el ambientalismo, la oposición ambiental y las instituciones para el desarrollo de las políticas ambientales y su implementación. La interacción entre estas 3 fuerzas se revela con claridad en los grandes cambios de las políticas ambientales que se han dado a lo largo de la historia tanto en los Estados nacionales como en el ámbito global (Giddens, 2011; Hays, 2000; Sabatier et al., 1999).


  Cuando se enfrenta la posibilidad de introducir un gran cambio de políticas, se conforman coaliciones ambientalistas y antiambientalistas de diversos grupos de la sociedad —integradas por personas y organizaciones del Gobierno, la sociedad civil y el sector privado— en pos de crear o no la voluntad y las condiciones políticas para hacerlo viable. Así, por ejemplo, Estados Unidos fue clave en las negociaciones que condujeron a la construcción del Protocolo de Kioto sobre cambio climático bajo el liderazgo del vicepresidente demócrata Al Gore, un reconocido líder ambiental, lo que contó con un amplio apoyo de una coalición ambientalista en pro de este tratado a nivel nacional e internacional; pero el Protocolo no fue ratificado por el Senado con mayoría republicana, como parte de una amplia coalición antiambientalista con fuerte participación del lobby de la industria petrolera y otros sectores industriales. Muchas veces, la necesidad de un gran cambio de política ambiental en los ámbitos global y doméstico se detona por hallazgos de la ciencia o por desastres ambientales; se forman, entonces, coaliciones ambientalistas, con frecuencia lideradas por los jefes de Estado, con participación, incluso, de grupos que en otras circunstancias serían claramente antiambientalistas. El rápido surgimiento de la política global para luchar contra el adelgazamiento de la capa de ozono ilustra el primer caso, y las políticas domésticas y transnacionales para luchar contra la lluvia ácida, y contra los recientes desastres asociados al cambio climático, como en el caso de los huracanes en las islas del Caribe, o del huracán Katrina en New York, ilustran las segundas. Así mismo, se observan grandes cambios de política a nivel nacional detonados por las conferencias y acuerdos globales, como se tipifica en las cumbres de Estocolmo (1972) y Río (1992) o en el Acuerdo de París sobre cambio climático.


  Desde sus inicios, el ambientalismo se enfrentó radicalmente con los grupos de interés defensores de un extractivismo extremo —caracterizados por una visión de explotación a tabula rasa— grupos que, aún hoy, con diferentes matices, siguen guiando parte de la acción de los Gobiernos y del sector privado. En forma similar, el ambientalismo ha cuestionado muchos de los supuestos y enfoques del conservacionismo utilitario. Así, cuestiona aquellas aproximaciones dirigidas a buscar optimizar el aprovechamiento de recursos naturales singulares (madera, peces, suelos, etcétera) sin mayor miramiento por los ecosistemas en que se insertan; en otras palabras, cuestiona aquellos tipos de explotación que solo ven árboles maderables en los bosques y no ven los bosques con su compleja urdimbre de flora y fauna; que solo ven en el agua de los ríos sus usos puntuales —como la generación de electricidad a su caída, o un canal para el transporte—, ignorando la vida que fluye en sus corrientes y la que existe en sus riberas y su cuenca; que solo ven en aquellos cultivos agrícolas hijos de la Revolución verde —con sus extensos y continuos monocultivos a partir del uso intensivo de agroquímicos— una máquina productora de alimentos y no unos agroecosistemas que pueden cumplir las funciones de proveer alimentos en forma eficaz y eficiente y a la vez de proteger diversas formas de vida, el suelo y las cuencas hidrográficas. Estos y otros cuestionamientos han dado lugar a nuevas formas de conservación utilitaria, aceptadas por diversos grupos de ambientalistas, como, por ejemplo, el aprovechamiento y manejo sostenible de los bosques a partir de estrictos criterios para la conservación de la biodiversidad y de protección de las fuentes de agua, o los nuevos enfoques en la construcción de hidroeléctricas o de adecuación de ríos para el transporte basadas en una mirada integral de las cuencas hidrográficas, o las nuevas aproximaciones a la agricultura intensiva hija de la Revolución verde mediante la incorporación de principios de la agroecología.


  En general, el ambientalismo tiene un más bajo poder de incidencia en las decisiones políticas en comparación con el que tienen grupos de interés asociados a otros temas de la política pública, como pueden ser la minería, la industria o el comercio. Esta situación llevó desde temprano a los grupos de activistas a utilizar teorías y tácticas de la acción directa no violenta, propios de movimientos como aquellos en favor de los derechos de la mujer o de los derechos civiles, o en contra de las armas nucleares y la guerra. En contraste, grupos antiambientalistas han acudido a la violencia, como lo ilustra el hecho de que el mayor número de líderes sociales asesinados en Latinoamérica en el último decenio hayan sido ambientalistas.


  A su vez, la debilidad política del ambientalismo ha hecho que los grandes cambios y los grandes retrocesos de las políticas nacionales hayan tenido en muchos casos una dependencia singular de la voluntad de los jefes de Estado. En otras palabras, la gestión ambiental de Estado es más vulnerable a lo político que otras políticas públicas, fenómeno que es común en países desarrollados y en desarrollo, como lo han demostrado diversos estudios (Janicke et al., 1996; Mance, 2015). Así se tipifica en Estados Unidos con el avance de la política ambiental liderado por Barak Obama, y con su agudo retroceso liderado por el presidente Donald Trump. Así mismo, el ambientalismo, ante las omisiones del poder ejecutivo, acude con frecuencia a la rama judicial del poder público en pos de la defensa de sus derechos, lo que ha conducido a la judicialización de las políticas públicas ambientales. La vulnerabilidad de las políticas ambientales a lo político tiene también su equivalente en los niveles subnacionales. En Colombia, como se verá, grandes avances y retrocesos en la política ambiental se explican por la vulnerabilidad de las mismas a lo político.


  Los logros y avances ambientales se explican, en mucho, por la acción de las coaliciones ambientalistas que han utilizado ventanas de oportunidad política para adelantar sustantivas reformas de las políticas y la institucionalidad (Wilson, 2000). Cuando estas coaliciones logran construir la voluntad política para que el Estado actúe en pro del medio ambiente —es decir cuando han logrado enverdecer alguna parte del Estado—, las políticas públicas correspondientes son una manifestación de las visión ambientalista que incluye en su menú la preservacionista, la conservacionista, la indigenista, algunas de las aproximaciones del conservacionismo utilitario y la del desarrollo sostenible. Pero, en diversos momentos, coaliciones antiambientales no solo propician políticas sectoriales que acaban siendo detrimentales para el medio ambiente, sino también obstaculizan el avance de la institucionalidad y la protección ambiental, o impiden que la autoridad actúe, porque ven en lo ambiental un obstáculo para el crecimiento económico o para su interés particular. Con frecuencia, comparten visiones extractivistas tradicionales (por ejemplo la ganadería extensiva, los sistemas de transporte que funcionan sin miramiento por la salud de los habitantes de los centros urbanos); o comparten la visión neoextractivista impulsada por la globalización económica en las tres últimas décadas que incidió en que en diversas regiones del mundo, incluyendo Latinoamérica, se incrementaran, por ejemplo, los monocultivos de alta intensidad para la exportación con una alta insostenibilidad ambiental, como ha sido el caso de los extensos cultivos de soya en el Cerrado, Brasil, para la exportación.


  El intento del ambientalismo de enverdecer el Estado se ha visto dificultado por la naturaleza misma del tema. Muchas de las medidas para resolver problemas ambientales tienen resultados en el muy largo plazo, lo que no es atractivo para los políticos que quieren entregar a sus electores realizaciones concretas en el corto plazo. La entrega de nuevas viviendas, escuelas o vías públicas puede tomar dos o tres años, en contraste con un proceso de reforestación de una cuenca protectora de las fuentes de agua, cuyos efectos son graduales en los años en relación con el aumento de los caudales de agua, la disminución de la erosión, la captura de carbono o el robustecimiento de la biodiversidad. Los resultados de muchas de las políticas para combatir el cambio climático se verán en 100 o 200 años. Para los políticos de turno no es posible hacer celebraciones ni cortar cintas de inauguración de buena parte de las realizaciones ambientales.


  Con frecuencia, el intento de los ambientalistas de enverdecer el Estado ha entrado en tensión o en conflicto con las funciones estatales tradicionales de mantener el orden interno, abogar por el crecimiento económico y ofrecer un conjunto de servicios para el bienestar social. En últimas, esas responsabilidades y funciones públicas tradicionales tienen una larga historia y arraigo, en contraste con las ambientales, que comenzaron a surgir hace apenas seis décadas.


  Y el intento de enverdecer al Estado siempre ha chocado con la alta prioridad otorgada al crecimiento económico, con frecuencia con poco miramiento por lo ambiental. Y ha chocado, también, con el hecho de que el poder ejecutivo —en particular los Gobiernos de turno liderados por el presidente a nivel nacional, o por los gobernadores o alcaldes a nivel departamental y municipal— es, con frecuencia, un importante protagonista del deterioro ambiental a través de políticas sectoriales a nivel nacional o mediante la promoción de políticas antiambientales a nivel global, como lo tipifica en forma extrema el negacionismo de la existencia del cambio climático por parte de líderes políticos en alianza con líderes empresariales.


  Lo político debilita las políticas del cambio climático


  En el capítulo anterior se evidenció que detener el cambio climático es hoy económica y tecnológicamente factible. ¿Por qué, entonces, se ha avanzado tan poco desde que se acordó la Convención Marco de Cambio Climático en 1992? Una primera explicación: la resolución del problema del cambio climático requiere de un nivel de cooperación y solidaridad de todos los países del planeta —en materia económica, tecnológica y social— que no tiene antecedente alguno en la historia de la humanidad. Esta solidaridad debería estar definida por el hecho de que Estados Unidos, la Unión Europea y otros países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OECD por sus siglas en inglés) son los mayores responsables históricos de las emisiones de gases de efecto invernadero y, por consiguiente, les cabe una mayor responsabilidad para resolver el problema (en el lenguaje de la Convención, “las responsabilidades comunes pero diferenciadas”). Recientemente, China se ha convertido en el primer país emisor de GEI, pero su emisión per cápita —a similitud de los otros países en desarrollo, incluyendo las economías emergentes— está aún muy por debajo de la de los habitantes de los países desarrollados, lo que hace políticamente más compleja la repartición de cargas en la solución del problema.


  Una segunda explicación: no ha existido una negociación global de mayor complejidad en la historia. En últimas, no hay dimensión del desarrollo que no toque el cambio climático. Y sus impactos son diferenciados para las diversas regiones del mundo, con ganadores y perdedores en los distintos escenarios de aumento de la temperatura; los intereses económicos de cada país se ven afectados en forma singular, dependiendo del camino que se tome para combatir el calentamiento global, y para llegar a un acuerdo se requiere el consenso de 194 países, lo que implica tomar decisiones de mínimo común denominador que, en este caso, seguramente no son las más apropiadas.


  Una tercera explicación: con frecuencia, las posiciones de los países han sido predominantemente definidas por intereses cortoplacistas del sector privado, lo que ha dilatado la solución del problema. Estados Unidos representa mejor que ningún otro país esta situación con sus negadores del cambio climático. Precisamente un conjunto de empresas, entre las que sobresalen las dedicadas a los negocios de los combustibles fósiles, han sido arquitectas de uno de los engaños más eficaces y trágicos de la historia: la negación de la existencia del cambio climático, o la explicación principal de que Estados Unidos haya impedido que se avance en su combate, no obstante que firmó la Convención en 1992. Según Paul Krugman, premio Nobel de Economía, “un memorando de 1998, filtrado de una reunión del Instituto Americano del Petróleo, en la que la Exxon participó, describe una estrategia para proveer ‘soporte logístico y moral’ a los disidentes del cambio climático, ‘y así generar cuestionamientos y descrédito a la sabiduría científica prevaleciente’. Y eso es lo que justamente la Exxon hizo: entregar generosas donaciones para respaldar una especie de universo intelectual alternativo de escépticos del cambio climático” (Krugman, 2006).


  Los orígenes y la evolución de la negación del cambio climático han sido documentados por los historiadores de la ciencia Naomi Oreskes y Erik Conway en el libro Mercaderes de la duda (2010), en el que se hace un paralelo con la negación de los efectos cancerígenos del tabaco. El grueso de la producción de la ciencia de la negación no ha cumplido con los cánones fundamentales de la investigación científica y por eso se le denomina “mala ciencia”, muy similar a la que se produjo para desacreditar la evidencia sobre los efectos cancerígenos del tabaco y que aplazó con “éxito” la adopción de políticas públicas para combatirlo, a costa de cientos de miles de ciudadanos que murieron y a favor de las ganancias de corto plazo de los productores de cigarrillos. El sociólogo Robert Brulle, de la Universidad de Drexel, estima que diversas empresas privadas, incluyendo la Exxon, han donado cerca de 500 millones de dólares a organizaciones no gubernamentales dedicadas a desprestigiar la ciencia del cambio climático. Las organizaciones beneficiadas han sido conocidos centros de pensamiento de derecha asociados al partido republicano, como el Competitive Enterprise Institute. Ellos hacen parte de un eficaz lobby que fue clave en impedir que Estados Unidos y otros países ratificaran el Protocolo de Kioto en 1997, que en su momento fue un muy promisorio tratado para derrotar al cambio climático. Igualmente bombardearon, también con éxito, la continuidad de este protocolo, lo que condujo al colapso de la Cumbre de Cambio Climático en Copenhague en 2009.


  La negación del cambio climático se convirtió en asunto ideológico para los líderes claves del partido republicano y de la derecha norteamericana, que, defensores al extremo de un Estado pequeño y una sociedad dinamizada por un crecimiento económico indefinido, consideran que aceptar combatir el cambio climático implicaría contar con un Estado más interventor y una burocracia estatal más grande. Es difícil encontrar un congresista republicano que no niegue abiertamente o cuestione la existencia del cambio climático. Sin embargo, encuestas de los dos últimos años sugieren que las opiniones de los republicanos sobre el calentamiento global pueden estar en un punto de inflexión, como lo muestra la realizada por dos centros sobre cambio climático de las universidades de Yale y George Mason (2018).


  El Acuerdo de París: ¿una esperanza?


  El Acuerdo de París, construido en el marco de la Convención de Cambio Climático, es la última oportunidad para que se tomen las medidas requeridas antes de que sea demasiado tarde. En el Acuerdo se establece como objetivo “mantener el aumento de la temperatura media mundial muy por debajo de 2ºC con respecto a los niveles preindustriales, y proseguir los esfuerzos para limitar ese aumento a 1,5ºC, reconociendo que ello reduciría considerablemente los riesgos y los efectos del cambio climático”. Mediante el Acuerdo cada uno de los Gobiernos se comprometió a una reducción de GEI, de aquí al 2030, cuyo monto fue establecido en forma voluntaria a nivel nacional. Christiana Figueres, secretaria ejecutiva de la Convención de Cambio Climático (2010-2016), subrayó, en el momento de su firma: “Si las promesas efectuadas se implementaran, el aumento esperado de temperatura para finales de siglo —entre 4°C y 5°C, en caso de que no se haga nada—, se reduciría a 2,7°C. Si bien la ambición es muy baja para no sobrepasar los 2°C, las actuales promesas son unos cimientos sobre los que se podría construir una ambición más alta”. Pero, como se mencionó, no pasar de 1,5ºC se transformó en un imperativo como consecuencia del sexto informe del IPCC, lo que significa que, en promedio, la ambición acordada por los países, a partir del Acuerdo de París, está muy lejos de lo requerido. Así que en las próximas negociaciones será necesario modificar las metas establecidas en el Acuerdo y buscar que el compromiso de cada país para lograr su cumplimiento sea mayor, con miras a que la suma de las reducciones de todos los países impida que la temperatura vaya más allá de 1,5ºC.


  El Acuerdo de París se pudo sellar gracias a un entendimiento previo entre el presidente Obama y el presidente chino Xi Jinping. Como bien lo observó el vicepresidente norteamericano John Kerry, “Estados Unidos y China son las dos economías más grandes del mundo, los dos más grandes consumidores de energía y los dos más grandes emisores de gases de efecto invernadero. En su conjunto, nosotros somos responsables del 40% de las emisiones globales. Necesitamos resolver este problema juntos porque ninguno de los dos lo puede resolver solitariamente. Aun si en Estados Unidos elimináramos todas nuestras emisiones internas de carbono, ello no sería suficiente para contraatacar la contaminación de carbono proveniente de China y del resto del mundo. De la misma manera, si China rebajara sus emisiones a cero, no haría una diferencia suficiente si Estados Unidos y el resto del mundo no cambiaran de dirección” (Kerry, 2014).


  Donald Trump anunció el retiro de los Estados Unidos del Acuerdo de París el 1 de junio de 2017. Cumplió así con la promesa que había hecho durante su campaña presidencial. ¿Cuáles podrían ser las consecuencias? Es incierto. El Gobierno de Trump está desmontando las políticas para el cambio climático del Gobierno de Obama. Pero ni este hecho ni el retiro del Acuerdo conducirán a Estados Unidos a la inacción, puesto que un amplio conjunto de estados, ciudades y empresas del sector privado ya optaron por un futuro con bajas emisiones de carbono. Además, Trump ha señalado que Estados Unidos no contribuirá a asegurar los recursos económicos que los países en desarrollo, en especial los más pobres, requieren como necesario complemento para cumplir con sus metas de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero y para adaptarse al cambio climático, un hecho que podría incidir muy negativamente en el cumplimiento de sus compromisos. A la política Trump, la mayor parte de países desarrollados han respondido manifestando su intención de elevar sus ambiciones en el Acuerdo de París. El hecho de la existencia de algunas luces no puede ocultar las muchas sombras que el anuncio de Trump proyecta sobre el futuro del Acuerdo de París y la geopolítica internacional y pone de presente, una vez más, que el destino ambiental del planeta está fundamentalmente en manos de los Estados, y que en manos de la sociedad civil está crear las condiciones para que la voluntad de los líderes políticos y los Gobiernos se mueva en la dirección correcta.


  Otros acuerdos internacionales: logros y falencias


  Los muy pocos avances en la lucha contra el cambio climático suelen ocultar algunos logros alcanzados en los principales acuerdos internacionales que se listan en la siguiente sección. Es claro que en su conjunto están muy lejos de cumplir con el ideal de resolver los problemas ambientales y los retos del desarrollo sostenible en el ámbito global, pero esta realidad no puede hacer perder de vista que hay casos de éxito, que hay logros parciales y que estos acuerdos han jugado un positivo papel en la construcción de las agendas ambientales nacionales.


  Entre los tratados sobre la atmósfera, el Protocolo de Montreal, suscrito en 1989, está logrando derrotar en forma contundente el adelgazamiento o “hueco” de la capa de ozono; este es un fenómeno con perversas consecuencias para la especie humana y otras especies tanto de fauna como de flora, causado por la emisión de fluoro carbonados. Paradójicamente, este protocolo entró en conflicto con la Convención de Cambio Climático. La sustitución de los fluoro carbonados de primera generación por HFC, como base de los sistemas de frío y de aire acondicionado, es una de las principales explicaciones del éxito del Protocolo de Montreal, pero ha tenido negativas consecuencias para el calentamiento global puesto que los HFC son un potente gas de efecto invernadero, mucho más que el CO2. Este conflicto, que en la actualidad se está resolviendo a partir de HFC de tercera generación, que no tienen efectos sobre el cambio climático, ilustra cómo la segmentación del tema ambiental en los acuerdos internacionales suele generar problemas para su solución.


  Además de los problemas a la atmósfera causados por la emisión de gases producto de las actividades humanas, hay otros problemas de contaminación generados por el uso de diversos químicos que están encontrando su solución (ver los principales tratados sobre químicos en la sección sobre tratados internacionales, página 171). La prohibición total de 18 de los químicos más peligrosos conocidos por la humanidad (utilizados en la agricultura y otras actividades), a partir del Convenio de Estocolmo (2011), se está perfilando como una historia de éxito. Hoy existen positivas expectativas con el reciente tratado para combatir la contaminación con mercurio (Convención de Minamata), basadas en las rápidas acciones que se están adelantando. A su vez, la utilización de los países pobres como basureros de los desechos tóxicos y peligrosos producidos por los países desarrollados se ha disminuido mediante el Convenio de Basilea; no obstante, han aparecido nuevos problemas, como el de los grandes volúmenes de desechos electrónicos, que han encontrado con frecuencia su disposición inadecuada e ilegal en territorios de países pobres. Pero el principal problema con los químicos, tanto a nivel nacional como transfronterizo, escapa a los tratados internacionales y a la gestión ambiental de los países dado el gran desconocimiento de sus efectos. De los 5000 químicos de alto volumen de producción —dispersados ampliamente en el medio ambiente y materia de exposición humana casi universal—, menos de la mitad han sido sometidos a pruebas rigurosas de seguridad o toxicidad antes de liberarlos al mercado (Landrigan et al., 2017); son algo así como una bomba de tiempo con poder desconocido.


  En relación con la agenda verde, el avance en la creación de áreas protegidas en todos los países del mundo es el resultado de los diversos acuerdos sobre biodiversidad, entre los cuales la Convención ocupa hoy la mayor jerarquía (ver página 171). En forma similar, la creación de los resguardos indígenas como medio para la protección de la diversidad cultural y biológica ha recibido impulso con los acuerdos globales sobre los pueblos indígenas. En balance, son dos casos extraordinarios de éxito en los cuales los movimientos indígenas y el ambientalismo, representados por diversas organizaciones, han dado una lucha por su construcción y permanencia en el tiempo, enfrentando poderosos intereses económicos que ven en los parques y resguardos un enorme obstáculo para el lucro rápido.


  A su vez, gracias a la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres (CITES) firmada en 1973, se ha logrado evitar que cientos de especies de fauna y flora estén al borde de la extinción, y que, por el contrario, sus poblaciones hayan aumentado. Su tarea es descomunal pues, hoy, aproximadamente 5800 especies de animales y 30 000 especies de plantas están protegidas por CITES contra la sobreexplotación a través del comercio internacional. Sin embargo, en casos de especies de tanto simbolismo como de valor en el mercado, como elefantes y rinocerontes, el CITES no ha logrado impedir que sus poblaciones hayan continuado en descenso, al punto que dos subespecies, el rinoceronte blanco y el rinoceronte negro de África occidental, ya se extinguieron; estos casos evidencian las enormes dificultades de combatir las poderosas mafias internacionales que están detrás del exorbitante lucro del comercio ilegal de los colmillos de elefante y de los cuernos de rinoceronte, el cual se asemeja en su complejidad al narcotráfico. Pero casos como estos, que no sin razón tienen una alta publicidad, suelen esconder de la opinión pública numerosas historias de éxito de CITES y otros tratados que, como la Convención Internacional para la Regulación de la Caza de Ballenas, ha sido fundamental para evitar la extinción de algunas de las subespecies de este mamífero.


  Principales tratados y acuerdos internacionales11

   

  a.      Tratados sobre la atmósfera


   


  Convenio Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (CCC) (1992): su objetivo es lograr la estabilización de las concentraciones de gases de efecto invernadero en la atmósfera a un nivel que impida interferencias antropógenas peligrosas en el sistema climático.


  Acuerdo de París (2015): acoge, en el marco del CCC, las contribuciones previstas determinadas a nivel nacional para la reducción de gases de efectos invernadero y las medidas para desarrollarlas.


  Protocolo de Montreal Relativo a las Sustancias Agotadoras de la Capa de Ozono (1987): este protocolo pertenece a la Convención de Viena (1985). Su objetivo es proteger la capa de ozono mediante el control de producción de las sustancias degradadoras de la misma.


   


  b.       Tratados sobre biodiversidad, suelos y océanos


   


  Convención de Biodiversidad (1992): su objetivo es la conservación de la diversidad biológica, el uso sostenible de sus componentes y la distribución justa y equitativa de los beneficios del uso de los recursos genéticos. Esta convención cuenta hoy con tres protocolos.


  Protocolo de Bioseguridad (2000): busca proteger la diversidad biológica de los riesgos potenciales asociados con los organismos vivos modificados resultantes de la biotecnología moderna. Establece un procedimiento de avance previo de información mediante el cual los países son provistos de la información necesaria antes de acordar la importación de tales organismos a su territorio.


  Protocolo de Nagoya sobre Acceso a los Recursos Genéticos y Reparto Justo y Equitativo de los Beneficios que se Deriven de su Utilización (2010): su objetivo es la participación justa y equitativa en los beneficios que se deriven de la utilización de los recursos genéticos, incluso por medio del acceso apropiado a los recursos genéticos y por medio de la transferencia apropiada de tecnologías pertinentes, teniendo en cuenta todos los derechos sobre dichos recursos y tecnologías y por medio de la financiación apropiada, contribuyendo por ende a la conservación de la diversidad biológica y la utilización sostenible de sus componentes.


  Protocolo Suplementario de Nagoya-Kuala Lumpur sobre Responsabilidad y Compensación, Suplementario al Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología (2010): su objetivo es contribuir a la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica, teniendo también en cuenta los riesgos para la salud humana, proporcionando normas y procedimientos internacionales en la esfera de la responsabilidad y compensación en relación con los organismos vivos modificados.


  Convención de las Naciones Unidas contra la Desertificación en los Países Afectados por Sequía Grave, en particular África (1994): su objetivo es combatir la desertificación y mitigar los efectos de las sequías en países afectados a través de acciones a todos los niveles, apoyados por la cooperación internacional y convenios de colaboración.


  Convención Internacional para la Regulación de la Caza de Ballenas (1946): su objetivo es proporcionar una adecuada conservación de las poblaciones de ballenas y así hacer posible el desarrollo controlado de la industria ballenera.


  Convención Relativa a los Humedales de Importancia Internacional Especialmente como Hábitat de Aves Acuáticas (1971): su objetivo es servir de marco para la acción nacional y la cooperación internacional en pro de la conservación y uso racional de los humedales y sus recursos.


  Convenio Internacional para la Protección de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres (CITES) (1973): su objetivo es velar por que el comercio internacional de especímenes de animales y plantas silvestres no constituya una amenaza para su supervivencia.


  Convenio Internacional de las Maderas Tropicales (2006): sustituyó el Convenio acordado en 1994, el que, a su vez, sustituyó al primer convenio acordado en 1983. Su objetivo es promover la expansión y diversificación del comercio internacional de maderas tropicales de bosques ordenados de forma sostenible y aprovechados legalmente, y promover la ordenación sostenible de los bosques productores de maderas tropicales.


   


  c.       Tratados sobre químicos


   


  Convenio de Basilea sobre el Control de los Movimientos Transfronterizos de los Desechos Peligrosos y su Eliminación (1989): su objetivo es controlar el movimiento transfronterizo de desechos peligrosos para proteger la salud humana y el medio ambiente, y en especial proteger a los países que no cuentan con la capacidad técnica para el manejo de desechos peligrosos.


  Convenio de Estocolmo sobre Contaminantes Orgánicos Persistentes (2001): su objetivo es eliminar o restringir el uso de aquellos contaminantes orgánicos persistentes (POP por sus siglas en inglés) que se acuerden en el contexto de la convención. Los POP se definen como sustancias químicas que persisten en el medio ambiente, se bioacumulan a través de la cadena alimenticia e imponen el riesgo de causar efectos adversos a la salud humana y al medio ambiente. Se ha acordado eliminar 18 químicos y restringir el uso de 22.


  Convención de Róterdam sobre Procedimiento de Consentimiento Fundamentado Previo para el Comercio Internacional de Ciertos Químicos y Plaguicidas Peligrosos (PIC) (2013): su objetivo es ayudar a los países participantes a efectuar decisiones informadas acerca de químicos potencialmente peligrosos que puedan ser enviados a ellos, y facilitar la comunicación a otros países. La convención requiere de los países exportadores que honren las decisiones de los países importadores.


  Convención de Minamata sobre Mercurio (2013): su objetivo es proteger la salud humana y el medio ambiente de las emisiones y liberaciones antropógenas de mercurio y compuestos de mercurio.


   


  d.       Principales acuerdos sobre el desarrollo sostenible


   


  Declaración de las Naciones Unidas sobre el Medio Humano (Estocolmo, junio 16 de 1972).


  Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo (Río de Janeiro, 3 al 14 de junio de 1992).


  Objetivos del Desarrollo Sostenible, 2015-2030: adoptados por la Asamblea de las Naciones Unidas, septiembre de 2015, a partir de la recomendación efectuada en la Conferencia Río+20.


   


  e.       Otros tratados


   


  Convenio sobre pueblos indígenas y tribales (Convenio 169 de la OIT, 1989): tiene dos postulados básicos: el derecho de los pueblos indígenas a mantener y fortalecer sus culturas, formas de vida e instituciones propias, y su derecho a participar de manera efectiva en las decisiones que les afectan.


  Débil gobernanza global


  En el conjunto de los acuerdos internacionales en materia ambiental, se identifican los principales obstáculos para su cumplimento, que se suman a aquellos que surgen de la alta prioridad conferida al crecimiento económico sin un adecuado miramiento por la naturaleza:


   


  
    	La proliferación de acuerdos que hace difícil a los países atender simultáneamente tantos frentes a la vez;


    	La debilidad de las sanciones e incentivos para cumplirlos; la inexistencia o falta de una razonable combinación de garrote (sanciones) y zanahoria (incentivos económicos) es una de las grandes falencias de muchos de los tratados, como lo ilustra la Convención de Biodiversidad y sus protocolos;


    	El hecho de que algunos países desarrollados no se unan a los tratados (por ejemplo, Estados Unidos no ha ratificado las convenciones de biodiversidad y Basilea y otros 8 tratados) o los ignoren, lo que socava la protección ambiental global;


    	La promoción sistemática de los países desarrollados de una agenda económica global que abre a los países en desarrollo a corporaciones muy poderosas para explotar sus recursos mineros, petroleros y agrícolas, que con mucha frecuencia violan las leyes nacionales que han sido establecidas a partir de los acuerdos internacionales;


    	El hecho de que los tratados internacionales sobre medio ambiente corresponden a una era en la que la organización internacional de la producción y el consumo estaban mucho menos concentradas en cadenas de valor. Ese es el caso, por ejemplo, de la industria de alimentos y bebidas: 10 empresas controlan el 55% de la industria de fertilizantes; 3 comercializadoras controlan el 80% del mercado mundial de soya, maíz y trigo (Econexus, 2013); 1 empresa produce 1 de cada 3 cervezas que se consumen en el mundo; y la concentración continúa avanzando. Ante la realidad de estos oligopolios globales in crescendo, ¿no tendría sentido que se promovieran “acuerdos internacionales” entre los centros de estas cadenas de valor con miras a alcanzar el cumplimiento de las metas mundiales en protección ambiental y justicia social para los pequeños productores?

  


   


  Los tratados sobre medio ambiente y desarrollo, con sus virtudes y enormes falencias, nos enseñan también que el surgimiento de las amenazas ambientales globales se ha dado con enorme rapidez, mientras se continúa contando con una inadecuada y débil gobernanza global para enfrentarlas. Y es que la geopolítica internacional de los últimos siglos ha estado dominada por la existencia de los Estados Nación; las amenazas a la integridad de los Estados nacionales siempre habían sido otros estados nacionales. En este contexto tuvieron lugar las dos guerras mundiales y como medio para evitar la repetición de estas conflagraciones con indecible costo humano surgió las Naciones Unidas. Hoy todos los Estados nacionales, sin excepción, se encuentran amenazados y son víctimas de unos fenómenos ambientales que ellos mismos construyeron y cuya gravedad está dada por el grado de transgresión a los límites impuestos por la naturaleza. Y el que todos los Estados nación se encuentren amenazados es una de las fuerzas que ha ido paulatinamente modelando unas nuevas formas de aproximación a la gobernanza global, como lo revelan los principales acuerdos internacionales, y es una de las fuerzas que han ido arraigando la visión de que la única posibilidad de enfrentar las amenazas ambientales globales es mediante una acción mancomunada de todos los Estados nacionales. Pero es claro que aún no se cuenta con la voluntad política requerida para resolver con contundencia los enormes retos ambientales, lo que está íntimamente asociado a que exista un enorme atraso para construir un sistema de Gobierno global y unas formas de gobernanza a tono con la necesidad de enfrentarlos. Son dos caras de la misma moneda. En últimas, los sistemas de Gobierno y gobernanza global, como el de Naciones Unidas, no son nada distinto a lo que sus asociados quieran que sean.


  LOS OBJETIVOS DE DESARROLLO SOSTENIBLE (ODS)


  Desde 1992 el término desarrollo sostenible se popularizó con una rapidez inusitada y fue redefinido en cientos de versiones, muchas de las cuales no incorporan la noción de límites ecológicos. Así, por ejemplo, en el mundo de los negocios es muy popular la idea de un desarrollo sostenible de las empresas que siempre garantice la situación gana-gana-gana: gana la economía (o los propietarios de la empresa), gana la sociedad (o sus clientes, trabajadores, etcétera) y gana el medio ambiente. Pero es evidente que tal propósito no siempre es posible de alcanzar. Con frecuencia esta noción ha servido simplemente para el “green washing” o para las relaciones públicas tanto por parte del sector privado como de los Gobiernos.


  Más de dos décadas después de su lanzamiento político en la Cumbre de Río, esta concepción fue vigorizada en los Objetivos del Desarrollo Sostenible 2015-2030 (ODS) que, aprobados por las Naciones Unidas después de 3 años de negociaciones, sustituyeron los Objetivos del Desarrollo del Milenio (ODM). Fue un proceso en el que Colombia jugó un papel sobresaliente (ver figura 5.1).


  Los Objetivos del Desarrollo Sostenible (ODS), conjuntamente con el Acuerdo de París, son dos instrumentos adoptados por todos los países del mundo para transitar hacia un desarrollo que simultáneamente reconozca dos imperativos: erradicar la pobreza y detener y reversar la trasgresión efectuada de 4 límites del planeta (cambio climático, integridad de la biósfera, suelos y ciclo de nitrógeno y fósforo) y evitar que se trasgredan los otros 5 límites (ciclo del agua, ozono, acidificación de los océanos, químicos y otras entidades). Los ODS sustituyeron los Objetivos del Desarrollo del Milenio (ODM), existiendo entre los dos una enorme diferencia. Estos últimos estaban centrados en el mejoramiento de las condiciones sociales de los países en desarrollo y otorgaban al tema ambiental una importancia marginal; en contraste, los ODS son de carácter universal, al incorporar a todos los países del mundo y establecer en su preámbulo 5 grandes propósitos, las 5 Ps, como se formulan para fines nemotécnicos: erradicación de la Pobreza e inclusión social; sostenibilidad ambiental o el cuidado de la casa común, nuestro Planeta; Prosperidad económica y Paz; y solidaridad mundial como medio para lograrlo (Parcería en el lenguaje popular colombiano).


   


  Figura 5.1. Objetivos de Desarrollo Sostenible
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  Fuente: Naciones Unidas: www.un.org.


  El medio ambiente en los ODS


  Los ODS comprenden 17 objetivos y 169 metas profundamente interrelacionadas. Todos los países del mundo adquirieron el compromiso de presentar un programa nacional con las metas a alcanzar y los medios para hacerlo, sobre cuyo cumplimiento deberán presentar informes periódicos.


  Entre los ODS, 4 objetivos hacen referencia explícita al medio ambiente: agua pura y saneamiento (objetivo 6), acción climática (objetivo 13), vida submarina (objetivo 14) y vida de ecosistemas terrestres (objetivo 15). Pero el conjunto de las metas de los objetivos 6, 13, 14 y 15 solo contiene una parte de las metas sobre sostenibilidad ambiental, encontrándose un buen número incorporadas en objetivos que en su denominación básica no hacen referencia explícita al medio ambiente. Por ejemplo, en el Objetivo 2, Hambre Cero, se establece: “Para 2030, asegurar la sostenibilidad de los sistemas de producción de alimentos y aplicar prácticas agrícolas resilientes que aumenten la productividad y la producción, contribuyan al mantenimiento de los ecosistemas, fortalezcan la capacidad de adaptación al cambio climático, los fenómenos meteorológicos extremos, las sequías, las inundaciones y otros desastres, y mejoren progresivamente la calidad del suelo y la tierra” (meta 4); “Para 2030, mantener la diversidad genética de las semillas, las plantas cultivadas y los animales de granja y domesticados y sus especies silvestres conexas, entre otras cosas mediante una buena gestión y diversificación de los bancos de semillas y plantas a nivel nacional, regional e internacional, y promover el acceso a los beneficios que se deriven de la utilización de los recursos genéticos y los conocimientos tradicionales y su distribución justa y equitativa, como se ha convenido internacionalmente meta 5”. A similitud del Objetivo 2, todos los ODS tienen una o más metas relacionadas con la sostenibilidad ambiental, como reflejo de la transversalidad del tema en los ámbitos social, económico, cultural y político.


  Por otra parte, la existencia de las múltiples interrelaciones entre las metas de los ODS evidencia la complejidad de lo que significa la teoría y la práctica del desarrollo sostenible. Así, por ejemplo, al construir una matriz de 169x169, cuyos ejes vertical y horizontal están compuestos respectivamente por las 169 metas, el Institute for Global Environmental Strategies (IGES, 2019) ha encontrado que la mayor parte de estas se encuentran interrelacionadas y que esas interrelaciones pueden llegar a ser desde muy fuertes hasta muy débiles, con un signo negativo o positivo; el IGES ha estudiado para 6 países asiáticos el grado de robustez de esas interrelaciones, desarrollando un conjunto de indicadores para medirlo. Esfuerzos similares se adelantan en muchos países y regiones, con miras a estar en capacidad de mejorar los instrumentos para la formulación y seguimiento de los ODS.


  El crecimiento económico y poblacional, los patrones de producción y consumo y la política en los ODS


  En los ODS se propende por el crecimiento económico como una condición necesaria para erradicar la pobreza y la miseria. Es difícil estar en desacuerdo con este predicamento durante el horizonte de la implementación de los ODS, 15 años a partir del 2015, más cuando los réditos de ese crecimiento deberían estar enfocados a la erradicación de la pobreza. Pero, como se ha argüido a lo largo de los 4 primeros capítulos, no es viable continuar en forma indefinida con el actual patrón de crecimiento económico en virtud de la existencia de los límites ecológicos del planeta. Como salida a esta situación, se plantean hoy promisorios caminos: (1) generar una transición hacia una economía que valore adecuadamente la naturaleza como vía para detener su invisibilidad en el mercado y su despilfarro y mal uso; en esta dirección existen avances como los propiciados por la organización La Economía de los Ecosistemas y la Biodiversidad (TEEB, por sus siglas en inglés), que propende por nuevas estrategias empresariales enraizadas en el concepto de los ecosistemas y sus servicios (TEEB, 2010); (2) generar un tipo de crecimiento económico cualitativa y cuantitativamente diferente al actual, que soporte una nueva concepción de prosperidad y que se desconecte (decoupling) de sus impactos ambientales; en últimas, se propone generar un motor económico que no confíe para su estabilidad en un implacable crecimiento del consumo y del flujo de materiales (Jackson, 2009); esta alternativa está teniendo expresiones prácticas, como se evidencia, por ejemplo, en la economía circular, o en la incorporación de políticas económicas que desincentiven el consumo de diversos materiales y bienes, como por ejemplo el los de combustibles fósiles mediante el establecimiento del impuesto al carbono. En esta misma línea se encuentran los planteamientos de José Antonio Ocampo, quien ha señalado que para alcanzar el desarrollo sostenible es necesario alinear las políticas macroeconómicas y mesoeconómicas con los objetivos de la erradicación de la pobreza y la sostenibilidad ambiental (Ocampo, 2012). Por ejemplo, una parte del ahorro nacional se debería canalizar a inversiones verdes (energías limpias, restauración ecológica, reforestación comercial, investigación en tecnologías para aprovechar la biodiversidad), como Corea del Sur y Alemania lo han hecho con fructíferos resultados; o se deberían introducir correctivos a las políticas tributarias con miras a desestimular la deforestación, entre otras. Al mundo de la macroeconomía pertenece el impuesto al carbón, que se adoptó en Colombia en la reforma tributaria de 2016.


  Estos dos caminos son complementarios y hacia ellos es factible adelantar un vigoroso tránsito en el plazo de tiempo que existe de aquí al 2030, previsto tanto para los ODS como para el Acuerdo de París. Y estas dos alternativas contrastan con los planteamientos que abogan por una sociedad de crecimiento cero en que se redefina el progreso (Daly y Constanza, 2009) que convergen con la postura de la Encíclica Laudato Si’ que clama por un cambio radical en el modelo económico-tecnológico vigente. El papa Francisco afirma que es un desiderátum que requería como condición necesaria la realización de un proceso de diálogo universal y construcción de acuerdos entre Estados, ideologías, religiones y movimientos sociales, puesto que en últimas se trata de un complejo asunto ético cuyas raíces se encuentran en los fundamentos mismos de la civilización contemporánea (papa Francisco I, 2015). Pero si bien la redefinición de la noción de progreso y el cambio del modelo económico basado en el crecimiento indefinido se plantean como un imperativo, son propósitos que, por su complejidad, solo son construibles en el largo plazo; o, en otras palabras, no es una alternativa que sirva para responder a la necesidad de dirigir al planeta en la senda de no traspasar el límite de 1,5ºC, que es un asunto de corto plazo, de aquí al 2030, y quizá una década más.


  Algunos califican la exclusión explícita del control al crecimiento poblacional en los ODS como el elefante metido en el patio de atrás de la casa. No existe una relación simple entre el tamaño de la población y la transformación y deterioro de los ecosistemas. Pero se sabe que a medida que la población mundial crece, se crea una mayor presión sobre los límites globales del clima, el uso de la tierra cultivable, el agua potable, los bosques y la pesca, entre otros. En el caso del cambio climático, se estima que, en diferentes escenarios de disminución del crecimiento poblacional, la emisión de gases de efecto invernadero podría disminuir entre 37% y 41% (O´Neill et al., 2010). Si no se hubiese contado con los programas de planificación familiar adelantados en la segunda mitad del siglo pasado, hoy la población tendría varios cientos de millones de personas adicionales, y la crisis ambiental sería mucho más profunda y, seguramente, la pobreza y la miseria también. Esta, la planificación familiar, fue el resultado de una política global que, hoy, por razones fundamentalmente religiosas, está muy disminuida. Pero esta política nos recuerda cómo es posible, mediante la acción mancomunada de los Estados, enfrentar con relativo éxito problemas de naturaleza mundial.


  La exclusión del control del crecimiento poblacional como objetivo explícito en los ODS no significa que estos no tengan consecuencias sobre este crecimiento, según un estudio del Instituto Internacional de Análisis de Sistemas Aplicados (IIASA). En este, se concluyó que si se cumplen los ODS, se daría lugar a una población mundial de entre 8200 y 8700 millones para 2100 (Abel et al., 2016). Este crecimiento estaría muy por debajo de las estimaciones que establecen, con un 80% de probabilidad, que la población mundial de 7600 millones de personas en 2017 pasaría a un total que se sitúa entre 9600 millones y 12 300 millones en 2100 (Gerland et al., 2014). Los factores que explican aquella disminución, en relación con estas últimas estimaciones, son los efectos del aumento de la educación femenina (ODS 4) sobre la reducción de las tasas de natalidad en los países en desarrollo y el acceso universal a los servicios de salud reproductiva (ODS 3).


  En otras palabras, la Tierra podría contar con una adición de habitantes situada en un rango entre 2000 y 4700 millones, dependiendo del grado en que se cumplan los ODS. Esta última cifra, 4700 millones, es equivalente al crecimiento registrado entre 1960 y 2017, y conocemos bien las consecuencias ambientales asociadas a este hecho. En América Latina y el Caribe, se estima como lo más probable que la población total de la región crezca de 625 millones en 2017 a 730 millones en 2050, cifra en la que se estabilizaría. Esta última podría oscilar entre 625 y 845 millones, dependiendo principalmente de las políticas públicas. En el caso de Colombia se prevé que su población se estabilizará en 60 millones, si se continúan las actuales políticas de salud sexual y reproductiva, fortaleciéndolas en los grupos de población más vulnerables.


  Los cientos de millones de personas que están en la pobreza y en la miseria deberán aumentar su consumo como medio para atender sus necesidades básicas. Es un elemental hecho de justicia que corresponde al objetivo central del desarrollo sostenible de alcanzar el bienestar social. Pero alcanzarlo en un escenario de “business as usual”, es decir manteniendo los actuales patrones de producción y consumo, impediría mantener al planeta Tierra dentro de los límites ecológicos y alcanzar la sostenibilidad ambiental. Se requiere entonces alcanzar, simultáneamente, las metas de descarbonizar la economía y de lograr una mayor eficacia y eficiencia en el uso de los materiales que se extraen de la litósfera (minerales), la biósfera, la hidrósfera y la atmósfera (por ejemplo la extracción de nitrógeno para fertilizantes), lo que implica reformar los patrones de producción y consumo en su conjunto.


  Este último es un propósito que se puede alcanzar gradualmente a través de promisorias aproximaciones económicas y tecnológicas. Así, es viable desincentivar mediante impuestos el consumo de bienes y servicios cuyo impacto sea injustificable desde las perspectivas de su huella ecológica y del bienestar. Las exitosas experiencias con el impuesto a las bolsas de plástico como medio para bajar su uso, o de los impuestos al cigarrillo y las bebidas azucaradas y alcohólicas para disminuir su consumo, así lo indican. Del mismo tenor, el uso de incentivos económicos puede estimular el consumo de ciertos bienes frente a otros alternativos, como es típicamente el caso de la rebaja de impuestos para los automóviles eléctricos o los subsidios en las tarifas de los sistemas de transporte colectivo. Algunos de estos instrumentos pueden llegar a ser acordados a partir de los tratados multilaterales, como es el caso del impuesto al carbono, cuya imposición no solo desestimula el uso de combustibles fósiles sino que genera los recursos requeridos para otros programas, como podrían ser los de adaptación al cambio climático. Como concluye el reciente informe “Estilos de vida en un mundo de 1,5ºC: objetivos y opciones para reducir las huellas de carbono en el estilo de vida”, el reto de cambiar los patrones de consumo es enorme (IGES et al., 2019): “Teniendo en cuenta los niveles de consumo actuales, los ciudadanos de muchos países desarrollados tendrían que reducir sus huellas de carbono en su estilo de vida en un 80-90% o más, y en algunos de los países en desarrollo en un 30-80%, en los próximos 30 años”.


  Para el cambio de los patrones de producción y consumo, el desarrollo tecnológico es promisorio, como se ilustra con las diversas aproximaciones que aparecen en el recuadro 1. Algunas de ellas se enmarcan en la ecología industrial, una disciplina que busca comprender y reducir el impacto ambiental de la industria mediante el estudio de los flujos de energía y de materiales a través de sistemas industriales. La denominación “ecología industrial” es una metáfora que establece sus objetivos últimos: que los sistemas industriales funcionen en forma similar a un ecosistema y que lleguen a producir cero residuos. En el caso de la descarbonización de la economía, ya existe un conjunto de tecnologías que lo hacen viable en los plazos del Acuerdo de París, como se examina en el capítulo 8. En general, el desarrollo científico y tecnológico es muy promisorio para enfrentar las amenazas ambientales, pero confiar solamente en este camino tiene demasiados riesgos; no podemos convertir nuestro planeta en un laboratorio de experimentación. A su vez, la ciencia y la tecnología son esenciales para aumentar la resiliencia de los ecosistemas en la nueva era del Antropoceno, así como para adelantar diversas medidas de adaptación para mitigar los impactos que sean inevitables, y para gestionar el riesgo en esta era caracterizada por mayores incertidumbres que en el pasado.


  
    Recuadro 5.1. Aproximaciones para una transformación socioambiental12


    Economía circular. Plantea una reorganización del sistema económico a partir de una reorientación de los sistemas de producción y consumo con el fin de reducir el impacto ambiental mediante el “cierre del ciclo producción-consumo”. En lugar de deshacerse de los materiales como residuos al final de la vida de un producto, se debe dar valor a los materiales como insumos en unos próximos ciclos de la producción de bienes o servicios. El modelo rechaza la idea de que la economía debe reducirse o ser llevada a un estado de no crecimiento para ser ambientalmente sostenible. Por el contrario, la economía puede crecer con un enfoque circular sistémico para todas las decisiones de producción de bienes y servicios, así como para la construcción de infraestructura, tales que el valor no se desperdicie a lo largo de la cadena de producción y consumo sino que sea mantenido y reinvertido.


    Reduzca, reutilice, recicle. Ofrece una jerarquía en el valor de la sostenibilidad. Reciclar es bueno, la reutilización es mejor y reducir lo mejor de todo. Las tres R’s se encuentran en el corazón de la economía circular.


    Agroecología. Busca la aplicación práctica de conceptos y principios ecológicos al estudio, el diseño y la gestión de las interacciones ecológicas en los sistemas agropecuarios (por ejemplo, las relaciones entre elementos bióticos y abióticos). Este enfoque sistémico integral en materia de desarrollo de los sistemas agropecuarios y alimentarios se basa en muy diversas técnicas, prácticas e innovaciones, que incluyen los conocimientos locales y tradicionales, además de los de la ciencia moderna.


    Eco-eficiencia. Se refiere al concepto de crear valor mientras se minimiza el uso de los recursos y el desperdicio (producir más con menos), tanto en la industria como en el sector agrícola.


    Desmaterialización, desacoplamiento de materiales, eficiencia en el uso de los materiales. Son aproximaciones que capturan la intención de eliminar el vínculo entre crecimiento económico y rendimiento de los materiales. Estas aproximaciones se superponen entre sí.


    El producto como servicio. Un mecanismo comercial para establecer una relación entre la empresa y el cliente en el que aquella no vende el producto físico (por ejemplo, bombillas) sino que vende el servicio (por ejemplo, lúmenes de luz). En esta relación, la empresa tiene el incentivo de hacer el producto y el servicio tan duradero y eficiente como sea posible.


    Consumo colaborativo. Busca mejorar el uso de activos subutilizados a través del intercambio. Hoy tiene una creciente aplicación en bienes de capital como automóviles y vivienda.

  


  HACIA UNA NUEVA ÉTICA


  Transformar las relaciones de la sociedad con la naturaleza y, entre ellas, cambiar los patrones de consumo y producción, no es un cometido que solamente se pueda lograr mediante políticas e instrumentos económicos, o el cambio tecnológico para la eficiencia y eficacia en el gasto de materiales y energía que desacople su utilización del crecimiento económico, o a través de la sustitución de las fuentes de energía fósiles por energías renovables no convencionales. Esta transformación debe estar orientada por una nueva ética que se base en la valoración y respeto de los seres vivos, en todas sus formas; que rechace las visiones extractivistas de la naturaleza y las sustituya por unas que respeten los límites ecológicos; que rechace el desperdicio, como se tipifica en los alimentos de los cuales se pierde, a nivel mundial, el 30% de lo producido en el camino que va desde los campos agrícolas hasta la disposición final de los sobrantes, pasando por su procesamiento y consumo; que rechace el consumo suntuario, como se tipifica en el agua embotellada allí donde existen sistemas públicos para la provisión de agua potable; que haga un más eficaz y eficiente uso social de la tecnología, como se tipifica en priorizar la utilización del transporte colectivo (buses, metros) sobre el automóvil individual; que disminuya el consumo per cápita de bienes cuya producción está haciendo injustificados daños directos a los ecosistemas, como se tipifica en la carne y la leche y sus derivados del ganado vacuno (propender por un mundo totalmente vegano no tiene sentido, pero disminuir la cantidad de carne de ganado vacuno en la dieta y sustituirla por otras proteínas sí lo tiene); que transforme la cultura de usar y tirar, como se tipifica en la moda rápida; que haga un más eficaz uso de los bienes, como se tipifica en los nacientes sistemas de compartirlos (desde Uber hasta Airbnb); que lleve a los que consumen en exceso a consumir menos para hacer posible que los que no consumen suficiente lo hagan; que rechace radicalmente la existencia de la pobreza y la miseria; y que conduzca a los individuos y a las naciones a establecer la solidaridad exigida por el cuidado de nuestra casa común.


  Una nueva ética como la que aquí se esboza es diferente a rechazar la existencia de una sociedad en la que la producción y el consumo se instrumenten a través de la economía de mercado. Es necesario preservar y enriquecer su gran virtud: un sistema para que las personas no solo atiendan sus necesidades básicas sino también para que alcancen un bienestar cuyos elementos es necesario redefinir. Con ello no se está defendiendo la existencia del capitalismo en todas sus versiones, puesto que es obvio que hay que desterrar el capitalismo salvaje, aquel que en últimas propicia la transgresión de los límites impuestos por la naturaleza, y que no crea las condiciones para una sociedad más justa, equitativa e incluyente, en donde no exista la pobreza.


  En la creación de una nueva ética de relación de la sociedad con su territorio y una nueva ética de los estilos de vida es indispensable acudir a la educación, la cual ya está demostrando sus frutos, como lo simboliza el caso de Greta Thunberg, la joven de 16 años que ha retado a los dirigentes mundiales por su irresponsabilidad frente al cambio climático.


  
    
      9 Sobre la Conferencia de Río y sus resultados escribí el libro Crisis ambientales y relaciones internacionales, 1994.

    


    
      10 Efectué una primera versión sobre el surgimiento de estas visiones en “El ambientalismo en América Latina” (Rodríguez, 2008).

    


    
      11 Adaptada de Rodríguez-Becerra, Manuel, 2012.

    


    
      12 Adaptado de Putt et al. 2017. “Examples of Buzzworthy Business Models”, en Putt et al., The Elephant in the Boardroom: Why Unchecked Consumption Is Not an Option in Tomorrow’s Markets. Washington: WRI, working paper, marzo de 2017.

    

  


  CAPÍTULO 6 
 COLOMBIA: RIQUEZA EN BIODIVERSIDAD Y AGUAS Y TRANSFORMACIÓN DEL TERRITORIO


  Colombia es un país de gran complejidad en lo físico y en lo biótico. Esta complejidad generalmente se confunde con “riqueza” en la retórica de pensadores y políticos locales.


  JULIO CARRIZOSA


   


  En medio del cambio global, así como de los problemas ambientales que enfrentamos localmente, nuestro país se caracteriza por contar con una de las mayores riquezas en biodiversidad del mundo y con una excepcional oferta de agua.


  Esta gran riqueza se vincula con la situación geográfica del país en la esquina noroccidental de Suramérica, sobre la faja intertropical del globo, sumada a la presencia de la cadena montañosa de los Andes y a sus costas sobre dos mares. El territorio de Colombia hace parte de la mayoría de los grandes sistemas del continente: Andino, Amazónico, Orinoquía, cuenca del Caribe y cuenca del Pacífico. La evolución en un escenario con una orografía compleja determinó que eventos como las glaciaciones, y en general la alternancia de ciclos climáticos, en particular durante el Cuaternario hace 2,4 millones de años, tuvieran efectos únicos sobre el medio natural, en comparación con las otras zonas del trópico.


  La gran riqueza en aguas y la alta diversidad de ecosistemas, de especies y genética (las tres dimensiones encapsuladas en el concepto de biodiversidad) son el tema principal de este capítulo, y para comprenderlo mejor se examinarán, desde una perspectiva histórica, los procesos de transformación del territorio de origen humano, los cuales se pierden en el tiempo y llegan hasta nuestros días. Se trata de un esbozo, de unas pinceladas sobre ese devenir complejo y fascinante del que hoy se ocupan numerosos académicos de la historia ambiental de las Américas y de Colombia.


  LA TRANSFORMACIÓN DEL TERRITORIO: LA GRAN AMAZONÍA


  Durante mucho tiempo se creyó que la naturaleza en las Américas era virgen a la llegada de los conquistadores. Si bien se reconocía la existencia de las culturas maya, azteca, inca y muisca, estas, se señalaba, eran inferiores a las europeas y habían surgido en un continente cuya naturaleza estaba predominantemente intocada. Hoy sabemos que la historia de las Américas, y con ella la de Colombia, previa a su descubrimiento, es diferente. Justamente en la celebración de los 500 años del encuentro de los dos mundos, una forma más correcta de denominar la invasión europea a las Américas, el geógrafo William Denevan publicó “The Pristine Myth: The Landscape of the Americas in 1492” (1992) una investigación pionera que concluyó que el paisaje de la América precolombina estaba humanizado en todas partes. Es una visión que Charles Mann, a partir de un cúmulo de investigaciones, sintetiza en su libro The Americas Before Columbus, en el que muestra cómo en este vasto territorio se habían desarrollado múltiples, diversas y ricas culturas, tan avanzadas o más que las europeas (Mann, 2006).


  En consonancia con la visión de una América con una naturaleza poco intervenida por la acción humana, se propagó la idea de la existencia de una impenetrable selva amazónica (aquella que hoy comparten ocho países), virgen y habitada escasamente por unos pueblos indígenas aislados y que luchaban por sobrevivirla. Fue una visión que dominó a ambientalistas y científicos y cautivó la imaginación popular desde el siglo XIX. Pero fue una visión fabricada con posterioridad a la conquista, puesto que los primeros europeos en arribar a la región se encontraron con populosas ciudades, cultivos y vías a lo largo de las riberas de los principales ríos amazónicos y de sus vecindades. Así lo registró, en 1542, Gaspar de Calvajal, el cronista del conquistador Francisco de Orellana: “La tierra es tan buena, tan fértil y tan al natural como la de nuestra España.” Estos relatos de los conquistadores fueron echados al olvido, toda vez que estos centros urbanos desaparecieron ante el declive de la población ocasionado por las enfermedades infecciosas traídas por los invasores, quienes con su acción armada también la diezmaron y empujaron a los sobrevivientes a la periferia.


  El mito de la Amazonía prístina ha sido derruido en las dos últimas décadas por diversas investigaciones que han dado la razón a los cronistas españoles y han mostrado cómo diversas áreas de la mayor selva tropical del planeta fueron influenciadas por miles de años de ocupación humana. Pero en qué medida y en qué extensión esta selva fue poblada e intervenida antes del arribo de los españoles sigue siendo un terreno de disputa.


  Por mucho tiempo se estimó que los primeros pobladores de la región arribaron hace aproximadamente entre 10 000 y 13 000 años, pero en las últimas décadas diversos hallazgos arqueológicos indican que pudo ser antes. Los recolectores-cazadores dejaron huellas en diversas y amplias extensiones de la región y a enormes distancias y, desde hace 9000 años, los primeros asentamientos generaron perturbaciones en los bosques. Hace 5000 años surgió la agricultura migratoria que con la tala y la quema, y la plantación de arbustos y árboles, generó profundas transformaciones, que incluyen la diseminación de especies. Y desde hace 3000 años y hasta la conquista se formaron a lo largo del río Amazonas, en particular aguas abajo desde su punto medio, centros nucleados a lo largo de las planicies inundables: complejos de montículos —superficies elevadas con propósitos agrícolas, residenciales, sociales, sagrados, defensivos y de comunicación—, todo lo cual alteró la topografía, los suelos y la vegetación. Las mayores transformaciones del paisaje, descubiertas en las últimas décadas, tuvieron lugar en la ribera y vecindades del río Amazonas, en donde llegaron a existir densos centros urbanos con aproximadamente 10 000 habitantes, hace cerca de 1000 años. Y en algunas zonas de humedales del inmenso delta del río llegó a existir un sofisticado sistema agrícola. Otros lugares diferentes a las riberas y las vecindades del río Amazonas fueron hábitat de vibrantes culturas como la encontrada en Huapula en la Amazonía occidental ecuatoriana —no muy lejos de las faldas del volcán Sangay, en una zona no inundable—, que surgió hace 2500 y se marchitó 1000 años después con una masiva lluvia de cenizas volcánicas (Denevan 1992; Heckenberger, 2008; Roosevelt, 2013).


  El hecho de que ciertas especies de árboles, como las castañas y otros de utilidad para la alimentación y diversos usos, se encuentren en diversas zonas de la Amazonía es el legado de la arboricultura de pueblos indígenas que incrementaron la densidad de especies seleccionadas en la selva. Además, la Amazonía fue un importante centro de domesticación de, por lo menos, 83 especies vegetales para su cultivo (Clement et al., 2015; Levis et al., 2012). Estos y otros hallazgos de las últimas 3 décadas han llevado a muchos investigadores y divulgadores de la ciencia a afirmar que la mayor parte de la Amazonía, si no toda, había sufrido algún grado de transformación antes de la Conquista y que mucho de lo que hoy parece prístino es una revegetalización de lugares que fueron intervenidos. Sin embargo, otros investigadores han encontrado extensas áreas en donde no se encuentran rastros de intervención humana, en particular en áreas interfluviales de tierra firme. Como la investigadora Dolores Piperno afirma, “sería más apropiada una interpretación de medio término: entre ‘la Amazonía Prístina/paraíso falsificado’ y ‘la Amazonía como paisaje construido/parque natural cultural’” (Piperno et al., 2015).


  El destino de la mayor selva tropical continua del mundo está en manos de ocho países. Mientras que el 67% del área total de la Amazonía pertenece al Brasil, el 6,4% pertenece a Colombia, área esta última que representa el 41% de nuestro territorio continental nacional. El devenir de la Amazonía en los últimos siglos lo sintetiza en pocas palabras Rhett Butler, un observador y defensor de los bosques tropicales del mundo: “La deforestación en la región fue durante siglos principalmente el producto de los agricultores de subsistencia que talaron árboles para producir cultivos para sus familias y el consumo local. Pero en la última parte del siglo XX, eso comenzó a cambiar, con una proporción cada vez mayor de la deforestación impulsada por las actividades industriales y la agricultura a gran escala. El resultado de este cambio es que los bosques en el Amazonas se limpiaron más rápido que nunca. Extensas áreas se han talado para pastoreo de ganado y granjas de soya, o se han inundado para represas hidroeléctricas, o han sido afectadas por la extracción de minerales, o se han arrasado con buldóceres para fundar ciudades o para proyectos de colonización dirigida. Al mismo tiempo, la proliferación de carreteras abrió bosques previamente inaccesibles a asentamientos de agricultores pobres, tala ilegal y especuladores de tierras” (Butler, 2016).


  Hoy se ha deforestado un poco más del 20% de la Amazonía. La deforestación de la región, como lo señalan los científicos Thomas Lovejoy y Carlos Nobre, ha sido motivo de una mayor preocupación desde que se descubrió que sus selvas producen aproximadamente la mitad de su propia precipitación reciclando la humedad de 5 a 6 veces a medida que las masas de aire se mueven desde el Atlántico a través de la cuenca hacia el oeste. Se ha planteado la pregunta de cuánta deforestación se requeriría para hacer que el ciclo del agua se degrade hasta el punto de generar estaciones secas y prolongadas que no puedan soportar los ecosistemas de selva tropical y que, en consecuencia, estos transiten hacia ecosistemas de vegetación de sabana, en particular en el este de la Amazonía. Estos investigadores consideran que, hoy, ante las sinergias negativas entre la deforestación, el cambio climático y el uso generalizado del fuego, el “tipping point” (punto de inflexión) se encontraría en una deforestación entre el 20 y el 25%, y que a partir de este el sistema selvático amazónico transitaría hacia ecosistemas no forestales en el este, sur y centro de la región. Y ante las incertidumbres sobre la ubicación de este tipping point, aconsejan no solo detener la deforestación sino también proceder a una restauración, en particular en el sur y este de la Amazonía, que coloque el área sin bosque por debajo del 20% (Lovejoy et al., 2018).


  Habitan la Amazonía 33 millones de personas en una extensión de aproximadamente 7,5 millones de kilómetros cuadrados. Existen asentamientos dispersos en el interior, pero la mayoría de la población vive en algunas ciudades más grandes en las riberas del Amazonas y otros ríos importantes, como en Iquitos y Pucallpa en Perú, Leticia, en Colombia, y Manaus, Santarem y Belém en Brasil. Aproximadamente 370 grupos étnicos habitan la selva amazónica, cada uno con su propio patrimonio cultural que incluye 180 idiomas diferentes; algunos se encuentran en extinción. No hay una Amazonía sino muchas Amazonías determinadas por su diversidad ecosistémica y cultural. Pero su destino socio-ecosistémico, como lo muestran Lovejoy y Nobre, está profundamente entrelazado. El reto de una deforestación cero y de una masiva restauración y reforestación —como requisitos para proteger la biodiversidad amazónica, y que no se degrade su ciclo de agua y no contribuya a la emisión de gases de efecto invernadero—, implica asegurar el bienestar y sueños de sus pobladores y, simultáneamente, superar las agudas contradicciones frente a su presente y a su futuro que tienen tanto los países desarrollados como las elites de los países que comparten la Amazonía. Unos y otros afirman en la retórica que es una prioridad conservar este ecosistema único por los servicios insustituibles que presta a sus países, a la región y al planeta, y, al mismo tiempo, lo tienen como objeto de una cruda explotación extractivista que se está acelerando. Como se señaló en 1992, en el Informe Amazonía sin Mitos, producto de la reflexión de un grupo de líderes de Latinoamérica, el futuro de este ecosistema, con tanta incidencia en el destino del planeta, depende de la acción aunada de los 8 países, que requiere, a su vez, de la solidaridad internacional. (CADMA, 1992).


  TRANSFORMACIÓN DE LOS ANDES, EL CARIBE, LA ORINOQUÍA, EL PACÍFICO Y LA AMAZONÍA DE COLOMBIA


  Según Andrés Etter, profesor de la Universidad Javeriana, la mayor parte de la población indígena de Colombia, que a la llegada de los conquistadores ascendía a 4 millones, se ubicaba en asentamientos permanentes y practicaba una agricultura intensiva. El cultivo de diversas especies en una misma parcela fue la característica central de esta agricultura, en lo que se conoce como policultivos: maíz, papa y otros tubérculos, y fríjoles en las tierras altas; maíz, coca, ahuyama, calabaza, batata, yuca, aguacate y otros árboles frutales, y algodón, ají, achiote y chontaduro en tierras bajas y medias. Evidentemente, era una tecnología agrícola más amigable con el medio ambiente que los monocultivos de hoy (Etter, 2015; Etter et al., 2008).


  La agricultura intensiva predominaba en las alturas media y alta de los Andes, habiéndose encontrado rastros de extensas áreas en donde se hacía uso de terrazas y drenajes para el manejo del agua, como se puede observar hoy en Pueblito y en la Ciudad Perdida en la Sierra Nevada de Santa Marta. La agricultura en áreas de humedales fue una modalidad de amplio uso practicada por los indígenas zenúes en la depresión momposina, cuyos camellones se pueden observar hoy en extensas áreas que sumadas alcanzan las 300 000 hectáreas y que a la llegada de los españoles ya no se utilizaban. Así mismo, en la sabana de Bogotá, dominada por humedales, los muiscas también construyeron camellones altos de tierra para sus cultivos. En contraste, en las áreas de sabana y bosques secos, en los llanos orientales y en la parte norte de la costa Caribe, o sea en las áreas más abiertas, los asentamientos eran más dispersos y móviles y las fuentes alimenticias de los indígenas se concentraban en la caza, la pesca y la recolección. En los valles interandinos se practicaba el rancheo, o confinamiento de animales silvestres tales como venados.


  Según estimaciones de Etter, cuyas investigaciones nos han dado tanta luz sobre la historia del territorio de lo que hoy es Colombia, a la llegada de los conquistadores la extensión total de las tierras ocupadas por la agricultura representó el 17% del territorio, aproximadamente, es decir 180 000 km2 (sumando la que se ubicaba tanto en los cauces de los ríos como en la región andina en extensiones más grandes). Pero de esa extensión, solo hasta el 10% habría sido agricultura intensiva y el 90% restante habría estado compuesta por un paisaje heterogéneo de zonas de vegetación intervenida secundaria, territorios de vegetación natural dedicada a usos extractivos y áreas de ecosistemas naturales remanentes, que en algunos casos podían ser los más extensos. Las áreas de sabanas y bosques secos ocupadas en la forma antes descrita, con niveles de impacto relativamente bajo, en comparación con aquellas, habrían alcanzado 206 000 km2, equivalente a 18% del territorio. Y las áreas de ecosistemas predominantemente naturales tendrían una extensión de 744 000 km2, equivalente al 65% del territorio (Etter, 2015).


  
    Figura 6.1. Las cinco grandes regiones naturales de Colombia


    
      [image: ]
    

  


  Etter estima el área de bosques y sabanas transformadas hacia 1500: 45% los bosques secos y zonas de arbustales del Caribe; 10% de los bosques de las tierras bajas (excluyendo a los del Caribe que están considerados en los bosques secos); 25% de los bosques de la región andina, registrándose un 30% de transformación en los Andes cafeteros (1000-2000 m s. n. m.), y un 20% en los Andes altos (> 2000 m s. n. m.).


  Durante la Conquista y la Colonia (1550-1810) se produjeron grandes transformaciones ecológicas del territorio colombiano. Entre 1500 y 1600 la cobertura boscosa aumentó, mientras la agrícola y la dedicada a usos mixtos disminuyó (tabla 6.1).


   


  Tabla 6.1. Transformaciones ecológicas del territorio colombiano, 1500-1800


  
    
      

      

      

      

      
    

    
      
        	

        	
          1500

        

        	
          1600

        

        	
          1700

        

        	
          1800

        
      


      
        	
          Natural (área km2)

        

        	
          744 000

        

        	
          808 000

        

        	
          800 000

        

        	
          760 000

        
      


      
        	
          Agricultura (área km2)

        

        	
          180 000

        

        	
          110 000

        

        	
          115 000

        

        	
          130 000

        
      


      
        	
          Ganadería (cabezas)

        

        	
          0

        

        	
          40 000

        

        	
          70 000

        

        	
          120 000

        
      

    
  


  Fuente: Etter (2015), pág. 73.


   


  El aumento del área natural se debió al colapso de la población indígena, que, entre 1530 y 1650, descendió de 4 millones a 400 000, y de esta última fecha a 1778 a 150 000 habitantes. El derrumbe de la población indígena tuvo entre sus causas el mal trato y los sangrientos procesos de sometimiento por parte de los conquistadores; pero sin duda los gérmenes traídos por los europeos aniquilaron la mayor parte. Con el descenso de la población indígena se produjo el abandono de extensas áreas que habían sido ocupadas en forma permanente durante cientos de años, produciéndose una regeneración natural de los ecosistemas. Etter estima que hacia finales del siglo XVI se habían abandonado entre 6 y 8 millones de hectáreas (60 000 – 80 000 km2), de las cuales cerca de 4 millones estarían en la región andina.


  Con la llegada de los españoles se inició la introducción de especies de flora y fauna provenientes primero de Europa y luego de Asia y África —incluyendo aquellas para el cultivo de alimentos y el ganado para carne y leche— y la incorporación de tecnologías de labranza basadas en el uso del acero y la fuerza animal para los nuevos cultivos. También se inició la actividad minera con tecnologías basadas en el hierro y el acero, que tendría un gran auge en el siglo XVIII.


  La ganadería como principal transformadora del territorio


  Al mismo tiempo que hacia 1600 ya se registraba una recuperación de los ecosistemas en gran parte de las áreas despobladas y abandonadas, la ganadería ya había sido introducida, ocupando principalmente áreas antes dedicadas a usos mixtos de agricultura y de cacería y recolección por parte de poblaciones nómadas en los llanos orientales y en el Caribe. La introducción de ganado, en especial el vacuno, habría de tener un profundo impacto en el territorio de Colombia que se ha prolongado e intensificado hasta nuestros días (tabla 6.2). No hay una actividad económica que más haya contribuido a la transformación del territorio y que haya tenido un mayor impacto ambiental que la ganadería. Hoy ocupa una extensión aproximada de 34 500 millones de hectáreas, en contraste con los cultivos agrícolas, que ocupan aproximadamente 7 millones de hectáreas. La tabla 6.2 registra el crecimiento de la ganadería desde 1500 hasta el año 2000.


   


  Tabla 6.2. Tamaño de rebaño de ganado por región
Tamaño estimado de rebaño de ganado por región para la fechas que marcan el inicio y el fin de periódos históricos




  
    
      

      

      

      

      

      

      

      
    

    
      
        	
          Región

        

        	
          1500

        

        	
          1600

        

        	
          1800

        

        	
          1850

        

        	
          1920

        

        	
          1970

        

        	
          2000

        
      


      
        	
          Los Andes

        

        	
          80 (?)

        

        	
          20 000

        

        	
          200 000

        

        	
          350 000

        

        	
          1 700 000

        

        	
          6 000 000

        

        	
          11 250 000

        
      


      
        	
          El Caribe

        

        	

        	
          25 000

        

        	
          300 000

        

        	
          450 000

        

        	
          2 300 000

        

        	
          5 000 000

        

        	
          9 200 000

        
      


      
        	
          La Amazonía

        

        	

        	
          –

        

        	
          –

        

        	
          –

        

        	
          10 000

        

        	
          250 000

        

        	
          1 100 000

        
      


      
        	
          El Orinoco

        

        	

        	
          5000

        

        	
          10 000

        

        	
          10 000

        

        	
          900 000

        

        	
          3 200 000

        

        	
          5 400 000

        
      


      
        	
          El Pacífico

        

        	

        	
          –

        

        	
          –

        

        	
          –

        

        	
          –

        

        	
          50 000

        

        	
          360 000

        
      


      
        	
          Total

        

        	
          1000a

        

        	
          50 000a

        

        	
          600 000a

        

        	
          900 000b

        

        	
          4 900 000b

        

        	
          14 500 000b

        

        	
          27 000 000b

        
      

    
  


  a Cálculos basados en Tovar (1992, 1993a, 1993b), Melo (1998) y Palacio (2001).


  b Basado en Ocampo (1987) y Palacio (2001).


  Fuente: Etter et al., 2008.


   


  La incidencia de la actividad ganadera en la deforestación en los Andes, el Caribe, la Amazonía, la Orinoquía y el Pacífico, entre el año 1600 y 2000, se evidencia en las tablas 6.2 y 6.3. Una parte de la deforestación no tiene su causa inmediata en la ganadería, puesto que la tumba del bosque pudo estar primariamente dirigida al establecimiento de cultivos agrícolas o a usos mixtos. Pero la asociación entre estos procesos se expresa en el hecho de que hoy la mayor parte de los suelos deforestados se dediquen a esta actividad. En particular, el historiador Shawn Van Ausdal señala que “hacia 1950, cuando se cree que comenzó la deforestación para la ganadería en América Latina, ganaderos y campesinos ya habían convertido millones de hectáreas de los bosques colombianos en pastos” (Van Ausdal, 2009).


  De 1600 a 1850 la ganadería creció de 50 000 a 900 000 cabezas (tabla 6.2), afectando principalmente los ecosistemas secos y subhúmedos del Caribe y los paisajes abiertos de sabana. A su vez, la apertura de suelos para la ganadería fue mucho más lenta en la Amazonía y el Pacífico y solamente tomó fuerza en la segunda mitad del siglo XX. En la Amazonía se impulsó con la colonización campesina fomentada por el Gobierno, en particular en el departamento del Caquetá (Etter et al., 2015). En las sabanas de la Orinoquía, y durante mucho tiempo, el impacto ecológico de la ganadería fue relativamente menor, puesto que su densidad fue baja, de una cabeza por cada 20 hectáreas en los llanos orientales en el siglo XVII hasta llegar a entre 2 y 4 cabezas por hectárea en el siglo XX, afectando muy poco las matas de monte y morichales que, en general, se protegieron. Así, la ganadería tradicional de los llanos orientales, hoy en declive, es un sistema amigable con el medio ambiente. En contraste, la introducción de las cabras y ovejas generó un grave deterioro de ecosistemas frágiles en diversas regiones del país. En La Guajira, entre Manaure, Riohacha, Uribia y Maicao —una zona seca, semidesértica, con áreas de pastizales naturales—, el ganado caprino, que se convirtió en la más característica actividad de los indígenas wayúu, empobreció los suelos.


  
    Tabla 6.3. Cambio anual
Estimación de tasas de cambio anual del área transformada de tipos de ecosistema de bosque

  


  
    
      
        

        

        

        

        

        

        

        

        

        

        

        

        

        
      

      
        
          	

          	
            1500-1600

          

          	
            1600-1800

          

          	
            1800-1850

          

          	
            1850-1920

          

          	
            1920-1970

          

          	
            1970-2000

          
        


        
          	
            Ecosistema

          

          	
            ha

          

          	
            %

          

          	
            ha

          

          	
            %

          

          	
            ha

          

          	
            %

          

          	
            ha

          

          	
            %

          

          	
            ha

          

          	
            %

          

          	
            ha

          

          	
            %

          
        


        
          	
            Bosque tropical seco

          

          	
            11 432

          

          	
            0,9

          

          	
            -693

          

          	
            -0,05

          

          	
            -5024

          

          	
            -0,35

          

          	
            -4206

          

          	
            -0,43

          

          	
            -5670

          

          	
            -0,75

          

          	
            4597

          

          	
            0,16

          
        


        
          	
            Bosque tropical subhúmedo

          

          	
            1540

          

          	
            0,14

          

          	
            -107

          

          	
            -0,01

          

          	
            -582

          

          	
            -0,06

          

          	
            -265

          

          	
            -0,03

          

          	
            -11 853

          

          	
            -2,16

          

          	
            -5600

          

          	
            -2,67

          
        


        
          	
            Bosque andino

          

          	
            24 592

          

          	
            0,11

          

          	
            -4326

          

          	
            -0,02

          

          	
            -19 910

          

          	
            -0,1

          

          	
            -25 888

          

          	
            -0,21

          

          	
            -40 742

          

          	
            -0,41

          

          	
            -171 189

          

          	
            -1,43

          
        


        
          	
            Bosque tropical húmedo

          

          	
            9 756

          

          	
            0,02

          

          	
            -4083

          

          	
            -0,01

          

          	
            -7910

          

          	
            -0,01

          

          	
            -6994

          

          	
            -0,03

          

          	
            -11 450

          

          	
            -0,03

          

          	
            -60 085

          

          	
            -0,14

          
        


        
          	
            Total

          

          	
            47 320

          

          	
            0,07

          

          	
            -9210

          

          	
            -0,02

          

          	
            -33 427

          

          	
            -0,04

          

          	
            -39 753

          

          	
            -0,08

          

          	
            -69 716

          

          	
            -0,12

          

          	
            -232 277

          

          	
            -0,49

          
        

      
    


    Fuente: Etter et al., (2008) pág 16.

  


   


  Etter concluye que “las tasas nacionales totales de deforestación aumentaron de un estimado de 10 000 hectáreas por año a más de 230 000 hectáreas por año entre 1500 y 2000. Sin embargo, las tendencias históricas de la transformación indican algunas diferencias marcadas en las tasas para los diferentes ecosistemas y regiones del país (tabla 6.3). El bosque seco presenta un declive continuo y constante; los bosques subhúmedos tuvieron un declive abrupto después de 1900; y los bosques de las tierras bajas húmedas y los bosques andinos experimentaron un declive moderado entre 1800 y 1950, y luego un declive rápido desde 1970” (Etter et al., 16: 2008).


  El café y los ecosistemas ganaderos y de cultivos agrícolas


  Los ecosistemas ganaderos, con sus amplias variantes, han sido los ecosistemas agrícolas predominantes por más de dos siglos. Pero en diferentes períodos históricos otros factores, distintos al ganadero, han llegado a tener un gran peso en la transformación del territorio. Desde 1600 hasta 1850, la industria minera tuvo una marcada importancia en la economía, mientras hubo poca expansión de la frontera agrícola, así esta actividad representara más del 50% del PIB (Etter, 2015). La actividad minera determinó la fundación de muchos asentamientos humanos y la apertura de vías de comunicación que en el período siguiente serían instrumentales para la expansión de la frontera agrícola.


  Entre 1850 y 1920, la apertura de la economía a los mercados internacionales estimuló la agricultura. En 1913, ya el café era un rubro fundamental en las exportaciones de Colombia, y con los años llegó a representar el producto agrícola de mayor importancia del país y el cultivo que ocupa una mayor área, posición que conserva hasta el presente (ver recuadro 6.1).


  
    Recuadro 6.1. Los ecosistemas cafeteros13


    El cultivo del café ingresó a Colombia desde Venezuela por la cordillera oriental y adquirió impulso en la segunda mitad del siglo XIX como respuesta a la demanda internacional por el grano. En 1913, la mayor parte de la producción de café (53,72%) provenía de Santander y Cundinamarca y otros departamentos del oriente colombiano, y el resto (46,32%) de Antioquia, Caldas, Valle y Tolima. En la medida en que el café de estos últimos departamentos, cultivado en los suelos volcánicos de la cordillera central, mostraron su superioridad en los mercados internacionales, su producción se incrementó para llegar en 1950 a representar el 76,2% de la producción nacional.


    El cultivo del café impulsó la colonización del occidente colombiano, al sur de Medellín, que se había iniciado a mediados del siglo XVIII detonada por una población en incremento con escasez de tierras para trabajar. Es una colonización que abarcó lo que son hoy los departamentos de Caldas, Risaralda, Quindío, el occidente del Tolima y el norte del Valle. El paisaje del bosque de niebla fue transformado, en gran parte, por el cultivo del café. Hasta los años 50 del siglo pasado era un cultivo de sombrío en el que el sotobosque fue reemplazado por el café, dejando en pie arboles robustos y enriqueciendo el bosque para el sombrío con árboles frutales y maderables. Con la Revolución verde, en los años 60, este sistema de producción amigable con el medio ambiente fue reemplazado por el sembradío de café de cerca a cerca y el uso intensivo de agroquímicos. Ya para entonces, y desde hacía muchos años, el café ocupaba la mayor extensión entre los cultivos agrícolas de Colombia, posición que aún mantiene.


    Pero un ecosistema cafetero, como todo ecosistema agrícola, no es estático en su ocupación espacial ni tiene necesariamente un destino fijo. Así, los primeros colonizadores del occidente colombiano tumbaron bosques para la siembra de productos de pancoger, como el maíz y la yuca, y para la actividad ganadera, para posteriormente sustituir buena parte de esos cultivos con el café de sombrío. Hoy, amplias áreas de monocultivo cafetero que reemplazaron a aquel han sido sustituidas por pastos para la ganadería y otros cultivos, como consecuencia de que se convirtieron en tierras marginales para la actividad cafetera, frente a la mejor productividad y calidad de otras áreas, como las del departamento del Huila; es un proceso de migración del cultivo que está hoy acicateado por el cambio climático. En el occidente colombiano, y en otras regiones del país, se han transformado monocultivos cafeteros producto de la Revolución verde, con sus altos costos ambientales, en cafetales de sombrío, para producir los cafés especiales caracterizados por su amigabilidad con el medio natural, en virtud de su mayor diversidad de especies de flora y fauna que lo componen y una fertilización de los suelos menos dependiente de agroquímicos. O en otras palabras, como lo ilustran los diferentes tipos de ecosistemas cafeteros que han existido en Colombia, los ecosistemas agrícolas pueden llegar a sustituir el bosque con diferentes grados de funcionalidad con la biósfera y el entorno inmediato, incluyendo arreglos con diferentes niveles de biodiversidad.

  


  La ganadería también se expandió entre 1850 y 1920 (tabla 6.2), estimulada por la introducción de pastos exóticos y por los mercados de exportación. Y en este período, además del café y de la ganadería, tomaron impulso otros cultivos que habrían de cambiar el paisaje de diferentes regiones del país, entre otros, las plantaciones de caña de azúcar en el Valle del Cauca y la costa Caribe (de donde desaparecieron a mediados del siglo pasado) y las plantaciones de banano en el Magdalena, mal recordadas por la forma sangrienta como se resolvió una protesta sindical frente a la United Fruit Company, registrada por el novelista Gabriel García Márquez en Cien Años de Soledad. A su vez, los cultivos tradicionales de los indígenas se fueron expandiendo en la medida en que la demanda aumentó, entre otros, maíz, papa, yuca, arracacha, aguacate y cacao.


  Desde la primera mitad del siglo XX, el crecimiento de la población comenzó a incidir cada vez más en el cambio de la cobertura terrestre, al aumentarse la demanda por alimentos y la consecuente apertura de tierras para la ganadería (tabla 6.2) y para los cultivos agrícolas, un proceso que se aceleró después de la Segunda Guerra Mundial, en particular en la región andina, los valles interandinos y la región Caribe. Se impulsó entonces el cultivo del arroz, introducido muy tempranamente por los españoles, pero con una lenta difusión, y se introdujo la palma de aceite que en los años 50 sustituyó ricos bosques húmedos del Magdalena medio. Café, maíz, arroz, palma de aceite, caña de azúcar y yuca representan hoy el 39% del área cultivada del país, que en su totalidad asciende a aproximadamente 7 millones de hectáreas (DANE, 2015). Estos extensos cultivos agrícolas no deben hacernos perder de vista dos características fundamentales de la agricultura colombiana que están profundamente asociadas con la transformación del territorio: (1) hoy, la agricultura campesina, gran parte de la cual se realiza en predios menores de 2 hectáreas, suministra más de la mitad de los alimentos de consumo nacional; (2) la propiedad de la tierra presenta un alto índice de concentración, el más alto en Latinoamérica, estando grandes extensiones dedicadas a una ganadería extensiva y de baja productividad.


  La gran expansión y la transformación del territorio


  Después de la Segunda Guerra Mundial, Colombia, a similitud de gran parte de los países del mundo, entró en la era de la gran expansión, caracterizada por un crecimiento demográfico y económico sin precedentes. La industrialización —que se inició desde la segunda mitad del siglo XIX y adquirió impulso en los años 20 del siglo pasado— alcanzó una particular aceleración en los años 50 del siglo XX como resultado de las políticas proteccionistas que se establecieron en Colombia, y en general en América Latina, para impulsarla.


  Ya para la época estaba establecida la industria petrolera que había iniciado sus actividades en las regiones del Catatumbo y el Magdalena medio a principios del siglo XX. La actividad petrolera se estableció en estas regiones dominadas por impenetrables selvas y exigió la construcción de vías y la fundación de poblaciones (Tibú, Barrancabermeja), todo lo cual estimuló la llegada de oleadas de colonos, de campesinos pobres en búsqueda de tierras para su supervivencia, y facilitó, también, la llegada de capitalistas en pos de tierras para la agricultura y, en particular, para la ganadería. La historia de una desordenada transformación del territorio acicateada por la exploración y la explotación petrolera, con la deforestación de cientos de miles de hectáreas y la modificación de extensas sabanas, se repetiría en otras regiones del país, como la Macarena, el Putumayo y los llanos orientales. Colombia, además, conoció la contaminación producida por las industrias manufacturera, minera y petrolera que durante la mayor parte del siglo XX utilizaron ríos, suelos y aires como botadero de unos desechos sin tratar. Fue una situación que se modificó parcialmente con el surgimiento de la institucionalidad ambiental en los años 70, pero falta mucho para resolverse.


  La construcción de infraestructura estuvo asociada al rápido crecimiento económico ocurrido en la década de los 50 y 60, que es el mayor que haya registrado el país en su historia. Las nuevas vías comunicaron mejor las regiones del país, tan fracturado por su geografía, y, al mismo tiempo, favorecieron la colonización y la tala de los bosques, a similitud de lo ocurrido con las vías del petróleo y la minería. Sin embargo, siempre han sido insuficientes, como lo revela el deficiente sistema vial que aún caracteriza a Colombia en comparación con otros países con economías similares, y que desde principios del presente siglo se intenta mejorar.


  En los años 50 se inició, también, la época de la construcción de las grandes represas que, como se examinó ampliamente (ver capítulo 4), han sido una bendición para atender diversas necesidades humanas, como la electricidad y el riego para la agricultura, pero que al mismo tiempo han generado diversos costos ecológicos y sociales, en algunos casos tan altos que hoy cientos de ambientalistas cuestionan su existencia.


  En los años 50 la población era mayoritariamente rural y en menos de 2 décadas pasó a ser predominantemente urbana, hasta el punto que de la población total del país, que asciende a 48.2 millones, el 77,8% vive en las cabeceras municipales (DANE, 2018). En esta rápida migración del campo a la ciudad confluyeron diversos factores, siendo los más importantes: la violencia política de los años 40 y 50, el conflicto armado y algunas políticas gubernamentales, como la del Gobierno del presidente Misael Pastrana, que dirigió una parte sustantiva del ahorro nacional hacia la vivienda en las ciudades, con el propósito específico de estimular la urbanización. Pero más allá de estas causas locales, hay que recordar que esta rápida urbanización caracteriza también a la casi totalidad de los países de América Latina.


  A diferencia de otros países de Latinoamérica, en Colombia el desarrollo urbano no ha estado dominado por la capital. A lo largo de su historia, diversas ciudades han sido centros importantes de desarrollo regional, tales como Medellín, Cali, Barranquilla y Bucaramanga, un hecho determinado por la fragmentación regional impuesta por su compleja geografía. Pero, desde los años 50, la concentración de la población en Bogotá creció más rápidamente, acercándose de esa manera a los patrones de urbanización latinoamericanos, con alta concentración demográfica en la ciudad capital. Los patrones de urbanización han sido desordenados y caóticos y han tenido, por consiguiente, unos impactos ambientales desmedidos en el territorio, a los que se agregan los producidos por las innumerables contaminaciones que hoy generan. Y en los centros urbanos habita una clase media que ha estado en permanente crecimiento desde los años 50, incorporándose como parte de una sociedad de consumo global que les ha ofrecido un bienestar hasta hace unos pocos años inimaginable pero que, como se ha enfatizado, ha tenido un costo ambiental.


  Internacionalización de la economía y el medio ambiente


  La internacionalización y liberalización de la economía iniciada a mediados de los años 70 del siglo pasado ha dejado una profunda huella en el territorio. En el contexto de una paulatina apertura económica que se aceleró en Colombia en los años 90, el país optó prioritariamente por la minería y el petróleo. Fue una decisión política que se profundizó en la primera década de este siglo, como respuesta a los buenos precios internacionales de estos productos.


  Los nuevos campos petroleros en los llanos orientales establecidos en las 2 últimas décadas del siglo pasado (Caño Limón, en Arauca, y Cusiana, en Casanare), la construcción de vías para llegar a ellos y las nuevas carreteras en la región, así como el incremento de los cultivos de arroz en el Meta, impulsaron la transformación de la región de la Orinoquía, hasta entonces dominada por una ganadería extensiva de bajo impacto. Esta transformación se aceleró aún más en los albores de este siglo con la apertura de nuevas explotaciones petroleras (Puerto Gaitán con Pacific Rubiales), la expansión del cultivo de la palma y otros proyectos agroindustriales cuya sostenibilidad ambiental y social son cuestionables en la medida en que muchos de ellos se han hecho a costa de la protección de la riqueza en biodiversidad y agua. Pero frente a estas negativas tendencias se afirma aquí que las oportunidades para el desarrollo agrícola en la Orinoquía podrían aprovecharse mediante formas de transformación del territorio que, al mismo tiempo que favorezcan una alta productividad de los cultivos agrícolas, sean amigables con el medio ambiente y contribuyan a una mayor justicia social, como se examinará en el capítulo 11.


  En la región Amazónica, una parte del territorio comenzó a transformarse con fuerza desde mediados de los años 60, como consecuencia de las políticas de colonización promovidas por el INCORA, en particular en el norte de Caquetá en tierras que hoy se dedican fundamentalmente a la ganadería. Por fortuna, más del 65% de su territorio se encuentra protegido bajo las modalidades de Parques Nacionales y resguardos indígenas. La cuenca del Pacífico presenta una situación similar, pues más del 80% de sus bosques están protegidos bajo esas 2 modalidades y la de propiedades colectivas de las comunidades negras, modalidad esta última que representa la mayor área de esta región.


  La segunda década del siglo XXI termina para Colombia con dificultades en su modelo de crecimiento económico basado en la minería y el petróleo, debido a la baja internacional de los precios de estos productos y a la debilidad de los otros sectores productivos. Y termina con un creciente clamor de diversas comunidades a lo ancho y largo del país que le dicen “No” a la minería en virtud de sus daños ambientales y pocos beneficios sociales para las localidades. Es en últimas una manifestación del desacuerdo sobre las formas como las elites colombianas siguen orientando la transformación del territorio, las cuales desconocen las condiciones de las regiones particulares, en un país de alta diversidad ecosistémica y social.


  La guerra, la paz, y la transformación del territorio


  En las 5 últimas décadas, la transformación del territorio colombiano ha estado atravesada por la guerra, que ha tenido efectos contradictorios sobre el medio ambiente. Hoy el país comienza a disfrutar de la paz con las FARC, pero los conflictos armados con el ELN y con diversos grupos criminales que se dedican al cultivo de la coca y a la minería ilegal continúan. En diferentes regiones y en diferentes períodos, el control del territorio ha estado bajo la égida de la guerrilla o de los paramilitares, o de las bacrim, lo que ha imposibilitado o limitado la acción de la autoridad pública y, también, de las autoridades ambientales.


  El conflicto armado ha traído graves daños al medio ambiente, como se evidencia en los impactos de los cultivos ilícitos y de la minería ilegal —dos actividades fuertemente asociadas con guerrillas y paramilitarismo—, en los atentados a la infraestructura petrolera, o en la explotación minera y maderera y la construcción de vías (por ejemplo la que atraviesa el área de la Macarena). La deforestación y la defaunación (como fuente de proteínas para los combatientes) han sido extensas y trágicas para la biodiversidad, las fuentes de agua y, obviamente, para cientos de comunidades.


  El conflicto armado mismo ha limitado también, en determinadas regiones y ecosistemas, el daño ambiental, al hacerlas impenetrables a diversos grupos de interés, que les hubiesen causado daños de consideración. Con ello no se está haciendo una apología a la guerra, sino simplemente reconociendo una de sus paradojas. No se cuenta con un estudio que muestre el balance ambiental de la guerra, pero existen abrumadores indicios de que el deterioro ambiental ha superado, de lejos, su eventual protección. Bastaría con señalar los daños perpetrados a los ecosistemas de la Macarena que otrora se considerara globalmente un lugar sin par por su riqueza en biodiversidad. Los daños del cultivo de coca, claramente asociado con la guerra, han significado, entre otras, la deforestación de más de 2 millones de hectáreas. Los atentados a la infraestructura petrolera por parte del ELN, que hoy continúan, han generado el derrame de más de 2 millones de barriles.


  Ya firmada la paz en 2017-2018, se detonó una devastadora deforestación en el norte de la Amazonía, en un corredor que une el gran parque natural nacional de Chiribiquete y la Serranía de La Macarena. Por eso se ha llegado a afirmar que las FARC y la guerra protegieron algunos territorios, como este en particular. La realidad parece ser que el Estado colombiano no tomó posesión con sus fuerzas de seguridad del área que otrora controlara las FARC y que pasaron a controlar frentes disidentes de esta guerrilla y grupos de las denominadas bacrim. Hoy, detener la deforestación —que también se ha incrementado en las diferentes regiones del país entre 2016 y 2018, hasta llegar en este último año a un total de 270 000 hectáreas— es la mayor prioridad ambiental del país. La riqueza en biodiversidad del país está en juego.


  BIODIVERSIDAD: RIQUEZA EXCEPCIONAL DE COLOMBIA


  ¿Qué incidencia ha tenido la transformación del territorio —cuyo origen se pierde en el tiempo y sufre una aceleración sin precedentes en las últimas décadas— en la biodiversidad y en las aguas, en nuestro mundo verde y en nuestro mundo azul, esos que están más cercanos a nuestra cotidianeidad, y que se interconectan en una forma compleja con nuestro planeta?


  En general, el paisaje continental colombiano (con 114 000 000 hectáreas) está dominado por ecosistemas naturales que ocupan el 62% de su territorio (70 900 000 hectáreas) y por ecosistemas agrícolas que ocupan el 38% (43 100 000 hectáreas); de la extensión total de los ecosistemas agrícolas aproximadamente el 80% es ganadera (34,5 millones hectáreas); cerca del 15% se dedica a cultivos agroindustriales y campesinos (6 700 000 hectáreas), y 5% corresponde a actividades agrícolas tradicionales en territorios de las minorías étnicas. Esta es una simplificación necesaria que he efectuado para los propósitos de este libro14; pero hay que señalar que en el Mapa de Ecosistemas de Colombia se identifican 91 tipos de ecosistemas generales y más de 8000 ecosistemas específicos, una manifestación de la enorme riqueza en biodiversidad del país y un afinamiento clasificatorio necesario para que la ciencia explique el complejo funcionamiento de la naturaleza (Ideam, 2017).


  Entre los ecosistemas naturales de tierra firme de Colombia, los bosques predominan, con aproximadamente el 50% del territorio continental, los humedales permanentes representan el 3,5%, los ríos el 1.5%, los desiertos el 0.2% y los páramos el 2%. A los glaciares, en proceso de desaparición, les resta una pequeña extensión de 37 km2, los complejos rocosos cubren el 2,5% y otros ecosistemas el 2.3%. Las sabanas están clasificadas como ecosistemas agrícolas toda vez que han sido dedicadas principalmente a las actividades ganaderas —desde aquellas amigables con el ecosistema sabana, hasta aquellas que lo han transformado significativamente, como ocurre en la Orinoquia— o, en menor extensión, están dedicadas a cultivos agrícolas. El hecho de que se haga referencia a ecosistemas naturales no quiere decir que no tengan algún grado de transformación (todos lo tienen), sino que mantienen en el tiempo alguna capacidad para prestar los servicios ecosistémicos que les son propios, que incluyen los de aprovisionamiento, regulación, culturales y estéticos y de soporte. En contraste, en Colombia, a similitud de todos los países del mundo, los ecosistemas agrícolas predominantes que están dirigidos a asegurar la provisión de alimentos (cereales, frutas, hortalizas, tubérculos, carne, lácteos, etcétera) se han construido a partir de la destrucción total o parcial de ecosistemas naturales, con el consecuente declive de sus servicios y los negativos impactos globales en relación con la transgresión de los límites del planeta. En general, los agroecosistemas tienen una baja diversidad de especies de flora y fauna y unos suelos más pobres en comparación con los sistemas naturales, lo que los hace, entre otras, menos resilientes al cambio global. En últimas, el gran reto de hoy es asegurar la conservación y el aprovechamiento sostenible de los ecosistemas naturales y transformar los ecosistemas agrícolas en unos que sean más amigables con el medio ambiente, es decir, que jueguen un papel crítico para enfrentar y resolver las actuales amenazas ambientales, desde el nivel local al del planeta.


  Los ecosistemas naturales con menor grado de intervención, continuos y mejor conservados se concentran en la región amazónica y en la región del Pacífico (el denominado andén pacífico que va desde la frontera con el Ecuador hasta el norte del Chocó). La selva amazónica es, en balance, la mejor conservada, aunque en algunas zonas se encuentra hoy amenazada por la expansión de los cultivos de coca, la apertura de tierras para la ganadería y la minería ilegal. Estas tres últimas amenazas son mucho más fuertes en la selva del Pacífico, siendo diversas comunidades víctimas de la guerra del ELN y de las bacrim. En una posición intermedia de conservación se encuentra la Orinoquía, esos llanos orientales que hasta mediados del siglo pasado presentaban bajos niveles de transformación en virtud de su ganadería relativamente amigable con el entorno. Pero en los últimos 20 años se ha acelerado la tasa de transformación de la Orinoquía, al punto que más del 15% de las sabanas han sido reemplazadas por pastos introducidos y cultivos (Gómez et al., 207:2016).


  En contraste con la Amazonía, el Pacífico y la Orinoquía, la zona andina, los valles interandinos y las planicies de la costa (básicamente la cuenca Magdalena Cauca), en donde vive el 80% de la población, se encuentran profundamente transformadas. Allí predominan los agroecosistemas, con frecuente existencia de los ecosistemas naturales fragmentados. Se estima que más del 70% de los bosques naturales desaparecieron. En esta región, como en general en el país, los sistemas agrícolas presentan una altísima heterogeneidad, como se lee también en el mapa de ecosistemas y en el censo agrícola nacional. Es una heterogeneidad que el buen observador constata al recorrer las zonas rurales: en paisajes conformados por conjuntos de pequeñas y grandes fincas contiguas muchas veces coexisten relictos de bosques naturales, conjuntos de árboles plantados, ganado y heterogéneos cultivos agrícolas. Las plantaciones continuas de caña de azúcar en el Valle del Cauca son bien diferentes a los cultivos de caña panelera en las zonas montañosas de Santander, Antioquia, Cundinamarca y Nariño, que se adelantan en parcelas de menos de 5 hectáreas dedicadas a diferentes propósitos. La heterogeneidad del manejo de los suelos es similarmente alta, desde campesinos que adelantan parte de sus labores a partir de técnicas agroecológicas hasta aquellas operaciones agroindustriales a gran escala e intensivas en agroquímicos, pasando por aquellas que han ido adoptando técnicas más amigables con el medio ambiente.


  El 10% de las especies conocidas del planeta se encuentran representadas en el territorio continental de Colombia, no obstante que este solamente equivale al 0,7% de la superficie continental mundial. En el país se encuentran alrededor de 54 871 especies, siendo el primero a nivel mundial en aves y orquídeas, el segundo en plantas, anfibios, peces dulceacuícolas y mariposas, el tercero en reptiles y palmas y el cuarto en diversidad de mamíferos. Quienes deseen tener una buena introducción al estado y las tendencias de la biodiversidad continental de Colombia, en su enorme complejidad, encuentran una información detallada y magníficamente ilustrada en los 2 últimos informes publicados sobre la materia por el Instituto von Humboldt, correspondiente a los años 2015 y 2016 (Moreno et al. (eds.), 2017; Gómez et al. (eds.), 2016).


  En comparación con los positivos avances registrados en las últimas décadas en el conocimiento de los ecosistemas y la diversidad de especies de flora y fauna continentales —un esfuerzo en el cual también participan los otros centros de investigación asociados al Ministerio de Medio Ambiente y muchas universidades—, el avance en el conocimiento sobre la diversidad genética es muy modesto.


  La biodiversidad: ¿el petróleo del siglo XXI?


  Durante muchos años compartí la idea que sintetizó Edward Wilson en su visita a Colombia en 2001 al afirmar: “La biodiversidad es a Colombia lo que el petróleo ha sido para Arabia Saudita”. Fue una idea que difundieron reconocidos científicos sobre las potencialidades económicas de la biodiversidad para países megadiversos como el nuestro, en los años 80 y 90. Así, por ejemplo, señalaron cómo en la gran diversidad biológica de países como Colombia radican las posibilidades de nuevos productos farmaceúticos, alimentos y productos industriales, con tan grandes ganancias económicas asociadas que serían una vía para superar el subdesarrollo. Fueron afirmaciones procedentes de biólogos —no de expertos en desarrollo— que no pocos ambientalistas, por qué no decirlo, con demasiado entusiasmo e ingenuidad, adoptamos. Pero hoy bien sabemos que estos potenciales solo se pueden concretar a partir de enormes esfuerzos en desarrollo científico y tecnológico, innovación y creación de empresas. Los mayores réditos económicos de toda actividad productiva, como lo enseña la economía de mercado, se dan en el valor que se agrega a los productos básicos (commodities); y los recursos genéticos y los derivados de los recursos biológicos, en donde se encuentran los principales potenciales, son, en últimas, productos básicos, sin con ello desconocer las rentas que pueden producir a su país de origen y a las comunidades (como también lo establece la Convención de Biodiversidad y su protocolo de Nagoya), las cuales, de todas formas, son muy menores en comparación con los réditos económicos de los productos finales. En síntesis, si bien la biodiversidad tiene altos potenciales para producir rentas económicas, no es correcto saltar de allí a afirmar que se traducen fácilmente en rentas similares a las derivadas de los recursos petroleros, sobre los cuales cientos de empresas multinacionales y nacionales han tenido un enorme apetito durante más de un siglo, una situación que no se ha dado, ni se dará, en el caso de los recursos genéticos y los derivados biológicos, como la anunciaron hace cerca de 4 décadas diversas voces cuando declararon la biodiversidad como el petróleo del siglo XXI, en una desafortunada analogía.


  Además, como bien lo ha señalado Julio Carrizosa, en el caso de Colombia nos encontramos en un país que antes que megadiverso es un país megacomplejo, como lo evidencia ampliamente en su libro Colombia: de lo imaginario a lo complejo. En sus propias palabras incluidas en las primeras líneas de este capítulo: “Colombia es un país de gran complejidad en lo físico y en lo biótico. Esta complejidad generalmente se confunde con ‘riqueza’ en la retórica de pensadores y políticos locales” (Carrizosa, 2003). Así, la enorme diversidad —o riqueza— de ecosistemas ha conllevado a que su tranformación se haya hecho sin tomar en consideración sus características particulares, entre otras, sin reconocer sus límites ecológicos, como se ha ilustrado en las anteriores páginas. Carrizosa en la mencionada obra, así como en su libro Colombia Compleja (2014), muestra que gran parte de las intervenciones en el territorio orientadas por los grupos dirigentes del país han sido hechas a partir de visiones y modelos mentales muy simples —que incluyen, con frecuencia, tecnologías inadecuadas—, frente a una realidad natural de alta complejidad, todo lo cual ha tenido un negativo balance socioambiental. La forma como se ha adelantado la potrerización para fines ganaderos en una amplia extensión del territorio nacional, en los más diversos ecosistemas, es una clara expresión de esa situación.


  La misma complejidad geográfica, como se tipifica en la intrincada región conformada por las jóvenes cordilleras andinas —asociada a la alta diversidad de ecosistemas y especies—, determinó que el país se conformara históricamente en regiones relativamente aisladas, y hoy se expresa en las enormes dificultades para construir un sistema vial acorde con las necesidades del siglo XXI. Las dificultades de construir la vía al Llano o la carretera Buga-Buenaventura así nos lo indican.


  Si se trata de que en Colombia la biodiversidad sea un medio para generar mayor riqueza económica y bienestar, es prioritario incrementar su conocimiento a partir de la investigación científica y tecnológica, pues si bien se reconocen sustantivos avances, queda por adelantar una tarea monumental como base para alcanzar, entre otros, los siguientes objetivos:


  • Aprovechar el potencial de los recursos genéticos y los derivados de los recursos biológicos, para la industria farmaceútica y otras aplicaciones industriales, así como “domesticar”, a partir de la biotecnología moderna, especies vegetales y animales que tengan potenciales para la alimentación y dar mejor uso de aquellas ya domesticadas, como las frutales, en las cuales el país es especialmente rico; en este proceso el conocimiento tradicional está llamado a jugar un papel de importancia.


  • Generar las condiciones para convertir al país en un centro mundial de ecoturismo; esta es, sin duda, una gran oportunidad, pero el desarrollo tecnológico debe iluminar un turismo que sea sostenible desde las perspectivas socioambiental.


  • Formular y poner en marcha diversas estrategias para que el país haga las transiciones socioambientales requeridas para enfrentar el cambio global, para incorporarnos en el Antropoceno, con las incertidumbres y riesgos que entraña, tal como lo está planteando el Instituto Humboldt (Andrade et al., 2018) y lo cual tiene que ver tanto con los ecosistemas naturales (terrestres y acuáticos) como con los agroecosistemas, y los ecosistemas urbanos.


  Entre los 3 objetivos señalados, el último tiene mayor prioridad puesto que apunta a la esencia de la protección y buen uso de la biodiversidad como es la de mantener los soportes mismos de la vida en la Tierra. Pero una condición para realizar estos objetivos es el incremento sustancial de los recursos económicos para la investigación y el desarrollo tecnológico, que hoy son muy bajos en comparación con los que dedican los países emergentes a la materia como estrategia central para pasar de una economía de extracción y exportación de materias primas a una en que se añada valor.


  Declive de la biodiversidad


  Los indicadores sobre las especies amenazadas de extinción y sobre la transformación de bosques, páramos, sabanas y humedales en Colombia indican el grado de declive de su biodiversidad continental. Indicadores similares se encuentran en los casos de la biodiversidad en los sistemas acuáticos, tanto marinos como de agua dulce, como se muestra posteriormente. En total, 1203 especies se encuentran amenazadas de extinción: 173 se encuentran en peligro crítico, 390 en peligro y 640 especies en categoría vulnerable, que son las categorías utilizadas por la Unión de Conservación de la Naturaleza. Entre las especies amenazadas, 796 son de flora y 407 de fauna (Minambiente, 2014). La pérdida de ecosistemas naturales se aceleró en forma sustantiva desde los años 70 del siglo pasado.


  De los ecosistemas naturales del país, el 50% se encuentra en alguna categoría de amenaza. Hasta el 2014, la pérdida de ecosistemas naturales era de 37,5% en bosques, 24,9% en sabanas y 15,9% en páramos (Gómez et al., 2016). Del bosque seco tropical, que cubría 9 000 000 de hectáreas, solo resta el 5%, 450 000 hectáreas (Ideam, 2019). El 60% se encuentra en la región Caribe, en donde era predominante, y que es la región más deforestada y con la mayor pérdida y deterioro de sabanas.


  Colombia hace parte de los 10 países que, en su conjunto, concentran más del 80% de los paisajes de bosques intactos (IFL, por sus siglas en inglés), aquellos de gran extensión y sin fragmentación que reciben esta denominación para señalar que los procesos ecológicos no se han alterado significativamente y que los indicios de las actividades humanas son relativamente débiles en relación con otros ecosistemas de bosque del mundo. La protección de los paisajes de bosques intactos (en Colombia se encuentran solamente en la Amazonía y en el Pacífico) tienen importancia en virtud de que cuentan con algunas de las tasas más altas de biodiversidad, mantienen viables poblaciones específicas de fauna que exigen grandes extensiones para su supervivencia, aseguran los procesos de evolución en el muy largo plazo, regulan la temperatura y las precipitaciones en los continentes, proporcionan hogar a los pueblos indígenas y almacenan enormes cantidades de carbono, entre otros beneficios. En los últimos años, se ha presentado una creciente fragmentación de estos paisajes de bosques en todos los países que los poseen (WRI, 2015).


  El estado de los páramos es heterogéneo. La delimitación de los 36 ecosistemas de páramos por parte del Instituto Alexander von Humboldt ha sido una positiva respuesta gubernamental al gran clamor de la ciudadanía en pro de su protección.


  Los páramos limitan en su parte alta con los picos nevados, cuya altitud oscila entre 4800 y 5800 metros sobre el nivel del mar, y en su parte baja con los bosques de la región andina. Colombia cuenta con pequeñas áreas de glaciares, conocidas popularmente como nevados, que coronan 6 zonas montañosas de nuestro territorio. De sur a norte: el volcán nevado del Huila, el volcán nevado del Tolima, el volcán nevado de Santa Isabel, el volcán nevado del Ruíz, la Sierra Nevada de El Cocuy y la Sierra Nevada de Santa Marta. En términos generales, los glaciares colombianos pasaron de 374 km2 aproximadamente al final de la Pequeña Edad de Hielo (siglos XVII-XIX) a 37 km2 en 2017; es decir que Colombia ha perdido el 92% de su área glaciar como consecuencia del cambio climático (Ideam, 2018).


  Los glaciares, los páramos y los bosques andinos y de las tierras bajas componían, hasta hace poco tiempo, una formación continua y en relativo buen estado como garantía para la protección del ciclo del agua del país. Esa continuidad se ha roto como consecuencia de la desaparición y fragmentación de los bosques ubicados en las montañas andinas, en los valles interandinos, en las planicies del Caribe y en los llanos orientales, así como también por el deterioro de los páramos y de los humedales.


  RIQUEZA DE COLOMBIA: AGUAS CONTINENTALES Y MARES


  Colombia es uno de los países más ricos en agua dulce del mundo. No es extraño que sea así puesto que es el país donde más llueve, convirtiéndose el 62% del agua lluvia en oferta hídrica. La precipitación pluvial promedio anual en el territorio continental de Colombia es 2918 mm, en comparación con 900 mm en el ámbito global y 1600 mm en América Latina. Es un fenómeno que se explica por la ubicación de Colombia en la franja intertropical, donde cae la mitad de la precipitación pluvial del globo, fenómeno que es el resultado de la convergencia de los vientos alisios que soplan en dirección noreste y los alisios que soplan en dirección sureste, generando el ascenso de aire caliente cargado de vapor y su condensación en forma de abundantes lluvias.


  A esta ubicación geográfica se suma la compleja topografía de Colombia con sus 3 grandes cordilleras que la atraviesan de sur a norte y que, en interrelación con los alisios, incide en el ciclo del agua y reparte esa gran precipitación en forma heterogénea en el territorio nacional, en donde encontramos regiones secas, como La Guajira, y regiones de altísima pluviosidad, como la cuenca del Pacífico. Puerto López, Lloró y Tutendo, municipios ubicados en esta última región, se encuentran entre los 5 lugares más lluviosos del mundo, con una precipitación anual superior a 11 000 mm anuales. Puerto López, en Cauca, se disputa el primer lugar del planeta en donde más llueve: en 2014 registró un promedio de 15 965 mm (Davies, 2015). En contraste, Uribia, La Guajira, es el lugar de Colombia con menor número de días con lluvia en el año, con solo 13 días en promedio. Pero la mayor parte de municipios de Colombia no son tan secos como Uribia ni tan lluviosos como Lloró. En Bogotá, por ejemplo, la precipitación anual es 750 mm, suficiente como para que la mayor parte de los colombianos la consideren como una ciudad muy lluviosa y gris. Lo es: llueve 180 días al año, pero esa precipitación es mucho mayor en zonas ubicadas en el norte de Bogotá, en las cuales puede ascender a 1200-1500 mm anuales (entre la calle 120 y 220 se le conoce tradicionalmente como cielo roto), que en la autopista Sur, Soacha o Bosa, en donde la precipitación puede ascender entre 300-500 mm.


  La alta precipitación en el territorio continental de Colombia genera un caudal específico de escorrentía de 59,0 l/s/km2 —el agua que alcanza los cauces de los ríos y escurre a través de ellos—, equivalente a 3 veces el promedio suramericano y 6 veces el mundial, lo que ubica al país entre los 10 más ricos en agua del globo. Además, las reservas de aguas subterráneas triplican esta oferta y se distribuyen en el 74% del territorio nacional (Ideam, 2018). Todo ello hace parte del ciclo del agua en el que interactúan los servicios ecosistémicos de diversas unidades de la naturaleza, modificadas o no por la acción humana. El fascinante ciclo del agua se desarrolla por encima y por debajo de la superficie de la Tierra y no tiene ni principio ni fin.


  La oferta disponible de agua dulce en Colombia es de 50 000 m3 por habitante al año. Y si se toman en cuenta las reducciones, tanto de calidad (en particular por la contaminación) como por la regulación natural (o el caudal mínimo que deben tener las corrientes de agua para su salud ambiental), la disponibilidad es de 30 000 m3 por habitante al año, que coloca al país en el promedio de este indicador para América Latina, la cual es 4 veces mayor que la disponibilidad promedio del mundo.


  Pero esta rica oferta de agua no está homogéneamente distribuida en el país, como se observa en la figura 6.2, que presenta la distribución por área hidrográfica de la oferta total. Esto significa que el indicador promedio de disponibilidad de agua muy favorable del país es engañoso, puesto que en conjunto las cuencas de los ríos Magdalena y Cauca y de los ríos que drenan al Caribe, incluido el Catatumbo —donde habita más del 80% de la población nacional y se produce el 80% del PIB Nacional— solo representan el 23,4% de la oferta total.


   


  Figura 6.2. Distribución por área hidrográfica de la oferta total


  
    [image: ]
  


  Fuente: Estudio Nacional del Agua, 2019.


  Ríos y humedales de Colombia


  La riqueza de agua dulce de Colombia se encuentra en sus ríos y quebradas, los depósitos de agua subterránea, o acuíferos, los lagos y lagunas, y los extensos humedales. De todas estas fuentes de agua dulce, la más importante por su volumen y uso es la fluvial, representada en extensa red de ríos que vierten al mar Caribe y al Pacífico o a los ríos Orinoco y Amazonas que, tras largo recorrido, desembocan en el océano Atlántico. La mayor parte de los ríos del país tributarios del Amazonas y una buena parte de los tributarios del Orinoco no desemboca en territorio colombiano. Lo hacen en territorio brasileño, peruano o ecuatoriano, los primeros, y en el territorio de Venezuela, los segundos. A su vez, el río Catatumbo desemboca en el Caribe venezolano.


  Colombia no es un país de muchos y grandes lagos y lagunas como lo son, por ejemplo, Estados Unidos, Canadá y algunos países del África. Tota y la Cocha son los dos grandes símbolos de las lagunas de Colombia. En contraste, otros humedales —ciénagas, pantanos, turberas— se ubican en amplias áreas de nuestro territorio, encontrándose allí una parte de su gran riqueza en biodiversidad y agua. Se estima que el 26% del territorio nacional hace parte de áreas humedales, equivalente a más de 30 millones de hectáreas que además abarcan 1100 municipios (IAVH, 2018). En la figura 6.3, del Instituto von Humboldt, se distinguen diversas categorías de humedales: permanente abierto, permanente bajo dosel (o cubierta por bosque, como en la Amazonía), temporal, y potencial medio y bajo.


  
    Figura 6.3. Categorías de humedales


    
      [image: ]
    


    Fuente: IAVH, 2018a.

  


  Como parte del paisaje lacustre se encuentran las grandes represas construidas para la provisión de hidroenergía, irrigación y agua potable. Guatapé, Teatinos, Betania, Calima, Chingaza, Sisga, Tominé, Prado y Guavio, entre otros, son en cierta forma lagos artificiales que hacen hoy parte integral del paisaje en diferentes regiones de Colombia. Los 20 embalses de mayor extensión contienen, en volumen, más del doble de agua que los 20 lagos y lagunas más grandes.


  El uso del agua


  El 76% de la demanda hídrica nacional se concentra en los sectores agrícola con el 43,1%, energía con el 24,3% y pecuario con el 8,2%, como se ilustra en la figura 6.4 (Ideam, 2019). Así, el sector agropecuario demanda la mayor cantidad del agua con el 51,2%, por debajo del promedio internacional que es del 70%, lo que refleja su uso en el sector eléctrico. La mayor parte del agua demandada se concentra en el área Magdalena-Cauca, en los sectores de agricultura, generación de energía, uso doméstico y servicios.


  
    Figura 6.4. Demanda hídrica sectorial (millones de m3/año)
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    Fuente: Estudio Nacional del Agua, 2019.

  


  Declive


  Los recursos hídricos de la región Magdalena-Cauca y de la región del Caribe están, en balance, en crisis. No se puede calificar en forma distinta el hecho de que 391 cabeceras municipales del país, predominantemente pertenecientes a estas regiones, son susceptibles al desabastecimiento de agua en temporada seca. Esto representa un incremento respecto al año 2014, cuando 318 municipios estaban en esta clasificación (ver figura 6.5) (Ideam, 2019).


   


  Figura 6.5. Distribución por área hidrográfica de las cabeceras municipales susceptibles al desabastecimiento hídrico en temporada seca
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  Fuente: Estudio Nacional del Agua, 2019.


   


  Como símbolos de esta crisis se mencionan: el río Bogotá, una virtual cloaca aguas abajo de la ciudad capital; las dificultades de provisión de agua en Lloró, uno de los lugares más lluviosos del mundo, como consecuencia de la contaminación con mercurio producto de la extracción ilegal de oro; la profunda crisis del agua en La Guajira, que es tanto consecuencia de su oferta natural como de su mal manejo.


  Es cierto que la oferta de agua en el Magdalena-Cauca y en el Caribe es más baja que la de las otras 3 áreas hidrográficas, y que el incremento de la demanda por el recurso se ha incrementado en las 2 últimas décadas como consecuencia del aumento poblacional y de la actividad económica en estas 2 regiones. Pero sería erróneo decir que esta es la principal explicación de la crisis. Esta se debe a la mala administración del recurso hídrico, representada principalmente en su contaminación y en la desregulación del ciclo del agua, fruto de la transformación y degradación de los ecosistemas que lo soportan, como son los páramos, los bosques y los humedales.


  La disponibilidad de agua para abastecer los acueductos municipales y para las faenas agrícolas se ha hecho menor como producto de la contaminación: “La afectación a la calidad del agua, expresada en cargas contaminantes de material biodegradable, no biodegradable, nutrientes, metales pesados y mercurio se concentra en cerca de 150 municipios que incluyen ciudades como Bogotá, Medellín, Cali, Barranquilla, Cartagena, Cúcuta, Villavicencio, Manizales y Bucaramanga” (Ideam, 2015). La situación más grave, por sus consecuencias para la salud y para la vida animal y vegetal, es la contaminación con mercurio proveniente de la minería ilegal: 183 toneladas de este elemento son vertidas al suelo y al agua de los ríos a nivel nacional (Ideam, 2019).


  La situación de los recursos hídricos en las regiones de la Orinoquía, el Pacífico y la Amazonía es bien diferente. En las dos últimas existen problemas puntuales de contaminación y destrucción de los cauces de los ríos y la deforestación de sus riberas como consecuencia de la minería ilegal. Tanto los recursos hídricos de la región de la Amazonía como de la Orinoquía están hoy afectados por la desregulación de algunos de los ríos que vierten en estas cuencas y que se originan en la región Andina (en el macizo colombiano para la cuenca amazónica y en la vertiente oriental de la cordillera oriental para la orinocense). No se cuenta, sin embargo, con estudios científicos que permitan cuantificarlos.


  Para mitigar la situación de escasez de agua en diferentes regiones del país, el agua subterránea se constituye en una alternativa crítica. Sin embargo, el conocimiento sobre este recurso sigue siendo precario, pues como lo indica el Ideam “solo se tiene identificado el 30,8% de sistemas acuíferos con un nivel de conocimiento suficiente para la gestión de las aguas subterráneas, y del restante, que corresponde al 69,2 % del total, en los últimos años no se ha logrado generar información hidrogeológica detallada que permita la caracterización de estos sistemas acuíferos (Ideam, 161: 2019).


  El estado de los humedales es heterogéneo. El conjunto de humedales de la Amazonía presenta afectaciones relativamente menores, si se comparan con los de las llanuras del Caribe. De acuerdo al IAVH, entre 2007 y 2012 el 24% de los humedales sufrieron transformaciones causadas principalmente por la ganadería (4 667 716 hectáreas) y la agricultura (1 119 154 hectáreas). Esta transformación se concentra en las regiones del Urabá, el piedemonte de la Orinoquía, la cuenca del Sinú y la Mojana (Moreno et al. (eds.), 2017). La Ciénaga Grande ha sido fuertemente afectada en los últimos 40 años (ver recuadro 6.1). En la sabana de Bogotá y el Valle del Cauca, el área de humedales se redujo drásticamente de tiempo atrás como consecuencia de la agricultura y la urbanización. En épocas invernales fuertes las aguas reclaman su lugar en estas regiones, produciéndose inmensas inundaciones.


  LOS ECOSISTEMAS MARINOS: ENTRE LA RIQUEZA Y LA INDIFERENCIA


  Colombia cuenta con una gran diversidad de ecosistemas en sus dos mares, los que cubren casi la mitad del territorio nacional: 928 660 km2, con 339 300 km2 en el Pacífico y 589 360 km2 en el Caribe y costas con una longitud de 1300 km y 1600 km, respectivamente. Nuestro conocimiento sobre la vida marina y los recursos no vivos del mar es bastante menor que la que tenemos de los ecosistemas terrestres de Colombia. Pero son notables los avances que en esta dirección ha hecho el Instituto de Investigaciones Marinas y Costeras José Benito Vives de Andréis, Invemar. En su nueva sede, admirable por su arquitectura e infraestructura de laboratorios, se depositan las colecciones producto de su trabajo. Pero esta institución trabaja casi que en solitario, pues la capacidad del Estado colombiano para la conservación y el uso de sus recursos marinos es muy débil, una expresión de la poca prioridad que ha tenido en la política nacional. Sus sistemas de información sobre el medio ambiente y la biodiversidad marina en Colombia son una herramienta que no solo es útil para avanzar el conocimiento científico sino también para su protección.


  La cobertura de manglares de Colombia es hoy de 290 704 hectáreas, en contraste con la existente en los años 60, que ascendía a 501 300. La mayor pérdida se registra en la región Caribe. De 189 800 hectáreas estimadas en 1984 solo restaban 74 202 en 2012, mientras que en el Pacífico la cobertura entre estos 2 años disminuyó de 311 500 hectáreas, a 216 502 (Sigma, 2018). En la Ciénaga Grande de Santa Marta se encuentra uno de los humedales costeros más importantes del Caribe, pero está en peligro, como parte de una crisis socioambiental en la región (ver recuadro 6.1). Los pastos marinos alcanzan una extensión de 66 132 hectáreas en el Caribe.


  
    Figura 6.6. Especies que tienen su hábitat temporal o permanente en el territorio costero, oceánico o marino de Colombia15
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    Fuente: Invemar, 2019

  


  Colombia cuenta con una área de arrecifes coralinos de 111 084 hectáreas, de las cuales 85,6% se encuentran en el Caribe y el 14,4% en el Pacífico (Ideam, 2017). Los arrecifes de Colombia representan el 0,4% del total mundial, 10% de los del Atlántico occidental y 2% de los del Pacífico oriental. En el Caribe colombiano el deterioro es significativo: el promedio de coral vivo se encuentra entre 9 y 43%. En contraste, en el Pacífico el coral alcanza coberturas de 74%. La pérdida de los arrecifes coralinos se ha debido principalmente al establecimiento de los puertos, las malas prácticas pesqueras y las fuentes terrestres de contaminación marina. Estas últimas incluyen el aumento de la sedimentación de los ríos por el incremento de la deforestación de la región andina: solamente en la última década, la sedimentación del río Magdalena se ha incrementado en un 30%. En otras palabras, este ecosistema marino se ha visto negativamente impactado por la transformación del territorio continental de Colombia, siendo una de las mayores transformaciones las registradas en las zonas costeras del Caribe, que es la región ambientalmente más deteriorada del país. Por ejemplo, como se ha demostrado, el deterioro de la bahía de Cartagena y sus zonas aledañas está íntimamente relacionado con el canal del Dique, que la comunica con el río Magdalena; la magnitud y el proceso del declive de los ecosistemas de la bahía están documentados en la obra de José Vicente Mogollón, El Canal del Dique. Historia de un desastre ambiental (2013); a partir del estudio de las diferentes fases de la construcción de este canal, desde el siglo XVII hasta nuestros días, nos muestra cómo evolucionaron sus impactos en los ecosistemas costeros, incluyendo los humedales interiores, la bahía de Cartagena y los arrecifes de las islas del Rosario.


  
    Recuadro 6.1. La agonía de la Ciénaga Grande de Santa Marta


    La Ciénaga es el ecosistema delta-lagunar más extenso en el Caribe colombiano y se caracteriza por su gran riqueza de especies de flora y fauna. Tiene un área aproximada de 4900 km2, de los cuales más de 700 km2 son espejos de agua de más de 20 lagunas interconectadas entre sí por una red de caños. En ellas se mezclan flujos de agua salada y de agua dulce: los primeros provienen del mar Caribe a través de varias entradas naturales que atraviesan la isla de Salamanca, y los segundos llegan por el oriente de los ríos y riachuelos que bajan de la Sierra Nevada de Santa Marta y por el occidente de canales del río Magdalena. En la Ciénaga existen dos áreas protegidas: Vía Parque Isla de Salamanca y el Santuario de Fauna y Flora.


    En la Ciénaga se ha producido una concentración salina que está aniquilando sus extensos manglares y, en general, su riqueza en fauna y flora, y, de paso, está dejando sin sustento a los cientos de habitantes de la zona que otrora disfrutaron de una pesca generosa. Los pescadores —algunos pertenecientes a culturas anfibias ancestrales y moradores de pueblos palafitos como Nueva Venecia— se han empobrecido, algunos en forma extrema. Su pobreza misma los ha forzado a pescar en forma insostenible: capturan especímenes jóvenes de peces en perjuicio de su ciclo reproductivo, muchas veces con artes de pesca destructivas.


    La historia del agudo deterioro de la Ciénaga se remonta a la construcción de la carretera entre Santa Marta y Barranquilla que, hace más de 40 años, obstruyó el intercambio entre las aguas marinas y el agua dulce, a lo que se sumó la construcción de otra carretera en la margen derecha del Magdalena —que taponó gran parte de los canales naturales que conducen el agua dulce de este río a la Ciénaga—. En la última década del siglo pasado se adelantaron obras, con inversiones multimillonarias, para la restauración del intercambio entre agua dulce y agua salada que tuvieron un balance de éxito.


    Después de un decenio de esperanzas, se abandonó el mantenimiento de las obras, por parte de las autoridades públicas responsables, con lo cual retornó el proceso de salinización más allá de los límites que permiten soportar la vida de este rico ecosistema, una de cuyas funciones es la de servir de lugar de reproducción de una amplia gama de especies marinas. Y más recientemente, como respuesta a una grave sequía de cerca de 4 años en la región, asociada al fenómeno de El Niño y presumiblemente al cambio climático, los agricultores de la palma de aceite y del banano, con miras a regar sus cultivos, represaron ilegalmente las aguas de los 5 ríos que bajan desde la Sierra Nevada, lo que también ha disminuido en forma sustantiva el flujo de agua dulce. Algunos ganaderos y agricultores drenaron, también en forma ilegal, amplias áreas de la Ciénaga con el fin de apoderarse de los suelos producto de tal depredación. Además, los vertimientos de las aguas servidas sin tratamiento a la Ciénaga han contaminado crecientemente sus aguas.


    Los manglares de la ciénaga Grande de Santa Marta están desapareciendo de nuevo en forma masiva. No existe un solo rincón en donde no se encuentren manglares muertos o en agonía. Es, básicamente, el producto de la indolencia oficial y de la irresponsabilidad de un puñado de empresarios que han alterado el fino balance de este ecosistema, con lo que se ilustran, una vez más, las profundas vinculaciones de sus diversos componentes.


    La Ciénaga ha estado entre mis preocupaciones desde hace 25 años, cuando me empeñé, como funcionario del Gobierno y con el concurso de muchas personas y organizaciones, en esa restauración que resultó fallida. Hoy, como entonces, intento contribuir a su recuperación.

  


  
    
      13 Adaptado de Rodríguez B, Manuel. 1976. Los empresarios industriales del Viejo Caldas. Bogotá: Facultad de Administración, Uniandes.

    


    
      14 Estimaciones hechas por el autor a partir de la información suministrada por Nidia Cristina Mayorga U. y Diana Patricia Ramírez, técnicas del IDEAM (comunicaciones personales, 2018), y el Tercer Censo Nacional Agropecuario (Dane, 2015).

    


    
      15 Estos datos corresponden principalmente a las zonas marinas costeras.

    

  


  CAPÍTULO 7 
 EL DESEMPEÑO AMBIENTAL DE COLOMBIA. POLÍTICA Y POLÍTICAS


  Es mejor ser cabeza de ratón que cola de león.


  DICHO POPULAR


   


  La respuesta política de Colombia a las amenazas ambientales ha sido débil, en forma similar a lo ocurrido en los otros países del mundo. Pero en medio de esa debilidad ocupa el segundo lugar en desempeño ambiental entre los países de América Latina y el Caribe, según lo revela el Índice de Desempeño Ambiental (EPI, por su sigla en inglés) entregado por las Universidades de Yale y Columbia en la Conferencia de Davos, en 2018 (Yale et al., 2018). No pocos se han sorprendido de que nuestro país ocupe un puesto tan distinguido, dados su deterioro y degradación ambiental. Es una sorpresa que se refleja en los comentarios suscitados cada vez que se publica el índice, unos negativos, otros de descalificación, no pocos de burla, los menos positivos y, algunos, los más conciliadores, resignadamente concluyen que es mejor ser cabeza de ratón que cola de león. Pero apartándonos de la obsesión nacional de solo querer escuchar malas noticias, se subraya que este índice, publicado desde principios del siglo, se basa en la mejor información disponible y una robusta metodología. Y que desde que se publica, Colombia clasifica como uno de los países con mejor desempeño ambiental no solo en Latinoamérica sino también en el conjunto de los países en desarrollo.


  Este índice de desempeño, que se publica desde hace cerca de 20 años, intenta establecer en qué grado un país está mejorando o empeorando en la protección y el uso sostenible del medio ambiente. Y este es un hecho que necesariamente debe guardar alguna relación con la capacidad institucional para la gestión del medio ambiente y del desarrollo sostenible. Pero sería ingenuo afirmar que ese desempeño es exclusivamente el resultado de la gestión del Estado colombiano, como sería también absurdo decir que aquel se da a pesar de la gestión estatal. Muy probablemente, el índice de desempeño ambiental de Colombia se verá afectado negativamente por el considerable aumento de la deforestación registrado en el posconflicto y se verá afectado positivamente por el gran incremento de las áreas protegidas que se dio entre 2014 y 2018, dos campos en que la acción del Estado es definitiva; son dos ilustraciones de cómo en un mismo espacio de tiempo y en un mismo Gobierno esta puede ser simultáneamente extremadamente positiva en unos aspectos y extremadamente negativa en otros.


  Justamente, este capítulo se centra en examinar la gestión del medio ambiente por parte del Estado colombiano, un tema que se retomará en los siguientes capítulos en relación con el futuro ambiental del país. Es una gestión que se inició hace más de 60 años, un hecho sui géneris entre los países en desarrollo, y es una gestión estatal que ha presentado una relativa continuidad en comparación con la mayor parte de los países de Latinoamérica, un hecho también sui géneris.


  EL DESEMPEÑO AMBIENTAL DE COLOMBIA MEDIDO POR EL EPI


  El EPI es un índice que sintetiza 28 indicadores repartidos en dos áreas: salud ambiental y vitalidad de los ecosistemas16. El EPI básicamente mide la proximidad que tiene cada país de alcanzar objetivos ambientales internacionalmente establecidos y cómo los países se comparan entre sí. Por ejemplo, establece en qué medida el país está avanzando en relación con las metas que se ha fijado en materia de mitigación y adaptación al cambio climático en el marco de la Convención de Cambio Climático y sus acuerdos; o sus avances en materia de suministro de agua potable y saneamiento básico, en comparación con las metas globales establecidas en los ODM o en los ODS; o el incremento de las áreas protegidas en comparación con las metas de Aichi; o la disminución de la tasa de deforestación en comparación con la media global.


  Los países desarrollados ocupan los 30 primeros lugares en la clasificación (o ranking) de acuerdo al índice de desempeño ambiental de 2018 (ver tabla 7.1) , así como ocuparon los primeros puestos en los anteriores EPI, debido a que presentan los mayores avances en áreas tales como calidad del aire, saneamiento básico, provisión de agua potable, manejo de metales pesados, reducción de los gases de efecto invernadero o disminución de la tasa neta de deforestación (que en muchos de estos países es hoy negativa debido a que están reforestando). Precisamente el más pobre desempeño de Estados Unidos en estas dos últimas áreas explica en mucho que, en 2018, se encuentre en una posición tan baja en el club de los países ricos. En contraste, con las países desarrollados, entre las economías emergentes, China e India se ubican en el lugar 120 y 177, respectivamente, lo que refleja un desempeño ambiental asociado con las dificultades de mejorar el desempeño frente a las altas presiones sobre el medio ambiente impuestas por su rápido crecimiento poblacional y económico.


   


  Tabla 7.1. Clasificación de algunos países en el ranking mundial de desempeño ambiental (entre 180 países)


  
    
      

      
    

    
      
        	
          Posición

        

        	
          País

        
      


      
        	
          1

        

        	
          Suiza

        
      


      
        	
          2

        

        	
          Francia

        
      


      
        	
          3

        

        	
          Dinamarca

        
      


      
        	
          4

        

        	
          Malta

        
      


      
        	
          5

        

        	
          Suecia

        
      


      
        	
          6

        

        	
          Reino Unido

        
      


      
        	
          7

        

        	
          Luxemburgo

        
      


      
        	
          8

        

        	
          Austria

        
      


      
        	
          9

        

        	
          Irlanda

        
      


      
        	
          10

        

        	
          Finlandia

        
      


      
        	
          11

        

        	
          Islandia

        
      


      
        	
          12

        

        	
          España

        
      


      
        	
          13

        

        	
          Alemania

        
      


      
        	
          14

        

        	
          Noruega

        
      


      
        	
          25

        

        	
          Canadá

        
      


      
        	
          27

        

        	
          Estados Unidos

        
      


      
        	
          120

        

        	
          China

        
      


      
        	
          144

        

        	
          Sudáfrica

        
      


      
        	
          177

        

        	
          India

        
      


      
        	
          179

        

        	
          Bangladesh

        
      


      
        	
          180

        

        	
          Burundi

        
      

    
  


  Fuente: Yale et al., 2018.


   


  Entre 2006 y 2018, período en que se ha utilizado básicamente la misma metodología de medición, Colombia ha estado por encima del promedio global y por encima del promedio de los países de América Latina. En general, el país ha ocupado un puesto relativamente alto en el ranking del conjunto de los países de la región, como se observa en la tabla 7.2: en 5 de los 7 EPI aparece en segundo lugar. En todos estos años, Costa Rica ha ocupado el primer puesto en la región, con la excepción de 2014, cuando ocupó el tercero (EPI, 2006-2018). Colombia también ha ocupado una posición relativamente alta cuando se compara con los otros países en desarrollo (tabla 7.2). En el período 2006-2018, el desempeño ambiental promedio de los países de América Latina ha estado por encima del desempeño ambiental promedio de los países de África y de Asia. Pero los países de América Latina, tomados individualmente, tienen un desempeño muy heterogéneo, como se observa en la tabla 7.3, en la cual se señala tanto la posición ocupada por cada país en la región como en el mundo para el año 2018.


  Así que entre los países del mundo, considerados individualmente y caracterizados, en general, por una respuesta política débil frente a los problemas ambientales, Colombia es uno de los menos débiles entre los países en desarrollo. ¿Mantendrá Colombia su posición en el EPI 2020, teniendo en cuenta que en los últimos 3 años se disparó la deforestación y la contaminación del aire y las aguas en las ciudades ha estado empeorando?


   


  Tabla 7.2. Clasificación de Colombia en comparación con los países de América Latina y el mundo, 2006-2018


  
    
      

      

      
    

    
      
        	
          Año

        

        	
          Posición de Colombia en Latinoamérica (19 países)

        

        	
          Posición de Colombia entre los países en desarrollo (180 países)

        
      


      
        	
          2006

        

        	
          2

        

        	
          3

        
      


      
        	
          2008

        

        	
          2

        

        	
          2

        
      


      
        	
          2010

        

        	
          2

        

        	
          3

        
      


      
        	
          2012

        

        	
          2

        

        	
          3

        
      


      
        	
          2014

        

        	
          10

        

        	
          27

        
      


      
        	
          2016

        

        	
          6

        

        	
          10

        
      


      
        	
          2018

        

        	
          2

        

        	
          5

        
      

    
  


  Fuente: Yale et al., 2018.


   


  Tabla 7.3. Clasificación de los países de América Latina, 2018


  
    
      

      

      
    

    
      
        	
          Posición en


          América Latina

        

        	
          Posición global

        

        	
          País

        
      

    

    
      
        	
          1

        

        	
          30

        

        	
          Costa Rica (ocupa el primer lugar entre los países en desarrollo)

        
      


      
        	
          2

        

        	
          42

        

        	
          Colombia

        
      


      
        	
          3

        

        	
          46

        

        	
          República Dominicana

        
      


      
        	
          4

        

        	
          47

        

        	
          Uruguay

        
      


      
        	
          5

        

        	
          51

        

        	
          Venezuela

        
      


      
        	
          6

        

        	
          55

        

        	
          Cuba

        
      


      
        	
          7

        

        	
          56

        

        	
          Panamá

        
      


      
        	
          8

        

        	
          64

        

        	
          Perú

        
      


      
        	
          9

        

        	
          69

        

        	
          Brasil

        
      


      
        	
          10

        

        	
          72

        

        	
          México

        
      


      
        	
          11

        

        	
          74

        

        	
          Argentina

        
      


      
        	
          12

        

        	
          84

        

        	
          Chile

        
      


      
        	
          13

        

        	
          92

        

        	
          Bolivia

        
      


      
        	
          14

        

        	
          97

        

        	
          Nicaragua

        
      


      
        	
          15

        

        	
          103

        

        	
          Surinam

        
      


      
        	
          16

        

        	
          105

        

        	
          Paraguay

        
      


      
        	
          17

        

        	
          106

        

        	
          El Salvador

        
      


      
        	
          18

        

        	
          110

        

        	
          Guatemala

        
      


      
        	
          19

        

        	
          114

        

        	
          Honduras

        
      


      
        	
          20

        

        	
          128

        

        	
          Guyana

        
      

    
  


  Fuente: Yale et al., 2018.




  EL ENVERDECIMIENTO DEL ESTADO EN COLOMBIA: VULNERABILIDAD A LO POLÍTICO


  Colombia respondió a las conferencias de Estocolmo (1972) y de Río de Janeiro (1992) con dos ambiciosas reformas de la institucionalidad ambiental17. A la primera con el Código de los Recursos Naturales Renovables y del Medio Ambiente, expedido en 1974. A la segunda, con la consagración en la Constitución de 1991 de más de 70 artículos sobre medio ambiente y desarrollo sostenible, y la creación del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y el Sistema Nacional Ambiental, mediante la Ley 99 de 1993.


  Tuve la oportunidad de participar activamente en la Conferencia de Río de Janeiro y en la construcción de las dos respuestas dadas por Colombia a los acuerdos allí alcanzados, representadas en la Constitución de 1991 y la creación de Minambiente. El presidente César Gaviria (1990-1994) me dio la oportunidad de hacerlo al nombrarme como director del Instituto de Recursos Naturales y del Medio Ambiente, Inderena; me señaló con claridad mis tareas principales: participar en el proceso de negociaciones de Río, apoyar a la Asamblea Constituyente en todo lo referente a los artículos sobre medio ambiente que harían parte de la nueva carta política, y coordinar las actividades requeridas para crear el nuevo ministerio en sustitución del Inderena, con el fin de fortalecer la institucionalidad ambiental, a juicio del presidente para entonces muy debilitada. Fueron 4 intensos y fascinantes años de trabajo para el logro de estos propósitos, una tarea colectiva de muchas personas e instituciones que, en mi caso, culminaron con la conducción del nuevo ministerio en sus primeros pasos.


  En general, los países del mundo respondieron a los acuerdos alcanzados en Estocolmo y Río de Janeiro con diferente grado de vigor. Las respuestas de Colombia, en comparación con los otros países de Latinoamérica, y en general del mundo en desarrollo, estuvieron entre las más fuertes: el Código fue la primera ley en el mundo que intentó integrar todas las normas pertinentes al medio ambiente en un solo cuerpo jurídico (de allí la denominación de código); la Constitución de 1991, en razón de su contenido ambiental, fue denominada por la Corte Constitucional como ecológica; y el sistema de gestión ambiental establecido en 1993 fue señalado como uno de los más robustos que se creó en la región en la década de los 90 (Rodríguez B, 2008; Brañes, 1996)


  La respuesta a los acuerdos de Estocolmo (1972) tuvo como antecedentes diversos logros alcanzados en el manejo de los recursos naturales durante las dos décadas anteriores:


   


  
    	En 1954, se fundó la Corporación Autónoma del Valle del Cauca, CVC, centrada en la cuenca alta y media del río Cauca y creada a semejanza del Tennessee Valley Authority. Esta entidad, como muchas de su especie creadas en el siglo pasado, fue concebida a partir de la visión de conservación y aprovechamiento racional de los recursos naturales, que se materializó en la construcción de las represas multipropósito de Anchicayá y Calima. La CVC, además de ser la entidad pionera en el establecimiento de esta visión, se constituyó como una entidad para la gestión descentralizada de los recursos naturales renovables, y fue imitada con la creación de otras corporaciones autónomas regionales.


    	En 1964, con la creación el Parque Nacional Natural Cueva de los Guácharos, se incorporó en el país la visión preservacionista, una historia a la cual se hará referencia en el capítulo 10.


    	En 1968 surge la autoridad ambiental nacional con el establecimiento del Instituto de Desarrollo de los Recursos Naturales, que en 1976 se transformó en el Instituto Nacional de los Recursos Naturales Renovables y del Ambiente (Inderena), con el encargo principal de poner en marcha el código de los recursos naturales aprobado en 1974.

  


   


  El Código, la respuesta de Colombia a la Conferencia de Estocolmo sobre el Medio Ambiente Humano, fue una clara expresión del ambientalismo que surgió en el mundo a mediados de los años 60. Y como parte del ambientalismo, el código recogió la visión preservacionista así como parte de la visión de la conservación y uso racional de los recursos naturales que venían practicando las Corporaciones Autónomas Regionales, CAR. El proceso de formulación y aprobación del Código, liderado por Julio Carrizosa, entonces director del Inderena, se encontró con la oposición de la Asociación Nacional de Industriales (ANDI), que veía en él un obstáculo para el desarrollo. Fue tal la oposición que el presidente Misael Pastrana —el propulsor del código y un reconocido estadista-ambientalista en el ámbito global—, se abstuvo de firmar el decreto-ley para su expedición. Fue su sucesor, el presidente Alfonso López, quien lo firmó después de que se introdujeran modificaciones al proyecto anterior, las cuales no convencieron a la ANDI, pues Fabio Echeverry Correa, presidente de este gremio, arremetió de nuevo contra su expedición, por fortuna esta vez en forma infructuosa (Rodríguez, 1998).


  La respuesta de Colombia a los acuerdos de la Cumbre de Río (1992) se montó sobre los hombros de los logros adelantados en las dos décadas que siguieron a la Cumbre de Estocolmo. Ya para entonces, existía un conjunto de parques nacionales en diversas regiones del país, 18 CARs con competencia en el 25% del territorio nacional, y el Inderena había sido la autoridad ambiental nacional durante cerca de 2 décadas y tenía la competencia sobre el 75% del territorio nacional, que ejercía mediante oficinas departamentales. Y existían 3 institutos especializados en la investigación ambiental: el Instituto de Investigaciones Federico Medem, adscrito al Inderena, el Instituto de Investigaciones Marinas, adscrito a Colciencias, y el Instituto Colombiano de Hidrología, Meteorología y Adecuación de Tierras (HIMAT), adscrito al Ministerio de Agricultura.


  A similitud, de lo ocurrido con la expedición del Código de los Recursos Naturales Renovables, la expedición de la Ley 99 de 1993, de creación de Minambiente y el Sistema Nacional Ambiental, SINA, fue objeto de una fuerte oposición por parte de la ANDI y el gremio minero, oposición que fue vencida por el presidente César Gaviria, quien desde el inicio de su mandato señaló el fortalecimiento del aparato estatal para el medio ambiente como una de sus prioridades. Con la nueva Constitución y la Ley 99 de 1993 se inició el establecimiento de la visión del desarrollo sostenible en la política pública colombiana sustentada en una amplia coalición de grupos ambientalistas que hicieron buen uso de la ventana de oportunidad política abierta por el presidente Gaviria y que tenía como antecedente inmediato las ambiciosas políticas indigenistas y preservacionistas del presidente Virgilio Barco, quien propició la creación de resguardos indígenas, como nunca antes se había hecho, así como de extensos parques nacionales, en particular en la Amazonía.


  Las dos grandes reformas ambientales de nuestro país en buena medida se abrieron camino en virtud de la intervención de los presidentes Pastrana y López, en la primera, y Gaviria, en la segunda, que estuvieron apoyados por el ambientalismo local, por coaliciones en pro de la protección ambiental, con mucha pasión, entusiasmo y poco poder, y beneficiadas por un ambiente internacional muy favorable a lo ambiental. Ambas reformas encontraron una fuerte oposición de poderosos grupos, todo lo cual confirma el patrón señalado en el capítulo 5 sobre cómo en los grandes cambios de la política ambiental la intervención de los jefes de Estado tiene, con frecuencia, un peso definitorio, mucho más que en otras políticas, en virtud de la debilidad política de los grupos ambientalistas. En forma similar, el definitivo impulso a la protección de la Amazonía a finales de los años 80, con la creación de extensos resguardos indígenas y parques nacionales, se explica básicamente por la voluntad política del presidente Virgilio Barco; pero, a diferencia de los dos anteriores cambios de política, este no encontró oposición, pues la región estaba entonces por fuera del interés de los dirigentes del sector privado.


  A su vez, estas coaliciones que trabajan en pro del enverdecimiento del Estado se han visto, también, derrotadas por grandes cambios de política directamente promovidos desde el poder ejecutivo. Así, mientras el Ministerio del Medio Ambiente tuvo un relativo proceso de consolidación desde su creación hasta 2002, con el Gobierno del presidente Uribe tuvo lugar un proceso de debilitamiento, tal como lo evidenció Henry Mance en “The Rise and Fall of the Minsitry of the Environment: 1993-2006”, su tesis de grado para la Universidad de Oxford. La fusión del Ministerio del Medio Ambiente con el de Desarrollo en el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial fue una de las decisiones tomadas por el presidente Álvaro Uribe pocos días después de su posesión. El nuevo Ministerio acabó concentrando sus prioridades en el tema de la vivienda, restando importancia al tema ambiental, no obstante que al nuevo Ministerio se le asignaron funciones con potencial para que fuera más fuerte que el Ministerio creado en 1993: ordenamiento territorial y agua potable y saneamiento básico. Pero la pérdida de prioridad del tema ambiental no fue solamente un asunto de Colombia. En el mundo estuvo marcada por la preponderancia que tomó la lucha contra el terrorismo, tras la tragedia de las Torres Gemelas, y la consecuente pérdida de importancia del tema ambiental, y en América Latina estuvo marcada por la fuerte reorientación de su economía hacia la explotación y exportación de materias primas (minerales metálicos, hidrocarburos, productos agrícolas); en este último contexto, la normatividad ambiental se consideró un obstáculo para adelantar estas actividades de explotación, lo que llevó a su debilitamiento, como ocurrió en general en los países de la región. En Colombia fue un proceso que se inició a finales del Gobierno de Andrés Pastrana con la expedición de un nuevo código minero que flexibilizó en forma inconveniente las normas ambientales para esta actividad. Hay que anotar que el Gobierno de Pastrana contribuyó, en balance, al avance del ministerio del medio ambiente y el SINA, lo que simplemente ilustra las contradicciones en que todos los Gobiernos, sin excepción, incurren en las políticas ambientales, mucho más que las contradicciones que incurren en los sectores de la producción. La implementación del código minero se hizo durante el Gobierno de Uribe mediante el otorgamiento de cientos de títulos mineros con poco miramiento por lo ambiental, y se profundizó en el Gobierno de Santos, con el otorgamiento de nuevos títulos y la creación de la Agencia Nacional de Licencias Ambientales, que en la práctica ha facilitado el otorgamiento de las mismas (la licencia exprés) a partir de cuestionables reformas de las normas y procedimientos antes existentes.


  LA GESTIÓN AMBIENTAL DE ESTADO EN COLOMBIA


  Los pilares de la legislación ambiental y del desarrollo sostenible en Colombia se encuentran en la denominada Constitución Ecológica, el Código de los Recursos Naturales y del Medio Ambiente (1974), la Ley 99 de 1993 de creación de Minambiente y el Sistema Nacional Ambiental (SINA). Y los pilares de las organizaciones del Estado encargadas de hacerlas cumplir se encuentran en un complejo conjunto de organizaciones, tal como se sintetiza a continuación. La cabeza del SINA, como previsto en aquella ley, es el que hoy se denomina como Ministerio del Ambiente y Desarrollo Sostenible. Este nuevo Minambiente se constituyó, en el segundo año del Gobierno de Santos, mediante la separación de un conjunto de funciones del ministerio producto de la reforma Uribe, para asignarlas al nuevo Ministerio de Vivienda y Desarrollo Territorial. Nominalmente se regresó al esquema original previsto en la Ley 99 de 1993, pero en realidad se conformó un ministerio más débil, al restarle incidencia en el otorgamiento de las licencias ambientales, mediante la formación de una agencia especializada (la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales, ANLA). Además, se perdió la oportunidad de mantener dentro de Minambiente las funciones de ordenamiento territorial, agua potable y saneamiento, con potencial para hacer de él un ministerio con mucho más dientes.


  La gestión estatal: mucho más que el SINA y Minambiente


  El Ministerio del Ambiente, 5 institutos de investigación y 33 corporaciones autónomas regionales constituyen el corazón del SINA y de la gestión ambiental de la rama ejecutiva en Colombia. Pero no hay actividad del Gobierno, ni del sector privado, ni de la sociedad civil que no afecte el medio ambiente, un hecho que se reconoce en la Constitución y en la ley, mediante diversas normas. Por ello la responsabilidad por la gestión ambiental del Estado colombiano va mucho más allá de Minambiente y del SINA y reside en un amplio conjunto de organizaciones ubicadas en las 3 ramas del poder público, un reflejo de la naturaleza transversal de los asuntos ambientales que, en el marco del desarrollo sostenible, hoy deben hacer parte de todas las políticas de desarrollo económico y social. En la siguiente sección se enumeran aquellas entidades de las ramas ejecutiva y judicial, así como los organismos públicos autónomos, que tienen funciones esenciales para la protección ambiental.


  Sistema nacional ambiental


  
    	Ministerio del Medio Ambiente: rector nacional de las regulaciones y políticas ambientales.


    	Unidad Especial de Parques Naturales Nacionales: unidad integrada a Minambiente.


    	Autoridad Nacional de Licencias Ambientales (ANLA): autoridad integrada a Minambiente.


    	33 Corporaciones Autónomas Regionales (CAR): como máxima autoridad ambiental regional, son responsables por la ejecución de las políticas y regulaciones emanadas de Minambiente.


    	5 autoridades en Bogotá, Medellín, Cali, Barranquilla, Cartagena como máximas autoridades ambientales responsables por la ejecución de las políticas y regulaciones emanadas de Minambiente.


    	5 institutos de investigación: el Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales (Ideam); el Instituto de Investigaciones Marinas y Costeras “José Benito Vives de Andreis” (Invemar); el Instituto de Investigación de Recursos Biológicos “Alexander von Humboldt”; el Instituto Amazónico de Investigaciones Científicas “Sinchi”; y el Instituto de Investigaciones Ambientales del Pacífico, los 3 últimos centrados en el estudio de la biodiversidad.


    	Departamentos: responsables de promover y ejecutar programas y políticas nacionales, regionales y sectoriales en relación con el medio ambiente y los recursos naturales renovables.


    	Municipios: responsables de la definición del uso del suelo en su territorio (disposición constitucional), expedición del Plan de Ordenamiento Territorial, POT, del municipio enmarcado en las normas ambientales.

  


  Otras entidades del Estado, con responsabilidades críticas en el SINA


  Rama ejecutiva


  
    	Departamento Nacional de Planeación: inclusión de la dimensión ambiental en el Plan Nacional del Desarrollo, como uno de los tres ejes del mismo, conjuntamente con las dimensiones social y económica, según lo ordena la Constitución.


    	Ministerio del Interior:  

    
      	Dirección de asuntos indígenas, rom y minorías. Formula y hace seguimiento a la política de los grupos étnicos, en el marco de sus derechos territoriales y culturales. Incluye los resguardos indígenas con una extensión aproximada de 36 millones de hectáreas y las propiedades colectivas de las comunidades negras con una extensión de 6 millones de hectáreas; 


      	Promover, en coordinación con el Ministerio de Gobierno, la realización de programas y proyectos de gestión ambiental para la prevención de desastres.

    



    	Ministerio de Defensa: Policía Ambiental.


    	Ministerio de Relaciones Exteriores: participa con el Ministerio de Ambiente en la formulación de la política internacional en materia ambiental


    	Ministerio de Educación: define conjuntamente con el Ministerio de Ambiente la política de educación ambiental en los diversos niveles.


    	Sistema Nacional de Prevención y Atención: orienta, en coordinación con el Ministerio de Ambiente, las acciones tendientes a prevenir el riesgo ecológico.


    	Ministerio de Minas y Energía: funciones sobre la protección ambiental incluidas en el Código de Minas.


    	Ministerio de Agricultura: definición, conjuntamente con Minambiente, de las políticas sobre colonización.


    	Autoridad Nacional de Acuicultura y Pesca: fija conjuntamente con el Ministerio de Ambiente las especies y los volúmenes de pesca susceptibles de ser aprovechados en las aguas continentales y marinas.


    	Ministerio de Comercio: definición conjuntamente con Minambiente de las políticas de comercio que puedan afectar el medio ambiente.


    	Ministerio de Salud: definición, conjuntamente con el Ministerio de Ambiente, de las políticas demográficas.


    	Ministerio de Vivienda: fija conjuntamente con el Ministerio de Ambiente la política nacional de asentamientos humanos y expansión urbana.

  


   


  Rama Judicial


  
    	Corte Suprema de Justicia, Corte Constitucional, Consejo de Estado, Consejo Superior de la Judicatura, las Jurisdicciones Especiales: todos estos organismos participan activamente en la gestión ambiental de Estado mediante fallos originados, entre otras, en demandas y acciones interpuestas por ciudadanos y organizaciones de la sociedad civil.


    	Unidad Nacional de Fiscalías de Delitos contra los Recursos Naturales y el Medio Ambiente

  


   


  Organismos públicos autónomos


  
    	Procuraduría de Asuntos Ambientales y Agrarios: tiene funciones de carácter preventivo y de control de gestión en el área ambiental.


    	Defensoría del Pueblo: entre otras, busca garantizar el derecho a gozar de un ambiente sano, mediante el uso sostenible de recursos.


    	Contraloría Delegada Sector Medio Ambiente: vigila los recursos públicos que se invierten en el medio ambiente y los que administran: autoridades ambientales del nivel nacional y regional, e institutos de investigación ambiental.

  


  El ministerio, las CAR y los institutos de investigación: logros y falencias


  Comencemos por reconocer 3 grandes éxitos registrados por este conjunto de organizaciones, en un país en que tenemos poca capacidad para resaltar lo positivo y tanta capacidad para sobresaltar lo negativo.


  La ampliación y el fortalecimiento de los parques nacionales que representan el 14% del área continental del país. Hoy la Unidad Especial de Parques Naturales Nacionales, creada en 1992, tiene la responsabilidad por esta política. Algunas CAR también han participado en esta estrategia, como se evidencia en los 51 parques naturales regionales que han creado y que administran.


  La ampliación y el fortalecimiento de los resguardos indígenas y la creación de las propiedades colectivas de las comunidades negras que, en su conjunto, representan cerca de 36% del área continental del país (entre estas áreas y las anteriores existen superposiciones). La declaratoria de estas áreas ha sido responsabilidad del Ministerio de Gobierno y de entidades del Ministerio de Agricultura. En el caso de las propiedades colectivas de las comunidades negras, creadas en la Constitución de 1991, Minambiente jugó un papel central al aportar los recursos económicos y parte de los recursos humanos para implementar su declaratoria. Como se ha reiterado, los parques nacionales y otras modalidades de áreas protegidas, los resguardos indígenas y las propiedades colectivas de las comunidades negras han sido la principal estrategia del Estado colombiano para la conservación de la diversidad cultural, la biodiversidad y el agua.


  El incremento del conocimiento de la riqueza ambiental y el estado del medio ambiente de Colombia. Cuando comparo la información con la que se contaba para la toma de decisiones hace 25 años, durante mi paso por el Inderena y Minambiente, y la información con que hoy disponen las autoridades y la ciudadanía, es evidente que existe una enorme diferencia. Basta una exploración de las páginas web de los 5 institutos que se crearon con la Ley 99 de 1993 para darse cuenta de todo lo que ofrecen y todo lo que han realizado18.


  La activa participación del Gobierno de Colombia en las relaciones internacionales en materia ambiental, en comparación con países de tamaño equivalente, es un legado que tiene una larga historia, pues se inició a principios de los años 70, se fortaleció en la administración Gaviria y continúa con vigor hasta el presente. Se mencionan aquí, como ilustración, la participación de Margarita Marino, 34 años atrás, como uno de los 24 miembros de la histórica Comisión Brundtland, y la sobresaliente intervención de Colombia en la negociación de los ODS entre 2010 y 2015 (ver recuadro 7.1). La historia del papel jugado por Colombia en las negociaciones sobre cambio climático y biodiversidad desde los años 90 hasta el presente está llena de sustantivos logros que hemos documentado con Isabel Cavelier (Cavelier et al., 2015). Son logros del Ministerio de Relaciones Exteriores y de Mianambiente, a los que la Ley 99 de 1993 otorga funciones conjuntas en la materia.


  
    Recuadro 7.1. Colombia juega un papel protagónico en el establecimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de la ONU19


    Colombia tuvo una especial incidencia en el establecimiento de los ODS. Paula Caballero, alta funcionaria de la Cancillería y líder de la delegación, propuso que los Objetivos del Milenio 2000-2015 (ODM) fueran sustituidos por los ODS. Fue una iniciativa que en un comienzo tuvo poca acogida, pero en la que el Gobierno de Colombia persistió, con el respaldo del presidente Juan Manuel Santos y la intervención de su Canciller, María Ángela Holguín. Se desplegó una intensa actividad diplomática durante los 2 años de las negociaciones que precedieron a Río+20 (celebrada en 2012 en conmemoración de la histórica Cumbre de la Tierra celebrada en la misma ciudad 20 años atrás). Finalmente, en El Futuro que Queremos, acuerdo adoptado en Río+20, se recomendó a la Asamblea de la ONU sustituir los ODM por los ODS, dándole algunas orientaciones para hacerlo. Así mismo, Colombia participó activamente durante el proceso para la formulación y la adopción de los ODS en la Asamblea de la ONU en 2015.


    Colombia ha recibido un amplio reconocimiento por su papel en los ODS. Baste con recordar que a mediados de 2018, se estableció en la Universidad de los Andes el Centro de los Objetivos de Desarrollo Sostenible para América Latina y el Caribe, una iniciativa liderada por Jeffrey Sachs como presidente de la Red de Soluciones para el Desarrollo Sostenible de la Secretaría de las Naciones Unidas, (SDSN, por sus siglas en inglés). Desde que surgió esta propuesta en 2016, coordiné el equipo de profesores de los Andes que trabajó con Sachs y su equipo en el concepto y puesta en marcha del centro.

  


  El Ministerio de Ambiente, las CAR y el SINA: un vaso medio lleno y medio vacío


  El Ministerio tiene, aún después de las reformas de que ha sido objeto, las funciones fundamentales de formular la política nacional ambiental, definir las regulaciones para la protección y el uso del medio ambiente (normas sobre el uso del agua, el aire, etcétera) y establecer las reglas y criterios de ordenamiento ambiental del uso del territorio. Difícilmente se encuentra un país en Latinoamérica con una mayor profusión de documentos formales de política, en las agendas azul, verde y marrón, formulados en los últimos 25 años. Estas políticas se han basado predominantemente en procesos de participación de las partes interesadas de diverso grado, lo que de por sí tiene un gran valor en relación con la apropiación y concientización ambiental de la ciudadanía. En forma similar existe una profusión de normas (leyes, decretos, resoluciones, así como aquellas que se derivan de fallos y sentencias del poder judicial) que son expresión de la tradición acentuadamente legalista del país para resolver cualquier problema. Pero, como lo subrayó el informe de la OECD sobre el medio ambiente en Colombia, elaborado con miras al ingreso del país a esta organización, existe una amplia distancia entre el gran cuerpo de normas y de políticas y su implementación.


  Además de las funciones de expedición de políticas y normas, el Ministerio es responsable de 3 funciones de ejecución y coordinación de excepcional importancia: administrar el sistema de parques naturales nacionales, otorgar las licencias ambientales en áreas claves de la actividad productiva, como son los megaproyectos de infraestructura y las grandes explotaciones mineras y petroleras, y coordinar el Sistema Nacional Ambiental. El éxito en materia de parques nacionales y áreas protegidas es un tema que se reitera a lo largo de este libro. No se puede decir lo mismo con respecto a la eficacia en materia del otorgamiento de las licencias ambientales y de coordinación del SINA.


  Ernesto Guhl, en una detallada evaluación del ministerio, concluyó que la licencia ambiental “se debilitó por la desfiguración de su carácter, pues dejó de ser un instrumento de regulación, control y planificación de las actividades para minimizar su impacto ambiental, para convertirse en un simple trámite administrativo, para el cual lo importante no es la calidad de las exigencias y obligaciones que impone, sino la rapidez con que se expida, para lograr como meta favorecer la ejecución de los proyectos de desarrollo y estimular la inversión extranjera directa” (Guhl, 2015).


  Una de las mayores falencias de Minambiente ha sido no haber ejercido (o haberlo hecho excepcionalmente) algunas funciones críticas previstas por la ley para crear algunas de las condiciones para que el país ingrese en la senda de la protección ambiental y el desarrollo sostenible, así como para que el SINA funcione como un sistema. ¿Cuáles? En particular las dirigidas a definir, conjuntamente con los ministerios pertinentes, las políticas nacionales de población, asentamientos humanos, colonización y comercio exterior, con miras a que esas dimensiones del desarrollo sean ambientalmente sostenibles. Y ha ejercido muy poco su función de establecer los criterios ambientales que deben ser incorporados en la formulación de las políticas sectoriales y en los procesos de planificación de los demás ministerios y entidades previa su consulta con esos organismos. Que Minambiente no haya cumplido con estas funciones esenciales no es exclusivamente un problema formal de la voluntad que tenga, o no, para ejercerlas. Es también reflejo del grado de lejanía/cercanía en que los diferentes sectores de la producción y los servicios se encuentren de la protección ambiental, como se ilustrará en los siguientes capítulos.


  Existen dos excepciones al incumplimiento generalizado de las funciones transversales de Minambiente referentes a los diferentes sectores de la actividad económica y social: sus funciones en materia de política ambiental internacional, que debe ejercer con el Ministerio de Relaciones Exteriores, que, como se ilustró, se han adelantado con gran solvencia; algo ha hecho, también, en la fijación de la política nacional de educación ambiental, que debe ejercer conjuntamente con el Ministerio de Educación y que se ha traducido, entre otras, en los proyectos ambientales escolares, PRAES, que le han valido un reconocimiento internacional.


  El mar es quizá el vacío mayor en la historia de la gestión ambiental de Estado. Resulta bastante diciente que en el Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2014-2018 la palabra mar apareció 5 veces en las 900 páginas que lo conformaban, y solo se hacían unas breves y difusas declaraciones de buenas intenciones sobre mares y costas, sin dientes algunos. Otra expresión del descenso de la prioridad de los recursos marinos es el hecho de que el Instituto Nacional de Pesca (INPA) se hubiese desmontado en 2002 para reemplazarlo durante varios años con una débil dependencia de Minagricultura. En 2011 se creó la Autoridad Nacional de Acuicultura y Pesca (AUNAP), más fuerte que la anterior pero más débil que la Gerencia de Pesca del Inderena de los años 70 o que el INPA, que sustituyó a aquella en 1990, si se comparan sus equipamientos humanos y físicos.


  Los recursos económicos


  El gasto total en la gestión ambiental de Colombia es bajo. En 2017 se situó en 0,48% del PIB, muy por debajo de los países de la OECD (club al que recientemente ingresamos) que suele situarse como mínimo entre el 1% y el 2% del PIB, y por debajo del promedio de 0,75% de los países europeos para el período 2008-2016. En el caso de Latinoamérica se encuentra en el promedio.


  Si bien los recursos totales de que se dispone han aumentado, el SINA ha perdido fortaleza para la gestión ambiental frente a la economía en crecimiento. En efecto, el crecimiento de la participación en el PIB durante el período 2007-2017 ha representado una tasa promedio de -1,4%. Esto significa que la tasa de crecimiento de la economía de Colombia en su conjunto ha sido más alta que el crecimiento de la tasa de participación de los recursos asignados a la protección ambiental (Rudas, 2018).


  El financiamiento del SINA está representado en una altísima proporción por las rentas de las Corporaciones Autónomas Regionales y, en particular, de sus rentas propias. En la Constitución y en la Ley 99 de 1993 se asignaron recursos propios y de carácter obligatorio a las CAR, en particular una participación en los recursos del impuesto predial de los municipios y unas transferencias del sector eléctrico (en este caso a las CAR en donde se ubican las termoeléctricas y las hidroeléctricas). Sus rentas totales en promedio de 2,1 billones de pesos por año (1995-2014) proceden en un 58% de sus propios ingresos corrientes, seguidos por las rentas de capital que ascienden al 30% y de los aportes del Presupuesto General de la Nación (PGN) que representan el 8%. Estos recursos de las CAR representan una porción muy significativa de los recursos del SINA, pues han administrado entre el 72% y el 87% de los recursos totales, para un promedio del 82% para este período. El 18% restante de este promedio se viene distribuyendo entre el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADS), Parques Nacionales, los 5 institutos de investigación y la ANLA, entidad esta última creada hace 6 años (Rudas, 2018).


  Este modelo de financiamiento del SINA se previó con el objetivo explícito de blindarlo frente a eventuales coyunturas de pérdida de prioridad del tema ambiental en la asignación de recursos públicos, como bien lo recuerdo de las amplias discusiones y controversias que tuvimos en el Gobierno sobre este aspecto particular (Rodríguez Becerra, 1994). El tiempo nos dio la razón: la caída de la prioridad del tema ambiental en relación con el alto punto a que llegó cuando se hizo la reforma fue mucho mayor que el que jamás imaginamos, con la cual cayeron las asignaciones procedentes del PGN.


  Los instrumentos económicos para la gestión ambiental: un potencial aún no suficientemente utilizado


  En la Constitución y en la Ley 99 de 1993 se establecieron diversos instrumentos económicos para la gestión ambiental. Además de las disposiciones constitucionales sobre la participación en el impuesto predial, las transferencias del sector eléctrico y de una participación en las regalías de la explotación minera y petrolera para la protección ambiental, la Ley 99 de 1993 estableció la obligación de cobrar tasas a los usuarios de los bienes y los servicios ambientales. En particular, las tasas retributivas por el uso del agua, el aire o el suelo para depositar desechos; las tasas por el uso del agua tomada de las fuentes naturales; y las tasas compensatorias por el uso de otros recursos renovables. En general las tasas tienen como objetivo incentivar cambios de comportamiento de los agentes económicos; se busca que quienes aprovechen los recursos naturales lo hagan con mesura, y que aquellos que generan vertimientos contaminantes (emisiones al aire, al agua, el suelo) adquieran la conciencia de daño ambiental que ocasionan; así mismo, se busca generar recursos económicos para la inversión en proyectos de descontaminación de las fuentes de agua y del aire y su correspondiente monitoreo.


  Como señalado, las transferencias del sector eléctrico y la participación en el impuesto predial han tenido un enorme éxito como fuente de financiación del sector ambiental. En contraste, la participación en las regalías, después de hacerse efectivas para el sector ambiental durante cerca de una década, prácticamente se eliminó en favor de otros sectores. La mayoría de los otros instrumentos económicos, como lo ha evidenciado Guillermo Rudas (2018), no han tenido un adecuado desarrollo y están lejos de generar el efecto requerido para que los bienes y servicios ambientales no se sigan usando como si no tuviesen valor económico y social. Que las tasas no hayan tenido un debido desarrollo es básicamente consecuencia de efectivas presiones de los grupos regulados, objeto de las mismas, sobre el poder ejecutivo (Presidencia y Minambiente) dirigidas a obstaculizar su implementación. Así, en 2004 la tarifa de las tasas de uso de agua se rebajó a un valor tan irrisorio que, por ejemplo, el Acueducto de Bogotá paga al Parque Nacional Natural de Chingaza la irrisoria suma de $800 millones por el agua que toma de esta fuente, equivalente al 80% del líquido que se consume en la ciudad. En el caso de las tasas retributivas por contaminación de agua sus resultados son parcialmente satisfactorios, pues los sectores objeto de las tasas han logrado hacer más lenta su implementación después de diseñarse y aplicarse con relativo éxito durante los primeros años. La tasa de compensación (o aquella que deben pagar los proyectos de construcción de obras de infraestructura para compensar los daños efectuados al medio ambiente) se logró reglamentar recientemente, no sin dificultades, y ya se cuenta con sustantivos recursos destinados a la restauración y protección de la biodiversidad y del agua en zonas de influencia de los proyectos.


  El impuesto al carbono: ¿un conejazo al sector ambiental?


  En 2016, como parte de la ley de reforma tributaria, se creó un impuesto nacional al carbono, determinado como “un gravamen que recae sobre el contenido de carbono de todos los combustibles fósiles, incluyendo todos los derivados de petróleo y todos los tipos de gas fósil que sean usados con fines energéticos, siempre que sean usados para combustión” (artículo 221). Su objetivo es doble, como los instrumentos económicos de esta naturaleza: desincentivar el uso de los combustibles fósiles y generar recursos para los programas de mitigación y adaptación. En la ley se establece que estos recursos “se destinarán de acuerdo con los lineamientos que para tal fin establezca el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible” (artículo 223). El Gobierno Nacional, mediante una norma muy cuestionable, resolvió destinar el 75% de estos recursos al Fondo Colombia en Paz, dejando solamente el 25% en cabeza del Ministerio del Ambiente. Se trata de un lamentable conejazo que dejó al sector ambiental sin parte de los recursos que se requieren para cumplir los compromisos que Colombia adquirió con el Acuerdo de París. El tamaño del mismo es cuantioso. A principios de 2019 se contabilizaba un recaudo de cerca de 900 000 millones de pesos.


  Las CAR


  Las Corporaciones Autónomas Regionales (CAR)20 tienen las funciones de autoridad ambiental regional y de ejecutoras de las políticas y regulaciones de Minambiente. La opinión pública predominante sobre las corporaciones autónomas regionales es negativa, un hecho que es común a las entidades públicas. Sin embargo, este tipo de generalizaciones conduce a no reconocer la gran heterogeneidad de las CAR, que incluye desde aquellas que exhiben un balance muy positivo hasta aquellas cuya acción tiene poca consecuencia, pasando por las que se encuentran en una posición intermedia, hasta aquellas cuya gestión es totalmente cuestionable. A esta última clasificación corresponderían Cardique y Corpamag, como lo atestiguan el lamentable estado ambiental de Cartagena y de la Ciénaga Grande de Santa Marta. Algunas CAR, como CAM (del Alto Magdalena), Carder, Cornare, Corantioquia, CVC y Coralina, presentan un balance sobresaliente al juzgarlas no solamente en el ámbito colombiano sino también en el mundo en desarrollo. Incluso en corporaciones cuestionadas por la opinión pública se encuentran numerosos logros. Así, por ejemplo, la CAR de Cundinamarca exhibe hoy las impresionantes obras de restauración del río Bogotá. Y en la totalidad de las corporaciones se encuentran significativas realizaciones que son el producto de la persistencia de funcionarios que son ambientalistas, antes que unos burócratas propios del clientelismo, y que se la juegan permanentemente por la protección ambiental como causa de vida, independientemente del desempeño general de la entidad a que pertenecen.


  Como se señaló, las CAR concentran la mayor parte de recursos económicos del SINA. Pero el 60% se encuentran concentrados en 8 corporaciones —CAR, CVC, Corantioquia, Corporación Regional del Atlántico, Cornare, Cardique, Corporación de la Meseta de Bucaramanga, Cortolima—, como consecuencia del peso que tienen el impuesto predial y las transferencias del sector eléctrico. Además, solamente 12 de las 33 CAR cuentan con unos recursos económicos que les permitan atender con solvencia sus responsabilidades de conformidad a un índice construido por la Contraloría General de la República; además de las 8 mencionadas: Corporación Regional del Cauca, Corpoguavio, Corpocaldas y Corporación del Magdalena (Rudas, 2018).


  Pero al reconocer esta heterogeneidad en materia de desempeño y de dotación de recursos económicos, se subraya que las CAR, en su conjunto, presentan como común denominador diversos problemas y falencias, como lo subrayo en un texto en que intento evaluar la reforma ambiental de principios de los 90: “(1) existe un desequilibrio en el ejercicio de sus funciones, que privilegia la agenda verde y no otorga suficiente prioridad a la agenda gris, en particular a la contaminación urbana; (2) el deficiente ejercicio de sus funciones ambientales en materia de ordenamiento territorial de los municipios está teniendo impactos negativos; la caótica urbanización, con una expansión dispersa y de baja densidad, da fe del pobre desempeño de las CAR en esta materia; (3) existe una débil coordinación y falta de armonía entre Minambiente y las CAR; (4) una falencia de la mayor gravedad ha sido la captura del gobierno de las CAR por parte de los regulados, así como de grupos de la clase política tradicional, del sector privado y de la sociedad civil, un problema del que también adolece Minambiente. Es una captura con muy diversos fines, grados y matices en el mundo heterogéneo de las corporaciones, pero lo cierto es que se enmarca en el contexto más general de esta enfermedad que invade al Estado colombiano a lo largo y ancho del país” (Rodríguez, 2016).


  La constitución ecológica: positiva intervención de la rama judicial


  La Constitución Política de 1991 otorgó a la rama judicial y a los organismos políticos autónomos un conjunto de responsabilidades cuya ejecución, cerca de 30 años después, puede calificarse como un gran logro en materia de la gestión ambiental del Estado colombiano. La denominada “constitución ecológica” contiene 79 artículos sobre la protección del medio ambiente y el desarrollo sostenible, entre los cuales se mencionan: la consagración del derecho de los ciudadanos a un medio ambiente sano y el establecimiento de la acción popular como instrumento jurídico para la defensa de este derecho colectivo; el reconocimiento de la función ecológica de la propiedad; la adopción de los conceptos de desarrollo sostenible y de los derechos intergeneracionales; la incorporación de lo ambiental, conjuntamente con las dimensiones social y económica, como uno de los 3 ejes fundamentales del Plan Nacional de Desarrollo y de los planes de desarrollo de la entidades territoriales; el otorgamiento a las comunidades negras de la cuenca del Pacífico de la propiedad colectiva sobre los territorios que ancestralmente hubiesen ocupado; el establecimiento de los deberes y derechos que tienen estas últimas comunidades y los pueblos indígenas en materia de conservación y uso sostenible de los recursos naturales renovables que se encuentran en los territorios de su propiedad y el reconocimiento de sus derechos culturales; la definición de los resguardos indígenas, las propiedades colectivas de las comunidades negras y los parques nacionales como imprescriptibles, inalienables e inembargables


  Desde 1992, la Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado y otros organismos de la rama judicial han proferido múltiples sentencias para la protección del medio ambiente con el objeto de subsanar acciones u omisiones de los poderes ejecutivo y legislativo violatorias de la Constitución y la ley.


  Declaratorias de inconstitucionalidad. La Corte Constitucional declaró como inconstitucionales la Ley General Forestal (2006), la Ley del Estatuto de Desarrollo Rural (2009) y la Ley de Reforma al Código de Minas (2011)21, por el hecho de haberse omitido la realización de la consulta previa y específica a las comunidades indígenas y afrodescendientes sobre estas normas. En sus considerandos se establece que esas leyes tenían el potencial de afectar directa y específicamente el bosque y otros ecosistemas que son el hábitat natural de esas comunidades, en consonancia con diversas sentencias de la Corte Constitucional en que se ha señalado cómo la diversidad cultural de las minorías étnicas está imbricada con la diversidad biológica y ecosistémica de sus territorios.


  Acciones de tutela y populares. Muchas de las fallas del poder ejecutivo han sido superadas gracias a que los ciudadanos han acudido a los diversos mecanismos ofrecidos por la Constitución y la ley. Mediante el uso de la acción popular, han estado en posibilidad de defender su derecho colectivo “a gozar de un medio ambiente sano” (art. 79). Así mismo, tanto personas jurídicas como naturales han hecho realidad este derecho a través de la acción de tutela en virtud de que este instrumento, previsto en la Constitución para que toda persona pueda reclamar ante los jueces la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, se puede también utilizar cuando exista conectividad entre estos y el derecho colectivo a un medio ambiente sano, de conformidad a sentencia de la Corte Constitucional.


  La judicialización de la gestión ambiental. A través de los fallos de diferentes organismos de la rama judicial se han suspendido obras de infraestructura que, al violar la ley, habrían generado impactos socioambientales indeseables, como lo ilustra la suspensión por parte del Tribunal Administrativo de Córdoba del proyecto “Variante Lórica” por los impactos que genera en el tramo correspondiente al complejo cenagoso del bajo Sinú (diciembre de 2018); se ha ordenado a las autoridades públicas la adopción de medidas para evitar perjuicios al ambiente o para compensar daños ya ocurridos, como lo ilustra el fallo contra la Dow Chemical por un derrame de tóxicos en la bahía de Cartagena (2015); se ha impuesto a las autoridades ambientales la obligación de realizar planes de manejo para determinadas zonas, como lo ilustra la sentencia del Consejo de Estado sobre los cerros orientales de Bogotá (2013); se ha garantizado la participación de la comunidad en diversas decisiones que afectan el ambiente, como lo ilustran las diferentes sentencias de las cortes sobre la consulta popular en la minería; y se han resuelto conflictos territoriales y de aprovechamiento de recursos naturales en los territorios de las minorías étnicas, como lo ilustran los fallos de la Corte Suprema de Justicia que ordenan la restitución a las comunidades negras de las tierras invadidas por grupos paramilitares y empresarios criminales que implementaron un agresivo proyecto agroindustrial de cultivo de palma de aceite africana y ganadería extensiva, principalmente en territorios colectivos de la población afrodescendiente y en áreas de reserva forestal.


  La descontaminación del río Bogotá por orden del Consejo de Estado. Las sentencias del Consejo de Estado y del Tribunal Superior de Cundinamarca sobre la descontaminación del río Bogotá ilustran cómo a partir de acciones populares y de acciones de tutela interpuestas por personas naturales y jurídicas, estos organismos han ordenado al poder ejecutivo nacional, departamental y municipal tomar las acciones requeridas para proteger los bienes públicos. La CAR de Cundinamarca, atendiendo las órdenes de estos organismos, finalizará en 2020 la adecuación hidráulica del río, con miras a limpiar su cauce de desechos peligrosos y prever inundaciones, así como la construcción de un parque lineal que servirá, al mismo tiempo, como un excepcional lugar de recreación y como área de inundación del río cuando este se desborde como consecuencia de ciclos de lluvias excepcionales. A su vez, la Alcaldía de Bogotá, también por orden de estos organismos, construyó, a través del Acueducto de Bogotá, el canal de conducción de aguas negras desde la desembocadura del río Tunjuelito en el río Bogotá hasta Alicachín, lugar donde deberá construir la planta de descontaminación que se finalizará en 2021. Evidentemente, la Alcaldía de Bogotá no estaría ejecutando estas obras si no se hubiesen dado estas órdenes judiciales.


  La Amazonía colombiana y los ríos Atrato y Cauca como sujetos de derechos. El río Atrato, en la región del Pacífico, la selva Amazónica colombiana y el río Cauca en la región andina, fueron declarados como sujetos de derechos mediante fallos de la Corte Constitucional (año 2017), la Corte Suprema de Justicia (año 2018) y el Tribunal Superior de Medellín (año 2019). El primer fallo fue la respuesta a una acción de tutela interpuesta por el Centro de Estudios para la Justicia Social “Tierra Digna”, a nombre de un conjunto de comunidades afrocolombianas e indígenas, para proteger a los miles de habitantes de los impactos sobre el río del mercurio proveniente de la minería ilegal de oro. El segundo fallo se produjo después de que un grupo de 25 jóvenes querellantes, con edades comprendidas entre 7 y 26 años, representados por la organización Dejusticia, entablaron una demanda contra el Gobierno para exigir la protección de su derecho a un medio ambiente sano, derecho que, de acuerdo a la acción judicial interpuesta, está siendo vulnerado por la deforestación de la selva amazónica. Y el tercer fallo fue la respuesta a una acción de tutela interpuesta por el senador del Partido Alianza Verde, Juan Luis Castro, y el activista por el medio ambiente, Diego David Ochoa, a partir de los daños causados a las comunidades y al río Cauca por los graves problemas generados por la construcción de la hidroeléctrica Hidroitanguo. El fallo, protege y exige reparación a las víctimas de Hidruitango, y reconoce al río Cauca, desde su nacimiento hasta su desembocadura, así como a sus afluentes, como sujetos de derechos. Esta participación, en los dos casos, de grupos organizados de jóvenes representa un extraordinario avance en el concepto de la participación de las organizaciones sociales.


  De conformidad a estos fallos las personas naturales o jurídicas podrán exigir a la autoridad pública el cumplimiento de los derechos de esta selva y estos ríos. Son fallos que contribuyen al avance del reconocimiento de los derechos de la naturaleza y del pensamiento ambientalista mundial y que evidencian, una vez más, las positivas consecuencias que ha tenido la Constitución Ecológica de Colombia (Rodríguez-Garavito, 2018, 2017).


  EL FUTURO DE LA GESTIÓN AMBIENTAL DE ESTADO EN COLOMBIA


  En Colombia, la Misión de Crecimiento Verde entregó, a mediados de 2018, unas recomendaciones muy precisas de políticas macro y sectoriales como una de las estrategias para encaminar al país al cumplimiento con los ODS y el Acuerdo de París, que tienen como horizonte el año 2030. Sus objetivos y justificación son suficientemente claros: “El Crecimiento Verde (CV) es un enfoque que propende por un desarrollo sostenible que garantice el bienestar económico y social de la población en el largo plazo, asegurando que la base de los recursos mantenga la capacidad de proveer los bienes y servicios ambientales que soportan la base económica del país y pueda continuar siendo fuente de crecimiento y bienestar hacia el futuro. Con el aumento de la presión sobre los recursos naturales que se espera a medida que la población y economía mundial se expanden, se están observando cambios rápidos en el clima y la biósfera, que han creado nuevos desafíos para superar la pobreza y promover el desarrollo sostenible” (DNP, 2018). Los Gobiernos que actuarán en el lapso de tiempo que va hasta el año 2030 tienen una hoja de ruta de gran valor en las recomendaciones de la Misión de Crecimiento Verde, en los ODS aprobados por el CONPES en 2018 e incorporados en el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022, y en los compromisos adquiridos en el marco del Acuerdo de París. Es una hoja de ruta que debe ser perfeccionada y complementada, a partir del entendimiento de que es imperativo incrementar sustancialmente la ambición si de lo que se trata es de hacer, en el más corto plazo posible, una transición hacia una genuina transformación social ecológica, embebida en el concepto de desarrollo sostenible.


  ¿Y qué hacer con las autoridades ambientales y el SINA? A lo largo de este capítulo se examinaron logros y falencias del Sistema Nacional Ambiental, liderado por el Ministerio de Ambiente. Es evidente que requiere reformas y, en particular, un sustancial incremento de sus recursos presupuestales, como lo ha recomendado la OECD, lo que incluye revivir instrumentos económicos para la gestión ambiental, como la tasa del uso del agua, o asegurar que los recursos provenientes de un instrumento tan poderoso como el impuesto al carbono se utilicen en la protección ambiental y no se desvíen a otros usos. Es también evidente que una de las reformas más importantes es convertir al Ministerio y las CAR en entidades técnicas, principalmente mediante la conformación de una meritocracia, lo que implica sacarlas de las garras de la politiquería. Todas estas son condiciones necesarias, pero no suficientes, para transitar hacia un promisorio futuro ambiental. Es necesario contar con un ministerio, unos institutos de investigación ambiental y unas CAR fuertes, pero su acción se vería limitada si no se actúa sobre la orientación de áreas críticas del desarrollo.


  Las mayores ganancias que puede hacer Colombia para encaminarse hacia la sostenibilidad ambiental y contribuir a resolver los retos del cambio ambiental global se centran en una transformación de los centros urbanos, necesaria para disminuir la huella ambiental dejada en todos los órdenes por estos lugares en donde se concentra cerca el 78% de la población; en la descarbonización de la economía y en el prudente manejo de la minería; en el fortalecimiento de la protección de zonas de especial valor ecológico (parques nacionales y otras áreas protegidas nacionales y regionales, resguardos indígenas y propiedades colectivas de las comunidades negras); en la transformación de la agricultura en una que sea ambientalmente mucho más amigable, y en lo posible basada en los principios de la agricultura ecológica, y, con ella, en la disminución sustantiva de la transformación de los ecosistemas naturales. En estos 4 temas se concentrarán los capítulos siguientes. No se dedica un capítulo a la agenda azul, toda vez que el futuro de la riqueza del agua dulce y de las zonas costeras y de la vida marina depende, en mucho, de lo que se haga, y deje de hacerse, en aquellos campos fundamentales.


  
    
      16 Dentro de estos 2 objetivos de política, el EPI califica cuantitativamente el desempeño nacional en 10 áreas temáticas. En vitalidad ecosistémica se utiliza un total de 18 indicadores distribuidos en 7 temas: biodiversidad, bosques, pesquerías, clima y energía, contaminación del aire, recursos de agua y agricultura. En salud ambiental se utiliza un total de 6 indicadores en 3 temas: calidad del aire, calidad del agua y metales pesados.

    


    
      17 Sobre estas dos reformas y en particular la que tuvo lugar en el período 1991-1994, ver Rodríguez-Becerra, M. 1998. La Reforma Ambiental en Colombia. Bogotá: Tercer Mundo-FES.

    


    
      18 Pablo Leyva, primer director del Ideam, hizo un balance de los 5 institutos y el sistema nacional de información ambiental en sus primeras 2 décadas para el Foro Nacional Ambiental (Leyva, 2009).

    


    
      19 Manuel Rodríguez Becerra: “El Centro de los ODS para América Latina y el Caribe y el desarrollo sostenible”. Intervención en el acto inaugural del Centro, septiembre 21, 2018.

    


    
      20 La Corporación de la Sierra Nevada de Santa Marta, una de las 34 CAR previstas por la Ley 99 de 1993, finalmente no se estableció, y fue eliminada en posterior acto legislativo.

    


    
      21 En su orden, las sentencias C-030de 2008, C - 175 de 2009, y C-366 de 2011.

    

  


  CAPÍTULO 8 
 LAS CIUDADES


  De lejos, la mejor y más admirable forma de sabiduría es la necesaria para planificar y embellecer ciudades y comunidades humanas.


  SÓCRATES


   


  En la primera década de este nuevo siglo, los humanos traspasamos un umbral histórico cuando se estimó que la mitad de nosotros ya vivía en ciudades. Nos convertimos, por primera vez, en una especie predominantemente urbana.


  GARDNER, 2016


   


  En las ciudades habita el 54% de la población mundial, se produce el 85% de su actividad económica y se concentra un consumo de energía, construcción, actividad industrial y tráfico en una escala sin antecedentes en la historia (Swilling et al., 2018). De la transformación de las ciudades depende gran parte del futuro ambiental del planeta. Las ciudades inciden en la vida de sus habitantes en forma profunda, y estos inciden en su destino en forma diversa: pueden ser una fuente inagotable de bienestar, un camino para desterrar la pobreza, el escenario de una sociedad inclusiva, el espacio para la creación de una economía fuerte o para ejercer la democracia, la vía para mejorar la calidad ambiental de su entorno inmediato, y una oportunidad única para contribuir a detener y reversar la trasgresión de los límites ecológicos del planeta Tierra que ya se traspasaron, como el cambio climático, o para evitar que ocurra lo mismo con sus otros límites. En contraste, de continuar con las actuales tendencias, los centros urbanos aumentarían los negativos impactos ambientales, reforzarían la exclusión social y la pobreza, y serían fuente y escenario de enormes conflictos sociales e indecibles violencias. El futuro ambiental de las ciudades, estos ecosistemas únicos de la civilización contemporánea, está imbricado en una compleja trama en que interaccionan las dimensiones social, económica, cultural y política que es necesario dilucidar.


  Estas generalizaciones no deben hacernos perder de vista el hecho de que, como todo ecosistema, cada ciudad tiene características que la hacen única y que requieren ser comprendidas y reconocidas como uno de los pilares para su desarrollo y su necesaria transformación social-ecológica. Son características que han sido labradas, entre otras, por la profunda transformación de los ecosistemas naturales en donde se emplazan, su ubicación geográfica, su clima y la historia de sus gentes y sus culturas, y de los patrones socioambientales que se construyeron. Ni aquellas generalizaciones tampoco deben hacernos olvidar que las realidades de los centros urbanos de los países desarrollados y sus retos son muy diferentes a las de los países en desarrollo. El proceso de urbanización en Latinoamérica y el Caribe fue, durante la segunda mitad del siglo pasado, el más acelerado de la historia. Pasó de un 40% de habitantes urbanos en 1940 a 79,4% en 2014, siendo hoy la región más urbanizada en comparación con las otras regiones del mundo, con excepción de Norteamérica, que la supera. En 2014 las poblaciones urbanas de África, Asia, Oceanía, Europa y Norteamérica representaban el 40%, 47,5%, 70,8%, 73,4% y 81.5%, respectivamente, de su población total. Asia, a pesar de su menor nivel de urbanización, es el hogar del 53% de la población urbana del mundo, seguida por Europa (14%) y América y el Caribe (13%) (UN, 2014). O, en otras palabras, las ciudades de Latinoamérica y el Caribe, y entre ellas las de Colombia, atravesaron por un proceso de desarrollo inédito en el mundo: una rápida y atropellada urbanización en un escenario caracterizado por elevados niveles de pobreza y de miseria. Los inmigrantes del campo llegaron a vivir en la periferia, en sitios con frecuencia ambientalmente vulnerables y carentes de la infraestructura y de los servicios sociales más básicos. En gran medida, la morfología de las ciudades de Latinoamérica, como la de las otras regiones del mundo en desarrollo, ha sido modelada por la pobreza, la inequidad y la segregación.


  Dada la alta urbanización de América Latina, el incremento de sus habitantes urbanos, tanto en términos absolutos como relativos, será menor en comparación con Asia y África. Pero no es un asunto despreciable si se considera que la población urbana aumentará en 326 millones, pasando de 458 (79,4%) en 2010 a 784 millones (88,7%) en 2050 (IRP, 2018).


  El aumento de las demandas de la urbanización sobre la biósfera, la litósfera, la hidrósfera y la atmósfera serán enormes y se requiere de profundas transformaciones en la cantidad de los materiales consumidos por las ciudades y sus formas de utilización —más allá de reducir drásticamente el uso de los combustibles fósiles, una prioridad ampliamente aceptada—, con miras a no continuar en la senda de la transgresión de los límites ecológicos del planeta. En manos de los habitantes de las ciudades y sus dirigentes y líderes tanto políticos como empresariales y de la sociedad civil —que en conjunto concentran el mayor poder del planeta—, no solamente está el destino de este hábitat construido por el ser humano, sino también del planeta verde y del planeta azul del que hacen parte.


  LAS PRIORIDADES AMBIENTALES DE LAS CIUDADES DE COLOMBIA


  La contaminación del aire, la falta de acceso al agua potable y al saneamiento básico (disposición de las aguas servidas y de las basuras), y los riesgos enfrentados por amplios grupos de la población que habitan en zonas vulnerables (recuérdese Mocoa, capítulo 1) son los principales problemas socioambientales existentes en las ciudades de Colombia. En cada uno de los centros urbanos del país su magnitud y orden de gravedad varía, como lo evidencia la evaluación y el debate sobre el futuro de 12 ciudades que estamos adelantando desde el Foro Nacional Ambiental, con apoyo de Fescol, y que incluyen Cartagena, Bogotá, Medellín, Bucaramanga, Montería, Pereira, Florencia, Buenaventura, Cúcuta, Cali, Barranquilla y Santa Marta (Ardila et al., 2018, 2017).


  Las soluciones de estos 3 problemas tienen para los habitantes de las ciudades una alta prioridad y son objeto de creciente descontento y protestas ciudadanas, en particular allí donde son más agudos. En 2018-2019, la alta contaminación del aire en Medellín y Bogotá motivó diversas expresiones de la ciudadanía, lo que se ha convertido en un problema que no será viable que sigan soslayando las administraciones de las ciudades, como se tipifica en el caso de la capital. A su vez, en el paro cívico de Buenaventura en 2018, y en las diversas protestas en Tumaco, se han planteado las enormes carencias en materia de agua potable y saneamiento básico de estos dos centros urbanos, muy por debajo de la media nacional, lo que es una situación generalizada a la costa del Pacífico. La injusticia ambiental en esta región, que significa tan alta precariedad en estos servicios básicos, es una manifestación de su pobreza, que es la mayor entre todas las regiones del país.


  La injusticia ambiental existe también en aquellas ciudades que presentan los más altos índices de bienestar como consecuencia de la segregación espacial entre los estratos ricos y de clase media y los estratos de la población más pobres que, con frecuencia, viven en la periferia. La violencia y delincuencia en el amplio territorio conurbado de la frontera entre Bogotá (Ciudad Bolívar y Bosa) y Soacha (comunas 4 Cazucá, 5 San Mateo y 3 Despensa), son una expresión de los problemas de pobreza de estas zonas, en donde viven cientos de miles de desplazados de la guerra que debieron asentarse en urbanizaciones pirata, en áreas no urbanizables por sus condiciones de riesgo ambiental (Acero, 2018; Ardila, 2018).


  La ubicación de cientos de miles de habitantes pobres en zonas vulnerables desde la perspectiva ambiental (deslizamientos, inundaciones por crecientes de ríos y quebradas, etcétera) es el mayor problema socioambiental de Colombia. Es un problema que también ocurre en diversas zonas rurales, que de ciudad a ciudad tienen características diversas —como se concluye en las 12 ciudades que han sido evaluadas desde el Foro Nacional Ambiental—, y cuya posibilidad de resolverlo en forma contundente está dada por la capacidad que tenga el país para erradicar la pobreza y la miseria, lo que exige como prerequisito la voluntad política para hacerlo. En el período de transición hacia este último estadio, solo será posible que los centros urbanos, muchas veces con el auxilio de la nación, resuelvan paulatinamente el problema, comenzando por atender a las poblaciones expuestas a altísimo riesgo.


  Los riesgos de estos asentamientos urbanos en zonas ambientalmente vulnerables se están incrementando con el cambio climático, fenómeno este último que está apenas ingresando en la agenda de las ciudades y que no es un problema que, a diferencia de los tres mencionados, sea percibido por el habitante urbano promedio. Pero enfrentar el cambio climático es una alta prioridad de las ciudades por dos razones básicas: (1) a los centros urbanos les corresponde realizar buena parte de la tarea que deberá desarrollar Colombia en relación con las metas que se autoimpuso en el Acuerdo de París y en los ODS, de aquí al año 2030; (2) el futuro y bienestar de las ciudades están profundamente relacionados con las acciones que se adelanten para adaptarse y hacerse más resilientes al cambio climático.


  En adición a la agenda sobre cambio climático, las ciudades de Colombia deberán también asumir con más fuerza la protección de los ecosistemas naturales y de los ecosistemas transformados de los cuales dependen servicios ecosistémicos que son críticos para su bienestar, como el suministro del agua. Es una agenda, a su vez, asociada con la creación de una mayor resiliencia urbana al cambio climático. Pero la mayor parte de habitantes urbanos vive ajena a esta agenda, a similitud de lo que ocurre con el cambio climático; sin embargo, en los últimos años se están acercando a la naturaleza, cada vez más, como se evidencia en las protestas y acciones ciudadanas para proteger sus fuentes de agua, por lo general lejos del perímetro urbano.


  CONTAMINACIÓN DEL AIRE Y LAS AGUAS


  La contaminación del aire es hoy una preocupación central de los habitantes de las principales ciudades de Colombia. Las alarmas por los niveles de contaminación alcanzados en Bogotá y Medellín en 2018-2019 son dos expresiones del legítimo clamor ciudadano en pos de un aire más limpio. En Bogotá, diariamente, jóvenes ambientalistas ponen las alarmas requeridas en las redes sociales, a partir de los datos de la red de monitoreo distrital, así como de sus propias mediciones con sus propios artefactos en que establecen el grado de contaminación de material particulado en diferentes entornos: desde el Transmilenio y sus estaciones hasta un parque o un teatro. Son nuevas formas de protesta, denuncia y participación ciudadana a partir de la tecnología.


  Diversos estudios han demostrado la relación entre exposición a contaminantes del aire y diversas enfermedades como infecciones respiratorias agudas, cáncer de pulmón, enfermedad pulmonar obstructiva crónica y accidentes cerebrovasculares. Es un problema que afecta tanto a los países desarrollados como en desarrollo; en el mundo, 85% de las partículas contaminantes del aire y casi toda la polución causada por óxidos de sulfuro y nitrógeno proviene de la combustión de diversos combustibles —principalmente fósiles en los países desarrollados y de ingresos medios, como Colombia, y quema de la biomasa en los países de bajos ingresos—. El uso de estos combustibles es, a su vez, la fuente principal de gases de efecto invernadero (Lancet Commission, 2018).


  La contaminación interior (de casas, edificios, etcétera), el agua de mala calidad y los inadecuados sistemas de saneamiento básico e higiene son otros tres factores ambientales con graves consecuencias para la salud humana. A nivel mundial se estima que la contaminación del aire, agua y suelos fue responsable de 9 millones de muertes prematuras en 2015 —16% de todas las muertes—, 3 veces más muertes que por SIDA, tuberculosis, y la malaria combinados y 15 veces más que por todas las guerras y otras formas de violencia. El 92% de estas muertes prematuras se concentran en los países de bajos y medianos ingresos (Lancet Commission, 2018).


  En Colombia, un estudio adelantado por el Banco Mundial (Golub et al., 2014) estima que los costos totales para la salud atribuibles a la contaminación del aire urbano, acceso inadecuado a suministro de agua y saneamiento (disposición de aguas servidas domésticas), en las ciudades y el campo, la contaminación del aire interior y el uso de combustibles sólidos ascienden a aproximadamente 10,2 billones de pesos colombianos (alrededor del 2% del PIB en 2010). Entre 2002 y 2010, los costos por contaminación del aire aumentaron, mientras que los atribuibles al agua y al saneamiento bajaron y los de la contaminación del aire interior permanecieron constantes (ver figura 8.1 y tabla 8.1).


  El mejoramiento de los servicios de agua potable y de saneamiento básico registrados en este período se reflejan en los menores costos atribuibles para la salud por concepto de acceso a aguas de baja calidad y mala disposición de las aguas servidas domiciliarias. Es una situación que podría mejorar aún más en los próximos años, si se adelantan adecuadamente los planes y proyectos sobre la materia previstos a nivel nacional y local. Pero contra este objetivo conspira la corrupción. ¿Cuántas veces se construyó el acueducto de Buenaventura? ¿Cuántas plantas de tratamiento de aguas municipales no han servido o sirven a medias?


  Las ciudades siguen teniendo un pasivo con el país y, en particular, con las comunidades que habitan aguas abajo. ¿Cuántos años más tendrán que pasar para que las principales ciudades de Colombia entreguen a los ríos sus aguas servidas con una calidad aceptable? Medellín es la ciudad que más ha hecho avances con sus plantas de tratamiento y otras obras, pero aún está lejos de este ideal. A su vez, en la capital se avanza en la realización de las obras para descontaminar el río Bogotá gracias al Tribunal Superior de Cundinamarca y el Consejo de Estado, que en contundentes sentencias ordenaron a las autoridades locales, regionales y nacionales adelantarlas.


  En 2010 la contaminación del aire urbano ya se había convertido en el primer problema de contaminación nacional y desde entonces la situación ha empeorado, pues hoy en Colombia, según el DNP, cerca de 10 500 muertes prematuras al año son causadas por este factor. Bogotá y Medellín llevan la delantera. En la capital no se implementó el Plan Decenal de Descontaminación 2011-2020, como resultado principalmente de las presiones de los poderosos transportadores e industriales que prefieren no incurrir en los costos implicados en el plan, sin reparar en las gravísimas consecuencias para la salud pública. Los costos para la salud incurridos al haberse abandonado el plan son inaceptables; según un estudio de la Universidad Nacional, con la reducción de material particulado PM10, fruto de la implementación del plan, podrían evitarse 21 000 muertes de mayores de 30 años y 900 de menores de 1 año en el largo plazo (Ortiz et al., 2013).


  
    Figura 8.1. Costos de salud en Colombia de factores ambientales seleccionados, 2002 y 2010


    
      [image: ]
    


    CA Urbano: Contaminación del aire urbano.


    APSH: Agua potable, saneamiento básico e higiene.


    CA Interior: Contaminación del aire interior.


    Fuente: Golub et al., 2014, pág. 3.


     


    Tabla 8.1. Resúmen de los costos de salud ambiental, 2010


    
      
        

        

        

        

        
      

      
        
          	
            Factor

          

          	
            Mortalidad anual

          

          	
            Morbilidad anual

          

          	
            Costos monetarios asociados

          
        


        
          	

          	
            Número de muertes prematuras

          

          	
            Años de vida ajustados por discapacidad (millones)

          

          	
            COP (miles de millones)

          

          	
            Porcentaje del PIB de 2009

          
        


        
          	
            Polución del aire urbano

          

          	
            5000

          

          	
            65

          

          	
            5700

          

          	
            1,12

          
        


        
          	
            Agua, sanidad e higiene

          

          	
            1600

          

          	
            20

          

          	
            3450

          

          	
            0,68

          
        


        
          	
            Polución del aire interior

          

          	
            1000

          

          	
            12

          

          	
            1129

          

          	
            0,22

          
        


        
          	
            Total

          

          	
            7600

          

          	
            97

          

          	
            10 279

          

          	
            2

          
        

      
    


    Fuente: Golub et al., 2014, pág. 4.


     

  


  ¿Qué podría deparar el futuro para Colombia y el mundo en materia de contaminación? En un completo estudio elaborado por la Comisión Lancet se concluye: “La buena noticia es que gran parte de la contaminación puede ser eliminada, y la prevención de la contaminación puede ser altamente costo efectiva. La afirmación de que el control de la contaminación obstaculiza el crecimiento económico y que los países en desarrollo deben pasar por una fase de contaminación y enfermedad en el camino hacia la prosperidad ha sido repetidamente refutada” (Lancet Commission, 463: 2018).


  LAS CIUDADES: INUNDADAS DE BASURA


  Un problema de enorme magnitud es qué hacer con los residuos sólidos (las cosas que descartamos en el trabajo o que colocamos en las canecas de basura en frente del edificio o de la casa en que vivimos, así como las que descartan las industrias, las empresas de servicio, etcétera). Los residuos sólidos son principalmente un fenómeno urbano, toda vez que las comunidades rurales utilizan menos productos empacados, desperdician menos los alimentos y disponen de menos productos manufacturados. Se estima que un residente urbano genera entre 2 y 4 veces más de desperdicio que su homólogo rural de la misma opulencia. La perspectiva global es alarmante, pues a medida que aumenta la urbanización, la generación mundial de desechos sólidos se está acelerando. Los 3 millones de toneladas de desechos sólidos por día producidos en el año 2000 se multiplicarán por 2 en 2025 y, de continuar con las actuales tendencias, se multiplicarían por 3 en 2100. Es decir que el aumento es mucho mayor que el incremento de la población, lo que se explica por el aumento del consumo que se produce en la medida en que los grupos de población transitan hacia ingresos medios y altos (Hoornweg et al., 2012).


  Algunos de los desechos sólidos quedan en el medio ambiente, como se tipifica con los plásticos que han invadido los océanos y los ríos del mundo. Esta basura plástica en los océanos proviene sobre todos de los países en desarrollo, pues la mayor cantidad de los plásticos de los países desarrollados van a dar a los rellenos, es decir se sacan de la vista de los ciudadanos para dejarlos descomponer, durante cientos o miles de años, enterrados en el suelo.


   


  Figura 8.2. Manejo de los residuos
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  Fuente: Hoornweg y Bhada Tata, 2012.


   


  ¿Cómo disponer de los residuos sólidos para eliminar los impactos ambientales? La gestión de residuos sólidos tiene como objetivo central disminuir la cantidad final de basura (es decir de los residuos sólidos que no tienen un final posible distinto al de ser depositados en un relleno), y establece la jerarquía ampliamente aceptada de las cuatro R: reducir, reutilizar, reciclar y recuperar. Según Hoornweg, “esta jerarquía responde a consideraciones financieras, ambientales, sociales y de gestión. En esta jerarquía incluye también la minimización de las emisiones de GEI” (ver la figura 8.2). La basura o residuo de estos procesos se envía a un sitio de disposición o vertedero que debe ser diseñado y operado para ofrecer una adecuada protección al medio ambiente y la salud pública, lo que en un sentido estricto constituye un relleno sanitario. Con frecuencia estos últimos presentan fallas en su diseño u operación, especialmente en los países en desarrollo. Los rellenos por lo general evolucionan desde un botadero de residuos a cielo abierto hasta llegar a convertirse en un relleno sanitario, pasando por un botadero controlado a cielo abierto y un relleno controlado (Hoornweg et al., 2012).


  En los países en desarrollo, una gran parte de los desechos sólidos municipales son mal recogidos o son eliminados de forma inadecuada con un impacto perjudicial en el medio ambiente; en estos países la falta de cumplimiento de las regulaciones facilita que desechos peligrosos, incluyendo los desechos médicos infecciosos, se mezclen con los desechos sólidos municipales, con grave perjuicio para los recicladores que recolectan la basura en la calle o en los rellenos sanitarios. Crecientemente los desechos sólidos de los países en desarrollo se han depositado en rellenos sanitarios, pero, con frecuencia, su deficiente diseño y manejo se traduce en diversas amenazas ambientales que incluyen la contaminación de aguas subterráneas y superficiales por los lixiviados, la contaminación del aire por combustión y la emisión de metano, un potente gas de efecto invernadero, como consecuencia de la descomposición incontrolada.


  El futuro se delinea, según los expertos, como uno en que los sistemas de saneamiento y desechos sólidos transiten de ser colectores de materiales desechados y contaminantes con miras a buscar su eliminación —que muchas veces consiste en ocultarlos de la vista de los ciudadanos—, hacia ser proveedores de agua, energía, materiales, nutrientes y empleo (IRP, 2018).


  ¿Qué se hace con los residuos sólidos en las ciudades colombianas?


  En un informe del BID y la OPS se afirma que en 1997 la disposición final de residuos sólidos era muy deficiente y que “con excepción de Medellín y Bogotá no hay rellenos sanitarios en el país” (citado por Avendaño, 52:2015). En los últimos años la situación ha mejorado, pero es aún insatisfactoria. En Colombia se generan 11,6 millones de toneladas de basuras al año, lo que significa 0,66 kilos per cápita por día, por debajo del promedio mundial, que asciende a 1,3 kilogramos. El 67% de los 1102 municipios se sirven de 62 rellenos regionales con autorización que reciben el 90% de los residuos. El 33% de los municipios se sirve de rellenos individuales o municipales, en los cuales se dispone el 10% del total de los residuos sólidos producidos en el país, que incluye 167 sitios no autorizados en que se dispone el 4% de los residuos generados, principalmente en ciudades del Caribe y el Pacífico (DNP, 2016; Superservicios, 2013).


  No se sabe cuál es la calidad del funcionamiento de los rellenos sanitarios dada la precaria monitoría y control de las autoridades públicas. La información con que se cuenta es muy deficiente. Los estallidos de protestas populares, ante diversos problemas sanitarios de algunos rellenos o de las deficientes formas de trasladar allí las basuras, acaban siendo el detonante para que las autoridades actúen, como ha ocurrido típicamente con el relleno de Doña Juana en Bogotá. El ciudadano común de la mayor parte de los municipios de Colombia sabe muy bien que los servicios de aseo, recolección municipal de basuras y su disposición final dejan mucho que desear. Se estima que en los próximos 10 años la generación de residuos crezca 20%, lo que podría generar nuevos problemas si se toma en cuenta que la vida útil de los rellenos sanitarios, en los cuales 321 municipios del país depositan sus residuos, se terminará en 2021 (DNP, 2016).


  Del total de las basuras producidas en Colombia solo se aprovecha y valoriza el 17%, (mediante reciclaje, recuperación, etcétera), en contraste con España (37%), Holanda (99%) y 27 países de la Unión Europea (en promedio, 67%) (DNP, 2016). Bogotá aportó un 80,3% del total de toneladas aprovechadas en 2016. El compostaje es una práctica crecientemente utilizada. Y los materiales que más se aprovechan, equivalentes al 70% del total aprovechado, son el papel y el cartón con un 53%, metales con un 25% y el vidrio con un 13%; los materiales que menos son aprovechados y comercializados en el país son los textiles, ya que solo se registra un 0,4%, y los maderables con un 2% (Superservicios, 2017). 


  Así que Colombia está, a similitud de los otros países de América Latina, lejos de la cúspide de la pirámide de la figura 8.2, con sus cuatro Rs, reducir, reutilizar, reciclar y recuperar. No obstante, en el país se utilizan las más variadas tecnologías para el tratamiento y aprovechamiento relacionadas con las 4 Rs, con excepción de tecnologías de vanguardia como la nanotecnología (Avendaño, 2015). Son muchos los proyectos que causan admiración por la capacidad de innovación y talento empresarial que representan. Pero como ocurre en Colombia con muchos de los proyectos ambientales, aún falta escalarlos para que tengan el impacto requerido, y más aún si se considera que se debe transitar hacia el ideal de basura cero.


  La economía circular: hacia basura cero


  Según la ONG Zero Waste Europe: “Basura cero es un objetivo que es a la vez pragmático y visionario, para guiar a las personas y a las organizaciones a emular los ciclos naturales sostenibles, donde todos los materiales descartados son recursos para que otros los utilicen. Zero Waste significa diseñar y administrar productos y procesos para reducir el volumen y la toxicidad de los desechos y materiales, conservar y recuperar todos los recursos, y no quemarlos o enterrarlos. La implementación de Zero Waste eliminará todas las descargas a tierra, agua o aire que puedan ser una amenaza para la salud planetaria, humana, animal o vegetal”.


  Basura cero hace parte de la economía circular que tiene como objetivo minimizar el desperdicio mediante el establecimiento de una cadena de suministro de circuito cerrado. El material de desecho que no puede ser evitado por una parte puede convertirse en la materia prima de otra persona u organización si se recicla, se reutiliza o se recupera. Se trata de reemplazar la economía lineal: en los últimos 200 años de evolución industrial ha dominado un modelo unidireccional de producción y consumo en el que los bienes se fabrican a partir de materias primas, se venden, se usan y luego se descartan o incineran como desechos. En síntesis, la economía circular busca sustituir la visión y comportamiento de las sociedades actuales de usar y tirar, usar y tirar. La economía circular consta de 3 pilares fundamentales: alta eficiencia en el uso de recursos, basura cero y cero emisiones. La Unión Europea se distingue por haber expedido una serie de normas que muestran notables avances y creatividad, pero como lo ha anotado Ferran Rosa, líder de la ONG Europe Zero Waste, “se requiere de una nueva legislación para frenar el desperdicio de alimentos, impulsar la prevención de residuos y reducir los plásticos de un solo uso […] la verdadera prueba será que los Estados miembros cambien la forma en que manejan los recursos naturales, eliminen el vertido y la incineración mientras promueven un mejor diseño de los productos y establezcan los incentivos económicos correctos” (Rosa, 2018).


  Justamente las ciudades, por su naturaleza, juegan un papel central en el establecimiento de este nuevo paradigma. Y es que las ciudades, además de consumir el 70% de la energía, consumen hoy el 60% de los materiales (abióticos y bióticos), una proporción que se incrementará en los próximos años. Como lo subraya el informe “Peso de las ciudades: los recursos que exige la urbanización del futuro”: “Si se mantienen las tendencias actuales, la cantidad anual de recursos necesarios para la urbanización futura pasaría de 40 000 millones de toneladas en el 2010 a casi 90 000 millones de toneladas en el 2050. La elevada demanda de materias primas será muy superior a lo que el planeta puede proporcionar de forma sostenible” (IRP, 2018).


  Entre otras, este incremento se asocia con el hecho de que el 60% del entorno construido requerido para satisfacer las necesidades de la población urbana del mundo para el año 2050 aún no existe. La demanda futura de los materiales de construcción está dramáticamente representada en lo sucedido en China, que ha experimentado una urbanización sin precedentes en la historia de la humanidad en las últimas 2 décadas: en el período de 3 años desde 2011 a 2013, usó más concreto que el utilizado por Estados Unidos en el transcurso de todo el siglo XX (Smil, 2013).


  En el propósito de transitar hacia la economía circular, las ciudades de América Latina, y entre ellas las de Colombia, tienen un peso relativamente mayor que los centros urbanos del resto del mundo en desarrollo y de parte del desarrollado, en virtud de su alta tasa de urbanización. Como se subrayó en la introducción de este capítulo, las ciudades de Latinoamérica representaban en 2010 el 79,4% de su población total, cifra que ascenderá a 88,7% en 2050.


  La economía circular y la basura cero se comienzan a incorporar en las agendas de las ciudades colombianas, pero su desarrollo es aún incipiente. Diversos enfoques y herramientas se están aplicando, todos los cuales se originan en los países desarrollados y hacen parte de la ecología industrial, una disciplina académica que comenzó a surgir a principios de los años 90: análisis de flujo de materiales, análisis de ciclo de vida, producción más limpia, responsabilidad extendida del productor. El enfoque de la producción más limpia (producir más con menos: minimizar el desperdicio y las emisiones y maximizar la producción del producto), surgió en el país tempranamente, a principios de la década de los años 90, teniendo la ONG Promoción de la Pequeña Empresa Ecoeficiente Latinoamericana, Propel, incidencia en su difusión. Propel fue una iniciativa promovida y financiada por el empresario y filántropo suizo Stephan Schmidheiny, quien fue el creador del Consejo Mundial de los Negocios para el Desarrollo Sostenible y de la Fundación Avina22. Por cerca de una década tuve la oportunidad de ser miembro de la junta directiva de Propel, que presidí durante 5 años, y en donde aprendí el qué y el cómo de la producción más limpia en Colombia, Perú y Chile, donde adelantamos proyectos. Lo hicimos de la mano del profesor Bart van Hoof, uno de los pioneros de la ecología industrial en Colombia, y de Diana Gaviria, ambientalista, con quienes, además, hemos realizado otros proyectos, incluyendo los magísteres en Gerencia Ambiental y Gerencia y Práctica del Desarrollo Sostenible en la Facultad de Administración de la Universidad de los Andes.


  Recién creado, el Ministerio del Medio Ambiente estableció un ambicioso programa para el establecimiento de acuerdos voluntarios nacionales y regionales de producción más limpia que, tras un gran auge, se marchitó después de cerca de una década de funcionamiento. Según una evaluación de su desempeño, algunos sectores y empresas adelantaron los convenios voluntarios con rigor y creatividad, mientras que a otros les sirvió “fundamentalmente para legitimar y perpetuar el no cumplimiento de la normatividad” o una lamentable manifestación de “la viveza” colombiana (Blackman, 80: 2005). La causa de tan dispar resultado simplemente ilustra las dificultades que se enfrentan cuando la producción más limpia, y en general los enfoques de su misma naturaleza, se entienden como una expresión del “business as usual” y no como una nueva visión, como un nuevo paradigma, tal como lo han señalado los Bart van Hoof y Jooyoung Park, profesores de Ecología Industrial de la Facultad de Administración de la Universidad de los Andes (ver recuadro 8.1).


  
    Recuadro 8.1. La ecología industrial como metáfora de la ecología de la naturaleza23


    “El desarrollo temprano de la ecología industrial se caracterizó por incluir conceptos metafóricos tales como ‘metabolismo industrial’ y ‘ecosistema industrial’, los cuales generaron inspiración y directrices normativas sobre cómo reestructurar y transformar los sistemas industriales humanos (Ehrenfeld, 2003). La lógica de base era que los sistemas humanos, como parte de ecosistemas naturales más amplios, se desempeñarían más eficiente y sosteniblemente al imitar los comportamientos y estrategias de la naturaleza. Por ejemplo, los ecosistemas industriales pueden minimizar la pérdida de energía disponible y de materiales útiles, a través de una red de interconexiones en la que los organismos industriales consuman sus residuos entre sí, como lo hace la naturaleza en su cadena alimenticia (Frosch, 1992). Así, los sistemas industriales pueden mitigar problemas de toxicidad al utilizar materiales que ya existen en la naturaleza, en lugar de crear sustancias nuevas que probablemente serían tóxicas para los organismos vivos (Commoner, 1997)”.


    “Esta metáfora de la ecología industrial puede proveer directrices y estrategias para un mejor diseño de materiales, productos y sistemas industriales. La química y la ingeniería verdes presentan principios de diseño para estructurar sustancias y procesos que reduzcan y minimicen la toxicidad. El biomimetismo y el diseño para el medio ambiente (DpMA) ofrecen ideas innovadoras y lineamientos normativos para el diseño de productos. La simbiosis industrial (SI), inspirada en los flujos de materiales interdependientes y circulares de las cadenas alimenticias de la naturaleza, enfatiza la importancia de conectar a las empresas a través de intercambios de materiales que reduzcan los impactos ambientales de las regiones industriales. Al tomar como modelo la naturaleza, la ecología industrial propone opciones alternativas, a varios niveles de un sistema, con el fin de lograr una transformación en la sostenibilidad”.

  


  Hoy se observan diversos programas en el ámbito de la economía circular, como iniciativas del sector privado y del sector público. Incluso, el Gobierno nacional, en concertación con el empresariado, ha formulado una Política Nacional de Producción y Consumo Sostenible que busca actualizar la Política Nacional de Producción Más Limpia y el Plan Nacional de Mercados Verdes. Así, por ejemplo, se adelantan nuevos y creativos programas de producción más limpia en las cadenas de valor, como es el caso de RedesCar, iniciado en 2014 por la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca bajo la dirección de la Facultad de Administración de Uniandes y la participación de otras 4 universidades y de cerca de 500 empresas. Se adelantan también en el país diversas iniciativas sobre responsabilidad extendida del productor, que busca extender las responsabilidades del fabricante de un producto hacia varias etapas del ciclo de vida del mismo, en especial la recolección, el reciclaje o la recuperación y la disposición final (Van Hoff et al., 2018b).


  EL CLIMA: LA NUEVA AGENDA


  Como se enfatizó en el capítulo sobre cambio climático, los centros urbanos del mundo deberán tomar medidas conducentes a adaptarse al cambio climático, e igualmente, deberán tomar medidas para mitigarlo. Las ciudades representan aproximadamente dos tercios de la demanda de energía y 70% de las emisiones totales de dióxido de carbono (CO2) relacionadas con la energía. Y si se mantienen las actuales tendencias, estas emisiones se incrementarían en un 50% de aquí a 2050 (IEA, 2016). Hasta recientemente, la mitigación y la adaptación al cambio climático de las ciudades no tenía mayor reconocimiento en la agenda pública, pero con el Acuerdo de París la situación parece estar cambiando. Mas, como es usual, las ciudades de los países desarrollados llevan la delantera mientras los países en desarrollo parecen encontrarse más en la fase de diagnóstico y de formulación de políticas que en la verdadera acción. Ese es el caso de Colombia.


  Riesgos socioambientales


  Con el clima cambiante, las ciudades de hoy están sometidas a unos riesgos sin antecedentes en su historia. Al inicio de este libro, registramos que los impactos asociados al cambio climático se agudizan a consecuencia del mal manejo de la naturaleza. Así ocurrió en la avalancha de Mocoa (ver capítulo 1, pág. 18), cuyos trágicos impactos se atribuyen, en mucho, a la deforestación de las cuencas de los ríos aguas arriba de la ciudad y, también, a haber permitido que se urbanizaran zonas de alto riesgo, muchas de ellas en el cauce mismo de unos ríos que atraviesan la ciudad y cuyo comportamiento natural ha sido históricamente problemático. Pero Mocoa no tipifica solamente el caso de una ciudad de un país en desarrollo ubicada en la selva amazónica. La tragedia de Houston ocasionada por el huracán Harvey es semejante en muchos aspectos a lo ocurrido en Mocoa. Paul Krugman se refirió a aquella en los siguientes términos: “Harvey fue un desastre épico. Y fue un desastre provocado, en gran parte, por malas políticas. Como muchos han señalado, lo que hizo a Houston tan vulnerable a las inundaciones fue el desarrollo rampante, no regulado. Dicho de otra manera: gran Houston todavía cuenta con menos de un tercio de habitantes que Nueva York, pero cubre aproximadamente la misma área y probablemente tiene un porcentaje menor de tierra que no ha sido pavimentada o construida. La expansión desordenada de Houston le ha dado a la ciudad un tráfico terrible y una gran huella de contaminación incluso antes del huracán. Cuando llegaron las lluvias, la vasta zona pavimentada tuvo como consecuencia que las aguas ascendentes no tuvieron a dónde ir” (Krugman, 2017). Pero el cambio climático no es solamente una amenaza para las ciudades costeras. En América Latina, Ciudad de México, a 2250 metros sobre el nivel del mar, es, quizá, el centro urbano que presenta mayores desafíos frente al cambio climático; en palabras de Arnoldo Kramer, director de la Oficina de Resiliencia de la Ciudad de México: “El cambio climático se ha convertido en la amenaza a largo plazo más grande para el futuro de la ciudad. Y esto es porque está vinculado al agua, la salud, la contaminación del aire, la interrupción del tránsito a causa de inundaciones, la vulnerabilidad de la vivienda por derrumbes, lo cual quiere decir que no podemos empezar a atender ninguno de los problemas reales de la ciudad sin hacer frente a la cuestión climática” (Kimmelman, 2017a).


  El cambio climático tiene una doble faz en términos del desarrollo. Para muchas ciudades del mundo, adaptarse podría ser una vía hacia la prosperidad en el largo plazo. Así se ilustra con el caso de Holanda que, por sus particulares condiciones geográficas, es un país amenazado doblemente por la subida del nivel del mar y las inundaciones generadas por el desbordamiento de los ríos. Los holandeses han optado como estrategia vivir con el agua, en lugar de luchar para vencerla: construyen lagos, garajes, parques y plazas que disfrutan en la vida diaria, pero que también son un fusible de seguridad al conformar enormes depósitos para recibir el agua cuando los mares y ríos se desborden; construir cientos de barreras es para ellos una defensa que puede servir temporalmente, pero que, en últimas, acaba siendo derrotada. Holanda es un buen ejemplo de los lugares en los cuales las sociedades toman el toro por los cuernos y los dirigentes están dispuestos a actuar (Kimmelman, 2017a). Sin embargo, la adaptación también puede ser costosa, lenta y llena de dificultades. Como se ha subrayado: “Puede ir en sentido contrario, a los ritmos de las campañas políticas, y enfrentarse a intereses poderosos y arraigados. Esto es, de hecho, lo que sucedió en Nueva Orleans, que ignoró las innumerables señales de alarma, destruyó protecciones naturales contra las inundaciones como el coral, le dio rienda a los urbanizadores y fracasó en reforzar los diques antes de que el huracán Katrina arrasara con la mayoría de la ciudad” (Kimmelman, 2017b). La reciente crisis de agua potable en Ciudad del Cabo, la mayor registrada en una gran ciudad en el mundo, no fue solamente una consecuencia de la extrema sequía por la que atravesó la región durante cerca de 3 años. Se potenció como producto de una explosiva (o tóxica) combinación de negativos juegos de poder y de malas políticas (Silke, 2018).


  Vulnerabilidad y riesgo de las ciudades frente al cambio climático


  Hoy Colombia cuenta con el “Análisis de vulnerabilidad y riesgo por cambio climático para los municipios”, que se constituye en una guía imprescindible para formular las políticas públicas urbanas. Para cada uno de los departamentos y sus municipios se establece el índice total de riesgo por cambio climático que sintetiza los valores de riesgo en 6 dimensiones: seguridad alimentaria, recurso hídrico, biodiversidad, salud, hábitat humano e infraestructura. Según el informe, el 100% de los municipios tiene algún grado de riesgo frente al cambio climático, y alrededor de 500, es decir aproximadamente la mitad de los existentes, siempre están oscilando entre alerta amarilla y alerta roja, pasando por la naranja, por riesgos de inundación y de deslizamiento, situaciones que se están incrementando. En total, el número de personas en condiciones de alto riesgo asciende a 12 millones (Ideam, 2017).


  Las ciudades capitales clasificadas como de muy alto riesgo son, en orden: San Andrés, Bogotá, Cali, Quibdó y Leticia; y las clasificadas como de alto riesgo son, en orden: Barranquilla, Cúcuta, Villavicencio, Bucaramanga, Montería, Mitú, Neiva, Manizales, Popayán, Arauca, Pereira e Inírida. Las regiones del país con mayor número de municipios en riesgo alto y muy alto son la Andina con 36 municipios, la Amazonía con 31 y el Pacífico con 25. En Guainía y Vaupés todos los municipios se encuentran en riesgo muy alto y alto.


  Sobre lo que significa un muy alto riesgo para las islas de San Andrés y Providencia y sus asentamientos urbanos y rurales basta con hacer memoria sobre las recientes tragedias ocurridas en diversas islas del Caribe. La gran lección que se ha podido aprender es que los impactos han sido menos drásticos en aquellos lugares en que se han tomado medidas de prevención y de atención de desastres.


  Cartagena: extrema insostenibilidad social y ambiental


  Según Francisco Arias, director del Invemar: “La ciudad de Cartagena de Indias constituye una de las cinco áreas colombianas identificadas como críticas por su vulnerabilidad al cambio climático debido a efectos del ascenso rápido del nivel del mar y la primera más crítica en el Caribe colombiano”. La Ciudad Heroica ilustra los riesgos del cambio climático para las ciudades costeras y las vulnerabilidades que estas tienen frente a este fenómeno. En Cartagena, los impactos más notables ante el inevitable ascenso del nivel del mar son la erosión costera y el retroceso de las playas, daños en las vías vecinas al mar, afectación del centro histórico, cambios en la dinámica del sistema de humedales costeros e intrusión marina en el canal del Dique. Estos impactos podrían verse influenciados por otros factores de índole social y económica como el crecimiento demográfico, la persistencia de la pobreza y la segregación, las deficiencias en infraestructura de vivienda y saneamiento básico. Para enfrentar estos retos, y como producto de diversos estudios, un conjunto de organizaciones públicas y privadas del orden local y nacional, en alianza con la cooperación internacional, crearon el Plan 4C: “Cartagena competitiva y compatible con el clima” (Minambiente, 2014). Sus recomendaciones fueron incorporadas en el Plan de Desarrollo: Primero la Gente 2016-2020. No obstante su sugestivo nombre, el plan no favorece a las poblaciones más vulnerables al cambio climático, como lo evidencian Jhorland Ayala García y Adolfo Meisel Roca en un estudio sobre el presente y el futuro de Cartagena que adelantaron para el Foro Nacional Ambiental; en él muestran cómo las políticas de adaptación al cambio climático adoptadas podrían conducir a acentuar la segregación y la exclusión social, dos características que están, en general, arraigadas en las ciudades colombianas. Su principal conclusión es demoledora: nunca Cartagena ha atravesado un período de mayor auge económico y nunca Cartagena ha atravesado un período con tanta pobreza, segregación y destrucción ambiental (Ayala y Meisel, 2016). La Ciudad Heroica es un caso extremo de insostenibilidad social y ambiental, una situación que es similar en Santa Marta, según estudios adelantados también para el Foro Nacional Ambiental.


  Bogotá: ajena a los riesgos de cambio climático


  El riesgo muy alto de Bogotá al cambio climático se relaciona principalmente con la alimentación y los recursos hídricos. El agua de la capital depende hoy en más de 70% del páramo de Chingaza —de aguas que se están tomando de la cuenca del Orinoco—, y en el futuro dependerá también del páramo de Sumapaz y, como se sabe, con el cambio climático se reducirá el área de los páramos, con lo que se afectará el ciclo hídrico. No obstante, los escenarios de disponibilidad de agua no han sido incorporados en la planeación de largo plazo de Bogotá. Y, además, se está desconociendo el cambio de comportamiento del río Bogotá como consecuencia del cambio climático, punto que se evidencia en el nuevo Plan de Ordenamiento Territorial, que tendrá una vigencia de 8 años. La ronda del río Bogotá, que preveía un espacio de 270 metros a lado y lado del río, fue reducido a 35 metros por la CAR con miras a asegurar el tipo de expansión del área urbana en el futuro: una ciudad que estará construida al borde del río, del lado del DC y del lado de Mosquera, como lo muestran los render de la alcaldía de la ciudad. Y en la adecuación del río la CAR está construyendo camellones para evitar sus desbordamientos. En otras palabras, la CAR y el Distrito Capital están yendo en sentido contrario a lo que están haciendo otras ciudades del mundo para adaptar sus ríos al cambio climático: crear amplias zonas para que reciban las aguas en los eventos extremos de inundación que se harán más frecuentes y más drásticos.


  Ciudades más compactas y descarbonización de las edificaciones y del transporte


  Las ciudades están en el corazón del esfuerzo de descarbonización de la economía. En su orden, el sistema de transporte y la energía utilizada en las edificaciones son los principales contribuyentes de los centros urbanos a las emisiones de GEI. Para asegurar que la temperatura media del planeta se mantenga por debajo de un aumento de 1,5ºC, la demanda final de energía en estos dos sectores a nivel mundial debe reducirse en un 60% hacia el año 2050.


  Hacer que las ciudades sean más compactas y densas es una de las medidas más eficaces para mitigar el cambio climático y tiene además otros significativos atributos ambientales, sociales y económicos. Durante el último siglo las ciudades se esparcieron en forma desordenada y disminuyeron su densidad. En una investigación en que se analizó el crecimiento de una muestra representativa de las ciudades del mundo, entre 1800 y 2000, se encontró que 28 de las 30 ciudades estudiadas en la muestra aumentaron su área más de 16 veces entre 1930 y 2000, con las únicas excepciones de Londres y París, que aumentaron sus áreas 16 veces entre 1874 y 2000 (Angel, 2012, citado en IRP, 2018). Es un patrón de urbanización favorecido por el automóvil, que en los países desarrollados se caracteriza por los suburbios para los grupos más afluentes, y en los países en desarrollo se caracteriza por las urbanizaciones de los más pobres en la periferia (con frecuencia en lugares ambientalmente frágiles) y, también, por el establecimiento de urbanizaciones de baja densidad para los grupos de mayores ingresos en las afueras del perímetro urbano. Los colombianos de mi generación (años 40 del siglo pasado) recordamos unas ciudades compactas con un nítido límite con las áreas rurales. Y pudimos observar como a partir de los años 60 se ha producido un desordenado crecimiento con des-densificación. El desordenado desbordamiento de Bogotá sobre la sabana tipifica esta situación, el cual ha sido hecho a costa de sacrificar unos de los mejores suelos para la agricultura del país.


  Existe un gran consenso, entre los expertos que intentan prospectar las ciudades del siglo XXI, en la necesidad de adelantar intervenciones que modifiquen la morfología urbana mediante un crecimiento compacto, la promoción de vecindarios habitables y socialmente más incluyentes, y edificios y sistemas urbanos con uso eficiente de los recursos. Como se ha señalado, se requiere “un diseño sostenible a escala humana que cree condiciones favorables para el establecimiento de zonas de uso mixto habitables desde el punto de vista funcional y social, con opciones para la movilidad no motorizada (por ejemplo, caminar y andar en bicicleta) y una calefacción, refrigeración e iluminación ‘pasivas’ a nivel de edificio” (IRP, 2018). No invadir áreas que son valiosas para la actividad agrícola y la protección ambiental es uno de los mayores atributos de un crecimiento urbano más compacto.


  En Colombia se está yendo en la dirección contraria, manteniéndose la tendencia hacia ciudades más dispersas y de baja densidad, como lo revelan los estudios que se han hecho desde el Foro Nacional Ambiental. Los POT parecen haber sido capturados por los grandes intereses inmobiliarios en favor de la especulación del suelo y de unas densidades que los favorecen. Es tal la captura que los alcaldes que, con valor, se han atrevido a tratar de cambiar el rumbo de POT que estuvieron mal concebidos desde la perspectiva del interés público se han visto cercados por los pleitos y demandas de los abogados de Camacol y otros grupos de interés, como ocurrió en Pereira y Cajicá en los últimos años.


  La reducción de emisiones de GEI de los edificios ofrece grandes oportunidades de generar una descarbonización profunda en las ciudades, así como menores costos de la energía, lo que constituye un beneficio adicional. Los edificios con cero emisiones de carbono se caracterizan por ser de una alta eficiencia energética, a partir de diseños arquitectónicos y medidas de uso de la energía que reducen su demanda total. Por lo general, incorporan sistemas de energía renovable en el sitio o la obtienen por fuera de los límites del edificio para satisfacer sus necesidades (IEA, 2016). En Colombia se observa algún movimiento en esta dirección, pero para que alcance la escala necesaria se requeriría de nuevas regulaciones, como de incentivos económicos.


  Transitar hacia sistemas de transporte cero en carbono es una de las estrategias cruciales para mitigar el cambio climático. Los automóviles eléctricos automatizados no parecen estar muy lejos en el horizonte. En Colombia, si se cumple con las recomendaciones de la Misión de Crecimiento Verde, en 10 años deberán entrar al parque automotor 600 000 automóviles eléctricos, un 80% de los cuales transitan diariamente en las ciudades (DNP, 2018).


  Transmilenio y ciclovías. En los últimos años, al mismo tiempo que grandes ciudades del mundo intentan mejorar la movilidad mediante sistemas de transporte masivo, complementado con diversas modalidades, como una condición fundamental de bienestar de sus habitantes, se ha buscado que estos produzcan menor emisión de GEI y contaminación del aire. El sistema de transporte integrado de Medellín, que incluye un metro elevado, teleféricos, tranvías y ciclovías, ha llamado la atención mundial. El Transmilenio de Bogotá, establecido a principios del siglo, se constituyó en un ejemplo que ha sido imitado por muchas ciudades de Colombia y del mundo. La implementación de la totalidad del sistema debería haberse completado en 2016, pero a la fecha solo lo ha sido en un 40%, como resultado de intereses políticos que jugaron en su contra, con un balance negativo para la ciudad. En su momento, la sustitución de la caótica y contaminante flota de buses y busetas por el Transmilenio fue un notable avance, y un ejemplo también mundial, para la descontaminación del aire y la reducción de la emisión de gases de efecto invernadero. Pero la historia cambió: buena parte de los buses articulados de Transmilenio traspasaron su vida útil con negativos impactos para la calidad del aire, pues se mantuvo una tecnología diésel de primera generación, frente a las siguientes con menor emisión de material particulado tan dañino para la salud. Completar el sistema de Trasmilenio y sustituir sus buses articulados por unos eléctricos son objetivos que necesariamente deberían realizarse, y se deberá articular al metro elevado que, por fin, se va construir, después de decenios de dilaciones y frustraciones.


  En Bogotá se comenzó a establecer un sistema de ciclovía como estrategia para resolver los problemas de movilidad hace cuarenta y cinco años, gracias a la acción de ONGs y activistas ambientales, como Jaime Ortíz, y a la positiva respuesta que tuvo en su momento la alcaldía de la ciudad. Hoy se considera que esta es, también, una alternativa con gran impacto en la descarbonización de las ciudades. Bogotá cuenta con una de las más extensas redes de ciclovías en el mundo (500 kilómetros), que es intensamente utilizada y que ya convirtió a la ciudad en una de las capitales mundiales de la bicicleta, como lo revela el índice de Copenhague 2019, que ubica a la ciudad como la primera en Latinoamérica y la 12 en el mundo. Enrique Peñalosa es el alcalde de la ciudad que más ha contribuido a este gran propósito de la ciclovía, como fue también el creador y gran propulsor del Transmilenio.


  LOS HABITANTES URBANOS: MÁS CERCA DE LA NATURALEZA


  Cuando, hace 10 años, diferentes grupos de ambientalistas denunciamos con alarma el otorgamiento de títulos mineros en diversos páramos de Colombia, la respuesta de la opinión pública fue bastante tímida. Para entonces, Ingeominas había entregado títulos mineros en 65 176 hectáreas de páramos, de los cuales 44 se ubicaban en 14 parques nacionales (Rodríguez, 2008). Mas la conciencia de los habitantes urbanos sobre los páramos comenzó a cambiar en forma rápida, un eco del movimiento cívico que se formó en Bucaramanga en protesta por el proyecto de minería de oro a cielo abierto en el páramo de Santurbán, que en el sentir de sus habitantes y de un amplio número de expertos atenta contra las fuentes de agua de la ciudad. Posteriormente, surgió el movimiento en contra del proyecto de explotación de oro en la Colosa en Cajamarca, Tolima, en el cual han participado campesinos de la región —que consideran que atenta contra la vocación agrícola del municipio—, agricultores de las planicies del departamento —a quienes les preocupa el suministro de agua para sus cultivos de arroz—, y habitantes urbanos y autoridades municipales tanto de Cajamarca como de Ibagué —que avizoran problemas para sus ciudades—. Como se señala en el siguiente capítulo, el movimiento de NO a la Minería, en aras de la protección del agua, se ha extendido a otras regiones del país, mediante la creación de diversas alianzas entre habitantes rurales y urbanos.


  Si bien la defensa del medio ambiente por parte de los habitantes urbanos ha tenido un gran auge en el último decenio, en particular en relación con la defensa de los páramos, en realidad se trata de un proceso que tiene sus antecedentes años atrás. Así, por ejemplo, en Bogotá en la última década del siglo pasado se inició un movimiento popular en defensa de los humedales ubicados dentro del perímetro urbano y sus alrededores, detonado por un grupo de ciudadanos que se constituyó en una organización no gubernamental para proteger el humedal de la Conejera frente a urbanizadores, que le estaban robando su espejo de agua mediante obras de relleno y estaban poniendo en el banquillo a la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá (EAAB), que lo utilizaba para el vertimiento de aguas negras. Las ONG utilizaron con éxito diversos mecanismos legales (acciones de tutela, populares y cumplimiento) y hoy el humedal, restaurado y protegido, es lugar de conservación de la biodiversidad y recreación para los bogotanos. Esta exitosa defensa llevó a que se constituyeran otras organizaciones de base para la defensa de los diversos humedales de Bogotá que, en últimas, obligaron al Distrito Capital y a la EAAB a velar por su protección. En forma similar, diversas organizaciones cívicas han estado empeñadas en defender otros valores de la naturaleza, como los cerros orientales de Bogotá, los farallones de Cali, la bahía de Cartagena, o las riberas del río Sinú en Montería. Se podrían enumerar muchos otros ejemplos y, entre ellos, se resaltan el movimiento conformado por campesinos, habitantes urbanos y autoridades públicas del departamento del Huila y de la ciudad de Neiva en defensa del río Magdalena frente a la construcción y llenado de la represa del Quimbo, así como el movimiento de los indígenas Wayúu en la Guajira (con sus comunidades rurales —las rancherías— y urbanas) en contra de la desviación del río Rancherías y del arroyo Bruno por parte de la empresa El Cerrejón, para extraer el carbón existente debajo de sus cauces.


  Estos movimientos sociales en pro del agua y otros bienes ambientales tienen un profundo significado: se están rompiendo las barreras del imaginario del habitante urbano que no ve más allá de los confines del perímetro de la ciudad construida o que es indiferente frente a valores naturales que se ubican a su interior. Los habitantes urbanos de Colombia están ingresando a hacer parte de la defensa de las áreas rurales y de sus ecosistemas naturales de los que dependen sus ciudades. Sus acciones de protesta están basadas en una paulatina comprensión del continuo rural-urbano y en un mejor entendimiento de los servicios que prestan a las ciudades los diversos ecosistemas de las regiones en donde se emplazan, incluyendo los agroecosistemas. En últimas, se trata de una nueva visión para guiar la transformación social ecológica de las ciudades que se manifiesta, entre otras, en el concepto de la estructura ecológica principal.


  La estructura ecológica principal: una nueva forma de pensar la relación ciudad-naturaleza


  La ciencia ha ayudado a cimentar esta nueva aproximación que está surgiendo entre diversas autoridades y grupos ambientales urbanos hacia la naturaleza. Así, el profesor Thomas van der Hammen, quizá el naturalista más importante que tuvo Colombia en la segunda mitad del siglo XX, introdujo a principios de los años 90 el concepto de Estructura Ecológica Principal (EEP), que fue definida por Minambiente en el año 2007 como “el conjunto de elementos bióticos y abióticos que dan sustento a los procesos ecológicos esenciales del territorio, cuya finalidad principal es la preservación, conservación, restauración, uso y manejo sostenible de los recursos naturales renovables, los cuales brindan la capacidad de soporte para el desarrollo socioeconómico de las poblaciones”. El mismo profesor Van der Hammen efectuó las primeras formulaciones de este modelo para los casos de Cundinamarca y Bogotá D.C., a mediados de los años 90. Y en los planes de ordenamiento territorial de diversas entidades territoriales, aprobados a principios de siglo, se formularon EEP municipales. Desde el año 2013 y 2014 el MADS inició el proceso de identificación de la EEP, a escala nacional, y dio el soporte técnico para que se hiciera en 15 ciudades de Colombia, entre ellas Quibdó, Santa Marta, Cali, Cartagena, Ibagué, Neiva, Pasto, Popayán, Riohacha, Tunja, Sincelejo, Valledupar, Villavicencio y Leticia. En general, de la EEP hacen parte de los ecosistemas estratégicos para la protección de las fuentes de agua, la red de microcuencas y drenajes urbanos y rurales, las áreas de vulnerabilidad y riesgo, los parques naturales municipales, los parques y áreas verdes urbanas, y otras áreas de especial significado ambiental; se prevé, además, que todos estos elementos estructurantes de la EEP se encuentren interconectados (MADS, 2016; EPA, 2015; AA, 2009).


  ¿En qué grado esta concepción ha sido útil para integrar la gestión ambiental del campo y la ciudad, dejando atrás aquellas aproximaciones que separan a estas dos dimensiones? ¿En qué medida los ciudadanos se han apropiado de ella? No se cuentan con evaluaciones al respecto, pero hay que reconocer que se trata del tipo de concepción que se requiere como base para adelantar la imperativa transformación social ecológica de los centros urbanos del mundo. La EEP es una contribución de Colombia en materia de las nuevas nociones de planeación urbana que hoy se están gestando. Pero como toda nueva forma de pensar, la EEP encuentra dificultades para abrirse paso, como lo revela el caso de la Reserva Van der Hammen de Bogotá, un componente de la EEP de Bogotá que la Alcaldía intenta echar para atrás.


  La Reserva Van der Hammen: ¿una disputa entre el urbanismo tradicional y el urbanismo del futuro?


  El área denominada hoy como Reserva Thomas van der Hammen, con una extensión de 1400 hectáreas, fue concebida por este profesor, a mediados de los años 90, como un área de protección y un elemento estructurante de la EEP de Bogotá que debe cumplir múltiples propósitos: corredor de conexión biológica entre los cerros orientales de la capital y el río Bogotá; protección de una parte de los suelos de mayor valor de la sabana; área para la recreación; y corredor para impedir la conurbación de Bogotá con los municipios del norte. El área de la reserva tiene condiciones únicas desde los puntos de vista de calidad de suelos y precipitación fluvial, así como una pequeña área de bosque nativo en buen estado de conservación, lo que permitiría un proceso de restauración ecológica en el largo plazo.


  La CAR adoptó la recomendación de Van der Hammen y poco tiempo después, en 1999, no aprobó las pretensiones del Distrito Capital de urbanizar esta área, en el contexto del POT. El alcalde Peñalosa apeló ante el Ministerio la decisión de la CAR de mantener esta área como parte de la Estructura Ecológica Principal. Con el fin de resolver la situación, el ministro Juan Mayr convocó un panel de 12 expertos para que le hiciera una recomendación sobre el futuro de esa área rural del Distrito Capital. El panel —compuesto, entre otros, por los arquitectos y urbanistas Germán Samper y Rogelio Salmona, el exrector de los Andes Eduardo Aldana, y el experto en movilidad Jorge Acevedo—, después de un trabajo de cerca de un año, con la secretaría técnica del Centro de Estudios Sociales de la Universidad Nacional, dio la razón a la CAR y el ministro expidió una resolución ordenando a esta entidad la creación de la Reserva y su reglamentación. Yo hice, también, parte del panel y desde entonces he tenido un profundo compromiso con su realización.


  En la resolución de creación de la reserva se autorizó la posible urbanización de una extensión de cerca de 2500 hectáreas al norte de Bogotá y colindante con la reserva (que, entre otras, 17 años después no había sido urbanizada). El alcalde Peñalosa demandó la decisión ante el Consejo de Estado, el cual 6 años después sentenció que la decisión de Mayr se ajusta a la ley. En el año 2014, el Consejo Directivo de la CAR, a partir de diversos estudios y de un amplio proceso de consulta con diversos grupos de interés, expidió un detallado plan de manejo ambiental de la reserva, que prevé un conjunto de medidas con miras a que sus tierras, hoy en un 73% dedicadas a actividades agropecuarias, se restauren paulatinamente como una área de conservación, que incluye, además, valiosos relictos de bosques y humedales. Se trata, en suma, de la construcción en el largo plazo de un parque urbano con singulares valores ecológicos y recreacionales.


  En su nuevo mandato, el alcalde Peñalosa ha propuesto, en el contexto del POT que debe expedir su administración, urbanizar la reserva y sustituirla con un proyecto urbanístico con amplias zonas verdes y otras características que la aleja radicalmente de la propuesta de Van der Hammen. Como respuesta a este proyecto, la Academia Nacional de Ciencias envió un comunicado a Peñalosa en el que señala las razones por las cuales es imperativo mantener la reserva y hace un recuento de las múltiples investigaciones científicas adelantadas sobre el área desde hace más de 50 años. A su vez, diversos ciudadanos y organizaciones, incluyendo una creada por un amplio grupo de jóvenes en pro de la reserva, hemos desplegado diversas acciones.


  La decisión está en manos de la CAR y del Ministerio del Medio Ambiente. Si favorece el plan de Peñalosa significaría la pérdida de una oportunidad única para Bogotá a tono con las iniciativas de las ciudades más visionarias del mundo que hoy están en proceso de crear parques urbanos de esta naturaleza. Sería, además, un antecedente muy negativo para el ordenamiento territorial de las ciudades, pues se autorizaría al alcalde Peñalosa a borrar de un plumazo un proceso de ordenamiento territorial que ya cumple cerca de 20 años.


  HACIA LAS CIUDADES DEL SIGLO XXI


  La EEP de las ciudades fue una concepción pionera del urbanismo del siglo XXI planteada desde Colombia desde hace más de dos décadas, que reconoce la inserción del ecosistema urbano en los ecosistemas de los territorios que lo rodean. Es un tipo de urbanismo que se plantea desde la aproximación de los ecosistemas y sus servicios a partir de la cual la estructuración principal de los centros urbanos está dada por un sistema interconectado de espacios naturales, que van desde un páramo que provee el agua municipal o un cinturón verde regional hasta un pequeño parque de recreación. Como se ha señalado recientemente en el informe El peso de las ciudades, elaborado por un grupo de expertos reunido por el Pnuma (Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente), “este principio refleja la importancia de identificar los sistemas naturales y patrones de paisajes estratégicos que protegen valiosos servicios ecosistémicos, puntos calientes de biodiversidad, y de insertar la ciudad alrededor de estos (es decir, vincular estos sistemas si están fragmentados). Estos sistemas estructurantes basados en la naturaleza juegan un importante papel en la construcción de la resiliencia de una ciudad al cambio climático y desastres naturales, y deben ser valorados como activos urbanos importantes” (IRP, 2018).


  Como hemos reiterado, en Colombia existen diversos proyectos que se basan en los principios que han sido postulados como orientadores de la ciudad del siglo XXI: un ordenamiento territorial basado en una ecología urbana (el concepto de estructura ecológica principal y afines) que postula la continuidad e interdependencia de la ciudad construida con los ecosistemas de los cuales depende su supervivencia; una morfología urbana basada en un crecimiento compacto, la promoción de vecindarios habitables y socialmente más incluyentes y edificios y sistemas urbanos con uso eficiente de los recursos; una identidad que se base en la defensa de su patrimonio arquitectónico y en la revalorización de las culturas urbanas construidas de tiempo atrás; una economía decarbonizada; una economía circular con el ideal de cero basuras; una reducción sustancial de la extracción y uso de materiales; un cambio en los patrones de consumo. Pero son proyectos que están muy lejos de alcanzar una masa crítica, y no la alcanzarán mientras entre los grupos dirigentes, y la ciudadanía, predominen concepciones de los siglos XIX y XX en las cuales la naturaleza es un objeto para la explotación indefinida, sin entender los límites ecológicos, o ignorándolos en favor de intereses económicos de corto plazo. Son grupos dirigentes que además de determinar en mucho el destino de las ciudades, inciden en forma crucial en el destino del campo, en el cual, como se arguye en el último capítulo, se requiere también de una transformación social-ecológica a partir de los principios de la agricultura ecológica que, como la ecología industrial, son, en últimas, metáforas basadas en las formas como funcionan los ecosistemas naturales.


  
    
      22 A finales de los noventa esta ONG fue fusionada con Fundes, otra iniciativa de Schmidheiny dirigida a fortalecer las pequeñas y medianas empresas de América Latina.

    


    
      23 Tomado de Van Hoof, Bart y Jooyoung Park (2018a). “La ecología industrial como paradigma de la gerencia de la sostenibilidad”. En Rodríguez, Manuel y María Alejandra Vélez (ed.), La gerencia y la Gobernanza del Desarrollo Sostenible. Bogotá: Ediciones Uniandes.

    

  


  CAPÍTULO 9 
 LA DESCARBONIZACIÓN DE LA ECONOMÍA Y EL FUTURO SOCIOAMBIENTAL DE LA MINERÍA


  La edad de piedra no se terminó porque se acabaron las piedras. Del mismo modo, la edad del petróleo no se va a terminar por la falta de petróleo, sino por el avance de las energías renovables.


  VIKTOR ELBLING, DIPLOMÁTICO ALEMÁN


   


  Ya entramos en la era de la descarbonización de la economía, como lo indica, entre otras, la rápida sustitución de la energía basada en combustibles fósiles por energías renovables no convencionales ocurrida en los últimos años, así como el Acuerdo de París, que compromete a los países a entrar en la senda de disminuir en forma sustancial sus emisiones de gases de efecto invernadero (GEI). ¿Acaso es posible la descarbonización requerida para cumplirlo? ¿A qué se comprometió Colombia de aquí al 2030? ¿Más allá de la descarbonización de la economía, qué decir sobre el futuro ambiental de la explotación petrolera y, en general, de la minería en Colombia? ¿Y qué significa el rechazo creciente de estas actividades por parte de las comunidades que hacen resonar su lema político “No a la minería, no al petróleo, sí al agua”?


  ¿CÓMO DESCARBONIZAR LA ECONOMÍA?


  Desde principios de este siglo se sabe que es posible descarbonizar la economía a partir de las tecnologías disponibles, como concluyeron, en 2004, Stephen Pacala y Robert Socolow, profesores de la Universidad de Princeton, quienes identificaron 15 diferentes alternativas tecnológicas existentes en el mercado, o a punto de estarlo, y demostraron la viabilidad de reducir las emisiones de gases de efecto invernadero en las escalas requeridas. Reconocen que transitar hacia estas escalas exigirá un esfuerzo y una solidaridad internacional sin precedentes en la historia, y conllevará problemas sociales y ambientales que no están presentes a escala limitada (Pacala et al., 2004). Después de 15 años de la publicación de este estudio pionero, muchas de esas tecnologías se han hecho más eficaces y baratas. Cada país tendría que escoger varias de las 15 alternativas que ofrece este menú (ver listado a continuación) con el fin de garantizar el cumplimiento de sus metas nacionales fijadas en el marco del Acuerdo de París, y, al mismo tiempo, hacerlo con los menores costos económicos y sociales posibles.


  15 alternativas para estabilizar el clima24


  Socolow y Pacala se preguntaron cuál sería la escala a que se tendría que llevar el uso de cada una de las 15 tecnologías enumeradas a continuación, entre 2004 y 2054, para reducir la emisión de los GEI en un 14,28% de la cantidad necesaria total para que la temperatura no exceda los 2°C. En otras palabras, es un menú en el que mediante la selección e implementación de cualquier conjunto de 7 de las 15 alternativas se podría producir la reducción de GEI requerida.


   


   


  Alternativas de eficiencia


  1. Doblar la eficiencia de 2000 millones de carros de 48 a 96 kilómetros por galón.


  2. Decrecer la distancia viajada en carro a la mitad: 8000 kilómetros por año.


  3. Reducir a un cuarto las emisiones actuales de carbono asociadas con la existencia de las residencias y edificios comerciales.


  4. Incrementar la eficiencia de generación de electricidad basada en el carbón en un 50% en relación con la actual.


   


  Alternativas de descarbonización de la electricidad


  5. Reemplazar 1400 GW de plantas termoeléctricas basadas en carbón por plantas potenciadas por gas.


  6. Capturar y almacenar las emisiones de 800 GW de plantas termoeléctricas basadas en carbón o 1600 GW de plantas basadas en gas.


  7. Triplicar la capacidad actual de producción de energía nuclear para reemplazar termoeléctricas basadas en combustibles fósiles.


  8. Incrementar la capacidad actual de generación de electricidad de origen eólico en 50 veces para sustituir plantas termoeléctricas basadas en carbón. Implica instalar 2 000 000 de molinos de viento que ocuparían 30 000 000 de hectáreas, continentales o marítimas.


  9. Multiplicar por 700 la capacidad actual de electricidad solar para sustituir la producida por termoeléctricas basadas en carbón.


   


  Alternativas de descarbonización del combustible


  10. Capturar y almacenar el CO2 en las plantas productoras de hidrógeno, que producen 400 Mt de hidrógeno por año, lo cual depende de la construcción de muchas más plantas productoras.


  11. Capturar y almacenar el CO2 subproducto de la operación de 180 plantas productoras de 34 millones de barriles diarios de combustibles sintéticos producidos a partir de combustibles fósiles: carbón, gas natural o biomasa.


  12. Producir hidrógeno para automóviles a partir de energía eólica en vez de combustibles fósiles, lo cual requiere de 4 millones de molinos de 1 MW.


  13. Incrementar la producción de etanol 50 veces, mediante la creación de plantaciones para la generación de biomasa, lo cual requeriría una sexta parte de la tierra agrícola.


   


  Alternativas de bosques y suelos


  14. Llevar a cero la deforestación tropical y quintuplicar las plantaciones existentes de bosques en suelos deforestados.


  15. Adoptar sistemas de labranza de conservación en todos los suelos del mundo.


   


  Estas tecnologías ya han sido desarrolladas en algún lugar del mundo a escala comercial y algunas no requieren mayores innovaciones para implementarlas a gran escala, como la reforestación, mientras que otras requieren aún ajustes. Así, es prioritario bajar el costo de las energías renovables, en particular de la solar y de la eólica, lo que a su vez exige enormes inversiones y la voluntad política para hacerlo. No obstante, en 2015, la cantidad de capacidad de generación agregada en energía solar fotovoltaica y eólica representó el 53,6% de la capacidad de gigavatios de todas las tecnologías instaladas en 2015 (incluyendo las hidroeléctricas), la primera vez que aquellas dos tecnologías representan una mayoría (Frankfurt School et al., 2017).


  
    Recuadro 9.1. ¿Veto a la energía nuclear?


    La energía nuclear es una las 15 alternativas consideradas (número 7 en el menú), pero hoy está cuestionada después del accidente ocurrido en 2011 en la planta de Fukushima Daiichi en el norte de Japón, el segundo peor accidente nuclear en la historia de la generación de energía nuclear. Sin embargo, su efecto sobre la opinión pública ha sido diverso. En Alemania se fortaleció el tradicional movimiento anti-plantas nucleares, hasta el punto que la primera ministra Angela Merkel se comprometió a cerrar todas sus plantas hacia el 2022, de las cuales llegó a depender cerca de la cuarta parte de la energía eléctrica de este país. En contraste, en Francia el número de desafectos a la energía nuclear se incrementó débilmente y el país mantiene su política de mantener esta como su principal fuente de electricidad, que hoy asciende al 75%. Las enormes dificultades para mitigar los impactos de Fukushima Daiichi parecerían alejar aún más de la opinión pública mundial a esta energía como parte del menú para enfrentar el cambio climático. Pero, en caso de que la reducción de GEI no se mueva con el ritmo requerido, es posible que retorne, puesto que las tecnologías más avanzadas tienen una alta seguridad.

  


  Entre las energías renovables, Socolow y Pacala excluyeron la energía hidroeléctrica, pues esta no es una posibilidad que se encuentre en todos y cada uno de los países del mundo. Sin embargo, la energía hidroeléctrica, con sus beneficios y costos, y la gran controversia que la rodea, sigue siendo una opción para muchos países, contando aún América Latina con importantes potenciales, como se examinó con amplitud en el capítulo 4.


  HACIA LA DESCARBONIZACIÓN Y LA ADAPTACIÓN AL CAMBIO CLIMÁTICO DE COLOMBIA


  En el Acuerdo de París, Colombia se comprometió a reducir en 20% sus emisiones de GEI para 2030, a partir de un escenario inercial —business as usual—, y a aumentar esta meta a 30% si llegare a contar con cooperación internacional. Se tomó como línea base el inventario de emisiones nacionales de 2010 y se proyectó el crecimiento de sus emisiones como si no se tomaran medidas para la reducción de GEI.


  Para lograr la meta del 20% existe un detallado programa en el que se definen las metas de reducción de GEI para cada uno de los sectores de la actividad económica (agricultura, transporte, industria manufacturera, etcétera) con las respectivas responsabilidades y planes. Por ejemplo, en el caso de los bosques se prevé una deforestación cero que, además, tendría un positivo impacto para la protección de la biodiversidad, la protección de las aguas y, en general, para la adaptación al cambio climático.


  Las energías renovables se encuentran en el corazón de la estrategia de descarbonización de la economía en Colombia. El país tiene aún un gran potencial de energía hidroeléctrica por utilizar, si bien depende de esta en un 70%. Como se planteó, es un potencial que solo debe utilizarse en aquellos casos en que se demuestre que sus beneficios económicos y sociales superan con creces sus costos ambientales y sociales. Pero la crisis de Hidroituango ha puesto de nuevo de relieve que Colombia está retrasada en el desarrollo de las energías renovables no convencionales y que es urgente promoverlas. La meta es conformar un portafolio de generación de energía eléctrica de diversas fuentes que esté en línea con el cumplimiento de las obligaciones adquiridas por Colombia en el Acuerdo de París y que asegure un suministro de energía seguro y estable. Seguramente este portafolio, con un alto componente de energía solar y eólica, requerirá también de algunos proyectos hidroeléctricos, ahora menos, pero se deberían excluir las megarepresas tipo Ituango dados los altos riesgos asociados, como nos lo enseña la dramática crisis que generó.


  Colombia se comprometió con 10 acciones específicas de adaptación a cumplir en el período 2020-2030:


   


  
    	Cobertura del 100% del territorio nacional con planes de cambio climático formulados y en implementación.


    	Diseño y puesta en marcha de políticas e instrumentos de manejo del recurso hídrico con consideraciones de variabilidad y cambio climático, en las cuencas prioritarias del país.


    	Fortalecimiento de programas educativos sobre el cambio climático enfocados a los diversos grupos de la población.


    	6 sectores prioritarios de la economía —transporte, energía, agricultura, vivienda, salud y comercio, turismo e industria— incluirán consideraciones de cambio climático en sus instrumentos de planificación y estarán implementando acciones de adaptación innovadoras.


    	Delimitación y protección de los 36 complejos de páramos que tiene Colombia —aproximadamente 3 millones de hectáreas—.


    	Aumento de más de 2,5 millones de hectáreas en cobertura de nuevas áreas protegidas por el Sistema Nacional de Áreas Protegidas (SINAP), en coordinación con actores locales y regionales.


    	Inclusión de consideraciones de cambio climático en Proyectos de Interés Nacional y Estratégicos (PINES).


    	10 gremios del sector agrícola, como el arrocero, cafetero, ganadero y silvopastoril, con capacidades de adaptarse adecuadamente al cambio y la variabilidad climática.


    	15 departamentos del país participando en las mesas técnicas agroclimáticas, articuladas con la mesa nacional, y 1 millón de productores recibiendo información agroclimática para facilitar la toma de decisiones en actividades agropecuarias.

  


  PETRÓLEO Y MINERÍA


  El petróleo y el gas y los minerales —incluyendo el carbón, los materiales de construcción y los metálicos—, son base fundamental de nuestra cotidianeidad, de la civilización contemporánea. Colombia, como cualquier país, necesita de esas materias primas para su desarrollo. Pero al lado de estas obviedades, es necesario reconocer los profundos impactos ambientales que con frecuencia tienen estas actividades, y muy en particular la minería a gran escala y la explotación petrolera, incluso cuando se hacen cumpliendo con la normatividad. En estas páginas me concentraré principalmente en estas dos actividades, que tanta controversia y conflictos socioambientales han generado en los últimos años, expresadas en el clamor de muchas comunidades que se sintetiza en la consigna “No a la minería, no al petróleo, sí al agua”. Al hacerlo, parto del supuesto de que el petróleo y la minería han traído, en balance, enormes beneficios económicos y sociales al país, lo que no significa desconocer que estas actividades, por su complejidad y larga historia, estén llenas de luces y sombras.


  El hecho de haber tenido que involucrarme desde el Gobierno (1990-1994) en los procesos de licenciamiento ambiental de proyectos de exploración y explotación petrolera y de minería a gran escala, y de haber conocido en detalle la operación de 2 de las minas de carbón y oro más grandes de Latinoamérica, me ha ayudado a conocer mejor estas actividades económicas que se caracterizan por su magnitud y complejidad tecnológica y sus variados, contradictorios y profundos efectos económicos, sociales y ambientales. Me ha servido también para buscar una mejor comprensión de los juegos de poder, los conflictos sociales, las oportunidades y amenazas, y, sobre todo, los dilemas éticos asociados a la gran minería y el petróleo25.


  Impactos sociales y ambientales de la gran minería y de la actividad petrolera


  En Colombia, el balance ambiental de las actividades petroleras y de la gran minería, vistas en su conjunto y en el largo plazo, así como su balance social —en relación con las comunidades que habitan en la región de sus operaciones—, están más llenos de sombras que de luces. Lo que quiere decir que si bien hay empresas cuyo desempeño se ajusta a la normatividad ambiental, ellas se mueven en un conjunto en el que otras empresas han incurrido en graves fallas de gestión ambiental, muchas veces en violación de la ley, que finalmente generan un balance negativo (visto desde las evaluaciones globales) y una percepción pública adversa.


  En general, los beneficios de la actividad petrolera y minera para las comunidades locales son muy cuestionables. Así lo indica un estudio de la CEPAL sobre Colombia, México y Perú que muestra cómo la pobreza es mayor en los municipios con minería (carbón y metales) que los municipios sin minería (Saade, 2013). En Colombia la población pobre es mayor en los municipios con minería de carbón y extracción de petróleo que los municipios que no cuentan con estas actividades, como se evidencia al compararlos a partir del índice de necesidades básicas insatisfechas para el período 1993-2005 y a partir del índice multidimensional de pobreza para el año 2005. Son dos evidencias muy significativas puesto que la historia del petróleo y el carbón en los municipios estudiados se remonta a varias décadas (ver figura 9.1). Obsérvese en la figura cómo el nivel de necesidades básicas insatisfechas es mayor en los municipios de gran minería de carbón (que dominan el carbón para explotación) que la de los municipios de minería de carbón a mediana y pequeña escala (que dominan el carbón para consumo interno). Sin duda, se ha fracasado en el proceso de llevar a las comunidades locales los beneficios de estas actividades de alta rentabilidad. Su viabilidad en el futuro dependerá, en mucho, de que esta situación se corrija.


  
    
      Figura 9.1. Población pobre (NBI e IMP) en municipios de carbón y petróleo (%)


      
        [image: ]
      


      Fuente: Rudas, Guillermo. “Notas sobre el estado de la minería del carbón a gran escala”, Foro Nacional Ambiental, diciembre 2013.

    

  


  No es extraño, entonces, que muchas comunidades se opongan a la minería a gran escala; hoy a través de la comunicación digital no solo conocen los resultados de este tipo de estudios sino que también se comunican entre sí para saber de sus realidades. En alguna ocasión que conversé con un joven líder de Cajamarca, Colombia, en donde existe una fuerte resistencia en contra del proyecto de minería de oro a gran escala de la Colosa, me hizo una descripción pormenorizada de las negativas consecuencias sociales de la explotación de oro en Cajamarca, Perú, por parte de la minera Yanacocha, en lo que es la mayor operación de este tipo en América Latina. Es un caso que personalmente conozco bien (ver nota de pie de página 310 26, 2a.), con lo que pude constatar cuán bien informado estaba este líder que visitó el sitio de la mina y sus vecindades, en Cajamarca, Perú, y quien, además, me hizo una larga descripción del cuestionable currículum de Anglo Gold Ashanti, la empresa que pretende explotar la Colosa, en África.


  Minería del oro y violencia


  La minería ha estado también asociada a la violencia en algunas regiones del país, tal como se ilustra en la figura 9.2, en la que se evidencia en Antioquia que, con sus 5 municipios productores de oro, tiene una de las más largas tradiciones de minería en el país, con operaciones tanto legales como ilegales. Sin embargo, la situación no es homogénea, pues los otros 2 departamentos mineros tienen un comportamiento similar al del resto del país y en 3 de ellos, 1 significativamente mejor.


  En medio de la guerra, en la gran minería del carbón fueron comunes las denuncias públicas y los procesos judiciales por violación de los derechos humanos, algunas de las cuales o están aún sin resolver, o finalizaron con condena para sus perpetradores. En muchos casos, la violencia en las regiones mineras ha sido una expresión de la violación a los derechos humanos de las comunidades como consecuencia de acciones tanto de empresas de la gran minería como de mineros ilegales para controlar territorios que han sido tradicionalmente habitados por comunidades con una tradición de minería artesanal, muchas veces ancestral. Por ejemplo, en Suárez, Cauca, comunidades negras fueron víctimas de toda clase de atropellos, con el fin de dar paso a la gran minería de oro, a lo cual opusieron un movimiento de resistencia; precisamente una de sus líderes, Francia Márquez, recibió el Premio Goldman en reconocimiento por su valiente y eficaz liderazgo en defensa de los derechos de estas minorías étnicas.


   


  Figura 9.2. Muertes violentas en departamentos con minería
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  Fuente: Rudas, G. y J. E. Espitia. “La paradoja de la minería y el desarrollo”. En: Garay, L.J. Minería en Colombia. Institucionalidad y territorio, paradojas y conflictos. Contraloría General de la República. Bogotá, noviembre de 2013.


  Petróleo y transformación del territorio


  La industria petrolera ha traído enormes beneficios económicos y sociales para Colombia. Los recursos provenientes de los impuestos nacionales, las regalías y otras cargas a las empresas han permitido realizar diversos programas sociales en el ámbito nacional. Pero, también, ha contribuido a modificar el paisaje, al declive de la biodiversidad y a la contaminación de los suelos, las aguas y el aire. Sus impactos ambientales son de dos tipos: los ocasionados directamente por las operaciones de exploración, explotación y transporte, y los impactos indirectos como consecuencia de la inserción de la actividad en diversos territorios.


  Impactos socioambientales indirectos


  El establecimiento de la actividad petrolera en regiones que están por fuera de la frontera agrícola ha detonado caóticos procesos de colonización y de deforestación para la explotación de madera y de apertura de tierras para la ganadería y la agricultura, con frecuencia no aptas para estas actividades. Con el transcurso del tiempo esos fenómenos se han articulado en forma compleja con otros factores, que empujan más la colonización y la tala del bosque. Así, por ejemplo, en los últimos 50 años, las plantaciones de cultivos ilícitos se han hecho en muchas de las regiones abiertas por la industria petrolera. Existe una gran coincidencia entre el mapa de lo que fueran, o son aún, áreas de explotación petrolera y el mapa de zonas cocaleras. Y existe una gran coincidencia entre el mapa de la guerra y el mapa del petróleo. A esta tipología pertenece la historia de Orito y sus zonas vecinas, en el Putumayo, que tras una caótica colonización impulsada por la exploración y explotación petrolera se convirtió en una zona de conflicto armado y de plantaciones de coca, como se explica a continuación. Y a esta tipología pertenecen también el Catatumbo, el Magdalena medio y Arauca; en este último caso, antes de que se estableciera el campo petrolero de la Oxy en Caño Limón, esta región dominada por un paisaje de llanura y humedales era el asiento de una ganadería extensiva tradicional relativamente armónica con el medio ambiente.


  La convergencia entre petróleo y guerra no es un problema que se circunscriba a Colombia, pues la historia nos enseña que la riqueza en recursos naturales renovables y no renovables es causa de conflictos socioambientales. Tradicionalmente muchas de las guerras civiles y conflictos sociales se asociaban con la escasez. En los últimos años, diversos estudios han mostrado que la riqueza en ciertos recursos naturales (petróleo, oro, diamantes) y el conflicto están correlacionados positivamente, como se ilustra en el Congo, Angola y algunos países de América Latina (Hommer-Dixon, 2009).


  En Colombia el conflicto armado ha estado trágicamente asociado al petróleo. El ELN ha blandido como una de sus banderas subversivas el rechazo a la explotación de los recursos naturales del país por parte de empresas multinacionales, lo que se ha concretado en cientos de ataques terroristas contra la infraestructura petrolera, en los cuales las FARC tuvieron también su parte, aunque a una escala menor. El oleoducto Caño Limón-Coveñas, de propiedad de la Oxy, empresa asociada a Ecopetrol, ha sufrido más de 1500 atentados terroristas entre 1986 y 2019, generando el derrame de cerca de 3,7 millones de barriles de crudo en suelos, quebradas y ríos de los 7 departamentos que atraviesa, en particular Arauca, Boyacá, Norte de Santander, Cesar, Magdalena, Bolívar y Sucre. A su vez, en los últimos 10 años, los 5 oleoductos de Ecopetrol para el transporte de petróleo en el país han sido dinamitados en 1009 ocasiones, afectando en particular a Norte de Santander, Arauca, Nariño y Putumayo. Los daños sociales y ambientales son inmensos y muchos seguramente irreversibles. Una imagen del costo económico del daño nos la da el caso del tanquero Exxon Valdez que derramó 250 000 barriles de petróleo en las costas de Alaska. Exxon gastó más de $4300 millones de dólares para limpiar el sitio, compensar a los 11 000 residentes y pagar multas y daños punitivos, por un derrame equivalente a una doceava parte del vertido en Colombia con los actos terroristas al oleoducto Caño Limón-Coveñas.


  La actividad petrolera en la transformación del territorio: Orito y el Putumayo


  En 1936, según un campesino de Nariño, “Orito era pura selva. Veníamos de Puerto Asís por el río Putumayo hasta la bocana de Orito, a cazar tigre, guagua y lobón, una especie de nutria gigante, cuya piel se vendía a precio de oro” (Devia, C., 2004:83). En 1937 se dieron los primeros pasos de la exploración petrolera, pero solo hasta 1957, con la construcción de la carretera entre Pasto y Puerto Asís, se inició la exploración, la cual, a su vez, atrajo una ola migratoria a este puerto sobre el río Putumayo


  Cuando la Texas y la Gulf Oil Company iniciaron la explotación de los campos del Putumayo, sus concesiones ascendían a 2 200 000 hectáreas, situadas en una región predominantemente selvática en la zona media del Putumayo, vecina a Puerto Asis, habitada por los pueblos siona y cofán. Era una región que ya entonces registraba una compleja historia que incluía los auges de la quina y el caucho y las misiones de catequización, en los siglos XVIII y XIX, y la llegada de diversos frentes de colonos, en particular venidos de Nariño, en la primera mitad del siglo XX. No obstante, la región era aún tan densamente selvática que se requirió montar una compleja operación aérea con helicópteros para establecer los primeros pozos petroleros.


  En 1963 se perforó el pozo Orito 1, que recibió su nombre por estar ubicado en el territorio indígena Siona de Oritos, junto al río Orito-Pungo tributario del río Putumayo, a 35 km de distancia de Puerto Asís. Pero solamente en 1968 se comenzó la producción, después de 5 años que tomó construir la refinería y el oleoducto transandino hasta el puerto de Tumaco, que en un trayecto de 310 km, asciende desde los 328 m s. n. m. en Orito a los 3505 m s. n. m. en la cima de la cordillera central, en Alisales, y desciende a los 3 m s. n. m. en el puerto de Tumaco. En escasos 28 meses se construyeron 127 km de vías para realizar las actividades de exploración y explotación.


  En 1969 —2 años después de iniciado el establecimiento de los pozos petroleros en Orito—, las empresas concesionarias Texaco y Gulf registraron orgullosas lo que consideraban como su papel civilizador: “Desde el aire la perspectiva no puede ser mejor. La lucha de la civilización contra la naturaleza agreste y violenta que día a día va cediendo terreno para permitir construcciones, carreteras, perforaciones, pistas de aterrizaje, se hace más palpable y el contraste más pronunciado. El verde oscuro de la selva dominado por el plateado de las tejas de zinc o el aluminio de las instalaciones. Allí ha puesto su mano el hombre para salir nunca más. Es una ofrenda a la madre patria que se ha hecho posible gracias al esfuerzo y a la confianza de dos compañías privadas: Texaco y Gulf” (Devia, C., 2004:135).


  Para el taita Querubín Queta, la actividad petrolera no ha sido una gesta civilizadora sino una tragedia para su pueblo indígena cofán: “En la época anterior hemos vivido muy bien, así como lo ven con el traje típico que es una representación de la riqueza que teníamos donde vivíamos anteriormente. Teníamos la tierra suficiente, teníamos la fauna, teníamos todo completo, ahora no, se ha terminado el territorio, porque ha entrado la compañía, han entrado las compañías con sus trochas y haciendo pozos petroleros, con lo cual ha entrado la colonización, la comunidad ha sufrido la desculturización” (Devia, C., 2004:140).


  Impactos socioambientales directos


  Ecopetrol, la principal corporación industrial del país, es una de las empresas que registra uno de los mayores pasivos ambientales en el país, quizás la que más. Pero debe tomarse en cuenta que muchos de los negativos impactos ambientales fueron responsabilidad de otras empresas, cuyos campos y pozos petroleros a la postre revirtieron, por ley, a Ecopetrol. Y es que Ecopetrol se fundó en 1951 a partir de la reversión a la nación de las operaciones de la Tropical Oil Company, en el Magdalena medio, cuyas primeras explotaciones comenzaron a principios del siglo pasado. Era una época en la que las tecnologías y prácticas existentes para la exploración y explotación eran muy contaminantes y tenían poco miramiento por la protección de la naturaleza, y la normatividad ambiental y el ambientalismo aún no habían nacido. Ecopetrol, a partir de su creación, recibió en reversión, además de la concesión y operaciones de la Tropical Oil con que se fundó, otras operaciones como las de Texas y la Shell en diferentes regiones del país, también con pasivos ambientales.


  Ecopetrol ha sido autor directo de daños ambientales con posterioridad de la aprobación del Código de los Recursos Naturales y el Medio Ambiente. Es decir, estos daños han sido hechos con abierta violación de la ley y, por exigencia de la misma, Ecopetrol tiene la obligación de restaurarlos. En efecto, lo ha hecho en algunos casos, como se evidencia en la tesis de grado “Los daños causados a las ciénagas aledañas a la ciudad de Barrancabermeja por empresas petroleras y su proceso de recuperación: 1970-2005” (Jiménez, 2006). Además, en este trabajo, a partir de robusta información, se demuestra el muy cuestionable desempeño ambiental de Ecopetrol frente a la normatividad ambiental después de que esta entrara en pleno vigor desde principios de los años 70.


  A mediados de la primera década de este siglo, Ecopetrol, al convertirse en una empresa de capital mixto, decidió dar mayor prioridad al tema ambiental, la cual expresó con la adopción del logo de la iguana. Desde entonces se registran avances de importancia y la empresa ha respaldado diversos proyectos en pro de la protección ambiental a ONG y entidades del Gobierno. Pero desastres como el que se presentó en el pozo Lizama 158, que causó un gran clamor e indignación nacional, indican que aún no ha incorporado lo ambiental en debida forma. En ese pozo, que había sido abandonado sin cerrarlo técnicamente, afloró petróleo con altos impactos sociales y ambientales. Lo grave es que las autoridades ambientales —Minambiente, la ANLA y Corposantander—, no solamente tardaron en reaccionar, sino que ni ellas ni Ecopetrol respondieron con eficacia a la auditoría efectuada por la Contraloría General de la República, en 2016, en la cual se advirtieron falencias en la planeación y gestión del abandono de pozos en el área en la cual se encuentra Lizama 158. El incumplimiento de la ley también lo encontró la Contraloría en otros sitios vecinos a Barrancabermeja en los que, además de no haberse cerrado técnicamente varios pozos, no se ha hecho la recuperación técnica de piscinas petroleras (depósitos de desechos contaminantes). Se sabe que cerca de 70 pozos abandonados no han sido cerrados técnicamente. Son hechos que hablan mal de la gestión ambiental de Ecopetrol y de la autoridad ambiental que no parece tener los dientes para controlar a la mayor empresa del país.


  Hoy no tiene ningún sentido que Ecopetrol, así como otras empresas del ramo, hagan daños con la exploración y explotación convencional de petróleo, puesto que hoy existen las tecnologías requeridas para hacerlo cumpliendo a cabalidad con la normatividad ambiental. Lo cierto es que el Estado colombiano ha utilizado a Ecopetrol como fuente estratégica de recursos económicos (la vaca lechera de los Gobiernos de turno), a través de los dividendos y los impuestos, lo que eventualmente ha condicionado a la empresa a que no haga las inversiones requeridas para la protección ambiental. Pero entenderlo así no justifica la violación de la Constitución y la ley por parte de esta empresa mixta cuyo principal accionista es el Estado colombiano.


  El fracking: riesgos socioambientales


  Colombia entrará en la era del fracking o fracturación hidráulica, para la extracción de gas —denominado gas de esquisto—, según lo expresó la ministra de Energía y Minas, María Fernanda Suárez, pocos días después de que se iniciara el Gobierno del presidente Iván Duque, en agosto de 2018. Pero las voces en contra de diversas organizaciones de la sociedad civil y de comunidades de base siguen creciendo, como se constata en la Alianza Anti-Fracking.


  El fracking es una técnica que revolucionó el mercado de energía global, al punto de que Estados Unidos se convirtió en el principal productor de combustibles fósiles del mundo; más de 137 000 pozos de fracking han sido perforados en este país. No obstante el éxito del fracking y su impacto geopolítico, al permitir el acceso a inmensas reservas de gas, algunos países o regiones de países lo han prohibido: Francia, Bulgaria, Irlanda, los estados de Vermont, Nueva York y Maryland en Estados Unidos, el estado de Victoria en Australia, la provincia de Entre Ríos en Argentina. Otros países y regiones han declarado un período de moratoria, mientras toman una decisión definitiva: Alemania, los Países Bajos, Uruguay, Escocia, Gales y el estado de Paraná en Brasil. Nunca en la historia se había prohibido una explotación de combustibles fósiles a esta escala… algo está pasando.


  Las prohibiciones y las moratorias son consecuencia de los riesgos e incertidumbres socioambientales asociados a esta técnica de explotación, como se señala en cientos de informes de grupos científicos26. El fracking consistente en taladrar, en forma vertical, un kilómetro o más bajo tierra, y luego taladrar, horizontalmente, en longitudes que oscilan entre 1,5 y 3 kilómetros. A través de este conducto, se inyectan fluidos al suelo, a muy alta presión, para fracturar rocas cargadas con hidrocarburos y liberarlos. Los fluidos son una mezcla de agua, arenas de sílice especiales y químicos, algunos de los cuales son tóxicos. Por cada pozo se inyectan al suelo entre 9 y 29 millones de litros de fluidos (lo cual no debería permitirse en regiones con escasez de agua). Existe el riesgo de que estos fluidos, así como los gases del pozo (incluyendo metano y compuestos orgánicos volátiles), migren hacia los acuíferos (aguas subterráneas) y los contaminen, ya sea a consecuencia de una defectuosa construcción de los pozos o a través de las fracturas inducidas en el proceso, y otras vías. Además, el mal manejo de la parte de los fluidos utilizados en el fracking que regresan a la superficie, así como de los millones de metros de litros de agua residual contentivos de contaminantes y que están asociados a la extracción de los hidrocarburos, puede generar grave contaminación de las fuentes de agua superficiales y de los acuíferos. En efecto, se han reportado numerosos casos en donde esto ha sucedido. Además, se ha demostrado en algunas regiones de Estados Unidos que esta actividad aumentó la sismicidad.


  El extenso informe de la Agencia Ambiental de Estados Unidos sobre el fracking, publicado después de varios años de estudios, deja más preocupaciones que certidumbres sobre su conveniencia ambiental. Sobre los recursos hídricos se refiere así (EPA , 2016): “Se encontró evidencia científica de que las actividades de fracturamiento hidráulico pueden afectar los recursos hídricos en algunas circunstancias. El informe identifica ciertas condiciones bajo las cuales los impactos de las actividades de fracturamiento hidráulico pueden ser más frecuentes o severos. Sin embargo, las lagunas de datos y las incertidumbres limitaron la capacidad de la EPA para evaluar plenamente los posibles impactos sobre los recursos de agua potable a nivel local y nacional”.


  Diversos estudios han mostrado la existencia de riesgos para la salud para las personas que habitan cerca de los pozos como consecuencia de diversos gases que se emiten al aire; por ejemplo, el nacimiento prematuro de niños en zonas de fracking es más alto que en las zonas donde no existe esta actividad, según lo concluyó un estudio realizado por la Universidad de Johns Hopkins, en el área de Pennsylvania (Casey et al., 2016). Existen indicios sobre otros eventuales daños para la salud, pero, como lo señala está misma universidad, son muy grandes los vacíos del conocimiento científico en este campo.


  Los partidarios del fracking defienden su viabilidad afirmando que son más los países que lo han autorizado que los que lo han rechazado, y argumentan que esta viabilidad está avalada por los profesionales y reguladores que están comprometidos con la actividad, entre los cuales algunos de los más prominentes han guiado al Gobierno de Colombia en su intención de abrirle paso. Pero lo cierto es que el número de científicos comprometidos con la implementación del fracking es mucho menor al número de quienes lo cuestionan. En Colombia, un conjunto de ciudadanos y de organizaciones de la sociedad civil, entre ellas el Foro Nacional Ambiental, solicitamos en 2014 una moratoria del fracking, con el fin de que se tuviera la oportunidad de profundizar en los temas mencionados y se hicieran los estudios requeridos sobre sus riesgos en las regiones concretas en las cuales se adelantaría. La falta de capacidad de las autoridades mineras, petroleras y ambientales para garantizar una adecuada gestión ambiental fue una de las consideraciones centrales de la solicitud.


  Como resultado de la presión de diferentes organizaciones ambientales, y con miras a tener claridad sobre el futuro del fracking en Colombia, el Gobierno Nacional estableció una comisión compuesta por 12 expertos con el fin de que estableciera si es viable esta actividad y las condiciones con las cuales se podría emprender si la respuesta fuese positiva. En abril de 2019 presentó un completo informe en el que recomienda adelantar un conjunto de proyectos piloto de investigación para la fase de exploración que, a partir de diversos requisitos ambientales, sociales y técnicos, señalen si es deseable, o no, adelantar las actividades de explotación. Se trata de una recomendación muy razonable para despejar el futuro pero no es claro si el Gobierno la adoptará en su integridad, más cuando al iniciarse el período del presidente Duque, a través del Ministerio de Minas y Energía, manifestó su decisión de entrar en la era del fracking.


  Mantengo mi posición de hace unos años de que sería necesario que el país declare una moratoria al fracking, pues considero que se está lejos de responder a todos los interrogantes existentes sobre sus riesgos, incluyendo los que son propios de las características de nuestro territorio. Naturalmente, si estos se despejaran, sería una actividad ambientalmente viable y económicamente conveniente.


  Los problemas ambientales de la minería


  La minería ilegal es, conjuntamente con la deforestación, el principal problema ambiental de Colombia. Urge su erradicación puesto que hoy trae consigo enormes estragos sociales y ambientales, mucho más que ninguna otra actividad económica de naturaleza industrial. Baste con recordar que, en la región del Pacífico colombiano, más de 70 000 hectáreas de cauces de ríos y los bosques de sus riberas han sido destruidas. El motor de esta devastación es la minería empresarial de naturaleza criminal, que con gran maquinaria explota el oro de aluvión y lo procesa con mercurio y cianuro con fuerte contaminación de las aguas, los suelos y el aire. La erradicación de este tipo de minería es, además de un problema socioambiental, un asunto de control del territorio y de orden público que debe ser afrontado radicalmente en el período de posconflicto.


  Más allá de la minería ilegal, la gran minería a cielo abierto a gran escala es una de las actividades económicas que tiene impactos ambientales irreversibles y de mayor magnitud. Una de las más profundas cicatrices de la minería a cielo abierto es la literal destrucción de montañas, en todo o en parte, como se propone en Colombia con las minas de oro de Santurbán y de la Colosa. Hablar de minería sostenible en estos casos no tiene sentido: se pierden para siempre ecosistemas enteros y fuentes de agua, tanto superficiales como subterráneas (Andrade et al., 2013). Más que hablar de minería sostenible en las operaciones a cielo abierto a gran escala, es más correcto hablar de minería responsable, o aquella que a partir de las mejores técnicas disponibles no haga daños más allá de los muy profundos e irreversibles que inevitablemente produce esta modalidad minera. Por eso se hace necesario establecer como parte del licenciamiento ambiental de este tipo de minería, en aquellas zonas que no estén excluidas para esta actividad (como páramos y humedales), la realización de análisis beneficio / costo integrales que incluyan las dimensiones ambientales, sociales y económicas con el fin de decidir si es viable, o no, de un determinado proyecto.


  La minería a cielo abierto del oro tiene, como la del carbón y otros minerales, el problema de cómo depositar sus desechos en forma adecuada. Para explotar estos minerales se debe extraer también un gigantesco volumen de roca estéril, es decir que no los contiene. En el caso de la minería en zonas planas, ese material rocoso de desecho sirve para retrollenar una parte de los gigantescos huecos (en el caso del carbón, aproximadamente la mitad) que quedan después de extraerlo. Así se hace en Colombia. En el caso de la minería del oro a cielo abierto, o de otros minerales metálicos, ubicada en zonas montañosas (por ejemplo, la Colosa y Santurbán), la disposición de estos desechos rocosos es compleja y entraña diferentes riesgos ambientales. Por ejemplo, en el caso del oro se requiere extraer entre 75 y 150 toneladas de material para obtener una onza de este mineral precioso. Con frecuencia, estos desechos (rocas y diversos materiales del suelo y del subsuelo) se depositan sin utilizar las mejores técnicas en el paso estrecho o garganta profunda entre dos montañas, con daños para la biodiversidad y contaminación de las aguas (Garay et al., 2013).


  Además, tanto en el caso del oro y otros metales como en el del carbón, y dependiendo de las características de los yacimientos, estos depósitos de rocas trituradas pueden contener elementos o compuestos (por ejemplo azufre, arsénico) que expuestos al agua generen drenajes ácidos con negativos impactos para las fuentes de agua y el suelo. Son drenajes ácidos que las empresas manejan durante la operación de la mina pero que una vez cerradas pueden continuar durante decenas de años. Minas que contengan altos potenciales de drenajes ácidos no deben explotarse; este es un grave riesgo ambiental que en muchos casos se oculta y que, a la postre, sus consecuencias la sociedad ha tenido que pagar o subsanar. En Colombia, los yacimientos de carbón en explotación en el norte del país no tienen problemas de drenaje ácido, pero en cambio los de oro, según lo han mostrado estudios preliminares, podrían tenerlos.


  La mina de carbón del Descanso de la empresa Drumond, ubicada en el departamento del Cesar en Colombia, tendrá una longitud de 20 kms, 2,6 kms de ancho en promedio y profundidades entre 200 y 600 kms. Al cierre de la mina el Descanso, la mitad del hueco quedará abierto para siempre. Estas cicatrices en el suelo podrían tener negativas consecuencias para el ciclo del agua, pero es un escenario que se desconoce por falta de estudios e información. Si bien no es clara la magnitud de los daños para las aguas superficiales y subterráneas que podría haber tenido este tipo de minería de carbón, con los pocos datos con que se cuentan se considera que estos habrían sido altos. Obviamente, esta última afirmación de poco sirve. Simplemente indica que no se hicieron estudios de base a nivel regional que permitieran evaluar, como parte del proceso de licenciamiento ambiental, el estado de las aguas subterráneas y superficiales y los posibles impactos acumulados sobre ellas de la suma de los diversos proyectos de explotación minera. La inexistencia de estos estudios regionales tampoco ha permitido el monitoreo de los impactos ambientales de los proyectos de explotación autorizados. Por ejemplo, en el caso de algunos de los sitios de explotación de la Drummond, el nivel freático habría bajado sustancialmente según estudios puntuales, pero no se cuenta con las líneas base que permitan hacer evaluaciones globales del impacto. En el caso de La Guajira, no sabemos cuál es el grado de responsabilidad de la minería del carbón en la disminución de la disposición del agua, cuando, además, la región ha sido víctima en los últimos 4 años de una sequía sin precedentes, como consecuencia del clima cambiante.


  El cumplimiento de la normatividad ambiental por parte de las empresas de la gran minería parece muy dispar, lo que habla mal no solo de las empresas que no la cumplen o lo hacen a medias, sino también de las autoridades que las deben monitorear y hacerla cumplir. El desempeño de la Empresa Drummond ha sido muy cuestionado. Los habitantes y turistas de Santa Marta conocen bien su responsabilidad en la contaminación de las playas como consecuencia de utilizar durante cerca de dos décadas, y hasta recientemente, una inadecuada tecnología de embarque. Y múltiples investigaciones de diferentes órganos de control han mostrado diversas violaciones a la normatividad ambiental. A esto se añaden las columnas y crónicas de la periodista Salud Hernández con sus denuncias sobre el desempeño ambiental de la empresa, a partir de sus investigaciones de campo.


  Como gerente del Inderena y ministro del Medio Ambiente tomé un especial interés en hacer seguimiento a las actividades del Cerrejón. Pude verificar que la Exxon había traído al país la mejor tecnología disponible en el mundo para la extracción del carbón, su transporte a bahía Portete y su proceso de cargue. Pude constatar, también, cómo la empresa cumplía con la normatividad ambiental. Sin embargo, en ese mismo tiempo surgieron agudos conflictos como consecuencia de la insatisfacción de las comunidades que habían sido reasentadas en otros lugares de La Guajira, o estaban a punto de serlo, para abrirle paso a la mina. Este ha sido un conflicto permanente. Concluí que era una mezcla de errores imperdonables por parte de la compañía, con buenas intenciones mal encaminadas. Aprendí cuán difícil y complejos son estos procesos de reubicación de las comunidades con los macroproyectos. Más recientemente, la empresa ha tenido un conflicto con las comunidades por la desviación del arroyo Bruno; no parece haber, en este caso, la sensibilidad de la empresa para entender que el futuro de agua en La Guajira va más allá de cualquier consideración económica y técnica. Cerrejón representa los enormes impactos de la gran minería que inevitablemente surgen, así se cumpla con la normatividad. Por eso estas empresas deben entender que su responsabilidad va más allá de lo que la ley les exige.


  Contaminación ambiental y salud


  La minería en Colombia, tanto legal como ilegal, es, hoy, objeto de un gran cuestionamiento por sus impactos en la salud humana. En Colombia, los índices de salud no favorecen a los municipios petroleros y mineros cuando se comparan con los que no lo son, como se observa en la figura 9.3 referida a la tasa de mortalidad infantil.


   


  Figura 9.3. Tasa de mortalidad infantil (TMI) por mil nacidos vivos
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  Fuente: Rudas, G. y J. E. Espitia. “La paradoja de la minería y el desarrollo”. En: Garay, L.J. Minería en Colombia. Institucionalidad y territorio, paradojas y conflictos. Contraloría General de la República. Bogotá, noviembre de 2013.


   


  El polvillo de carbón produce daños a la salud de los trabajadores de las minas a cielo abierto y a los habitantes de las vecindades de los corredores de transporte del carbón, como ha sido comprobado en sendas investigaciones efectuadas en Estados Unidos y otros países (Epstein et al., 2011). En Colombia ni las empresas mineras del carbón ni el Gobierno han hecho una evaluación de esos daños, lo que es del todo inaceptable, pues entre otros sirve para evadir la necesaria compensación de sus víctimas.


  La contaminación con mercurio, un elemento de alta toxicidad, causada por la minería del oro (85%) y plata (15%), tanto legal como ilegal, es el principal problema para la salud y el medio ambiente producto de la actividad minera. En 2006 se estimó un vertimiento de 183 toneladas de mercurio al suelo y al agua de 154 municipios ubicados en 17 departamentos (Ideam, 2019). No obstante que se cuenta con información muy incompleta sobre los impactos para la salud humana, hay indicios sobre su gravedad. Entre 2013 y 2015 se registraron 1126 personas intoxicadas, en los departamentos de Antioquia, Chocó, Córdoba, Sucre y Bolívar. A su vez, son altamente inquietantes los resultados de una investigación sobre las madres lactantes residentes en poblaciones mineras de Antioquia. Se adelantó en 2 municipios donde se practica la minería de aluvión (El Bagre y Zaragoza) y en 2 donde se practica minería de socavón (Remedios y Segovia). Al medir los niveles de mercurio en la leche materna y la transferencia de esta a los hijos lactantes, se encontró que el 11,7% de las madres tenía niveles altos de mercurio —como consecuencia de que vivían cerca de compraventas de oro o tenían hornos para la quema de la amalgama de mercurio dentro de sus hogares, con la consecuente liberación de vapores peligrosos para ellas y sus hijos— y se encontró que el 50% de los niños registra diversos niveles de mercurio (Molina, 2016).


  Hay más razones para que la desconfianza de las comunidades en la minería de metales se incremente. En marzo de 2018, la Corte Constitucional condenó a la empresa Cerro Matoso S.A. por daños al medio ambiente y a la salud, después de 3 años de estudios y comprobar que “la exposición al níquel causa daños importantes en la salud humana, los animales y las plantas”. La Corte subraya en su fallo que “existe una delicada situación de salud pública en la zona, la cual se caracteriza por graves enfermedades cutáneas, pulmonares, oculares, entre otras. […] el medio ambiente se ha visto gravemente perjudicado debido a la dispersión de escoria, la presencia de sedimentos en varios cuerpos de agua, la reducción de especies animales y vegetales, la alteración del Caño Zaino, así como la contaminación del aire circundante y diferentes ríos, quebradas y pozos aledaños al complejo minero” (El Colombiano, 2018).


  EL FUTURO


  Sí, la minería es necesaria. Pero ¿en dónde adelantar actividades mineras y petroleras y en dónde no? Por ley, están excluidos los páramos, los humedales Ramsar y los parques nacionales, sin duda una positiva expresión de la constitución ecológica. Es necesario excluir también la región amazónica dada la meta del Gobierno de llegar a una deforestación cero. Si no se excluye, esta sería una meta inalcanzable puesto que, como se ha argüido, el establecimiento de operaciones mineras y petroleras detona, como consecuencia indirecta, procesos masivos de tala de bosques. No obstante los avances en el señalamiento de zonas de exclusión de las actividades petroleras y mineras, es indispensable que se establezca con claridad en qué otras regiones, zonas, etcétera, son viables, o no, lo que requeriría un proceso de ordenamiento territorial con la participación de las comunidades y, en general, de los diferentes grupos de interesados, que se haga a partir de la mejor ciencia disponible.


  ¿Qué hacer en aquellas áreas no excluidas? Desde una perspectiva socioambiental, proyectos de la gran minería y de explotación de petróleo y gas son justificables, si un análisis costo / beneficio indica un resultado positivo para el país al tener en consideración las dimensiones económicas, sociales y ambientales. Esto significa que la suma de los beneficios económicos (por ejemplo impuestos nacionales y locales, regalías, generación de otras actividades económicas), sociales (por ejemplo generación de empleo, mejoramiento de los servicios de educación, salud, compensación a las personas cuya salud se vea afectada por la actividad minera) y ambientales (por ejemplo cuantía de los recursos económicos destinados a la compensación de los daños ambientales mediante procesos de restauración ecológica o protección de ecosistemas en la región objeto de la extracción o en otras regiones del país) debe superar la suma de los costos económicos (por ejemplo el declive de las actividades productivas tradicionales), sociales (por ejemplo ruptura del tejido social, desplazamiento, problemas para la salud) y ambientales (por ejemplo destrucción o deterioro de ecosistemas, daño y contaminación de las fuentes de agua, empobrecimiento de los suelos).


  ¿Y qué decir del “No” a la minería y al petróleo? Hasta la fecha han tenido lugar 9 consultas populares, de las cuales 7 han dicho “No” a estas actividades. La Colosa es el caso con más resonancia de estas consultas: se impuso el “No” a la explotación del yacimiento de oro que se dice el más rico de Colombia, con 6165 votos ciudadanos frente a 76. Pero tanto la validez legal de adelantar las consultas, como su carácter vinculante (que sean de obligatorio cumplimiento) han sido objeto de una fuerte disputa legal. En 2016, la Corte respaldó mediante sentencia las consultas populares como mecanismos válidos para que las comunidades se pronuncien sobre la presencia de actividades mineras y petroleras en sus territorios. Pero en una nueva sentencia, a finales de 2018, la misma Corte resolvió que los municipios no tienen competencia para realizar consultas populares sobre proyectos que modifiquen los usos del suelo.


  Más allá de la jurisprudencia vigente, que está siendo motivo de acciones legales en su contra, es necesario resaltar que lo que está en juego es el derecho de las comunidades a definir su propio destino. No es asunto de retórica, en muchos casos los promotores proponen actividades económicas afines a la vocación del territorio y de sus tradiciones culturales como alternativa a las actividades petroleras y mineras: ecoturismo, pago por servicios ambientales, agricultura sostenible. Así, por ejemplo, las comunidades de Cajamarca, en el Tolima, y Jericó, en Antioquia, consideran que su futuro en el largo plazo está vinculado con la agricultura y el ecoturismo, respectivamente.


  Pero no únicamente un amplio número de comunidades locales están cuestionando la minería como vocación central de un país o una localidad. Algunos gurús mundiales de la economía y los negocios también han cuestionado a fondo la apuesta que han hecho los Gobiernos de Colombia por el carbón, el petróleo y otros minerales como estrategia fundamental para el crecimiento de la economía. Ha sido una apuesta tan alta que, en Colombia, el presidente Santos la denominó como la “locomotora minera”. Esta locomotora, disparada por la bonanza de los precios de las materias primas a principios de la anterior década, sirvió a Colombia y, en general, a Latinoamérica para disminuir la desigualdad y hacer retroceder la pobreza. Pero se señala que depender coyunturalmente de unos altos precios del petróleo, carbón, etcétera, encarna grandes riesgos para la economía, como se tipifica en Colombia con el declive de las exportaciones de otros productos (como consecuencia de la revaluación de la moneda producto de la bonanza) y la creación de un inmenso hueco fiscal una vez pasadas las vacas gordas. Y, más importante y como lo hemos enfatizado, existe un imperativo de descarbonizar la economía. Todas estas son razones que subyacen en la reiterada afirmación de Jeffrey Sachs (2015) sobre cómo “el carbón no tiene futuro y Colombia deberá prepararse para el aprovechamiento de fuentes de energías renovables”, y de la observación del estratega de los negocios Michael Porter (2011) sobre cómo “lo peor que le puede pasar a Colombia es que siga encontrando petróleo”. A su vez el economista José Antonio Ocampo, miembro de la Junta Directiva del Banco de la República, ha venido señalando que “el petróleo no es el futuro… las exportaciones no petroleras y mineras deben ser la política de Estado de los próximos Gobiernos” (Ocampo, 2018). Si estas mismas afirmaciones de Ocampo, Porter y Sachs las hubiese hecho el autor de este libro, o cualquier otro ambientalista, habría sido indefectiblemente calificado por ciertos sectores pro-mineros como un ambientalista extremo, como un fundamentalista.


  En síntesis, es obvio que el país requiere de la minería y el petróleo, pero sería un error mayor seguir considerándolos como el eje fundamental de su economía. Y es obvio que se requiere explotar recursos mineros que son indispensables para la producción nacional, como son los materiales de construcción, buscando un más estricto cumplimiento de las normas ambientales. Se requiere de una transición económica que además de otorgar mayor énfasis a la agroindustria, la economía campesina y algunos nichos de la industria manufacturera y de los servicios, busque aprovechar los altos potenciales que tiene Colombia en su riqueza en biodiversidad. Entre estos se mencionan la diversificación de la agricultura hacia cultivos permanentes o temporales (frutales); el desarrollo de una industria basada en la diversidad genética (en especial derivados); y el incremento sustancial del ecoturismo. Todo esto exige que el país aumente sustancialmente su inversión en investigación científica y tecnológica, y, en general, que dedique parte del ahorro nacional a la inversión verde. Seguramente los recursos para hacerlo se encuentran en las rentas de la actividad minera y petrolera, pero lo que no puede volver a ocurrir al país es que de las rentas de estas actividades no se dedique una parte significativa a la diversificación de la economía, como ocurrió en la más reciente bonanza de los precios de estas materias primas. Simultáneamente, el país requiere una reforma radical de la institucionalidad minera, petrolera y ambiental para que, en concertación con las comunidades y a partir del mejor conocimiento científico disponible, se establezcan las zonas excluidas de estas actividades en adición a las que ya lo están, y para que tengan la capacidad de hacer cumplir la ley, pues resulta claramente inaceptable que, como se ilustró, el balance socioambiental de las actividades legales mineras y petroleras en los lugares de explotación siga siendo tan cuestionable.


  
    
      24 Tomado de Rodríguez et al., 2015. Fuente: Pacala et al., 2004.

    


    
      25 1. Durante el tiempo que ocupé la gerencia del Inderena y el cargo de ministro del Medio Ambiente: (a) se inició la explotación de petróleo en Cusiana (British Petroleum) y ya tenía varios años de explotación el campo petrolero de Caño Limón (Occidental); (b) se inició el proyecto de minería de carbón a cielo abierto y gran escala en el Cesar (Drummond) y ya tenía una historia de varios años el proyecto del Cerrejón (Exxon), en su momento la mayor operación de este tipo en Latinoamérica. 2. Con posterioridad tuve oportunidad de: (a) participar en una comisión independiente (en calidad de presidente) para establecer las causas y consecuencias de un derrame de mercurio asociado a la operación de la empresa Yanacocha, Perú, que opera la mina de oro a cielo abierto de mayor magnitud que ha existido en Latinoamérica; (b) dirigir un estudio, contratado por la Empresa Cerrejón con la Universidad de los Andes, para evaluar los riesgos ambientales, sociales y políticos asociados a la posible desviación del río Rancherías, con miras a extraer 500 millones de toneladas de carbón depositadas en su lecho; este proyecto, por fortuna, no se ha realizado.

    


    
      26 Ver, por ejemplo: “Toward an Avidence-Based Fracking Debate” (Union of Concerned Scientist, USA, 2013), y “Environmental Impacts of Shale Gas Extraction in Canada” (CAC, 2014), realizado por el prestigioso Consejo de Academias de Canadá, a solicitud del Gobierno.

    

  


  CAPÍTULO 10 
 PARQUES, RESGUARDOS Y PROPIEDADES COLECTIVAS DE LAS COMUNIDADES NEGRAS. LA MÁS AMBICIOSA ESTRATEGIA DE CONSERVACIÓN DEL PAÍS


  Los resguardos indígenas, las propiedades colectivas de las comunidades negras y los parques nacionales naturales son la política de protección de la naturaleza y de la diversidad cultural más audaz y ambiciosa del país, pero paradójicamente ni la dirigencia de Colombia, ni la mayor parte de la población parecen haberse enterado. Cada una de estas modalidades tiene su propia historia: los parques son un éxito sin par del ambientalismo, y los resguardos y las propiedades colectivas son un éxito sin par de la lucha de las poblaciones indígenas y afrocolombianas por sus derechos territoriales y culturales. Pero así como se reconoce este balance de éxito —alcanzado en parte durante el conflicto armado, lo que lo hace más admirable—, se reconoce, también, la necesidad de modificar algunas de las aproximaciones que han predominado para el manejo de estas áreas, que hoy resultan disfuncionales para su existencia misma.


  El área total de estas 3 modalidades comprende el 40% aproximadamente27 del territorio continental e insular del país. La mayor parte de la extensión de las regiones de la Amazonía y de la región del Pacífico, que contienen la mayor cobertura boscosa del país, se encuentra bajo esas 3 modalidades, alcanzando más del 70% del área total de cada región (las propiedades colectivas se ubican casi en su totalidad en el Pacífico, y solo existen unas pequeñas áreas en el Caribe).


  Los parques nacionales, los resguardos y las propiedades colectivas de Colombia son pilares fundamentales de la gestión ambiental de hoy y del futuro, por su significado para la protección y buen uso de la diversidad de ecosistemas, la diversidad de especies de flora, fauna y microorganismos, y la diversidad genética, la protección de las fuentes de agua y de los suelos, y la mitigación y adaptación al cambio climático. En otras palabras, ocupan un lugar privilegiado en relación con la integridad de la biósfera, el cambio climático, el ciclo del agua y la conservación de los suelos, 4 dimensiones críticas en términos de la contribución del país al objetivo mundial de mantenerse dentro de los límites ecológicos del planeta y, simultáneamente, de buscar la sostenibilidad ambiental dentro de los confines de su territorio como base para su desarrollo. Ante el cambio global y el ingreso a la era del Antropoceno —una realidad que apenas se comienza a comprender y aceptar, y que deberán vivir las generaciones presentes y futuras—, este conjunto de áreas son fundamentales para enfrentarla, lo que significa, entre otras, incrementar su protección y crear las condiciones para que adquieran una mayor resiliencia. Este último propósito se relaciona, además, con la necesidad de asegurar un adecuado manejo ambiental de sus áreas vecinas y la creación de corredores biológicos que las conecten entre sí y con diversos ecosistemas naturales y agroecosistemas.


  ¿Cómo se originaron los parques nacionales, los resguardos indígenas y las propiedades colectivas de las comunidades negras? ¿Por qué su creación y, sobre todo, su consolidación ha sido objeto de diversos conflictos? ¿Qué debemos hacer para defender la integridad y consolidar la existencia de estas 3 creaciones, siempre objeto de diversas amenazas y conflictos, desde la guerra, que ahora se atenúa, hasta la avaricia de unos pocos que los consideran un obstáculo para sus propósitos de lucro fácil, pasando por la realidad de comunidades para las cuales los parques son su hogar?


  ORÍGENES DE LOS PARQUES NACIONALES


  Los primeros parques nacionales de Colombia se declararon a mediados del siglo pasado, siguiendo el modelo estadounidense simbolizado en el Parque Yellowstone, establecido en 1872. Nahuel Huapi, en la Patagonia en Argentina, fue el primer parque creado en América Latina y el Caribe, en 1904. Posteriormente, en México se declaró el Parque de los Leones, en 1917, y en la isla Guadalupe el primer refugio de fauna silvestre en 1922. La creación de los parques nacionales recibió un gran impulso con la Convención sobre la Protección de la Naturaleza y la Preservación de la Vida Silvestre en el Hemisferio Occidental, adoptada por la Unión Panamericana, en Washington D.C., en 1940. Esta convención, impulsada por el Gobierno del presidente demócrata Franklin D. Roosevelt (1933-1945), tiene como objetivos: “Preservar de la extinción a todas las especies y géneros de la fauna y flora nativa, incluyendo las aves migratorias, en suficientes números y en áreas de una extensión tal que se evite su extinción como consecuencia de la actividad humana” y “proteger y preservar escenarios de extraordinaria belleza, formaciones geológicas excepcionales, regiones y objetos naturales con valores estéticos, científicos o históricos, y áreas caracterizadas por condiciones primitivas”. Entre 1942 y 1972 la Convención fue ratificada por 17 países y tuvo gran incidencia no solo en las legislaciones, políticas y arreglos organizacionales de las áreas protegidas de los países firmantes, sino también en las de aquellos que no la ratificaron, como Colombia (Rodríguez, 2008).


  LOS PARQUES NACIONALES DE COLOMBIA: UNA POLÍTICA DE ESTADO


  Después de crearse el primer parque nacional en la Cueva de los Guácharos en 1960, se crearon 11 más entre esta fecha y 1977, año en que el Gobierno de Alfonso López (1974-1978) declaró la creación de 19 nuevos parques. Otro gran momento en la historia de las áreas protegidas se produjo durante la administración del presidente Virgilio Barco (1986-1990), en la que su área total pasó de 5 379 000 hectáreas a 9 241 000. Más recientemente, el Gobierno de Juan Manuel Santos (2010-2018) dio un nuevo impulso a esta política; en particular, se amplió el Parque Nacional de Chiribiquete, ubicado en los departamentos de Guaviare y Caquetá, que fue declarado durante el Gobierno de Barco, con una extensión de 1 298 955 hectáreas, y fue ampliado en 2013 y 2018 para alcanzar una extensión aproximada de 4 300 000, un poco mayor a la de los Países Bajos, y mayor que la de 23 de los 33 departamentos de Colombia. En estas 6 décadas, además de las administraciones de López, Barco y Santos, todos los Gobiernos se ocuparon del tema. Así, por ejemplo, mientras el Gobierno del presidente Belisario Betancurt le dio especial importancia a la promoción del ecoturismo —con la construcción de los eco-habs en el Tayrona, Amacayacu y otros parques—, la administración del presidente César Gaviria fortaleció su gobernanza mediante la creación de la Unidad Especial del Sistema de Parques Nacionales Naturales, como parte integrante del nuevo Ministerio del Medio Ambiente, creado en 1993. Y en la Constitución de 1991 se estableció que “los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que determine la ley, son inalienables, imprescriptibles e inembargables” (Artículo 63), una norma que en la práctica ha permitido blindar parques, resguardos y propiedades colectivas frente a los intentos de diversos grupos de interés, públicos y privados, que han intentado darles otro destino. Así pues que para quienes afirman que en Colombia no existen políticas de Estado, en la creación del SPNN encuentran una.


  ¿Por qué esta continuidad en esta política? Se explica en parte por la incidencia extranjera, como quedó ilustrado con los casos de los Gobiernos de los dos Roosevelt, la UICN, la Convención del Hemisferio Occidental y el Convenio de Biodiversidad. Y se explica en mucho por la acción de los ambientalistas y de diversos científicos de Colombia que, desde mediados del siglo pasado, vieron en los parques nacionales una oportunidad para conservar valores naturales únicos, sobre los cuales no existía mucha conciencia ni en los grupos dirigentes del país ni en la población en general. El padre Enrique Pérez Arbeláez, científico y naturalista y uno de los más característicos pioneros de la creación del interés público por la ecología, propuso a principios de los años 50 la creación del Parque del Salto de Tequendama —iniciativa que muy infortunadamente no se realizó—, insistió en la necesidad de crear áreas protegidas, e incidió en el concepto de las primeras normas que se expidieron sobre parques. A nivel regional, el científico Carlos Lehman propició, en 1961, la declaración del Parque Nacional del Puracé, a partir de una ordenanza del departamento del Cauca, y, en 1968, la declaración del Parque Nacional de los Farallones de Cali. Jorge Hernández, el Mono (1935-2001), es reconocido como el padre de los parques naturales de Colombia. Entre 1977 y 2001, y a partir de su descomunal conocimiento de la biodiversidad del territorio colombiano, no solo señaló los límites de la mayor parte de los parques que entonces se crearon sino que también contribuyó a su sustentación científica. El Mono es el símbolo de la dedicación de cientos de funcionarios del SPNN que silenciosamente han contribuido a la causa de los parques: los defienden con conocimiento, pasión y creatividad, y propenden por la creación de nuevas áreas.



  En este logro excepcional del ambientalismo, las ONG han tenido una enorme incidencia. Precisamente 10 de estas organizaciones crearon recientemente la alianza “Parques nacionales naturales cómo vamos”, integrada por Dejusticia, la Fundación Corona, la Fundación Mario Santo Domingo, la Facultad de Administración de la Universidad de los Andes, la Facultad de Estudios Rurales y Ambientales de la Universidad Javeriana, Semana Sostenible, la Fundación Natura, la Fundación Alisos, World Wide Fund for Nature (WWF) y Wildlife Conservation Society (WCS). Precisamente estas 4 últimas fundaciones han jugado un papel muy positivo en la causa de los parques en Colombia, así como muchas otras causas del ambientalismo. El propósito de esta alianza es defender y contribuir al avance de los parques nacionales como observatorio y centro de pensamiento. Es una entidad que inició actividades a finales de 2017 y con la que estoy personalmente comprometido desde el momento mismo en que surgió la idea de su creación en conversación con el empresario Alejandro Santo Domingo. Fue una conversación en que reflexionamos sobre las amenazas a que están sometidos los parques, asunto que para Santo Domingo tiene un especial significado, como se evidenció en su apoyo económico a los estudios para la creación de nuevos parques durante la administración del presidente Santos.
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  Finalmente, una de las explicaciones de este logro del ambientalismo es la excepcional continuidad y profesionalismo en la dirección de Parques Nacionales. El antropólogo Carlos Castaño Uribe ocupó su dirección por 11 años y la abogada ambiental Julia Miranda Londoño la ha ocupado por 15 años; en total esta dirección, incluyendo a Uribe y Londoño, la han ejercido 6 ambientalistas desde que se creó el Inderena, con su división de Parques, en 1968, la cual fue sustituida en 1993 por la Unidad Administrativa del SPNN del Ministerio de Ambiente, hoy existente. Se trata de un caso único en la alta administración pública colombiana al que, además, se suma el hecho poco común de que la UASPNN, y antes la División de Parques del Inderena, hayan estado conformadas por equipos de funcionarios bien calificados y seleccionados para sus tareas, en comparación con la politización del enganche de los servidores públicos que domina la mayor parte de las organizaciones del Gobierno.


  Parques en peligro y parques consolidados


  Los 59 parques del SPNN comprenden áreas representativas de 68% de los distritos biogeográficos del país y de alrededor del 40% de los centros de endemismo identificados, así como gran parte de las dos más importantes zonas de biodiversidad mundial: el corredor del Chocó Biogeográfico y las selvas del Amazonas. En otras palabras, se requiere aún declarar nuevos parques nacionales para que el SPNN sea ecológicamente representativo de la gran riqueza en biodiversidad que se encuentra a lo largo y ancho del territorio colombiano.


  
    Recuadro 10.1. Servicios ecosistémicos de los parques nacionales


    
      	Los PNN son la principal estrategia para proteger la biodiversidad in situ, esta es la razón esencial de su existencia.


      	Los PNN contribuyen de manera significativa a la mitigación del cambio climático (almacenamiento de carbono en la biomasa en coberturas vegetales y suelos).


      	Los PNNN contribuyen a reducir la vulnerabilidad frente a las inundaciones, sequías y otros desastres ocasionados por el clima cambiante.


      	Aportan el 50% del recurso hídrico para las hidroeléctricas.


      	Abastecen de agua a más de 25 millones de personas.


      	Aportan agua para distritos de riego (152 286 has).


      	Reducen la sedimentación, lo que representa US $ 2242 millones por año (mayor vida útil de los embalses y menores costos de tratamiento de agua potable).


      	Las áreas protegidas aportan por provisión y regulación hídrica al menos US $2770 millones anuales al país (0,9% del PIB).


      	Los parques nacionales protegen una muestra de los paisajes únicos que caracterizan a Colombia, gracias a su diversidad biológica y su complejidad geográfica.


      	29 PNN tienen vocación ecoturística; 23 PNN están hoy abiertos al ecoturismo.

    

  


  Hoy, el 40% de los parques tiene pocas amenazas directas que atenten contra su integridad, o cuenta con amenazas que se han ido enfrentando con éxito, y se encuentra en proceso de consolidación. En el parque de Chingaza, por ejemplo, el incremento de su población de venados y de osos de anteojos son claros indicadores del mejoramiento de su estado, en un área que suministra más del 70% del agua de Bogotá, y que otrora tuviera una gran explotación de caliza, en una zona que finalmente se integró al parque.


  En la actualidad, cerca del 60% de las áreas presenta usos no permitidos de la tierra, ocupación y tenencia, lo que ha generado transformación de 561 000 hectáreas que equivale al 4% del la extensión total de los parques nacionales. Son problemas localizados en lugares particulares de cada parque y su intensidad varía, llegando a ser aguda en algunos y muy menor en otros. Como concluyeron Leonardo Bonilla e Iván Higuera Mendieta en su investigación, publicada con el título “¿Parques de papel? Áreas protegidas y deforestación en Colombia”, “las áreas protegidas han sido efectivas a la hora de frenar la deforestación” (PNN, 2016, 2019; Bonilla et al., 1: 2016). Los retos hacia el futuro son formidables, pero hay que entender que cada parque tiene su historia y que en su evolución se observan patrones comunes, que se dan en grados diferentes.


  La deforestación en los parques nacionales entre los años 2016 y 2017 ascendió a 24 833 hectáreas, equivalente al 10% del total nacional. Esta deforestación dirigida a la apertura de parcelas para la actividad agrícola o ganadera es un grave daño al que hay que sumarle los impactos de diverso grado producidos por la cacería para obtener carne de monte, la explotación maderera, la explotación de los recursos pesqueros, y otros productos de los bosques, una actividad que adelantan también campesinos que habitan tanto en los parques como en sus vecindades. El aprovechamiento de la flora y la fauna no es necesariamente negativo. Esta es inclusive deseable en aquellos casos en que hay sobrepoblación de determinadas especies, una situación que requiere de una evaluación científica. Pero debe ser materia de acuerdos con las comunidades para asegurar su sostenibilidad.


  Cientos de campesinos se asentaban en estas áreas con anterioridad a la creación de los parques, pero la mayor parte lo hicieron con posterioridad. Diferente a las tierras ocupadas por los campesinos, se encuentran otras propiedades con títulos obtenidos antes a su creación; con frecuencia se trata de propietarios ausentes que intentan explotar su tierra con actividades agrícolas y ganaderas no obstante las restricciones legales existentes. No es una situación homogénea. Hay parques en donde prácticamente no existen estas actividades de explotación, mientras en otros se encuentran en proceso de expansión, como en los parques Macarena, Tinigua y Picachos, en donde se estima que habitan entre 3000 y 4000 familias. Sin duda, en los últimos 5 decenios, el conflicto armado, los cultivos ilícitos y la minería ilegal han sido la mayor amenaza contra la integridad de los parques nacionales; son fenómenos que acabaron estando profundamente vinculados puesto que el negocio de la coca y el oro se convirtieron en fuentes de financiación para la guerrilla y los grupos paramilitares. Así mismo, para muchos de los campesinos asentados en los parques y sus alrededores, el cultivo de la coca ha sido la tabla de salvación para su sustento, pues su aislamiento hace que los productos tradicionales sean poco rentables.


  En general, se trata de una diversidad de conflictos socioambientales que exigen ser resueltos para garantizar la integridad de los parques como patrimonio nacional. Su solución deberá necesariamente hacerse en procesos de concertación con los campesinos mediante la garantía de sus derechos. Y muy probablemente, requerirá un cambio de la normatividad para dar cabida —cuando sea pertinente y ambientalmente viable y deseable—, a su permanencia a partir del reconocimiento de sus derechos legales y mediante el establecimiento de modalidades de sustento compatibles con la conservación de la biodiversidad.


  Una mirada al devenir histórico del Parque Tayrona, uno de los símbolos del sistema, nos ilustra los problemas, conflictos, logros, vacíos, fracasos y desafíos de este parque, que son también en mucho los del SNPN.


  El Tayrona: amenazado por la guerra, los empresarios y el Gobierno


  En este parque se ubican lugares sagrados y de pagamento de los indígenas kogui. Los ambientalistas y diversos grupos de la ciudadanía consideran al Tayrona un símbolo de la conservación y de las luchas en defensa de los parques naturales. Para científicos, turistas ecológicos y mochileros, nacionales e internacionales, es un lugar excepcional por sus valores naturales y paisajísticos. Pero las anteriores visiones entraron desde hace más de 40 años en agudos conflictos con los objetivos de los más diversos grupos de interés que solo ven en el Tayrona una fuente actual o potencial de ganancia o de sustento económico y que incluye a empresarios hoteleros nacionales e internacionales, promotores de puertos, propietarios de gran parte de sus tierras y colonos.


  Los narcotraficantes encontraron en el parque un lugar propicio para cultivar la marihuana (entre cuyas variedades sobresalió la famosa “Santa Marta Golden”, que en los años 60 y 70 fue el deleite de los hippies) y embarcarla en su playas, conjuntamente con otros cargamentos del producto procedentes de otros lugares de la Sierra Nevada de Santa Marta. A finales del siglo pasado la marihuana fue reemplazada por la coca, y el control de los cultivos ilícitos se convirtió paulatinamente en el centro de una sangrienta lucha entre grupos guerrilleros y paramilitares. El Parque Tayrona fue una víctima del conflicto armado y del narcotráfico. Se destruyó y se deterioró parte de sus riquezas naturales y se atentó contra la integridad de los guardaparques que intentaban defenderlas. Desde 1975, guerrilla y paramilitares asesinaron 7 guardaparques y 2 de sus directores. Todos pagaron con sus vidas el ejercicio recto y a cabalidad de la defensa del parque que era su pasión y su razón de vida.


  Desde su creación, el devenir del parque siempre ha estado marcado por el problema de la tenencia de las tierras. Cuando se creó se supuso, erróneamente, que la mayor parte de su extensión eran baldíos de la Nación. A la postre resultó que unos pocos propietarios son dueños de más del 80% de las tierras del parque, una situación que debería resolverse por su compra por parte del Estado, puesto que de acuerdo a la Ley 2ª de 1959, los propietarios no las pueden vender a terceros a partir de la declaratoria del parque en 1972. Las restricciones de uso impuestas por la legislación de parques y la ambición de sus propietarios de aprovecharlas ha sido una de las fuentes de agudos conflictos y controversias.


  A principios de los años 70 se presentó un gran debate nacional como consecuencia del intento de establecer un complejo hotelero en el parque Tayrona, promovido por la Empresa Colombiana de Turismo, una agencia del Ministerio del Desarrollo, que contó con el decidido apoyo del presidente Misael Pastrana. Cientos de organizaciones y ciudadanos se opusieron tajantemente al proyecto, conformándose la primera movilización pública nacional en defensa del medio ambiente, con un amplio apoyo de organizaciones internacionales. La pionera unidad investigativa de El Tiempo, dirigida por Daniel Samper Pizano y Alberto Donadío, hizo conocer las inconveniencias ecológicas, sociales y culturales del proyecto, con muy buena información que suministraron en forma subrepticia técnicos del Inderena, la autoridad ambiental nacional de la época. La representante liberal Alegría Fonseca, una de las pioneras del ambientalismo en Colombia, detonó un sonado debate de control político en la plenaria del Congreso, que terminó censurándolo. Finalmente, el proyecto fue cancelado.


  Veinte años después, en el segundo semestre de 1990, la empresa Drummond, apoyada por la dirigencia empresarial de Santa Marta, anunció su propósito de construir un puerto en Bahía Concha para la exportación del carbón. Según El Tiempo: “Una de las mayores reservas naturales del país, el Parque Nacional Tayrona, podría convertirse en un puerto carbonífero similar al del Cerrejón Norte (Guajira), de aceptarse un ofrecimiento hecho por el gerente encargado del Inderena, Felipe Pineda. El funcionario considera que el carbón no es contaminante y que, por lo tanto, tendría muy pocos efectos sobre el ecosistema del parque natural” (El Tiempo, 1990). En medio de la controversia me posesioné como gerente del Inderena y, pocas semanas después, en foro público en Santa Marta, anuncié que el Instituto rechazaba la construcción de ese puerto, así como la decisión del Gobierno de estudiar otras alternativas. Algunos dirigentes samarios me señalaron como persona non grata para la ciudad de Santa Marta. De nuevo, en 1998, la Gobernación de Magdalena, la Alcaldía de Santa Marta y la Cámara de Comercio de la ciudad presentaron al presidente Andrés Pastrana una propuesta para hacer un solo puerto multipropósito en Bahía Concha. Muy rápidamente, el ministro Juan Mayr, un ambientalista que por años ha estado a la defensa de los pueblos indígenas y de la riqueza natural de la Sierra, reaccionó en contra de esta propuesta.


  En el año 2012, apareció la noticia de que la Unidad de Parques Naturales Nacionales y el Ministerio de Medio Ambiente habían autorizado la construcción de una infraestructura hotelera en Arrecifes en el Parque Tayrona. El Foro Nacional Ambiental organizó un debate público en la Universidad de los Andes que tuvo resonancia en las redes sociales que cientos de ciudadanos ya utilizábamos como medio de protesta ambiental. Las comunidades indígenas también se opusieron tajantemente al proyecto. Por último, el 11 de enero de 2013, el presidente de la República, Juan Manuel Santos, anunció por Twitter que había ordenado la revocatoria de licencia para la construcción del conjunto hotelero y en otro trino explicó: “No olvidar que la licencia del proyecto Los Ciruelos fue otorgada en el Gobierno pasado. El bosque seco no se puede afectar. Así de claro”.


  A raíz de este último conflicto, el Ministerio de Ambiente expidió una nueva norma sobre ecoturismo en los parques que prohíbe la construcción de hoteles a su interior, señalando que este tipo de infraestructura debe construirse en sus vecindades. Es una norma que refleja una visión de amplia aceptación internacional y que desde hace décadas se practica en países como Costa Rica, un país líder en ecoturismo. Es una política que se basa, entre otras, en el concepto del parque nacional como bien público al cual deben tener acceso todos los ciudadanos. Así, en el Tayrona la construcción de hoteles, y más aún los de lujo, acabarían siendo en la práctica la privatización de las playas de sus bahías. Más grave aún, la construcción de este tipo de infraestructura acaba generando inevitables daños ambientales y transformando el paisaje natural, como lo indica la experiencia internacional, y que en el caso del Tayrona significaría, entre otras, la transformación de un paisaje de bahías naturales por uno de playa con infraestructura hotelera.


  La historia del Tayrona ilustra los conflictos entre la protección de un bien público ambiental único —a través de una de las formas más estrictas de conservación de la riqueza natural— y diversos grupos de interés —legales e ilegales— que buscan un lucro económico de corto plazo. Lo paradójico es que en ocasiones el Gobierno nacional, e incluso la unidad de parques nacionales, ha sido parte del problema, como consecuencia de su captura por parte de intereses privados. Por fortuna, ya se cumplen casi 50 años en que diferentes grupos de la sociedad civil han logrado detener pretensiones hoteleras y portuarias que de haberse concretado habrían hecho daños irreparables a este valioso parque natural. Este y otros casos simplemente evidencian por qué he afirmado que los parques son un logro sin par del ambientalismo.


  Los parques nacionales y las áreas protegidas


  Los parques nacionales son el pináculo del conjunto de categorías que integran las áreas protegidas en el mundo. Según la Unión Mundial de la Conservación de la Naturaleza (UICN), un área protegida es “un espacio geográfico claramente definido, reconocido, dedicado y gestionado, mediante medios legales u otros tipos de medios eficaces para conseguir la conservación a largo plazo de la naturaleza y de sus servicios ecosistémicos y sus valores culturales asociados” (UICN, 2008). Esta es básicamente la definición adoptada por Colombia que desde 1994, con la ratificación del Convenio de Biodiversidad, adquirió el compromiso de conformar y consolidar un Sistema Nacional de Áreas Protegidas (SINAP), un proceso que ha sido complejo y que para categorizarlas debió tomar en consideración las 20 figuras y más de 200 denominaciones de iniciativas de conservación incluidas en la ley durante más de 60 años.


  En la última década se ha hecho un esfuerzo para fortalecer, ordenar y coordinar el Sistema Nacional de Áreas Protegidas que establece diversas categorías en el nivel nacional y regional, e incluye las áreas protegidas privadas, tal como aparece en la tabla 10.1 y en el mapa desplegable Sistema Nacional de Areas Protegidas SINAP 2019.


   


  
    Tabla 10.1 Áreas protegidas


    
      
        

        

        

        
      

      
        
          	
            Ámbito de gestión

          

          	
            Categoría de manejo

          

          	
            N°. de áreas protegidas por categoría

          

          	
            Hectáreas

          
        


        
          	
            ÁREAS PROTEGIDAS NACIONALES

          

          	
            Reservas forestales protectoras nacionales

          

          	
            59

          

          	
            562 381,67

          
        


        
          	
            Distritos nacionales de manejo integrado

          

          	
            4

          

          	
            9 715 811,36

          
        


        
          	
            Áreas protegidas del Sistema de Parques Nacionales Naturales (SPNN)

          

          	
            59

          

          	
            17 466 973,55

          
        


        
          	
            Total áreas protegidas nacionales

          

          	
            122

          

          	
            27 745 166,58

          
        


        
          	
            ÁREAS PROTEGIDAS REGIONALES

          

          	
            Áreas de recreación

          

          	
            10

          

          	
            792,90

          
        


        
          	
            Distritos de conservación de suelos

          

          	
            13

          

          	
            71 472,59

          
        


        
          	
            Distritos regionales de manejo integrado

          

          	
            94

          

          	
            2 172 520,14

          
        


        
          	
            Parques naturales regionales

          

          	
            54

          

          	
            618 861,74

          
        


        
          	
            Reservas forestales protectoras regionales

          

          	
            96

          

          	
            192 240,61

          
        


        
          	
            Total áreas protegidas regionales

          

          	
            267

          

          	
            3 055 887,98

          
        


        
          	
            ÁREAS PROTEGIDAS PRIVADAS

          

          	
            Reservas Naturales de la Sociedad Civil (RNSC)

          

          	
            705

          

          	
            122 613,74

          
        


        
          	
            Total RNSC

          

          	
            705

          

          	
            122 613,74

          
        


        
          	

          	
            Totales

          

          	
            1094

          

          	
            30 923 668

          
        

      
    




    Fuente: Áreas Protegidas en la Plataforma del Registro Único Nacional de Áreas Protegidas — RUNAP a corte 27 de noviembre de 2018.

  

     

  Entre las áreas protegidas nacionales, los 59 parques naturales, además de contar con la mayor extensión (17 466 973 hectáreas), tienen la más alta jerarquía en términos de conservación. Además, son las áreas que han contado con un arreglo institucional con cierta fortaleza, un presupuesto de significación (en comparación con las otras áreas) y una continuidad en sus políticas, que ya cumplen 6 décadas.


  Los distritos de manejo integrado nacionales ocupan el segundo lugar en extensión (9 715 811 hectáreas). Si bien su implementación en el campo ha sido, en balance, precaria, tienen un gran potencial para el desarrollo sostenible puesto que en ellos se permiten actividades económicas con una transformación controlada del territorio, para lo cual Minambiente y las CAR tienen competencias para orientarlos y hacerlos efectivos.


  Las reservas forestales protectoras nacionales ocupan por su extensión el tercer lugar en el SINAP (754 622 hectáreas). En las reservas forestales, creadas en 1959, los usos del bosque están restringidos al aprovechamiento de sus frutos secundarios, dado que uno de sus objetivos centrales es proteger las cuencas hidrográficas. Su efectividad ha sido muy controvertida, pero existen casos puntuales de éxito: la relativa protección de los cerros orientales de Bogotá es producto de que fueran declarados en 1974 como reserva forestal, lo que impidió su urbanización en una extensa área del pie de monte y favoreció la reforestación de unas montañas que habían sido deforestadas. Existen otros ejemplos de relativo éxito en otras áreas vecinas a las ciudades.


  Las 705 reservas naturales de la sociedad civil representan un área menor en extensión, tan solo 122 614 hectáreas, una escala modesta, si se compara con países como Argentina, Costa Rica y Chile. Pero ello no debe hacernos perder de vista los impresionantes ejemplos que existen con respecto al manejo de muchas de esas áreas y la necesidad de fortalecer esta modalidad de conservación. Incentivar al sector privado para la creación de nuevas reservas es un camino claro, si nos atenemos a las exitosas experiencias de los países mencionados.


  Las áreas protegidas regionales incorporan 5 categorías, siendo iniciativas de conservación declaradas y gestionadas por las CAR. En la actualidad existen 267 áreas con una extensión de 3 055 888 hectáreas, de las cuales el 48% cuentan con planes de manejo formulados por las CAR. Entre 2014 y 2017 se declararon 47 nuevas áreas con una extensión de 755 687 hectáreas. Entre las diferentes categorías, los Distritos de Manejo Integrado Regionales predominan y comprenden un 71% de la extensión total (2 172 520 hectáreas). Los 51 parques naturales regionales, con 618 862 hectáreas, están dando una significativa protección a ecosistemas regionales considerados de especial importancia dadas las normas para su conservación (Asocars, 2018).


  Al lector le llamará la atención que en esta categorización no se incluyan como áreas protegidas a los resguardos indígenas y las propiedades colectivas de las comunidades negras, allí donde se encuentra la más extensa área de ecosistemas naturales y que, con parques, tienen en la Constitución Nacional un lugar privilegiado en el ordenamiento del territorio del país, y que son defendidas por indígenas y afroamericanos a partir de sus tradiciones y los derechos y los deberes que la ley les otorga. Que no estén categorizadas como áreas protegidas tiene una explicación jurídica y política: las comunidades tienen autonomía sobre sus territorios, unos derechos que tienen como contrapartida los deberes de propender por la protección de su riqueza en biodiversidad y de sus propias culturas. Sin embargo, existe una superposición parcial, o total, entre algunos parques y algunos resguardos indígenas y propiedades colectivas de las comunidades negras que han causado no pocos conflictos pero que en los últimos años ha comenzado a reconocerse como una situación virtuosa; así, por ejemplo, algunas comunidades indígenas y afrocolombianas consideran que la condición de parques de sus territorios los blinda de las explotaciones mineras y petroleras, prohibidas en los parques pero permitidas en resguardos y propiedades colectivas.


  LOS RESGUARDOS


  Los resguardos indígenas cubren aproximadamente el 27,3% del territorio continental del país (31 068 000 hectáreas) y las propiedades colectivas el 4,5% (5 182 000 hectáreas). La titulación de los resguardos indígenas se ha hecho principalmente en los últimos 60 años, mientras que la titulación de las propiedades colectivas se inició a mediados de los años 90 del siglo pasado.


  En los años 80, diferentes organizaciones no gubernamentales internacionales mientras denunciaban la irresponsable destrucción de los bosques tropicales exaltaban la excepcional capacidad de los pueblos indígenas para vivir en armonía con la naturaleza. Como lo ha subrayado Carl Langebaek: “El estereotipo de que el indígena es conservacionista nato se fortaleció extraordinariamente en Estados Unidos y desde allí se llevó a otros países. El concepto de la ‘Madre Tierra’ comenzó a popularizarse, especialmente entre los movimientos contraculturales californianos, a medida que se aceptaba que los primitivos poseían una sabiduría ambiental que Occidente nunca había tenido, o había perdido. […] Occidente estaba a la caza de vidas ejemplares, y los indígenas las podían ofrecer” (Langebaek 234-235: 2009). En Colombia, el antropólogo Gerardo Reichel-Dolmatoff fue uno de los principales articuladores del concepto del indígena ecológico. Carl Langebaek se ha referido extensamente tanto a la evolución del pensamiento de Reichel sobre la relación indígena-naturaleza, como a la contribución de otros científicos e intelectuales a la caracterización de los requisitos que la sociedad moderna exigía del indígena ejemplar, que en Colombia parecían habitar en muchos rincones de su territorio.


  Esta visión de los indígenas contrasta con la existente en los albores de la Conquista, cuando para los españoles no tenían alma, o en los inicios de la época de la República, cuando el Gobierno clasificó a los pueblos indígenas en 3 categorías —“reducidos a la vida civilizada, en proceso de reducción y salvajes”—, según su grado de integración a la llamada “cultura nacional”, y se establecieron medidas para consolidar o acelerar el proceso de identificación de los miembros de cada categoría con lo que los dirigentes consideraban como civilizado. A partir de diversos movimientos de resistencia, los pueblos indígenas lograron la aprobación de la Ley 89 de 1890, que consagró un régimen de tolerancia para sus formas comunales de gobierno y de tenencia de la tierra existente desde la Colonia, las cuales se habían intentado abolir en diversas ocasiones. Estas fueron reconstruidas en las primeras 4 décadas del siglo pasado, en particular en el Cauca, el Tolima y la Sierra Nevada de Santa Marta, muchas veces en alianza con organizaciones obreras y campesinas. Pero entre mediados de la década del 40 y finales de la década del 50 las luchas indígenas entraron en declive como consecuencia de la violencia política. A principios de los 60 comenzaron a resurgir, volviendo a invocar sus derechos legales a nivel doméstico, así como los acuerdos internacionales para la protección de los pueblos indígenas, y lograron que se ratificara el Convenio 107 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) en 1967, así como el Convenio 169 de 1989 sobre Pueblos Indígenas. Desde su creación en 1961, el Incora (Instituto Colombiano de Reforma Agraria) recibió la función de proveer de tierras a las comunidades indígenas del país, con lo que se impulsó la creación, ampliación y saneamiento de resguardos indígenas (Roldán, 2004), que siempre estuvo acicateado por la acción de las organizaciones indígenas, que en muchas ocasiones han contado con el apoyo de ONG.


  Como se mencionó, durante el Gobierno del Presidente Virgilio Barco se impulsó simultáneamente la creación de parques nacionales y resguardos indígenas, una política que tuvo su mayor énfasis en la región amazónica. Entre 1986 y 1989 se declararon en la región 44 resguardos indígenas con una extensión de 14 228 819 hectáreas y 5 áreas protegidas con una extensión de 4 011 000 hectáreas. Además, el Gobierno creó otros parques nacionales en otras regiones del país. La Presidencia misma promovió activamente la creación de los resguardos amazónicos, una labor en la cual Martín von Hildebrand, antropólogo y consejero presidencial para asuntos indígenas, jugó un papel definitivo. La política de los resguardos indígenas amazónicos fue lanzada oficialmente en abril de 1988, al hacer entrega a 11 comunidades indígenas del Predio Putumayo, que con una extensión de 5 869 448 hectáreas se constituyó en el resguardo más extenso del país. Von Hildebrand ha desarrollado desde la Fundación Gaia una creativa labor en soporte de la construcción de los resguardos indígenas y de los parques nacionales, con proyección sobre toda la cuenca amazónica.


  El presidente Barco, refiriéndose a su política, alguna vez me dijo: “La historia de Colombia me va a recordar a mí por lo que yo hice por el Amazonas”, y añadió: “Es una región que hay que conservar para el largo plazo. Nosotros los de acá del centro, la gente de Bogotá, la gente de mi tierra, Cúcuta, no tenemos ni idea qué hacer y cómo manejar la región amazónica. Es muy compleja, y lo mejor que le puede ocurrir al país es que la protejan los grupos indígenas que la han habitado y la han sabido proteger por cientos de años”. Esas son las palabras de un visionario28.


  LA LUCHA DE LAS COMUNIDADES NEGRAS POR SUS DERECHOS


  La política de los derechos culturales y territoriales de las comunidades negras se plasmó en el artículo transitorio 55 de la Constitución de 1991: “El Congreso expedirá, previo estudio por parte de una comisión especial que el Gobierno creará para tal efecto, una ley que les reconozca a las comunidades negras que han venido ocupando tierras baldías en las zonas rurales ribereñas de los ríos de la cuenca del Pacífico, de acuerdo con sus prácticas tradicionales de producción, el derecho a la propiedad colectiva sobre las áreas que habrá de demarcar la misma ley. La misma ley establecerá mecanismos para la protección de la identidad cultural y los derechos de estas comunidades, y para el fomento de su desarrollo económico y social”.


  Antes de 1991 la población afrocolombiana no contaba con derechos especiales sobre la tierra, ni era considerada en la ley como un grupo cultural singular. Sus largas luchas adelantadas en las diversas regiones del país, en donde se fueron asentando a lo largo de los siglos, son antecedentes de las conquistas que alcanzaron en la Constitución de 1991. Sus reclamos y peticiones ante el Estado fueron los de un movimiento campesino y agrario tradicional, como lo expresa el nombre de sus organizaciones más aguerridas: Asociación Campesina Integral del Atrato (ACIA), Asociación Campesina del San Juan, Asociación Campesina del Baudó (ACABA) y Asociación de Campesinos del Municipio de Riosucio (ACAMURI)29. La fundación de ACIA, en 1987, fue motivada por la alarma creada por el trámite de concesiones a Maderas del Darién, en la región del Medio Atrato, cuya prospección había sido iniciada 4 años antes. Las comunidades habían sido víctimas de los daños ocasionados por las concesiones madereras al bosque y los suelos, así como de los taponamientos de los ríos con las trozas. ACIA no solamente recibió el apoyo de la comunidad claretiana y otros grupos de misioneros, con los cuales venía trabajando desde años antes, sino también del consejo indígena OREWA, la Organización Regional Embera-Waunana del Chocó (CEPAC, 2003). En un principio, ACIA hizo las demandas campesinas tradicionales por el derecho a la tierra, pero poco después “las enmarcó, probablemente inspirada en su alianza con OREWA, en términos étnicos y medio ambientales —un lenguaje que se volvería crecientemente significativo en las posteriores luchas de los afrodescendientes—” (Asher, 2009).


  Desde mediados de los años 80, las comunidades negras fueron construyendo un discurso sobre su papel en la conservación y el aprovechamiento sostenible de los bosques del Pacífico, haciendo eco a la idea del indígena ecológico y del concepto del ambientalismo de la época sobre la vida armónica con la naturaleza. Naturalmente, ese discurso no partió del vacío; partió de las tradiciones ancestrales del manejo de sus territorios que, en balance, han sido funcionales para la protección de la biodiversidad y de las aguas. Se construyó entonces la idea del afrocolombiano ecológico a partir tanto de concepciones locales como de las corrientes internacionales en boga que nutrían la defensa de los pueblos indígenas y de la protección ambiental, y en las negociaciones internacionales que se adelantaron desde finales de los 60 y dieron lugar a tratados multilaterales de aliento como el convenio sobre pueblos indígenas y tribales. Biodiversidad, aprovechamiento sostenible, desarrollo sostenible —los términos que habían hecho recientemente su ingreso a los lenguajes de la ciencia y de la política ambiental estatal— fueron apropiados en el discurso de las comunidades, como fundamentos de su lucha por sus derechos sobre la tierra y sus derechos de identidad cultural.


  A su vez, el acento en su identificación como descendientes de pueblos africanos se remonta a los años 70 y 80 del siglo pasado, con la formación de grupos urbanos para la investigación y el estudio de la cuestión negra, entre los cuales sobresale el Movimiento Nacional Cimarrón, con origen en la izquierda radical. En su primera etapa como Círculo de Estudio SOWETO, en Pereira, Risaralda (1976), estos grupos se concentraron en el debate de la marginalización y discriminación racial en Colombia. Además, a mediados de los años 80, la reivindicación de la identidad cultural afrocolombiana y sus prácticas se comenzó a materializar a través de diversas actividades, como fueron las experiencias sobre etnoeducación y etnodesarrollo. A similitud de los indígenas, el movimiento de las comunidades negras se nutrió de las ricas contribuciones que sobre su historia, su cultura y su presente habían hecho científicos sociales como Jaime Arocha, Arturo Escobar y Nina de Friedman, o intelectuales de la región como Manuel Zapata Olivella.


  Durante todo el proceso de la expedición de la nueva Constitución y de la ley reglamentaria del Artículo Transitorio 55 de reconocimiento de los derechos culturales y territoriales de las comunidades negras, que se extendió entre el segundo semestre de 1990 y el primer semestre de 1993, líderes afrocolombianos de diversas y disímiles organizaciones desarrollaron una intensa actividad de movilización nacional. Los líderes de las comunidades negras, en alianza con los dos miembros de los pueblos indígenas en la Asamblea Constitucional, lograron el reconocimiento, no solamente de los derechos territoriales, sino también de su condición de minoría étnica y, por ende, de sus derechos culturales —una reivindicación que estaba lejos de la mente de la casi totalidad de los miembros de la Asamblea al inicio de sus deliberaciones—.


  En las negociaciones en la Comisión Especial de las Comunidades Negras, prevista en el artículo transitorio, encargada de la elaboración del proyecto que posteriormente habría de convertirse en la Ley 70 de 1993 sobre los derechos territoriales y culturales de las comunidades negras, se produjeron desencuentros entre los representantes de las comunidades y del Gobierno. Por ejemplo, aquellos siempre reclamaron el derecho al subsuelo y a los recursos maderables de los bosques. El primero fue negado en virtud de la disposición constitucional que establece la propiedad de la nación de los recursos del subsuelo. Y el segundo fue materia de no pocos enfrentamientos, pues en el Inderena y en la Oficina Jurídica de la Presidencia de la República existía la interpretación de que el vuelo forestal de los bosques nativos del país eran propiedad de la nación. Esa interpretación fue afortunadamente abandonada. Más allá de lo jurídico, es del todo absurdo pensar que alguien que es propietario del suelo más no del bosque va a hacer siempre un buen uso de este. Pero al lado de los desencuentros fueron muchos los puntos de convergencia en un proceso en que los líderes de las comunidades negras, en su mayoría menores de 30 años, demostraron convicción, pasión por sus ideales y creatividad. Como uno de los representantes del Gobierno en la Comisión, en mi calidad de gerente del Inderena, guardo de este proceso de negociación un recuerdo entrañable y unas lecciones imborrables; fui un afortunado.


  ÉXITOS, LECCIONES Y FUTURO


  Los parques nacionales, los resguardos y las propiedades colectivas conforman el corazón de la protección ambiental de Colombia y son una estrategia crítica para responder a los desafíos del desarrollo en un planeta que se caracteriza por un rápido cambio global. Y hay que resaltarlo: en los parques nacionales, 96% de sus ecosistemas son naturales y solamente 4% de sus ecosistemas han sido transformados, y en los resguardos indígenas esas cifras son similares, 95% y 5%, respectivamente, según el mapa de ecosistemas 2017 (Ideam, 2017). Estos son indicativos de que esta política de protección de la diversidad cultural y biológica, que hemos calificado como ambiciosa y audaz, ha tenido éxito.


  Existen visiones idealizadas del indígena y del afrocolombiano ecológicos que son, en parte, hijas de discursos occidentales de las ciencias sociales y de las ONG. Estas visiones distorsionan la realidad de la diversidad y complejidad de las culturas de las minorías étnicas poseedoras de cosmologías, saberes y formas de vida propias de origen milenario que han evolucionado en forma dinámica incorporando o fusionando conocimientos y aproximaciones de otras culturas. En el caso de indígenas el simple hecho de la existencia de 87 pueblos con 55 lenguas es una evidencia contundente de su identidad. Existen cientos de estudios científicos que evidencian la profunda diversidad cultural de estos pueblos y cómo hoy siguen siendo fuentes de saberes y de formas de cooperación humana y de relación con la naturaleza con potenciales de proveer lecciones de vida a los detentores de la cultura occidental predominante, a los que aquellos consideran como hermanos menores.


  Esta diversidad y complejidad de las culturas de las minorías étnicas continúa siendo mal interpretada y comprendida por diferentes grupos de la sociedad colombiana en que existen profundas y variadas expresiones de racismo. La incomprensión de los burócratas de Bogotá se ha traducido en cientos de programas de “desarrollo” mal encaminados que desconocen las diferencias culturales. Los índices de pobreza (por ejemplo niveles de desnutrición y analfabetismo) en algunas poblaciones indígenas y negras evidencian el abandono de que han sido víctimas por parte del sector público.


  La afirmación de la diversidad cultural es diferente a señalar que todas las comunidades reconocidas como minorías étnicas viven en armonía con la naturaleza, idea que llega a desconocer la huella ecológica que inevitablemente imprimen en su medio todos los seres humanos, u oculta comportamientos claramente depredadores. Se encuentran comunidades, en los resguardos indígenas o en los consejos comunales, que han talado zonas de bosque en formas no propiamente sostenibles desde la perspectiva ambiental, o que han permitido a extraños a su territorio la explotación de oro ilegal —mediante retroexcavadoras o dragas—, o que han plantado coca o permitido su cultivo. Sus motivaciones son múltiples, complejas y, en algunos casos, justificadas, quizá, por la lucha por la supervivencia. Algunos grupos de las minorías étnicas presentan una fuerte desculturización, y entre ellos algunos viven situaciones de anomia, mientras otros se asimilan más a comunidades campesinas tradicionales.


  El hecho es que los ecosistemas naturales existentes en los territorios indígenas y de las comunidades negras presentan, en balance, un bajo nivel de transformación, en comparación con las otras áreas del país. Es una evidencia de que su huella ecológica ha sido cualitativamente diferente a la dejada por los herederos de las culturas de los conquistadores y colonizadores occidentales en otras zonas y regiones del país. Y tanto los grupos dirigentes como, en general, la mayor parte de habitantes del país ni conocen, ni son conscientes del papel crucial que las poblaciones indígenas y afrocolombianas han jugado, y podrían jugar en el futuro, en la defensa de los territorios en donde se ubica la mayor riqueza ambiental de Colombia. Pero a similitud de los parques nacionales naturales, las aproximaciones y la normatividad sobre resguardos y propiedades colectivas deberán ser modificadas, siendo una de las prioridades asegurar que las comunidades estén en capacidad de aprovechar sosteniblemente sus territorios para alcanzar su bienestar a partir de sus propias tradiciones y costumbres. El hambre o la insalubridad en resguardos y propiedades colectivas son inaceptables.


  Más allá de su valor ambiental, parques, resguardos y propiedades colectivas de las comunidades negras tienen un valor único para la ciencia, y un valor paisajístico y para la recreación sin par, que se deriva de la inmensa diversidad ecosistémica de Colombia, ubicada en sus 5 regiones terrestres y mares, con sus paisajes predominantes. Durante cerca de 6 décadas, la guerra impidió que se aprovecharan en la mejor forma estos potenciales en pro del bienestar social, el avance económico y la calidad de vida de los habitantes de estas áreas o de sus vecindades. Ahora tenemos la gran oportunidad.


  La diversidad de ecosistemas y flora y fauna hacen de los parques y las propiedades de las minorías étnicas un lugar excepcional para el turista en búsqueda de apreciar bellezas escénicas y de acercarse al mundo natural y a la diversidad cultural. El ecoturismo tiene grandes posibilidades. Alguna experiencia sobre la materia tiene el SPNN, pero su desarrollo es muy incipiente si se compara con países con más amplio recorrido como Costa Rica, Perú o muchos países africanos. El fortalecimiento de esta actividad debería partir de las buenas y malas experiencias de estos países. El turismo en los territorios de las minorías étnicas es prácticamente inexistente, pero su destino debe ser diseñado e implementado por las comunidades mismas a partir de sus derechos culturales y territoriales y con el concurso requerido del Estado y de las organizaciones de la sociedad civil.


  Estas áreas son también ámbitos únicos para los científicos que encuentran allí grandes potenciales para el hallazgo de especies desconocidas para la ciencia y respuestas a preguntas sobre los ecosistemas y sus servicios, y a las posibles estrategias para mejorar su protección, fortalecer su resiliencia y restaurarlos si ese es el caso. Estas áreas concentran altos potenciales económicos de la biodiversidad para la farmacia, la alimentación, la industria, etcétera, pero continuarán siendo una riqueza abandonada si el Estado colombiano y el sector privado no toman en serio la necesidad de aumentar en forma sustantiva la inversión en desarrollo científico y tecnológico.


  Garantizar la existencia de estas áreas y su fortalecimiento es el gran reto de los próximos años. No existen recetas únicas, pues se trata de territorios que están cruzados por todo tipo de circunstancias y amenazas económicas, políticas, sociales y culturales que exigen ser enfrentadas. Paradójicamente, una de las mayores amenazas a los resguardos y a las propiedades colectivas es la débil acción del Gobierno en su consolidación. Las comunidades indígenas y negras no reciben prácticamente ninguna asignación del presupuesto nacional para gobernar sus extensos territorios, aunque sí reciben asignaciones para salud y educación. Después de 1994, la principal intervención gubernamental fue la titulación de las propiedades a las comunidades negras, que estuvo asegurada por un crédito del Banco Mundial como parte del obtenido para el montaje del Ministerio de Medio Ambiente, durante el Gobierno del presidente César Gaviria, un asunto en el que estuve personalmente comprometido. Prácticamente no ha habido programas gubernamentales para acompañar a las comunidades indígenas y negras en la consolidación de sus territorios y en los procesos dirigidos a ejercer sus derechos a una cultura propia. En últimas, solamente los programas adelantados por las organizaciones no gubernamentales y la cooperación internacional han jugado un papel de importancia en estos procesos, pero están lejos de ser suficientes. En contraste, los Gobiernos han sido más proactivos en los parques nacionales, como se manifiesta en el aumento de la capacidad institucional de la Unidad de Parques vista en el largo plazo. Sin embargo, los recursos económicos dedicados a los parques naturales para su administración y manejo se encuentran entre los más bajos de América Latina en términos de pesos invertidos por hectárea de parque.


  La guerra y los cultivos ilícitos han hecho parte de la realidad de muchos parques, resguardos y propiedades colectivas. Y es un hecho excepcional que en medio de esa realidad se haya construido gran parte de este proyecto de protección de la diversidad cultural y biológica; la creación de estas áreas, en extensión y número, fue la mayor de la historia en el período 1986-2016, justo cuando el conflicto fue más agudo.


  El posconflicto debe constituir una época de consolidación de estas áreas, lo que incluye la protección de la diversidad cultural. Pero después de más de dos años de firmada la paz con las FARC, lo ocurrido parecería demostrar otra cosa. La masiva destrucción de bosques para abrir extensas tierras para la ganadería por parte de grupos criminales en el área que comunica al Parque de Chiribiquete con la Serranía de la Macarena, el arreciamiento de la deforestación en varios parques nacionales, como Tinigua, La Macarena y Picachos, y la persistencia de la minería ilegal y cultivos ilícitos en áreas de parques nacionales, resguardos indígenas y propiedades colectivas, son una grave advertencia.


  Resolver los conflictos con los indígenas del Cauca es un tema pendiente: en búsqueda de alcanzar un conjunto de reivindicaciones, que los Gobiernos finalmente conceden pero no cumplen, periódicamente bloquean la carretera Panamericana. Por lo general, esos bloqueos acaban siendo escenarios de violencia. El de mayo de 2019 generó enormes pérdidas económicas al país y, muy en particular, graves perjuicios a los habitantes de la región; fue un juego de perdedores con un alto costo reputacional para el movimiento indígena de Colombia.


  La región del Pacífico continúa siendo víctima de una cruenta y depredadora acción del ELN y de las mafias del narcotráfico. Las comunidades negras que se han asentado en Bogotá, y en otras ciudades del país, son un dramático testimonio del pasado y del presente del conflicto armado, como lo son también los grupos de Emberá que piden limosna en las calles de la capital. Es evidente que no habrá paz si el Estado colombiano no toma el control de los territorios de la guerra, a partir de necesarias acciones de las fuerzas de seguridad y de la acción integral de las organizaciones estatales que ofrezcan a la población los bienes públicos requeridos por una vida digna. Pero tanto la seguridad, como la provisión de estos bienes a los territorios de las comunidades indígenas y negras, deberán partir del reconocimiento de las lógicas propias de estas culturas y dejar atrás el intento de imponer las lógicas del desarrollo dominantes en las elites y las burocracias estatales nacionales que tanto daño le han hecho a estas regiones.


  
    
      27 El área total terrestre cubierta por las 3 modalidades, equivalente al 40%, es menor que la suma de las extensiones de parques, resguardos y propiedades colectivas debido a que 32 parques nacionales se traslapan con áreas de las otras 2 últimas modalidades.

    


    
      28 No trabajé con Barco, y escasamente lo conocí, una aclaración necesaria para que no se concluya que esta calificación procede de alguna vinculación política o burocrática.

    


    
      29 Otras organizaciones que surgieron: Organización de Barrios Populares de Quibdó, OBAPO; el Consejo Comunitario General de San Juan, ACADESAN; la Coordinadora Nacional de Comunidades Negras, CNCN; entre otras.

    

  


  CAPÍTULO 11 
 EL FUTURO AMBIENTAL DE LA AGRICULTURA


  Hay que reiterarlo: los cultivos de alimentos y la ganadería aportan en conjunto entre 19% y 29% del total de las emisiones de gases de efecto invernadero, consumen 69% del agua dulce, generan una sustantiva pérdida de suelos, son la principal causa del rompimiento de los ciclos de fósforo y nitrógeno, son una causa importante de la contaminación de las aguas y los suelos como consecuencia del uso de los agroquímicos, y dan cuenta de 31% de la pérdida de las especies de flora y fauna silvestre. Por eso 21 reconocidos científicos de la agricultura han concluido que “dado que los ecosistemas agrícolas son la principal interfaz entre las interacciones humanas y ambientales, estos son sin duda nuestro espacio de solución más importante para abordar la sostenibilidad ambiental y los desafíos de la seguridad alimentaria tal como se articulan en los Objetivos de Desarrollo Sostenible” (De Clerck et al., 2017).


  El papel que podrían jugar los ecosistemas agrícolas en resolver los problemas ambientales globales y locales merece un reconocimiento mucho mayor que el que suelen otorgarle los Gobiernos, los empresarios de la agricultura y, también, los ambientalistas. Como aquellos científicos lo señalan, diversos cambios —grandes y pequeños— en las prácticas de manejo agrícola aplicados en forma generalizada podrían inclinar la balanza, asegurando tanto la eficaz producción de alimentos como el fortalecimiento de los servicios ecosistémicos de la agricultura. Es posible, a partir de intervenciones basadas en la aproximación de los ecosistemas y sus servicios, favorecer la gestión integrada del suelo, el agua y los seres vivos con el fin de eliminar los efectos más perversos de la agricultura intensiva y de la ganadería hoy predominantes, como son los que se derivan del uso intensivo de agroquímicos y algunas técnicas de manejo del suelo. Los cientos de prácticas de gestión disponibles y por desarrollar para los ecosistemas agrícolas son un número mucho mayor que la gama de opciones de intervención en los ecosistemas naturales, constituyéndose en un espacio de solución con potencial para desplegar nuevas prácticas de manejo y nuevas tecnologías dirigidas a enriquecer los suelos e incrementar su capacidad de secuestro del carbono, hacer mejor uso del agua y proteger sus fuentes, fortalecer la biodiversidad, en términos, por ejemplo, de la diversidad de especies de flora y fauna, y, en general, incrementar su capacidad de resiliencia y adaptación al cambio climático.


  En Colombia, como en el resto del mundo, existen cientos de experiencias que demuestran que es posible adelantar diversos tipos de transiciones socio-ecológicas de la actividad agropecuaria hacia la sostenibilidad, tal como lo ha planteado el Instituto von Humboldt (Andrade et al., 2018), y como lo han evidenciado el CIPAV, CORPOICA y el CIA, entre otros. Pero lo que ocurre con estas positivas experiencias es que no han alcanzado la escala requerida para producir el gran cambio, ni muchas veces están suficientemente documentadas como para generar su amplia difusión Y en nuestro país, el potencial de cambio tiene sus propias peculiaridades en razón de su ubicación en el trópico, de los suelos disponibles para expandir la actividad y, en general, de las oportunidades que se abren con el posconflicto para generar una robusta actividad en el sector agropecuario que por más de 50 años fue víctima de la guerra. Y es que el éxito de la construcción de la paz dependerá en mucho de lo que se haga en el sector agrícola, lo que incluye simultáneamente el cuidado del medio ambiente del cual depende su sostenibilidad productiva, el acceso a tierras cultivables de amplios grupos de campesinos que por decenios las han reclamado, la restitución de tierras a aquellos que fueron desplazados, y la búsqueda de la seguridad alimentaria del país que hoy importa grandes volúmenes de productos de los que antes se autoabastecía y en los que tiene una ventaja competitiva o podría generarla.


  Los desafíos ambientales de la agricultura, tanto en el mundo como en Colombia, son enormes: ¿cómo hacer a la agricultura más sostenible con el medio ambiente al mismo tiempo que se duplica la producción mundial de alimentos en los próximos 40 años? ¿En qué medida la agricultura ecológica, conocida también como agricultura orgánica, podría ser una solución? ¿Acaso es posible lograr una transformación ecológica de la ganadería, la actividad agrícola generadora de los mayores impactos ambientales? ¿Qué hacer con la agricultura basada en extensos monocultivos con uso intensivo de agroquímicos? ¿Qué nos enseñan las transformaciones que la agricultura intensiva ha tenido en las últimas décadas para corregir los problemas ambientales que genera? ¿Acaso los cultivos basados en organismos genéticamente modificados (OGM) podrían ayudar a resolver los retos de lograr una agricultura más productiva, nutritiva y más sostenible ambientalmente, o, por el contrario, conlleva riesgos inaceptables para la salud humana y la naturaleza? ¿Cómo adelantar la agricultura en nuevas tierras y, al mismo tiempo, adelantar una actividad productiva que proteja los ecosistemas que la soportan, como se tipifica en el caso de la Orinoquía colombiana? ¿Qué papel podría jugar la agricultura campesina en la búsqueda de un mundo ambientalmente sostenible? ¿Qué papel podrían jugar en Colombia las zonas de reservas campesinas (ZRC) cuando, desde sus orígenes, la protección ambiental fue una de sus justificaciones?


  LA AGRICULTURA FAMILIAR Y CAMPESINA


  Las unidades de agricultura familiar representan el 80% del total de las explotaciones agrícolas del país, que ascienden a 2 022 000, aproximadamente, y cubren 7 millones de las 43,1 millones de hectáreas ocupadas por la agricultura, lo que significa que la extensión de la unidad productiva familiar asciende en promedio a 4,48 hectáreas (Vergara, 2017). La economía campesina, o agrícola familiar30, ha sido tan invisibilizada que muchos colombianos no son conscientes de que aporta entre el 51 y el 63% del valor de la producción agrícola del país, con una parte para la exportación, como es el caso del café. Además, la agricultura familiar aporta a nuestra canasta de alimentos el 32%, siguiendo en orden de importancia la agroindustria con el 30%, las importaciones con el 28% y la ganadería el 10% (Forero, 2017).


  Es decir, en la actividad campesina se deben encontrar grandes potenciales para la transformación de la agricultura, en un mundo cuya diversidad en materia del manejo ambiental está muy relacionada con la diversidad cultural, la diversidad biológica y la complejidad del territorio colombiano. Es un potencial en mucho desconocido y cuya identificación y uso requieren del fortalecimiento de la investigación y su difusión con la participación de las comunidades campesinas mismas. Es urgente conocer en forma sistemática el desempeño ambiental general de la agricultura familiar, como son por ejemplo las prácticas y resultados de la orientación de muchas de sus unidades productivas hacia la agricultura ecológica u orgánica, y conocer, también, las prácticas insostenibles ambientalmente que usan y que podrían ser corregidas a partir de tecnologías existentes o de la investigación y el desarrollo tecnológico.


  De la agricultura familiar hace también parte la pesca artesanal en aguas dulces y aguas marinas. No existe, quizá, una población más olvidada en Colombia que la de los pescadores artesanales. Paulatinamente sus condiciones de vida se han visto afectadas por la creciente escasez de la pesca, como resultado de la sobrepesca en ríos y zonas costeras, y la contaminación y la negativa afectación de los ríos y de los humedales (por ejemplo su desecación y pérdida de comunicación con los ríos); así, la producción pesquera en el río Magdalena ha descendido de 70 000 a 11 000 toneladas en los últimos 40 años. Hoy existen cerca de 250 000 pescadores artesanales que extraen 150 000 toneladas al año, que equivalen al 60% de la pesca en Colombia; del total del pescado que se consume, que asciende a 350 000 toneladas, 100 000 se importan, lo que indica que existe un gran espacio para incrementar la pesca artesanal y, también, la industrial. En síntesis, para sacar del abandono a las comunidades de pescadores artesanales, es necesario construir una agenda para enfrentar la miríada de problemas e injusticias de las que han sido víctimas, un propósito que requiere no solo fortalecer la asignación de los recursos económicos dirigidos a este fin, sino también crear una institucionalidad acorde con la tarea a realizar. Y una pregunta final: ¿por qué no se considera la posibilidad de crear reservas de pescadores artesanales, en donde estos tengan derechos sobre la pesca en zonas marinas, humedales y ríos, debidamente delimitadas?


  LAS ZONAS DE RESERVA CAMPESINA


  El patrón de colonización dominante en Colombia ha favorecido la concentración de la tierra, detonando diversas formas de violencia y generando una enorme presión sobre la frontera agrícola. Alfredo Molano sintetiza en unas pocas líneas lo que cientos de estudios han demostrado hasta la saciedad: “Todos los intentos de reformar la estructura agraria han fracasado. Desde el Gobierno de López Pumarejo no se ha hecho nada distinto a titular baldíos, una estrategia pragmática, dada la radical oposición de los latifundistas —armada unas veces, parlamentaria otras— a ceder un centímetro de lo acumulado bajo todas las formas de adquisición. Entre 1930 y 1970 se adjudicaron unos 11 millones de hectáreas de baldíos de la nación31. Las pocas tierras tituladas a los colonos, siempre por intermedio de gamonales y contraprestaciones electorales, terminan en manos de los terratenientes por la mera lógica del mercado. Los colonos entran en bancarrota por las deudas con los comerciantes, que les han vendido caro lo que necesitan para hacer mejoras y comprado barato las cosechas que sacan a la plaza. Cuando el Estado titula, facilita la venta de mejoras a los hacendados y beneficia a los bancos. Así, la colonización es, en realidad, una avanzada del latifundio” (Molano, 2012).


  Cuando en 1994 se propuso la creación de las Zonas de Reserva Campesina (ZRC), el Ministerio del Ambiente las apoyó con fuerza puesto que era una oportunidad única para el nuevo Ministerio de ejercer una de las funciones más relevantes que le había asignado la Ley 99 de 1993: “Formular, conjuntamente con el Ministerio de Agricultura, las políticas de colonización” (Artículo 5, numeral 6). En efecto, las ZRC pretenden estabilizar los frentes de colonización al impedir que los colonos, al ser expulsados por los terratenientes, ya sea mediante la compra o la violencia, se vean en la necesidad de tumbar bosque, más allá de la frontera agrícola, con el fin de abrir nuevas parcelas para sobrevivir con sus familias. Por eso, una pieza clave de las ZRC es la Unidad Agrícola Familiar (UAF), que es la cantidad de tierra necesaria para sostener a una familia nuclear. El principio básico de las ZRC es que una familia campesina puede comprar o vender una UAF, pero ningún particular puede comprar dentro de la reserva varias fincas para englobarlas en una propiedad mayor.


  Otro de los principios básicos que orientan las ZRC es el reconocimiento de que “la campesina no es solo una economía, es, ante todo, una cultura y por tanto para sobrevivir supone un territorio específico donde esté proscrita la concentración de la tierra” (Molano, 2012). En ese sentido las ZRC, a similitud de los resguardos indígenas y las propiedades colectivas de las comunidades negras, son mucho más que una reforma agraria clásica, y equivalen a un reordenamiento territorial de carácter social y ambiental que reconoce la diversidad de culturas campesinas del país, un hecho que ha sido soslayado por la política y las políticas.


  La necesidad de garantizar, también, el acceso de la tierra y su propiedad a campesinos que habitan dentro de la frontera agrícola motivó que en el decreto reglamentario de las ZRC se estableciera como ámbito de su aplicación, además de las áreas de colonización y de predominio de baldíos, “las áreas geográficas cuyas características agroecológicas y socioeconómicas requieran la regulación, limitación y ordenamiento de la propiedad rural” (Fajardo, 2012).


  A la fecha se han reconocido 6 ZRC, que ocupan 831 000 hectáreas en 6 departamentos. Otras 7, que abarcan 1 253 000 hectáreas, están en mora de reconocimiento de tiempo atrás. Y la Asociación Nacional de Zonas de Reserva Campesina (ANZORC) asocia a 50 comunidades que aspiran a ser ZRC, con 10 millones de hectáreas y 3 millones de campesinos (Estrada et al., 2013). Justamente, la ubicación de las ZRC, que fueron reconocidas en regiones del conflicto armado, es una de las causas de que se hayan convertido en un terreno de compleja disputa ideológica entre líderes de izquierda y derecha. En últimas, es un conflicto en el que subyace la larga resistencia de los grupos dirigentes tradicionales de Colombia a dar acceso a la propiedad a los campesinos sin tierra. Pero un cambio drástico en esta materia y en las condiciones de vida del campesinado, que registra los mayores índices de pobreza y miseria en Colombia, es una condición para que el país logre construir una paz duradera. El movimiento campesino colombiano, invisibilizado, victimizado y estigmatizado durante la guerra, busca hoy revitalizar su identidad a partir de la existencia de la diversidad de culturas campesinas.


  El origen de las ZRC estuvo asociado a la protección ambiental. Campesinos de la región de la Macarena —única por su riqueza ecológica—, y en particular los de la cuenca del río Duda, entre la cordillera oriental y la serranía de la Macarena, propusieron en 1987 al entonces gerente general del INCORA, Carlos Ossa, que se les titulara la tierra en medianas extensiones a cambio de su compromiso de preservar los bosques naturales remanentes en la región. Fue una solicitud que surgió en un momento en que el conflicto armado, los cultivos ilícitos y la actividad colonizadora se envolvieron en un complejo entramado que se expresó en una fuerte movilización campesina en la región para reclamar al Estado sus derechos. La solicitud de los campesinos surgió como un intento de ordenamiento y estabilización de ese territorio, frente a los cultivos ilícitos y sus violencias. Como lo ha señalado Darío Fajardo, que conjuntamente con Alfredo Molano han apoyado a los movimientos campesinos en la conceptualización y creación de las ZRC: “Estas recogieron la larga cadena de experiencias de los campesinos del país en la búsqueda de condiciones de vida alternativas, en las cuales se les asegurara la tierra, el trabajo y la subsistencia” (Fajardo, 2012). En la defensa de las ZRC, además de ANZORC, trabajan el Programa de Atención a Víctimas del Conflicto Armado, la Organización Nacional de Población Desplazada Desarraigada e Independiente (OPDD) y Corporación Regional para la Defensa de los Derechos Humanos (ANUR).


  Que el movimiento campesino arguya que las ZRC encuentran una de sus justificaciones en la protección del medio ambiente tiene que ver con sus propias experiencias e historia de acción colectiva. No es muy diferente a la justificación socioambiental de la existencia de los resguardos indígenas y de las propiedades colectivas de las comunidades indígenas. Aunque, como a similitud de estas 3 modalidades, en las ZRC no se debe caer en idealizaciones o generalizaciones que poco sirven para comprender y lidiar con la realidad y la complejidad; así, por ejemplo, en 2019, se demostró como en una de la ZRC se estaba adelantando una deforestación muy similar a las que realizan hoy empresarios criminales que buscan la apertura ilegal de grandes extensiones en la selva amazónica.


  El potencial de la acción colectiva para la protección de los bosques y otros recursos naturales fue reivindicado por los hallazgos de la economista Elinor Ostrom, quien evidenció cómo pequeños y medianos grupos de personas pueden desarrollar sistemas de interacción social y crear procedimientos de comunicación y coordinación para trabajar colectivamente en la gestión y protección de recursos de propiedad común, mediante el cultivo de la confianza recíproca y la generación de las normas sociales requeridas. Estos hallazgos de Ostrom, que le valieron el Premio Nobel de Economía, demostraron cómo los bienes comunes (por ejemplo, las pesquerias, los bosques, las aguas de los ríos) no siempre tienen como destino la tragedia de los comunes. Con frecuencia estos sistemas estudiados por Ostrom y sus discípulos están gestionados por comunidades étnicas y campesinas; así, por ejemplo, María Alejandra Vélez y Juan Camilo Cárdenas, profesores de la Universidad de los Andes, al estudiar las propiedades colectivas afrocolombianas, concluyeron que las comunidades han logrado mejorar sus condiciones de vida y que los bosques presentan menores tasas de deforestación que los baldíos de la nación o que las propiedades privadas (Cárdenas y Vélez, 2018).


  CERO DEFORESTACIÓN, RESTAURACIÓN Y MANEJO SOSTENIBLE DE LOS BOSQUES, PLANTACIONES FORESTALES


  Colombia se ha comprometido a la deforestación cero en el marco de sus compromisos en el Acuerdo de París como estrategia para reducir la emisión de los gases de efecto invernadero. Detener la deforestación implica estabilizar los frentes de colonización, y las ZRC son una de las estrategias para hacerlo. Detener la deforestación implica detener la apertura de nuevas tierras para la ganadería y para los cultivos agrícolas.


  En el cometido de reducir la deforestación a cero, la aplicación de diversos instrumentos de política económica podría contribuir. Por ejemplo, el establecimiento de un impuesto sobre la tierra dirigido a desestimular una ganadería de bajísima productividad; esto exigiría de un avalúo catastral de los predios rurales que tenga relación con la potencial productividad de las tierras. Así dejaría de ser gratis su acaparamiento para establecer ganaderías de bajísima productividad. A la vez, se plantea como incentivo para la protección una tasa más baja del impuesto predial de aquellas propiedades rurales que mantengan sus bosques naturales o reforesten parte de su área. Los pagos por servicios ambientales (PSA) son un instrumento económico que puede contribuir a detener la deforestación. En Colombia se está lanzando un programa masivo de PSA para la Amazonía con recursos de la cooperación alemana y noruega. Es un programa que podría tener éxito si se combina con otros instrumentos de política como la educación.


  De todas formas para detener la deforestación se requiere, también, de la aplicación tajante de la ley a los deforestadores ilegales. Así, por ejemplo, el tipo de tala masiva del bosque que se presentó en el norte de la Amazonía colombiana en los años 2017 y 2018 —adelantada por empresarios criminales en pos de crear latifundios—, solo es posible detenerlo mediante una presencia fuerte del Estado que, como se ha afirmado, implica una combinación de acciones de seguridad y de oferta de bienes públicos.


  La plantación de bosques comerciales tiene la doble función de disminuir la presión por la extracción de madera en los bosques naturales y de contribuir al desarrollo económico y social del país. Desde hace más de 40 años se ha hecho la anterior afirmación en diferentes formas, y se han formulado más de una decena de robustas políticas para incrementar el área de bosques plantados, consignadas en extensos documentos, algunas como producto de amplios procesos de consulta con las partes interesadas, pero poco ha pasado: solo se cuenta con 350 000 hectáreas de bosques comerciales.


  La restauración de bosques también hace parte de lo que podemos denominar como una política forestal retórica, pues no ha pasado mucho; sin con ello desconocer esfuerzos como el que el Ministerio de Ambiente y las CAR adelantaron en los años 90 para restaurar y reforestar las cuencas de los acueductos municipales, que ascendió a un área aproximada de 400 000 hectáreas, ni desconocer los proyectos puntuales y meritorios de comunidades y organizaciones no gubernamentales. No se ha hecho mucho, cuando es claro que es prioritario restaurar las cuencas para, entre otras, fortalecer la biodiversidad, controlar la erosión, proteger el ciclo del agua y capturar CO2, metas que hacen parte de la necesidad de incrementar la resiliencia de los ecosistemas. Es necesario adelantar una restauración masiva y en este propósito las positivas experiencias campesinas y de diversas organizaciones sociales son claves para realizarla.


  Finalmente, el país tiene hoy un enorme atraso en establecer sistemas de aprovechamiento sostenible de los bosques naturales, es decir hacer una extracción de sus diferentes productos en forma tal que se mantengan la salud de sus servicios ecosistémicos. Hoy, en Colombia, la actividad maderera y la extracción de otros frutos de los bosques se mueve fundamentalmente en los campos de la ilegalidad y la insostenibilidad ambiental. Es un área en la que existen enormes potencialidades, como lo muestra la enorme experiencia internacional y, también, muchas experiencias nacionales, y en la cual los principales protagonistas deberían ser las comunidades campesinas, negras e indígenas, como una de las vías para construir la paz y generar nuevas oportunidades para la prosperidad y la sostenibilidad ambiental y social.


  ¿Qué hacer para movernos con vigor en estos 3 campos —plantaciones forestales, restauración y aprovechamiento sostenible de los bosques— en donde registramos este atraso monumental? La respuesta no es trivial, pero para comenzar es necesario construir una institucionalidad para los bosques, la cual hoy está vuelta trizas.


  LOS SISTEMAS SILVOPASTORILES EN LA TRANSFORMACIÓN GANADERA


  Ganadería y deforestación son dos actividades profundamente relacionadas. Desde el primer capítulo hemos argüido que la ganadería ha sido históricamente la actividad humana que ha causado una mayor transformación de los ecosistemas naturales, en particular mediante la deforestación y el drenaje de humedales para abrir potreros y, también, mediante la conversión de las sabanas naturales en tierras para el pastoreo, que incluye tanto el uso de los pastos nativos como su sustitución por pastos exóticos de mayor productividad.


  Si los sistemas ganaderos extensivos de Colombia se sustituyeran con sistemas silvopastoriles intensivos (SSPi), se estima que se podrían liberar 12 millones de hectáreas de las 34,5 dedicadas a la ganadería. Y estas tierras liberadas por la transformación de la ganadería extensiva podrían ser utilizadas en cultivos agrícolas o en la reforestación comercial, o restaurarlas como bosques. Se removería así una perversa característica de los territorios rurales: “La agricultura campesina y la agroindustria están cercadas por el latifundio ganadero, el cual se constituye en el principal limitante para el desarrollo de las potencialidades de la empresa agropecuaria en Colombia” (Forero, 2017). 


  Este hecho, por sí solo, justifica ampliamente el escalamiento de esta modalidad que ya se experimentó en un programa piloto en 62 000 hectáreas, a partir de un crédito del Banco Mundial, que fue ejecutado bajo la responsabilidad de Fedegan, con asistencia técnica del Centro para la Investigación en Sistemas Sostenibles para la Producción Agropecuaria, CIPAV. Pero una razón más para adelantar esta transformación es que los beneficios sociales y ambientales van muchísimo más allá.


  Los SSPi son un desarrollo superior de los sistemas silvopastoriles tradicionales, los cuales son arreglos agroforestales que combinan plantas forrajeras, como pastos y leguminosas, con arbustos y árboles para la nutrición animal y usos complementarios (Murgueitio et al, 2011). Estos sistemas comenzaron a desarrollarse en Colombia desde hace cerca de 40 años, habiendo sido el CIPAV, en alianza con un conjunto de empresarios y campesinos del Valle del Cauca, el motor de esta innovación tecnológica que, además de generar una mayor productividad y bienestar social, conlleva sustantivos beneficios ambientales. Así se ha materializado en el Hatico, cuyas realizaciones nos sirven para visualizar a qué nos estamos refiriendo.


  El Hatico: una finca pionera


  El Hatico es una hacienda localizada en el municipio de El Cerrito en las muy fértiles tierras del Valle del río Cauca, a 1000 metros sobre el nivel del mar, con una temperatura promedio de 24°C y una precipitación promedio anual de 800 mm que está distribuida bimodalmente (marzo-mayo y octubre-noviembre) (Mahecha et al., 2002). Ocupa aproximadamente 288 hectáreas, de las cuales el 15% se constituyeron como reserva natural, una de las estrategias para asegurar un soporte de la actividad agrícola en la riqueza de la biodiversidad; 140 hectáreas de la finca se dedican al ganado en crecimiento (650 cabezas), 100 hectáreas a la caña de azúcar y 9 hectáreas a otros cultivos. El Hatico, debido a su contribución a la conservación del ecosistema del valle geográfico del río Cauca y a la educación e investigación, fue reconocido como reserva natural privada por la Red Nacional de Reservas de la Sociedad Civil, avalado por el Ministerio de Medio Ambiente.


  Como lo señala Enrique Murgueitio, director del CIPAV: “Hasta 1970, El Hatico fue manejado con prácticas ganaderas tradicionales: pastizales con baja cobertura forestal (diez árboles por hectárea), aplicación de herbicidas para control de malezas, irrigación durante los períodos secos, fertilización química y carga animal de 3 cabezas por hectárea. A finales de los años 70, se hicieron los primeros intentos para promover la regeneración natural con el fin de incrementar la cobertura forestal, y, hoy, la finca exhibe 70 especies de árboles en sus silvopasturas. En 1993 la especie leucaena fue plantada con una alta densidad para ramoneo, y 3 años más tarde la empresa recibió una certificación ecológica” (Murgueitio et al., 2011). Hoy se identifican claramente 5 estratos de plantas en el sistema muy maduro de SSPi que caracteriza a El Hatico. Además, las plantaciones del cultivo de caña y otros productos realizados en 100 hectáreas se desarrollan a partir de técnicas de la agricultura orgánica que muestran una productividad equivalente a los cultivos de la región adelantados con las tecnologías intensivas.


  En términos de productividad, el ISS combinado con los sistemas de rotación de pastizales utilizados entre 1992 y 2010 ha permitido incrementar la carga de ganado a 4,3 cabezas por hectárea, aumentar la producción de leche en un 130% y eliminar completamente el uso de fertilizantes. Los beneficios ambientales son diversos. La rica matriz de estratos vegetales significa la existencia de una mayor diversidad de especies y facilita la conectividad entre fragmentos de bosques, fortaleciéndose los beneficios de la biodiversidad. Es una matriz vegetal que disminuye sustancialmente la erosión, enriquece los suelos, protege las fuentes de agua y mitiga el cambio climático por el aumento de la biomasa. Además, el SSPi sirvió para que El Hatico pudiera enfrentar con mucha solvencia la mayor sequía en 40 años, que afrontó en 2009; si bien la biomasa de los pastizales disminuyó, la producción forrajera de arbustos y árboles se mantuvo constante, neutralizando los efectos de la sequía. En otras palabras, el SSPi se plantea como una forma para adaptar el sistema de producción ganadera al cambio climático.


  Los retos


  El equipo de CIPAV, en la medida que alcanzó buenos resultados en el Valle del Cauca, amplió su trabajo a haciendas y fincas campesinas de otras regiones de Colombia, así como de otros países —Bolivia, Guyana, Panamá, Costa Rica, Nicaragua, Guatemala y México— y estableció colaboraciones con investigadores de la Universidad de Yale, de Estados Unidos. Como señalara un experto en la materia, “Es una lección que los brasileros deberían aprender” (Fioravanti, 2012). Hoy existen sistemas silvopastoriles, incluyendo los SSPi, adaptados a otras regiones distintas al Valle del Cauca que, en parte, han sido desarrollados por CIPAV (CIPAV, 2013).


  El principal reto es cómo ir más allá de los proyectos piloto, hoy con 62 000 hectáreas, y pasar a 10 millones de hectáreas o, en otras palabras, ¿qué se puede hacer para masificar esta transformación? Diversas barreras se oponen a su escalamiento. Para el ganadero, el establecimiento de los SSPi conlleva diversos obstáculos: una inversión mucho mayor que la requerida por la ganadería extensiva (así su recuperación se haga en 3 a 4 años); un gran rigor y disciplina, en comparación con la ganadería tradicional; la implementación de un paquete tecnológico mucho más complejo; la disponibilidad de una asistencia técnica especializada, relativamente escasa; y el montaje de un sistema de monitoreo con indicadores que permitan adecuar y mejorar el paquete tecnológico a las condiciones del lugar.


  Por último, los beneficios ambientales no son necesariamente valorados por los empresarios y, por consiguiente, no son un incentivo para emprender una transformación productiva. Estos beneficios tienen básicamente una naturaleza colectiva que incluye la mitigación del cambio climático, el enriquecimiento de la biodiversidad, la mejora en la calidad y cantidad de aguas, y el control de la erosión, pero solo una parte de estos beneficios ambientales se concreta como beneficios para el empresario en forma de una mayor ganancia económica. La superación de estas barreras se podría lograr mediante políticas públicas para la creación de líneas de crédito para la transformación ganadera, el incremento de la capacidad de investigación, desarrollo tecnológico y asistencia técnica, el establecimiento de sistemas de pagos por servicios ambientales que reconozcan monetariamente a los empresarios las inversiones que se materializan en servicios ambientales para la colectividad como resultado de la implantación de SSPi en sus fincas, y la utilización de los grandes compradores, procesadores y distribuidores de leche y productos derivados, como la Alquería, Colanta y Alpina, para que desarrollen programas masivos de asistencia técnica para la transformación de sus proveedores, dando prioridad a los pequeños y medianos ganaderos (Murgueitio, 2011; Calle et al., 2012; Calle et al., 2013).


  TRANSFORMACIÓN DE LA AGRICULTURA INTENSIVA


  En el capítulo anterior se hizo mención tanto de las negativas consecuencias ambientales de la Revolución verde, como de su excepcional contribución para evitar una hambruna generalizada a nivel global. La agricultura intensiva se caracteriza por extensos monocultivos, la aplicación de fertilizantes, insecticidas, fungicidas y herbicidas, el uso de maquinaria de alta eficiencia para plantar, cultivar y cosechar, así como también equipo de riego donde es requerido, todo lo cual tiene como condición la inyección de altas cantidades de capital. El paquete de tecnologías hijas de la Revolución verde ha evolucionado en las últimas décadas no solo para aumentar aún más la productividad y mejorar diversas características de los alimentos, sino también para prever y mitigar sus daños ambientales. Entre las aproximaciones utilizadas se cuentan: la labranza de conservación, el manejo integrado de plagas que incluye los biócidas naturales (en reemplazo de los agroquímicos), la agricultura ecoeficiente, la agricultura de precisión y la agricultura basada en organismos genéticamente modificados (OGM). No son aproximaciones alternativas y, por el contrario, se utilizan en forma complementaria. Estas tecnologías están también llamadas a mejorar la productividad y las prácticas de la agricultura familiar.


  La ecoeficiencia en la agricultura se define, en forma simple, como el intento de lograr más con menos —mayor producción agrícola en términos de cantidad y calidad—, con menor cantidad de insumos de tierra, agua, nutrientes, energía, trabajo o capital. La diferencia entre un sistema que se está moviendo hacia una mayor ecoeficiencia con otro que ha evolucionado en sentido inverso la ilustra el caso de los cereales en Estados Unidos y China: en Estados Unidos, el rendimiento de los cultivos por unidad de fertilizante nitrogenado, N, aplicado aumentó en un 36%, entre 1980 y 2000; en contraste, en China, de 1977 a 2005, la producción de cereales aumentó en un 71% (de 283 a 484 millones de toneladas), mientras la aplicación de fertilizantes nitrogenados aumentó en un 271% (de 7,07 a 26,21 millones de toneladas) (Keating et al., 2010). En Colombia, tanto el CIAT como Coropoica concentran parte de su investigación en la ecoeficiencia de los principales cultivos del país.


  Como parte de la ecoefiencia se encuentra la agricultura de precisión, una denominación que abarca la aplicación de un conjunto de tecnologías de la información en conjunción con otros avances en la tecnología agrícola dirigidos a optimizar el uso de insumos con el fin de lograr simultáneamente una mayor productividad y el mínimo impacto ambiental posible. El potencial de la agricultura de precisión para obtener beneficios económicos y ambientales podría visualizarse a través de sustanciales reducciones de la cantidad de agua, fertilizantes y pesticidas por unidad de producto. En Colombia existen algunos ejemplos de aplicación de esta tecnología en la agroindustria, como, por ejemplo, en cultivos de caña de azúcar en el Valle del Cauca, que además transfiere su amplio conocimiento con estas técnicas a sus proveedores de caña. Pero los productores no están adoptando universalmente la agricultura de precisión por varias razones, entre las cuales sobresalen los costos iniciales del equipo. Esta tecnología tiene su mayor desarrollo en la agricultura de zonas planas, pero se comienza a utilizar en zonas montañosas.


  LOS ORGANISMOS GENÉTICAMENTE MODIFICADOS: ¿MALDICIÓN O BENDICIÓN?


  El desarrollo de los organismos genéticamente modificados, conocidos también como organismos vivos modificados, es un tema que ha suscitado un acalorado debate y no pocas pasiones. Los OGM, un producto de la biotecnología moderna, se entiende como el proceso de manipulación del material genético de un organismo, incluidos los genes de otras especies, en un esfuerzo por producir los rasgos deseados, como resistencia a las plagas, mejoras en el contenido nutritivo, aumentos en la productividad, o tolerancia a la sequía. Los OGM también son conocidos como transgénicos, aunque esta denominación se refiere específicamente a los organismos vivos que poseen un gen insertado de otra especie.


  Los partidarios de introducir los OGM en la agricultura subrayan una multitud de beneficios potenciales, que incluyen un menor uso de agroquímicos, un mayor rendimiento y por consiguiente menor área de suelo por unidad producida, incluyendo pesticidas y fertilizantes, y tolerancia a la sequía y a los excesos de agua. En otras palabras, los OGM serían una de las respuestas más promisorias para enfrentar los retos de incrementar sustantivamente la producción agrícola en los próximos años, erradicar algunos de los problemas ambientales derivados de la Revolución verde y adaptar la agricultura al cambio climático.


  Los opositores al uso generalizado de los OGM han señalado que es una tecnología que conlleva riesgos inaceptables para la salud, el medio ambiente y la economía campesina. Entre sus posibles amenazas subrayan: la diseminación de rasgos indeseables en cultivos no OGM, la producción de mutaciones con efectos negativos, la generación de nuevos alérgenos y toxinas, los riesgos para las especies naturales que no son objeto de modificación genética, tales como las aves silvestres, los insectos polinizadores y los microorganismos del suelo (Druker, 2015). Vandana Shiva, respetada oponente y líder global ambientalista, ha enfatizado los peligros para la economía campesina y la erosión de la diversidad genética entrañados por el monopolio sobre los OGM de la grandes multinacionales como Monsanto (Specter, 2014; Shiva, 2003).


  Preocupaciones como las anteriores motivaron a un amplio grupo de países a exigir su derecho a conocer las bases científicas y tecnológicas de los OGM y a evaluar sus riesgos ambientales y para la salud humana con el fin de permitir, prohibir o restringir su uso en su territorio. Desde principios de los años 90, los Gobiernos de los países con mayor riqueza en biodiversidad propusieron un instrumento jurídico vinculante en el marco del convenio de diversidad biológica, lo que dio lugar a una compleja negociación que se extendió durante 4 años y finalizó con la aprobación del Protocolo de Cartagena sobre Bioseguridad, en el año 2000. Colombia tuvo un papel sobresaliente en las negociaciones de este tratado, con el liderazgo del ministro Juan Mayr, quien las presidió en su última etapa (Bail et al. (eds.), 2002). El Protocolo adoptado en el año 2000 tiene como objetivo “contribuir a garantizar un nivel adecuado de protección en la esfera de la transferencia, manipulación y utilización seguras de los organismos vivos modificados resultantes de la biotecnología moderna que puedan tener efectos adversos para la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica, teniendo también en cuenta los riesgos para la salud humana, y centrándose concretamente en los movimientos transfronterizos” (Art 1, PC, 2010).


  Los cultivos de OGM crecieron 110 veces en 20 años: de 1,7 millones de hectáreas cultivadas con OGM en 1996 se pasó a 181,5 millones en 2016 (ISAAA, 2016). Los cultivos de OGM originalmente se concentraron en maíz, soya, algodón y canola, y con los años han incorporado remolacha azucarera, papaya, calabaza, berenjena, papas y manzanas. Además, en la actualidad instituciones del sector público adelantan investigaciones para el cultivo de OGM en arroz, plátano, papa, trigo, garbanzo, gandul, mostaza y caña de azúcar. Los 181,5 millones de hectáreas de cultivos de OGM se concentran en 26 países: 7 países industrializados y 19 en desarrollo. Colombia contaba en 2016 con un total de 100 109 hectáreas de híbridos de maíz, 9814 hectáreas de variedades de algodón y 12 hectáreas restantes de flores genéticamente modificadas (ISAAA, 2016).


  A la defensa de los Organismos Genéticamente Modificados


  Un representativo conjunto de científicos del mundo defienden hoy los OGM, como se expresa en las contundentes afirmaciones efectuadas por 109 premios Nobel. La rápida expansión de los OGM motivó a sus opositores a arreciar sus acciones a través de las redes sociales y la acción violenta directa. Estos hechos motivaron a un representativo grupo de premios Nobel en ciencias a tomar el inusual paso de firmar una dura carta, publicada a mediados del año 2016, que condena la campaña liderada por Green Peace en oposición al arroz dorado, variedad producida a través de la ingeniería genética con un alto contenido de vitamina A. Según la carta de los Nobel: “El arroz dorado tiene el potencial de reducir o eliminar gran parte de la muerte y la enfermedad causada por una deficiencia de vitamina A (VAD), por sus siglas en inglés, que tiene el mayor impacto en las personas más pobres de África y el sudeste asiático. La Organización Mundial de la Salud estima que 250 millones de personas sufren de VAD, incluido el 40% de los niños menores de 5 años en el mundo en desarrollo. Según las estadísticas de UNICEF, se producen anualmente entre 1 y 2 millones de muertes prevenibles como resultado de VAD, porque compromete el sistema inmunitario y pone a bebés y niños en gran riesgo. […] Las agencias científicas y reguladoras de todo el mundo han encontrado repetida y consistentemente que los cultivos y alimentos mejorados a través de la biotecnología son tan seguros como los derivados de cualquier otro método de producción y que podrían, incluso, ser más seguros. Nunca ha habido un solo caso confirmado de un resultado de salud negativo para humanos o animales a partir de su consumo. Se ha demostrado repetidamente que sus impactos ambientales son menos dañinos para el medio ambiente y una gran ayuda para la biodiversidad mundial” (Alferov et al., 2016).


  En el mismo año, 2016, las Academias Nacionales de Ciencias, Ingeniería y Medicina de Estados Unidos publicaron una revisión de 900 investigaciones sobre OGM realizadas desde 1996 y concluyeron que los cultivos genéticamente modificados y los cultivos convencionales no tienen diferencias en términos de riesgos probables para la salud humana y el medio ambiente.


  Estoy entre quienes consideran que los OGM son una opción válida para mejorar el desempeño ambiental de la agricultura. Se requiere, sí, aplicar con rigor el Protocolo de Cartagena y buscar que tenga unos mayores dientes para su implementación. Además, se requiere tomar todas las medidas necesarias para garantizar una justa libertad de los campesinos en el uso y mejoramiento de semillas, unos derechos en riesgo como consecuencia de las prácticas comerciales y las legislaciones sobre propiedad intelectual. Una tecnología, como la asociada con los OGM, no debe prohibirse por su errónea utilización social; lo que debe hacerse es corregir sus formas de usarla. Muchos de mis colegas ambientalistas seguramente estarán en desacuerdo con estas prescripciones y, entre estos, los más representativos cultores de la agricultura orgánica que rechazan tajantemente el camino de los OGM.


  ¿ES LA AGRICULTURA ORGÁNICA LA SOLUCIÓN?


  Cientos de agricultores, consumidores, organizaciones no gubernamentales, científicos y técnicos proponen la agricultura orgánica como el modelo que debería sustituir la agricultura producto de la Revolución verde y así resolver, de una vez por todas, los daños ambientales que genera, garantizar unos alimentos más sanos y nutritivos que los de la agricultura convencional y, al mismo tiempo, generar unas condiciones más justas para los agricultores. Los principios que rigen la agroecología, adoptados por la Federación Internacional de Movimientos de Agricultura Orgánica, son contundentes e inspiradores (IFOAM, 2005):


   


  
    	El principio de salud: la agricultura orgánica debe sostener y promover la salud de suelo, planta, animal, persona y planeta como una sola e indivisible.


    	El principio de ecología: la agricultura orgánica debe estar basada en sistemas y ciclos ecológicos vivos, trabajar con ellos, emularlos y ayudar a sostenerlos.


    	El principio de equidad: la agricultura orgánica debe estar basada en relaciones que aseguren equidad con respecto al ambiente común y a las oportunidades de vida.


    	El principio de precaución: la agricultura orgánica debe ser gestionada de una manera responsable y con precaución para proteger la salud y el bienestar de las generaciones presentes y futuras y el ambiente.

  


   


  ¿Qué papel juega la agricultura orgánica como fuente de los alimentos en el mundo? ¿En qué medida los principios de la agricultura orgánica han sido aplicados en la práctica? ¿Se podría hoy sustituir masivamente la agricultura intensiva por la agricultura orgánica?


  En 2015 el mercado orgánico global alcanzó un valor de 80 000 millones de dólares y la extensión de tierras agrícolas orgánicas llegó a 50,9 millones de hectáreas, equivalente al 1% de la superficie terrestre no congelada que está dedicada a la agricultura en el mundo. Esta actividad corresponde a los cultivos que han sido certificados como orgánicos, lo que implica cumplir los estándares que aseguran al consumidor que los productos se acogen estrictamente a los principios que orientan la agroecología. Dos tercios de esta área, equivalentes a 33,1 millones de hectáreas, se dedica al pastoreo, pero no existen estadísticas sobre la producción orgánica global de carne y leche. Se dedica 10 millones de hectáreas de la tierra orgánica a cultivos temporales, principalmente a los cereales (39%), el pienso verde (25%) y las semillas de aceite (12%); y 4 millones de hectáreas están dedicadas a los cultivos permanentes, entre los cuales ocupan la mayor área el café (22,5%), los olivos (17%), las almendras (10%) y las frutas tropicales (9,5%). Colombia tan solo cuenta con 31 600 hectáreas de cultivos orgánicos, operadas por 4775 productores; de la extensión total, 10 500 hectáreas se dedican al cultivo de café orgánico (Lernoud et al., 2017).


  En la agricultura orgánica, sinónimo de agricultura ecológica o biológica, se sustituyen los agroquímicos por fertilizantes de origen natural (ejemplos: estiércol y compost de desechos orgánicos procedentes del cultivo o traído de afuera); se reemplazan los pesticidas por el control biológico de plagas (como insectos, ácaros, malezas, enfermedades de las plantas, las hormonas y el uso de antibióticos en la cría de ganado, etcétera), que se basa en el uso de depredadores, parásitos, herbívoros, etcétera; se utiliza la labranza de conservación para proteger los suelos y disminuir las liberación del carbono que contienen, en vez de la labranza intensa mecanizada; va, con frecuencia, más allá de la estricta protección de los ecosistemas naturales que la ley exige para incorporar otros de valor; se fortalece la diversidad biológica mediante la introducción de especies de flora y fauna favorables al cultivo (como las orientadas al control biológico de plagas); y se prohíben el uso de agroquímicos, organismos genéticamente modificados, lodos de aguas residuales, reguladores del crecimiento de las plantas, hormonas y antibióticos en la cría de ganado. En suma, la metáfora que guía la agricultura orgánica es que los ecosistemas agrícolas funcionen a semejanza de los ecosistemas naturales. ¡Es un ideal que está, entonces, en el corazón del ambientalismo!


  Hoy, los más característicos cultores de la agricultura orgánica la plantean como el horizonte hacia el que debe dirigirse la producción de alimentos (Sarandón, 2017). Los detractores de la agricultura orgánica la califican como una visión romántica de la actividad que conduciría al mundo al hambre y a una mayor devastación ambiental (Popoff, 2011). Frente a estas posiciones irreconciliables, ¿qué dice la ciencia? Para responder esta pregunta, es necesario acudir a las más comprehensivas investigaciones científicas realizadas hasta el presente para comparar la agricultura orgánica y la agricultura convencional, es decir a aquellos estudios que han efectuado el análisis de cientos de las investigaciones más reputadas y relevantes que examinan las dimensiones económicas, sociales y ambientales, de ambas modalidades, y que los científicos denominan como meta-análisis (Seufert et al. 2017a; De Ponti et al., 2012; Smith-Spangler C, et al., 2012). Aquí una breve síntesis de sus resultados.


  Los cultivos orgánicos se caracterizan por una más alta biodiversidad que los cultivos intensivos, y presentan una mejor calidad de suelos y aguas por unidad de área cultivada, estando estos temas en el corazón de los principios que los rigen. En contraste, los estudios no son concluyentes sobre su impacto en el uso del agua y muestran que el ideal de la equidad, de generar una agricultura más justa con los trabajadores del campo, no se ha realizado. Numerosos meta-análisis han concluido que el rendimiento de los cultivos orgánicos es, en promedio, un 19 a 25% más bajo que los convencionales (Seufert et al., 2017; de Ponti et al., 2012). Sin embargo, “la magnitud de esta brecha de rendimiento varía por tipo de cultivo y depende de las prácticas de manejo (por ejemplo, rotaciones de cultivos, cantidad de insumos de fertilizantes). La brecha de rendimiento puede ser tan baja como 5 a 9% en algunas condiciones, pero tan alta como 30 a 40% bajo otras condiciones” (Seufert et al., 2017). En otras palabras, el sueño de masificar la agricultura orgánica tendría como prerrequisito un aumento de su rendimiento en forma tal que por lo menos sea equiparable al de la agricultura convencional. De lo contrario, su ampliación generaría un alto impacto ambiental, pues habría que deforestar y transformar amplias áreas para suplir su menor rendimiento, lo que es un costo que podría superar con creces sus beneficios. Este es hoy el talón de Aquiles de la agricultura orgánica. En síntesis, el ideal de sustituir la agricultura convencional por la agricultura orgánica solo será factible cuando el rendimiento de esta al menos iguale el rendimiento de aquella.


  Salud y nutrición son dos argumentos en defensa de los productos de los cultivos orgánicos; la evidencia muestra que presentan muchos menores riesgos para la salud al estar libres de pesticidas. En contraste, no se han probado en forma concluyente los mayores poderes nutricionales de los productos orgánicos en comparación con los productos de la agricultura convencional, como lo señala una investigación realizada en el Centro de Políticas de Salud de la Universidad de Stanford que analiza los 237 estudios más relevantes adelantados sobre la materia (Smith-Spangler C. et al., 2012).


  Ante este conjunto de evidencias, difícilmente se podría estar en desacuerdo con Verena Seufert, una de las autoras de “Many Shades of Gray—The Context-Dependent Performance of Organic Agriculture”, sobre los grandes atributos de la agricultura orgánica frente a sus limitaciones: “Una pregunta fundamental es la de si deberíamos continuar comiendo alimentos orgánicos y expandir la inversión en agricultura orgánica. Aquí la respuesta es un sí contundente. La agricultura orgánica muestra promesas significativas en muchas áreas. Sería una tontería no considerarla como una herramienta fundamental para desarrollar una agricultura global más sostenible. Solo el 1% de las tierras agrícolas se cultiva orgánicamente en todo el mundo. Pero la influencia de la agricultura orgánica va mucho más allá de ese 1% de superficie cultivada. En los últimos 50 años, las granjas orgánicas han brindado ejemplos de nuevas formas de agricultura a la agricultura convencional y han servido como campo de prueba para un conjunto diferente de prácticas de gestión, desde la diversificación de rotaciones de cultivos y compostaje hasta el uso de cultivos de cobertura y la labranza de conservación. La agricultura convencional ha descuidado estas prácticas sostenibles durante demasiado tiempo” (Seufert et al., 2017).


  En síntesis, el reto es transformar la agricultura, con su infinidad de realidades, para hacerla ambientalmente más sostenible y socialmente más equitativa e inclusiva, a través de la difusión e implantación de los diferentes caminos que hoy se muestran exitosos, incluyendo aportes de la agricultura convencional y de la agricultura orgánica. Esta última no solamente muestra algunas prácticas que sería viable llevar a una mayor escala, sino sobre todo unos principios que deben servir de guía para la transformación social ecológica de la agricultura, en los cuales se embebe una ética de la relación sociedad-naturaleza basada en la forma como funcionan los ecosistemas naturales. La aplicación de uno o más de esos principios, hay que recordarlo, se encuentra con frecuencia en la práctica de los campesinos que en forma silenciosa y con tradiciones que se remontan siglos atrás laboran diariamente, con sus familias, en sus parcelas.


  LA EXPANSIÓN DE LA AGRICULTURA: EL CASO DE LA ORINOQUÍA


  En las últimas décadas se ha señalado a la Orinoquía colombiana como un territorio cuyo principal destino debe ser la producción agrícola en la mayor parte de su extensión (que asciende a cerca de 22 millones de hectáreas en la planicie). La visión predominante entre los más influyentes actores de esa transformación, Gobierno y empresarios, considera a los Llanos Orientales “como un lienzo blanco para ser llenado”, una metáfora que utilizamos en las conclusiones de una investigación adelantada sobre el presente y futuro de la Orinoquía por 6 investigadores, entre quienes me cuento, en la Facultad de Administración de la Universidad de los Andes (Rodríguez et al., 2009). Si esta visión dominante perdura, se continuarían generando daños irreversibles en sus ecosistemas con un declive de sus servicios como el agua, la diversidad de especies de flora y fauna, y el paisaje.


  En efecto, la cuenca del Orinoco, en nuestro país, es un lienzo lleno de colores y matices: es el hábitat de los llaneros, el resultado de cientos de años de construcción de sus propias tradiciones de relación con la naturaleza (por ejemplo los vegueros y los ganaderos tradicionales), y es asiento de una población indígena compuesta por diversas etnias que ocupan amplios resguardos. Cuenta con 32 tipos de sabanas y 156 tipos de ecosistemas, caracterizados por una gran riqueza y fragilidad, incluyendo aquellos ubicados en la cordillera con sus páramos de los cuales depende parte de su riqueza hídrica; tiene una de las mayores diversidades de especies de peces de agua dulce del mundo; es una de las regiones de mayor variedad de aves y se destaca por su muy alta diversidad de gramíneas tropicales. Contiene el 32% de las existencias de agua dulce del país, el 36% de los ríos con caudal superior a 10 m3/seg, el 39% de las microcuencas y un complejo sistema de humedales que representa el 32% de las zonas inundables, y el 22,4% de las ciénagas. Si se continuaran drenando los humedales en forma indiscriminada, como se está haciendo, para transformarlos en tierras agrícolas, la oferta de agua se podría ver seriamente comprometida. La desregulación del ciclo del agua, en esta región caracterizada por marcados ciclos estacionales de inundación y sequía, pondría en alto riesgo el suministro de agua potable y la viabilidad misma de las diversas actividades económicas que son, sin duda, tan promisorias.


  En el estudio se subraya que “el 76% del área de la Orinoquía (16 859 264 hectáreas) aparece en los mapas como cubierta por ecosistemas naturales; sin embargo, estos corresponden con lo que se denominan ecosistemas ‘seminaturales’, es decir aquellos cuya estructura y función son, en parte, el resultado de la acción humana. Por ejemplo, las sabanas son ecosistemas en donde las quemas periódicas asociadas con el manejo de las pasturas han alterado no solo el estado de la misma sabana sino su relación con las zonas boscosas aledañas” (Rodríguez et al, 23: 2009).


  A partir de estas y otras observaciones, en el estudio concluimos, basados en la mejor ciencia disponible, que es posible realizar una agricultura de alta productividad en la región que, al mismo tiempo, sea más sostenible desde las perspectivas social y ambiental. Se trata de incorporar la agricultura en el paisaje de los Llanos Orientales en lugar de producir transformaciones radicales del paisaje para implantar extensos y continuos monocultivos que no respetan los límites ecológicos. Se trata de una transformación de la región diferente a la que se está adelantando, para lo cual hacemos recomendaciones concretas en nuestro estudio La mejor Orinoquía que podemos construir.


  La agroindustria y la economía campesina


  Basados en los anteriores planteamientos, un grupo de investigadores de los Andes, dirigido por el biólogo Germán Andrade, profesor de la Facultad de Administración y del Centro de los ODS, realizó una investigación dirigida a crear las bases para construir una agricultura ambientalmente sostenible, en el predio de 40 000 hectáreas de una empresa privada y su zona de influencia, en donde se planea hacer un desarrollo agroindustrial, para el cultivo de maíz, palma de aceite, caña de azúcar, entre otros, orientado principalmente a la exportación. Uno de los hechos más interesantes de este proyecto de investigación-acción es que se hizo en un proceso de concertación con los empresarios, con miras a asegurar la sostenibilidad económica del proyecto. En el artículo “Diseño adaptativo de un paisaje agroindustrial: una propuesta para la transformación agrícola de la altillanura colombiana”, Andrade et al. concluyen:


   


  
    	“La propuesta no permite conjurar todos los impactos ambientales, pero sí ha servido para introducir la gestión de los riesgos ambientales en la agenda de los agricultores industriales.


    	No se trata de un modelo de planificación racional de la agricultura, ni uno de planificación sistemática de la conservación: en medio de la incertidumbre se han logrado decisiones que permiten de entrada retener un conjunto importante de tierras (entre el 30 y 50%) para la conservación de la biodiversidad.


    	Es un modelo de gestión del riesgo del cambio, que permite además generar valor ecológico en los predios en proceso de transformación.


    	El modelo de gestión de transformación de los predios que se incorporan a la agricultura industrial deberá ser complementado con una planificación en escala superior del paisaje para la gestión en escala adecuada de los bienes públicos ambientales, y de una estrategia de gestión del cambio adaptativo en los sistemas ecológicos en rápido proceso de transformación”.

  


   


  En la Orinoquía también cabe el pequeño agricultor, y no solamente las grandes empresas agroindustriales. Así lo evidenció Jaime Forero al investigar cuál había sido la evolución de unas tierras que, producto de un proceso de expropiación realizado por la Dirección Nacional de Estupefacientes, fueron entregadas por el INCODER, en la modalidad de uso común y proindiviso, en 6 parcelaciones, a desplazados y campesinos en el año 2002. Las tierras parceladas habían estado dedicadas a la ganadería extensiva, en algunos casos con pasto mejorado (Brachiara decumbens) y en otros solo con pastos nativos. Al estudiar 4 de las 6 parcelaciones (el 73% de la tierra adjudicada) entregadas a 265 familias con una extensión promedio de 28 hectáreas por familia, concluyó: “El 50,5% de los beneficiarios viven y trabajan la parcela y el 24,2% vendieron sus predios. Muchos de los beneficiarios han logrado sacar adelante sus fincas sin recursos externos (o mínimos), con modelos de producción autónomos, sin asociarse con los grandes, con otro tipo de tecnologías y con productos diferentes. La mayor parte han recurrido a la agroecología de manera tal que a los réditos individuales que han obtenido habría que sumarles los beneficios ambientales derivados de la recuperación y construcción de ecosistemas de gran riqueza biótica y funcional. El hecho es que ellos obtienen beneficios muy por encima de la línea de pobreza” (Forero et al., 2016).


  En conclusión, en los Llanos Orientales caben simultáneamente una agricultura campesina y una agroindustrial emplazadas en agroecosistemas más ricos en biodiversidad que los de la agricultura predominante en la región.


  La Orinoquía soñada


  El paisaje de los llanos orientales que podemos construir estaría conformado por diversos agroecosistemas: por cultivos agrícolas, tanto industriales como campesinos, robustecidos en su biodiversidad y en sus servicios ecosistémicos, y por una ganadería convertida a sistemas silvopastoriles, así como por una ganadería tradicional con su armónica relación con los ecosistemas naturales. Estaría conformado por unas áreas protegidas y resguardos indígenas más robustos, atravesados todos por un entramado de corredores biológicos que les conecte entre sí y con los ecosistemas urbanos. Estaría conformado por unas ciudades que, en un continuum con lo rural y en una integración más funcional, estén guiadas por los principios de sostenibilidad socioambiental planteados para la necesaria expansión y transformación de los centros urbanos del siglo XXI; y unas nuevas ciudades estarían integradas a este paisaje urbano-rural, surgidas como respuesta a la prosperidad económica de la región y radicalmente diferentes a las insostenibles ciudades andinas tradicionales. La minería y la explotación petrolera necesariamente harían parte del paisaje de la Orinoquía, a partir de una clara definición sobre dónde adelantar estas actividades y dónde no hacerlo, y mediante la utilización de tecnologías de punta, allí en dónde sí se pueda. La energía solar, generada por el sol que tantos días ilumina sus sabanas, y que al atardecer se torna en el sol de los venados, sería el motor de su incesante actividad. En la transformación del paisaje orinocense, en esas transiciones socio-ecológicas que se realizarían en el tiempo, habría una búsqueda permanente de una mayor resiliencia de la región, y de todos sus rincones, al cambio global, incluyendo el cambio climático. Y, como parte de la gran cuenca de la Orinoquía, sus ecosistemas montañosos, con sus páramos y bosques, estarían restaurados, conservados y con usos sostenibles, para proteger su rica biodiversidad y garantizar que los ríos desciendan con aguas cuya calidad y cantidad aseguren la vida en la Llanos Orientales de Colombia.


  El desarrollo sostenible es imperativo y viable en la Orinoquía. También lo es en las otras regiones del país. La tarea es descomunal.


  
    
      30 Según la FAO, la agricultura familiar es una forma de organizar la agricultura, ganadería, silvicultura, pesca, acuicultura y pastoreo, que es administrada y operada por una familia y, sobre todo, que depende preponderantemente del trabajo familiar, tanto de hombres como mujeres. La familia y la granja están vinculadas, coevolucionan y combinan funciones económicas, ambientales, sociales y culturales.

    


    
      31 En esta cifra no se incluyen los baldíos que han sido declarados como parques nacionales, resguardos indígenas y propiedades colectivas de las comunidades negras.

    

  


  EPÍLOGO 
 GRETA THUNBERG: EL FUTURO


  “Ustedes le están robando el futuro a sus hijos” les dijo esta joven sueca, con implacable dedo acusador, a los líderes de 200 países en la Cumbre del Clima celebrada en Polonia en diciembre de 2018. Greta Thunberg, con apenas 16 años, detonó una movilización global de niños y adolescentes que hacen el mismo reclamo a los líderes políticos de diferentes países del mundo mediante diversas manifestaciones públicas. Está joven nos está invitando a generar una fuerte movilización social y a detonar nuevas formas de organización de la sociedad civil como medio para retar a fondo a los dirigentes políticos y empresariales, generar nuevos liderazgos y construir la voluntad política requerida para implementar las metas incorporadas en el Acuerdo de París y los Objetivos del Desarrollo Sostenible. Pero no basta simplemente con cumplir con las metas de estos acuerdos globales. Es imperativo subir radicalmente su ambición con miras a que nuestra especie, y todos los seres que componen la compleja trama de la vida, puedan surcar con prudencia en las aguas inciertas, inestables y arriesgadas del Antropoceno, montados sobre los hombros de las extraordinarias realizaciones alcanzadas en el Holoceno, que componen los fundamentos de la civilización contemporánea.


  La admirable irrupción de Greta Thunberg nos recuerda que grandes logros de la humanidad, como los derechos humanos, que están consagrados en las cartas constitucionales de los Estados y en los tratados internacionales, o muchos de los servicios sociales (educación, salud, etcétera) que hoy disfrutan cientos de millones de habitantes, son el producto de luchas y movilizaciones populares, con frecuencia a costa de un enorme sufrimiento y sacrificio. De hecho, los logros en la protección de la naturaleza, aunque insuficientes, son hijos del ambientalismo que surgió hace escasos 6 decenios. Es un ambientalismo que requiere ser renovado y dinamizado, puesto que no tiene sentido que continúe siendo una identificación de solo un sector de la población que ha tomado esta causa como uno de sus motivos de vida. El ambientalismo debe transformarse en una identificación de todos y cada uno de los habitantes de este mundo. No hay alternativa. La protección de la casa común, la defensa de este bien colectivo, está llamada a constituirse en el humanismo del siglo XXI.


  En Colombia, a similitud de la líder sueca, diversas personas y grupos de las nuevas generaciones lideran procesos para renovar el ambientalismo y enfrentar la crisis nacional y global. Así por ejemplo, y como se mencionó, un colectivo de 25 niños y jóvenes, con edades entre los 7 y los 26 años, interpuso una demanda contra el gobierno nacional para exigirle la detención de la deforestación en la Amazonía. Fue un profundo y duro reclamo a la dirigencia del país por su irresponsabilidad al permitir la destrucción del bosque —por acción u omisión— con devastadoras consecuencias para el calentamiento global, la integridad de la biodiversidad y la estabilidad del ciclo del agua. Finalmente, en virtud de esa acción, la Corte Suprema de Justicia declaró, en 2018, a la Amazonía colombiana como sujeto de derechos, que constituye la consagración en la ley de una nueva ética sobre la relación entre sociedad y naturaleza.


  Tanto estos colombianos defensores de la Amazonía, como Greta Thunberg, simbolizan aquellos jóvenes del mundo que se han educado en una ética ambiental en la que no caben las estúpidas negaciones del cambio climático que claman irresponsablemente influyentes líderes del mundo. Son aquellos millones de ciudadanos que ya están siendo víctimas de las perversas consecuencias del cambio climático, la escasez del agua y la contaminación del aire en las ciudades, o que ven con horror el deterioro y la destrucción de componentes esenciales del planeta verde y del planeta azul y de la naturaleza de su propio terruño. En otras palabras, simboliza una nueva generación que está dando lugar al surgimiento de un nuevo ambientalismo dictado por el imperativo de que toda persona se haga partícipe y responsable de dos países: el suyo propio y el planeta.
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  Estamos atravesando una profunda crisis ambiental
con el cambio climático y el declive de la biodiversidad
como sus más graves expresiones. La estamos
viviendo en las intensas temporadas de sequía y de
lluvia, la agudización de los huracanes, el derretimiento
de los glaciares y la acelerada extinción de especies. Millones
de personas mueren anualmente por la contaminación
del aire y del agua. Todo esto lleva a pensar: ¿cuál es
el panorama global? ¿Cuál ha sido el papel de Colombia en
crear esta situación y cómo la afecta? ¿Qué tanto incide en
las decisiones que tomamos en nuestra vida diaria? 

Gracias a una aguda y minuciosa reflexión de Manuel
Rodríguez Becerra, una de las voces ambientalistas más
destacadas del panorama actual, es posible entender los
alcances de esta crisis y cómo llegamos a ella, pero también
podemos descubrir cómo enfrentarla y el rol que en
ese desafío juegan los individuos, las comunidades, los
empresarios y los gobiernos. Se trata de una lucha que es
de todos y que compromete nuestro presente, nuestro futuro
y el de las generaciones venideras.


  “Todos estamos obligados a renegociar
nuestra posición en el ecosistema, en el
mundo”.

Brigitte Baptiste
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(INDERENA), y el primer ministro del
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la Comisión Mundial de Bosques y Desarrollo
Sostenible, y presidió el Foro de Bosques de las
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64 13706 | Servicios ecosistémicos: hidrologico de la
tipos de fegistios en | fundamentales para region donde estén
humedales inventario | regulacion. localizados.

Potencial medio

No presenta limina de agua, pero puede
inundarse con periodos de retorno
interanuales. Caracteristicas edafologicas
y deomarfolGgicas evidencian condiciones
de humedad con cierta periodicidad.

5031592 2206797
hatotales hatransformadas
51 1833
tipos de humedales registros en

Inventario

Potencial bajo

No presenta mina de agua, pero puede
inundarse con periodos de retorno
interanuales. Caracteristicas edafologicas
¥ geomorfolgicas evidencian condiciones
de humedad con cierta periodicidad

3733497 2931317
ha totales ha transformadas

1123
registios
eninventario

No seincluys esta categoria
en el andlisis de clasificacion
de humedales:

Usos recomendados: areas donde cualquier
actividad economica debe contemplar fa
posibilidad de inundacién en eventos

extremos. Las actividades econdmicas que
se realicen deberian garantizar la
conectividad longitudinaly transversal con

los humedales temporales y permanentes,
yla conectividad vertical con las aguas
subterréneas.

Servicios ecosistémicos: fundamentales
para la gestion del riesgo.






